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leyes: 2781 a 2789


resoluciones: 247 a 259/2008


declaraciones: 241 a 254/2008
- En Buenos Aires, en el recinto de sesiones de la Legislatura de la Ciudad Autónoma, a diez días de julio de 2008, a la hora 17 y 33:
iniciación de la sesión

Sr. Presidente (Santilli).- Queda abierta la sesión ordinaria con la presencia de 31 diputadas y diputados.

Izamiento de la Bandera Nacional

Sr. Presidente (Santilli).- Invito a la diputada Mouzo y al diputado Ibarra a izar la Bandera Nacional.

- Puestos de pie las diputadas, los diputados y el público presente, se procede a izar de la Bandera Nacional en el mástil del recinto. (Aplausos).

Manifestaciones 

Sr. Presidente (Santilli).- Estamos en el período de manifestaciones.

Sobre declaración como Ciudadano Ilustre de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Raúl Alfonsín 

Sra. Walsh.- Pido la palabra.


Señor presidente: quiero hacer una manifestación espontánea, referida a un proyecto de ley que se encuentra en el temario del día de la fecha. Se trata de un proyecto de ley sobre tablas para conceder la distinción de “Ciudadano Ilustre de la Ciudad de Buenos Aires” al ex Presidente de la Nación, doctor Raúl Ricardo Alfonsín.


Señor presidente: desde que ingresé a esta Cámara, en forma reiterada hice uso de la palabra en el período de las manifestaciones espontáneas, pero teniendo en cuenta que aquellos temas que luego se iban a plantear en la sesión –sobre todo, si se trata de proyectos de ley– no debían ser abordados en el período de las manifestaciones espontáneas. 

En el caso de los proyectos de ley, por la importancia que tienen –y ésta es la postura de mi bloque–, sería mejor que los bloques mayoritarios no acordaran cerrar el debate sino, por el contrario, abrirlo; que pudiéramos reforzar la capacidad democrática de este recinto, permitiéndonos escuchar y ser escuchados, aun en nuestras diferencias más difíciles de expresar y aun en aquellas cuestiones que, inclusive, cuesta decir; pero, con la valentía de suponer que quienes hemos ganado bancas en la democracia, asumimos el compromiso que hemos tomado con nuestros votantes y usamos estas bancas para decir aquello que suponemos que ellos piensan y quisieran expresar –si pudieran estar en este recinto– de la mejor manera posible.

El bloque Nueva Izquierda va a votar en contra del proyecto de ley que propone esta distinción. Nos hubiera gustado, insisto, que se abriera el debate. Pensamos que muchos legisladores –en realidad, todos los bloques– tendrían legítimamente algo que aportar a la posibilidad de pensar esta votación.


Se acordó que este proyecto de ley, a pesar de que está para ser tratado sobre tablas, pasara por la Comisión de Cultura. La presidenta de la Comisión de Cultura –comisión que integro– citó especialmente a una reunión de diputados con sólo un punto en el temario, que era este proyecto de ley. Allí concurrí, señor presidente, con mi dictamen en minoría; dictamen que, por no aguardarse los tiempos que corresponden para la publicación, no fue publicado y seguramente no es muy conocido por los colegas legisladores. La verdad es que lo lamento. Por supuesto, voy a pedir autorización para insertar en la versión taquigráfica los muy extensos fundamentos, de muchas páginas, que tratan de reflejar de una manera muy reflexiva y a conciencia por qué vamos a votar en contra.(

En esos fundamentos, señor presidente, hacemos un relevamiento de aquellas cuestiones que a nosotros nos parecen sumamente contrarias a que se apruebe, en el día de hoy, la posibilidad de conferir esta distinción.


En primer lugar, como hecho formal y secundario, es necesario que los colegas recuerden que el 2 de julio la Provincia de Buenos Aires le confirió al doctor Raúl Ricardo Alfonsín la ciudadanía ilustre. Y se la confirió por hechos que son de dominio público: se trata de un hombre que ha nacido en Chascomús –que es su patria chica–, y ha sido primero concejal, luego diputado provincial y más tarde fue diputado nacional por el territorio de la Provincia de Buenos Aires, y que es ex presidente de la Nación. Ninguna de estas cuestiones se vincula con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Y nos parece, señor presidente, que aquello que ya fue reconocido, cuando se lo intenta forzar a través de un nuevo reconocimiento, no reconoce sino que, desgraciadamente, muestra debilidad en la propia insistencia.


Nosotros creemos que ser ex presidente de la Nación es, de por sí, una alta distinción. Significa que él fue votado, en algún momento, por la gran mayoría del pueblo argentino. Pero, luego, tenemos todo el derecho –y aquí lo ejercemos– de decir que durante la gestión del ex presidente doctor Raúl Ricardo Alfonsín los hijos e hijas de desaparecidos, de asesinados, de exiliados, de presos, de torturados por la última dictadura militar, vivimos, probablemente, los días más amargos de nuestra lucha en contra de la impunidad.

Realmente, no tengo que pensar en la experiencia de terceros para hablar de las leyes de Punto Final y de Obediencia Debida, las leyes de impunidad; tengo que pensar en los momentos más amargos de mi propia historia personal, familiar y colectiva, pues durante cuatro años he sido militante de la Agrupación Hijos –Hijos por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio–, hoy llamada Hijos e Hijas contra el Olvido y el Silencio por la Justicia, y de la lucha que sostuvimos, con la enorme participación de todos los organismos de derechos humanos de este país, las organizaciones sociales, políticas, estudiantiles, culturales, sindicales, en fin, de todas las identidades que se pueda pensar, larguísimas, para lograr que esas leyes que el pueblo argentino conoció y que sigue llamando las “leyes de impunidad” fueran anuladas.


Entonces, señor presidente…

Sr. Presidente (Santilli).- Diputada: le pido que redondee su discurso, porque ya ha superado su tiempo. 

Sra. Walsh.- Voy a redondear, señor presidente.


Lamento que no tengan el coraje de abrir el debate y que los autores de estos proyectos acuerden con otros bloques de la mayoría el tratamiento sin discursos. Me imagino que sería muy democrático que tuviéramos el coraje de atrevernos a dar los discursos correspondientes.

En verdad, nos costó muchísimo anular esas leyes vergonzosas, infames y nefastas; pero, además, todavía nos cuesta contar una historia que no se inició con el juicio a las juntas, sino que comenzó con el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. 


¿Acaso no se acuerdan de que tuvimos que ir a prestar declaración…?

Sr. Presidente (Santilli).- Diputada…

Sra. Walsh.- Señor presidente. Tengo un discurso de 16 páginas, y solicito que sea incorporado en la versión taquigráfica.


Pero, sobre todo, tengo coraje y también memoria.

Sr. Presidente (Santilli).- Está bien. Muchas gracias, diputada.


Aclaro al Cuerpo que sí obran sobre las bancas de los diputados y diputadas el despacho de minoría presentado por la diputada Walsh.

Sobre la metodología de tratamiento de asuntos sin discursos

Sr. Romagnoli.- Pido la palabra.


Señor presidente: seré muy breve.


En principio, antes de dar lugar a mi manifestación, deseo hacer una reflexión sobre lo planteado anteriormente por la diputada Walsh. Creo que ningún asunto que se vote en este recinto puede obtener reconocimiento si la sociedad no lo lleva adelante, así como nada de lo que se vote aquí modifica la realidad si no hay luchadores que tomen esos problemas en sus manos.


Comparto con la diputada Walsh la mayoría de los conceptos que ha planteado en relación con la declaración que va a votarse sobre tablas sin discursos, así como la observación que ha formulado sobre el método del no debate.

Sobre el patrullaje de la IV Flota Norteamericana sobre los mares de Latinoamérica y el Caribe

Sr. Romagnoli.- Señor presidente: no puedo dejar de referirme hoy a que, desde hace exactamente diez días, la IV Flota Norteamericana patrulla los mares de Latinoamérica y el Caribe. No lo había hecho en los últimos 58 años. Ocurre esto no sólo como reafirmación de políticas imperiales de control de los recursos naturales del mundo y la región, sino en medio de un extendido y sostenido proceso en que los pueblos del continente vienen expresándose contra el dominio de esa potencia militar y cuando una nueva crisis de la economía recorre el mundo. 


A nadie se le escapa la importancia que tienen para toda la elite gobernante estadounidense los mares del sur del hemisferio occidental, y que por esto aumentarán su capacidad de accionar utilizando la IV Flota dependiente del Comando Sur, supervisando barcos y aviones, ahora también los civiles y comerciales, que naveguen al sur de los Estados Unidos. 

Hoy no ocultan que tienen objetivos más amplios consistentes en una alarmante penetración en territorio latinoamericano. El propio jefe del Comando Sur, James Stavridis, reconoce como objetivo responder a la migración masiva de refugiados. Y el comandante de la Marina del Comando Sur, James Stevenson, declara que sus naves llegarán hasta el sistema de ríos en Sudamérica, navegando en las aguas marrones más que en las tradicionales aguas azules, lo que significa un control en el interior del territorio latinoamericano con la navegación de ríos como el Orinoco, el Amazonas y hasta el Paraná. 


Tan alevosamente avasallante es esta política militar norteamericana que, por ejemplo, han llevado al comandante de la Marina de Brasil, Julio Moura Neto, a expresar que su país “…no aceptará ninguna intervención naval estadounidense en aguas brasileñas bajo ninguna hipótesis…”

Quiero denunciar esta verdadera ofensiva imperial de la cual los habitantes de esta ciudad no estamos exentos, ofensiva que debería ser fuertemente condenada por esta Legislatura, por ser un verdadero ataque a la independencia. Y quiero denunciarlo hoy, a horas de que la Presidenta Cristina Fernández de Kirchner se reúna con el Subsecretario de Estado para Asuntos Hemisféricos, Tom Shannon, y a quien no basta “expresarle la preocupación” por el patrullaje de la IV Flota, mientras siga sin implementarse una efectiva política de soberanía nacional. 


Nada más, señor presidente. 

Sobre declaración como Ciudadano Ilustre de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Raúl Ricardo Alfonsín (Continuación)

Sr. Cantero.- Pido la palabra.


Señor presidente: como bien lo señaló la diputada Walsh, hoy vamos a tratar el Expediente 1504, que propone distinguir como ciudadano ilustre al doctor Raúl Alfonsín. (Aplausos.)

Hay muchas críticas que se le hacen al doctor Alfonsín; incluso, yo también se las formulo. Los que me conocen saben que vengo de un movimiento que se opuso firmemente a muchas de las políticas que llevó adelante el doctor Alfonsín. Más le digo: en esa época yo no ocupé ningún cargo público, ni siquiera de empleado raso, por mis diferencias en algunos casos con el gobierno de Alfonsín. Pero seguramente no podemos olvidarnos de que Raúl Alfonsín fue elegido por una sociedad que tenía generaciones diversas, como aquellas que sufrieron la represión en las décadas de los ’70 y ’80. Además, estábamos también los que pertenecíamos a la generación de Malvinas, que veíamos en el doctor Alfonsín como la entrada a la vida y a la democracia. 


Alfonsín cometió muchos errores; entre ellos, la sanción de la Ley de Obediencia Debida y de Punto Final. Pero la instalación y alternancia de la democracia hacen que los inconvenientes se subsanen. Entonces, ese inconveniente, ese error garrafal cometido por el doctor Alfonsín y por el Congreso de esa época, luego fue subsanado por el Congreso y por el actual Gobierno. Eso es lo bueno que tiene la democracia. 
Y sí, tenemos que agradecerle al doctor Alfonsín que fue firme y flexible cuando tuvo que serlo, para poder tener hoy una democracia vigente. Pero Alfonsín no fue solamente eso. Alfonsín fue el Consenso de Cartagena; fue el que propuso el Club de Deudores, cuando en Latinoamérica nadie se le adhirió; fue el que tuvo como ministro de Economía a Bernardo Grinspun, primer Ministro de Economía que se paró frente al Fondo Monetario Internacional con una posición autónoma.

Yo sé que muchas de las cosas que se plantean son contradictorias, pero cuando veamos la historia vamos a notar que los demócratas, en todos los lugares del mundo, presentan estas contradicciones. 


Señor presidente: más allá de que el doctor Alfonsín no haya nacido en esta Capital Federal, creo que éste es un homenaje merecido, porque los beneficios de la democracia no son solamente para un distrito, sino para toda la Nación. (Aplausos.) 
Sra. de Anchorena.- Pido la palabra.


Señor presidente: las razones por las cuales se propone declarar como ciudadano ilustre de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Raúl Alfonsín ya han sido suficientemente expresadas en el proyecto de ley, suscripto por cuarenta diputados de esta Casa, y en el despacho de mayoría de la Comisión de Cultura. 

Sin embargo, no quiero pasar por alto las afirmaciones que se realizan en el despacho de minoría, que se limita a evaluar el desempeño del doctor Alfonsín como Presidente de la Nación y omite la lucha –su lucha– en los años de la dictadura e incluso antes, cuando la violencia política ya se cobraba la vida de dirigentes y militantes políticos. Nada dice ese despacho de la defensa de presos políticos que realizó Alfonsín durante esos años, como en el caso del doctor Hipólito Solari Irigoyen, o la presentación de habeas corpus frente a la detención o desaparición de personas, como ocurrió entre otros con Jacobo Timerman, Alfredo Bravo y Mario Abel Amaya. En este último caso, frente al asesinato de Amaya, Alfonsín se hizo presente en Trelew y durante su entierro pronunció un discurso de despedida, poniéndose en una verdadera situación de riesgo frente al gobierno militar del momento. Era el año 1976, y en esa época había que ser muy valiente, arriesgar mucho y tener convicciones muy firmes para atreverse a defender la política de los derechos humanos.

En 1978, Raúl Alfonsín acompañó al doctor Arturo Illia en su viaje a París. Allí denunció públicamente ante el Senado de ese país, y ante la prensa de todo el mundo, las atrocidades que estaban ocurriendo en la Argentina. En esos años, muchos no sabían, pero otros sabían y callaban.

La acción de Alfonsín en la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, desde su creación en 1975, fue permanente. Desde allí bregó por los derechos de los hombres y mujeres torturados y desaparecidos, sin distinción de banderías políticas.

Señor presidente: la lucha por la recuperación democrática y por la vigencia de los derechos humanos no fue la lucha de un solo grupo político. De la movilización popular que menciona el dictamen de minoría, que comenzó antes de 1985, participaron diversos sectores y dirigentes políticos. Entre ellos, la participación del doctor Alfonsín fue destacada y decisiva. 
Ya durante la campaña electoral, Raúl Alfonsín se declaró partidario de la derogación de la Ley de Autoamnistía que luego, una vez elegido Presidente, envió al Congreso para su debate y sanción. Interpretar, como lo hace el dictamen de minoría, que los fundamentos de esa ley propician la “Teoría de los dos demonios” es arbitrario.

Las decisiones de los gobiernos deben analizarse en el contexto en que se produjeron; y más aún, pretender que los conceptos y doctrinas de derechos humanos vigentes en la actualidad se apliquen a un determinado momento histórico es, sencillamente, una arbitrariedad.

Fruto del trabajo y la acción del doctor Alfonsín, entre otros militantes y dirigentes políticos y sociales, los tratados internacionales de derechos humanos hoy se reconocen con jerarquía constitucional, y se toman medidas y acciones supranacionales ante su violación.

El juicio a las Juntas Militares fue un hecho histórico excepcional. En Chile el general Pinochet fue senador vitalicio, y sólo como consecuencia de la acción de un tercer Estado comenzó a ser juzgado. Brasil y Uruguay optaron por la amnistía, y en España la recuperación democrática concluyó con el Pacto de la Moncloa. Y no podemos decir que en esos casos no se hubieran producido movilizaciones populares reclamando verdad y justicia. Ni siquiera el juicio de Nüremberg podemos citarlo como ejemplo, porque fue realizado luego de una derrota militar devastadora, con la presencia de una fuerza militar extranjera en el territorio, que ejercía el poder de policía.

En Argentina, en cambio, se juzgó a las juntas militares con las Fuerzas Armadas y de seguridad intactas, y con muchos de los imputados en actividad. Se realizó el informe de la Conadep, que luego dio pie a informes por la verdad en otros países. En este último informe, por ejemplo, figura el caso del destacado escritor y padre de la diputada Patricia Walsh, el señor Rodolfo Walsh.

Nuestro homenajeado recibió un país con legislación autoritaria y nos dejó otro con legislación democrática, como la Ley de Seguridad Interior. Logró superar tres intentos de golpes de Estado y trabajó incansablemente para consolidar el sistema democrático. Debemos también reconocer en el doctor Alfonsín un mérito poco frecuente en los grandes dirigentes políticos: su humildad para reconocer los errores. Años más tarde, lamentó haber enviado al Congreso las llamadas leyes de Punto Final y de Obediencia Debida. Y cuando el contexto político lo permitió, apoyó fervientemente su derogación.


Nunca propició la violencia como método político y tuvo razón, a tal punto que muchos de los que la propiciaron reconocieron su error y se reincorporaron a la vida democrática.


Señor presidente: no estamos declarando ciudadano ilustre a un ex presidente por su condición de tal o por su gestión de gobierno, sino que estamos homenajeando a un hombre por su compromiso y valentía, demostrados con acciones concretas en defensa de los derechos humanos y del sistema democrático. (Aplausos.)
Sr. Hourest.- Pido la palabra. 


Señor presidente: dicen que en una oportunidad le preguntaron a Chou En-lai 
–primer ministro chino–, cuál había sido el efecto histórico de la Revolución Francesa. Dicen que expresó que había que dejar pasar un tiempo para evaluarlo.


La verdad es que la evaluación política de la transición democrática en la Argentina y del ciclo abierto con el Golpe de 1955 es un ciclo que se tendrá que reescribir y estudiar muchas veces, porque claramente está repleto de historias incompletas, de saldos, de evaluaciones históricas no compartidas y que, sin duda alguna, van a expresar, como en el devenir de toda sociedad, los conflictos de aquellos y de estos momentos.


Indudablemente, no comparto los fundamentos del dictamen de la diputada Walsh pero, sin lugar a dudas, daría la vida por defender esos fundamentos.

Me parece que cuando se tocan cuestiones tan sensibles a procesos de transición inacabados como el que había en la Argentina durante la gestión del doctor Alfonsín, todos tenemos que hacer ejercicios de memoria histórica crítica sobre nuestro propio pasado. Discutir Alfonsín del 83’ al 89’ es discutir la lógica de la Argentina violenta, la lógica del terrorismo de Estado, la lógica de la modificación del patrón de acumulación social.

Y francamente tengo que decir, habiendo sido opositor interno –al igual que el diputado Cantero– a las leyes de Obediencia Debida y de Punto Final y al propio Pacto de Olivos, que sin Raúl Alfonsín presidente y sin Raúl Alfonsín político la Argentina sería, seguramente, muchísimo peor de lo que es. 
Digo que habría sido mucho peor, no sólo por su Presidencia, en primer lugar, sino también por el punto inicial de su agenda de salida de la transición, que indicaba: “No hay pactos con el poder que se va; al poder que se va se lo juzga”. Y tengo que reconocer que fue, en esa situación, el único partido político en condiciones de ganar que decía que no podía haber pactos con la impunidad en la Argentina. Si otros hubieran sido los resultados en 1983, la Ley de Autoamnistía estaría vigente y no hubiera sido derogada.


Debo decir, también, que para haber llegado a esta situación se tuvo que expresar con mucha claridad en 1975 –repito, en 1975– y hasta 1983. Lo dijimos en el acta fundacional de APDH, en diciembre de 1975: que había que hermanar al pueblo argentino por debajo; es decir, se debía romper con la lógica de confrontación que había peraltado el funcionamiento de las dictaduras en la Argentina. Y, sin dudas, esa lucha tuvo como eje a la práctica política que, entre 1975 y 1983, llevó adelante Raúl Alfonsín. 


Recuerdo cuando lo despedimos a Mario Amaya en el Aeroparque de la Ciudad de Buenos Aires y se llevaban su ataúd. Recuerdo esa reunión como si fuese el día de hoy; porque fue una reunión política y no un velatorio, tengo que decirlo, en la casa de un viejo dirigente radical, que también fue parte de esta Casa: Liborio Pupillo. En ese momento, salimos en el medio de lo que era un operativo militar en ciernes. Recuerdo que esa noche se acercó una persona a hablar con Alfonsín y le dijo: “Soy la madre de tal persona”, y él le contestó: “Ya hemos presentado su escrito, señora. No se preocupe, vamos a estar desde mañana trabajando en esto”. Se trataba de un militante del ERP. Es decir, Alfonsín no se preguntaba a quién se defendía, sino que defendía porque correspondía. Eso fue lo que se hizo en el período de la dictadura. 


Pero cuando llega la democracia, sin duda la transición estuvo repleta de asechanzas y Alfonsín cometió errores. El primero de ellos, a mi juicio, fue no reconocer de conjunto que el 10 de diciembre de 1983 no se había tomado La Bastilla. La mitad del cuerpo electoral argentino había votado y sostenido al partido que “bancaba” la autoamnistía y los poderes corporativos de la Argentina, que estaban esperando claramente la ruptura y el desbarranque de esa experiencia democrática. Francamente, fuimos asediados no sólo por los poderes locales, sino por los poderes internacionales. 

Recién el diputado Cantero se acordaba del Grupo Contadora. Pero hay que acordarse también del discurso en el Jardín de las Rosas, cuando se le dijo a Ronald Reagan que frenara la lógica de la represión indiscriminada y de infiltración de los contras en Nicaragua. Ésta fue la posición soberana del gobierno argentino, de un gobierno que sabía que no las tenía todas consigo adentro. Fue el mismo gobierno que desanduvo, una tras otra, las estrategias militares de señalar al Brasil como nuestro enemigo regional, y de allí surgió el famoso pacto Alfonsín-Neves que, sin duda alguna, fue la apertura del proceso de integración del Mercosur.


No voy a defender la política del doctor Alfonsín. Voy a hablar de la persona que más claramente amerita, a mi juicio, ser declarado ciudadano ilustre. Sin duda, tengo que reconocer que muchas y muy buenas cosas se hicieron en ese gobierno; tengo que reconocer que muchas y buenas cosas se hicieron antes de ser gobierno. 

Pero voy a referirme al episodio por el que, me parece, amerita esta declaración. 
La década del ’70, como usted lo sabe, señor presidente, y lo saben las señoras diputadas y los señores diputados, estuvo plagada por la lógica de la crispación y de enfrentamientos, en algunos casos violentos, de la sociedad argentina. La mayor conquista de Alfonsín –tal vez no reconocida por nadie– fue haber orientado a la fuerza política que en aquel momento lideraba, que era un sector minoritario del radicalismo, a tender una mano a las organizaciones políticas que habían asumido la lucha armada como forma de modificar la realidad; pero también a garantizar que, al mismo tiempo que se las trataba de dotar de legalidad, incitásemos a la población en su conjunto y a esas organizaciones a no abandonar la práctica de masas y a mantener lógicas que no nos llevasen a militarizar los conflictos en la Argentina. ¿Cuántas vidas se salvaron o no se perdieron en ese contexto y con esa iniciativa política? No lo sé, presidente. Lo que sí sé, y tengo plena conciencia de ello, es que en la Argentina, se muera rápido o no Raúl Alfonsín, esto está teñido de una lógica de reconocimiento antes de que termine. 

Me parece que Alfonsín ya nos ha dado mucho, y sin duda nos va a dar más el día que enfoquemos el cuadrante en donde, a mi juicio, debe ser plantado: es decir, cuando nos preguntemos si efectivamente fue o no el límite corporal del reformismo democrático en la Argentina. Creo que a ese límite hay traspasarlo. Sin duda alguna, a la luz de la experiencia democrática que va del ’83 hasta aquí, de Raúl Alfonsín hasta acá, creo que hemos venido retrocediendo y no avanzando. (Aplausos.) 

Sr. Olivera.- Pido la palabra.


Señor presidente: como bien se ha dicho en el recinto recientemente, hoy vamos a tratar un proyecto que declara ciudadano ilustre de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Raúl Alfonsín.


No es éste el momento, a mi criterio, de cerrar el juicio histórico que puede existir sobre el gobierno del doctor Alfonsín. Como coautor del proyecto, estoy abierto y dispuesto a debatir en cualquier instancia y en cualquier recinto las acciones del doctor Alfonsín como gobernante y, por supuesto, a subrayar el respeto personal que siento hacia su persona.


Estamos declarando ciudadano ilustre a un ex presidente comprometido, honesto, valiente, que recuperó la democracia para los argentinos, o que –si no queremos atribuírselo personalmente– contribuyó decisivamente a que los argentinos pudiéramos vivir en democracia; un ciudadano que hoy puede caminar por las calles de Buenos Aires con la frente alta.


Señor presidente: según resulta de los comentarios que acabamos de escuchar, se nos plantea un problema sobre el que deben lidiar siempre los historiadores: el problema de la evaluación de la historia contemporánea. Hay quienes sostienen que no es posible hacer un juicio serio y reflexivo porque las emociones están a flor de piel y, en algunos casos, justificadamente, el dolor continúa siendo intenso.


Pero la pregunta que también se hacen los historiadores es cuál es la función de la Historia: si la de juzgar o la de comprender. Con agudeza para la percepción de la paradoja, Benedetto Croce sostenía que toda historia es contemporánea, porque no hay otra manera de hacer historia que desde la contemporaneidad. Ésta es una escuela diferente de la tradicional de los historiadores. Recuerdo el trabajo muy difundido de Langlois y Seignobos, autores franceses, historiadores de renombre internacional, que decían en apretadísima síntesis que los juicios sobre los acontecimientos contemporáneos son política y no necesariamente historia. Además, reclamaban tomar distancia para poder hacer el juicio histórico.


Aquí no puedo evadirme de una imagen que me retrotrae a muchas décadas pasadas: siendo muy joven, en la ciudad de Florencia me tocó entrar a la Galería de la Academia. Hay que caminar un largo pasillo, y en el fondo está el David de Miguel Ángel. Ante su majestuosidad, me fui acercando cada vez más, embelesado por esa visión; pero cuando estuve muy cerca, casi tocando esa maravillosa escultura, me di cuenta de que a sus pies estaban los desechos, la suciedad y algún destrozo que habían ocasionado los turistas, los visitantes múltiples que tiene esa galería. Debí retroceder, debí tomar distancia, debí buscar perspectiva para que la figura del David de Miguel Ángel tomara realmente la dimensión que efectivamente tiene y la majestuosidad que no se le oculta a nadie. Pienso que esto es, seguramente, lo que nos va a suceder con la personalidad del doctor Alfonsín.


Como diputado de su partido, me tocó votar en contra del Pacto de Olivos, por ejemplo. Y lo hice públicamente, defendiendo mi posición en publicaciones periodísticas. Pero estoy convencido de que el juicio histórico va a rescatar del doctor Alfonsín la recuperación de la democracia y el juicio a las Juntas Militares, que significan un antes y un después en la doctrina de los Derechos Humanos, no solamente en la Argentina sino en todo el mundo. (Aplausos.)
Sr. Ocampo.- Pido la palabra.


Señor presidente: lógicamente, quiero adherir a los fundamentos del dictamen de la mayoría y expresar la opinión del bloque. 



En primer lugar, me siento doblemente orgulloso, porque soy un militante que viene del radicalismo; y, en segundo lugar, siento orgullo de integrar este Cuerpo legislativo heterogéneo, cuya madurez política le permite realzar, por sobre las diferencias, la calidad humana y la vida democrática de Raúl Alfonsín. 

Se trata de un hombre que con aciertos y con errores, como se ha dicho en este recinto, ha dejado escrito, sin duda, una de las páginas más notables en la historia argentina, y cuyo nombre figura en la partida de nacimiento de la joven democracia argentina.


Se destacó que Alfonsín no ocupó cargos durante la última dictadura, pero, en rigor de verdad, hizo mucho más que eso: luchó en contra de la dictadura; criticó en forma abierta el régimen de facto, sin importarle el precio que debía pagar. En este sentido, algunas de las cosas las explicó el diputado Hourest. En esa época el precio era la propia libertad o poner en riesgo su propia vida. 

El doctor Alfonsín es un político de raza, capaz de pensar horas y horas la discusión política hasta tanto pueda convencer al adversario de sus ideas. Su vocación democrática y la búsqueda de la verdad han sido, hasta la fecha, una de sus características más salientes.

Señor presidente: en los antípodas de lo que expresó la diputada Walsh, la bandera de la lucha por los Derechos Humanos siempre fue la bandera que enarboló Alfonsín. En 1975, fue cofundador de la Asamblea Permanente de los Derechos Humanos, y bajo su gobierno se creó la Conadep, cuyo resultado es el conocido libro Nunca Más. Alfonsín fue pionero en Latinoamérica al repetir en nuestro país la experiencia de los tribunales de Nüremberg, propiciando el llamado juicio a las juntas y rechazando la autoamnistía militar, que pretendía dejar en el olvido a 30 mil desaparecidos, víctimas de la acción genocida del gobierno de facto.

Señor presidente: durante el gobierno de Raúl Alfonsín también se creó el Consejo de la Consolidación de la Democracia, entre cuyas funciones estaba la de reemplazar una ley que hoy se discute bastante, que es la Ley de Radiodifusión; bandera que algunos pretendemos retomar con la idea de que en algún momento esa ley se termine derogando y se reemplace por una ley de la democracia.

Raúl Alfonsín debió soportar huelgas en su gobierno, embates de mercado, hiperinflación. Su gobierno no fue perfecto; tal como se ha dicho aquí, tuvo varios errores, pero nunca renunció a la lucha.

Raúl Alfonsín hoy, como ayer, sigue luchando por la vida y por la paz. (Aplausos.)
Sra. Centanaro.- Pido la palabra.


Señor presidente: seré muy breve, porque después de escuchar a todos mis amigos y colegas, queda muy poco por decir.


En 1983 yo era muy chica, y la verdad es que cuando ganó el doctor Alfonsín, y vimos la vuelta a la democracia, me alegré muchísimo, tal vez por la historia vivida, por la de mi familia, y por la gente que estaba a mi alrededor. Me dio un gran orgullo. Viví el gobierno del doctor Alfonsín, con su aciertos y desaciertos. Aun siendo chica había cosas que me alegraban, cosas que me entristecían, cosas de las que tuve que aprender. Viví su partida con mucho dolor y con una gran frustración, preguntándome por qué no habremos podido hacer las cosas bien.

Pero, sobre todo, quiero mencionar una situación sumamente personal que viví con el doctor Alfonsín. Cuando integré la lista del kirchnerismo, muchos amigos radicales dijeron de mí palabras no muy gratas; dijeron que lo que hacía no era lo mejor, que era una mala decisión; hasta incluso la misma orgánica radical en algún punto lo consideró como alta traición. Pero el doctor Raúl Alfonsín me llamó a mi casa, me invitó a su departamento de la avenida Santa Fe y, tomando yo un café y él un té, me dijo: “M’ hija, estoy seguro de que esté donde esté usted va a hacer radicalismo”. 
¿Qué más tengo que decir del doctor Raúl Alfonsín? (Aplausos.)


Para mí, no sólo es un ciudadano ilustre, sino un ejemplo a seguir. (Aplausos.)

Sr. Gramajo.- Pido la palabra.


Señor presidente: en primer lugar, quiero manifestar que cuando uno está en este recinto y vienen chicos para participar del programa La Legislatura y la Escuela, uno trata de ser cuidadoso, porque esos chicos están mirando cada uno de los detalles de lo que hacemos los legisladores.


Cuando asumió el doctor Alfonsín tenía ocho años, y la verdad es que veía la campaña y a un millón de personas participando del acto de cierre del doctor Alfonsín, y no entendía muy bien por qué y a qué iban, como tampoco entendía el sentido de sus palabras. Con el tiempo comprendí qué era el preámbulo de la Constitución Nacional, lo que significaba y lo que vale. Entendí que quienes iban eran militantes, y lo que vale la militancia. Y como chico también vi al primer presidente del que era consciente de que no llevaba uniforme, sino saco y corbata. Y, la verdad, empecé a sentir orgullo de mi presidente. Y ese presidente fue el que generó la recuperación de la democracia. Y sentí mucho más orgullo cuando realizó el juicio a las Juntas. Creo que todo esto hay que analizarlo con el tiempo. 


Vengo de un hogar peronista y soy peronista. Pero creo que también se deben analizar los claros y los oscuros de la gestión. El doctor Alfonsín tuvo claros y oscuros. Dentro de las cosas claras, me parece fundamental remarcar la especial importancia que le dio a la Constitución y al imperio de la ley, para que realmente podamos estar tranquilos y decir que lo que pasó no va a pasar nunca más. (Aplausos.)

Sr. Smith.- Pido la palabra.


Señor presidente: también voy a ser breve, pero no puedo dejar de manifestar la gran satisfacción que siento de acompañar este proyecto por el que se declara ciudadano ilustre de nuestra Ciudad al doctor Raúl Alfonsín. Esto es porque fui, soy y seré un argentino que siempre le va a reconocer al doctor Alfonsín el aporte que hizo a la causa de la democracia en la Argentina.


Voy a ser breve, pero quiero decir que los hombres y sus conductas deben juzgarse en un contexto histórico. Últimamente, estamos acostumbrados a hacer referencia a la memoria. Yo no soy tan joven como la diputada Centanaro –le llevo muchos años– y viví el pasado anterior al período de Alfonsín. No sólo viví el horror del proceso militar, sino las causas que generaron ese horror, tantos errores y desencuentros: ¡tantas veces el pueblo argentino acorralado entre la violencia de uno y otro signo! 


Quiero decirles que si el doctor Alfonsín no hubiera deslindado responsabilidades como lo hizo en la campaña –dijo claramente cuál era la responsabilidad de las Fuerzas Armadas–, si no hubiera roto ese pacto de sangre con el que se fueron a los cuarteles de invierno las fuerzas armadas, estoy seguro de que hoy no tendríamos democracia en la Argentina; estoy totalmente convencido de ello. Por ese motivo, siento una gran satisfacción, y espero que todos votemos este reconocimiento que se merece este gran argentino. 
Y, sobre todo, creo que lo que nos tenemos que plantear hoy –más que esta cuestión y tal como lo señalaba el diputado Hourest–, es por qué desde esa difícil transición, si se pudo llevar adelante, si se pudo avanzar en el proceso democrático tan dificultoso, no avanzamos perfeccionando el proceso democrático de los sucesivos gobiernos que siguieron a la Argentina. Porque yo también comparto, como lo señalaba el diputado Hourest, que hemos ido retrocediendo desde la época de Raúl Alfonsín.


De manera, señor presidente, que quiero dejar manifestado esto, porque considero que si hay alguien que se merece un reconocimiento es el doctor Raúl Alfonsín. (Aplausos.)
Sr. Abrevaya.- Pido la palabra.

Señor presidente: en este recinto ocurre una curiosidad histórica, dentro de lo que es el radicalismo y aquellos que provenimos de él. Ustedes habrán escuchado por lo menos a dos diputados –somos cuatro, pero al diputado Meis no lo veo, por lo que no debe estar presente–, que dicen, “yo no estuve con Alfonsín”; y, del otro lado, todos dirán “ahora lo dice porque pasó el tiempo”. Pero no es así; se trata de una rareza histórica. De los que en ese momento representamos una lucha contra oficialismo, curiosamente, cuatro de ellos hoy nos encontramos aquí como legisladores: los diputados Hourest, Cantero, Meis y yo. El diputado Cantero y yo pertenecemos a la misma agrupación.


Y esto lo repito, porque es desde ese lugar sobre el que estamos haciendo la reivindicación, desde una fuerte discusión histórica con Alfonsín. Por supuesto, esto se fue acrecentando, el año 1984 fue maravilloso, pero no así en 1985. Y cuando llegaron las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, muchos de nosotros creímos que se estaba equivocando muy fiero.


Pero la pregunta no es esa evaluación histórica, sino si merece –como lo decía el diputado Hourest– ser ciudadano ilustre. Y, para esa balanza, me parece que le sobra la cuenta. Para mí, tener que decir esto es, por un lado, una dificultad, pero por otro lado un orgullo. Porque, más allá de todo, entre todos los presidentes, todo lo que hizo Alfonsín fue definitivamente porque lo creía; se trata de un tema de convicción. En cada una de las presidencias que siguieron –sin ser crítico, pero ésta es la diferencia–, otras cuestiones influyeron en las decisiones: cuestiones que tenían que ver con los equilibrios de poder, cuestiones que tenían que ver con diversas historias, legítimas o no. En el caso de Alfonsín, era una convicción absoluta. 

Lo que explica, además, la misma convicción de por qué juzgó a las Juntas; porque no es lo mismo pensar hoy en el juicio que pensarlo en 1983. Es decir, pensar en el juicio a las Juntas en esa época era pensar en el juicio a quienes portaban las armas; pensar en el juicio a las Juntas en ese tiempo, y para aquel que tiene memoria, era pensar en decirle en la cara a Arguindegui –Arguindegui sin hache, quien fuera el primer Comandante en Jefe, que creo que duró tres meses– que el juicio se iba a hacer, y que si se ponían a amenazar le quemábamos los cuarteles. Ésta era la discusión. 
Pensar en el juicio a las Juntas, además, era pensar en cómo poner a la Argentina de pie tras haber asesinado a toda una generación, y también era pensar en cómo dignificar internacionalmente al argentino, que siempre parece que hace, pero que después no hace. Eran muchas cosas: no eran las esperanzas de los radicales en ese Gobierno de Alfonsín, sino que eran las esperanzas de muchos argentinos, de muchos peronistas y de mucha gente de otros partidos. Esa recuperación no fue de un solo partido, y Alfonsín la encarnó y hasta ahí la cumplió. 

Esto le vale para ser ciudadano ilustre. Porque, además, habita la Ciudad de Buenos Aires desde hace unos cuantos años, por lo que me parece que, en ese sentido, a nosotros nos dignifica tenerlo. Por el aporte a la historia de la democracia –que muy bien han descrito los diputados preopinantes–, bien se merece el mejor de los premios que la ciudad puede pensar.


La Ciudad de Buenos Aires tiene que honrar a un ex Presidente de ese tenor. Y tiene que honrar su historia, porque honrar la historia de Alfonsín no es tanto honrarlo a él como honrarnos a nosotros mismos, a los que en aquel momento, antes de diciembre de 1983, militábamos con fervor; y a los que después de 1983 esperábamos ver a las Juntas en el banquillo.


De manera, señor presidente, que vale la pena –más allá de la opinión de cada uno, que la respeto profundamente y, como decía Hourest, que la defendería con la vida– honrar a Raúl Alfonsín como ciudadano ilustre de esta ciudad. (Aplausos.)
Sr. Olmos.- Pido la palabra. 


Señor presidente: antes de aludir al tema al que se vienen refiriendo todos los diputados que me precedieron en el uso de la palabra, si el doctor Raúl Alfonsín es o no merecedor de la ciudadanía ilustre, quiero decir que esta modalidad de hablar en las manifestaciones respecto de un proyecto que parece tan importante, que debió haber sido una tabla con discurso, es para reflexionar y para volver a tener en cuenta que estos minutos de manifestaciones no tienen el mismo sentido que en el Reglamento. Cuando un proyecto es importante hay que separarlo, para que se pueda opinar respecto de él. (Aplausos.)

 
Pero, a pesar de la crítica que hago a este segmento, es éste el momento en que estamos hablando de la Declaración de Ciudadano Ilustre del doctor Alfonsín. Por esto quiero decir que a los hombres públicos se los juzga siempre extemporáneamente. La verdad, es como dice mi abuela: una persona que fue buena o mala, cuando se muere, no se transforma en buena si había sido mala, o al revés; sino que fue una cosa u otra en determinado momento; su conducta fue variando y también la sociedad fue acompañando diferentes procesos.


Hagamos el siguiente ejercicio: imaginemos que Alfonsín, de repente, se hubiera muerto en diciembre de 1985; hubiera sido el presidente más grande que hubiera tenido la Argentina; con sólo dos años, habría quedado como un gran demócrata, que tenía una adhesión popular increíble. Si hubiera fallecido, en cambio, en mayo del ’89 o en noviembre del ’93, después del Pacto de Olivos, no hubiera quedado en la memoria colectiva como un gran presidente, sino todo lo contrario.
Si hubiera fallecido en el accidente que tuvo en Río Negro, momento en que todos los argentinos estábamos en vilo por saber si salvaba su vida o no en el Hospital Italiano, hubiera recobrado nuevamente la categoría de héroe nacional. Y hoy, en el final de su vida –lo digo por la edad que tiene, no porque uno piense en un desenlace inmediato–, todo empieza a relativizarse.


La verdad es que la sociedad cambia, y los humores sociales también van cambiando. Lo que se piensa de los hombres públicos también va cambiando. Aquí se habló de los claroscuros de la gestión del doctor Alfonsín. Es cierto que el juicio a las Juntas fue un gran mérito de su gobierno. Uno también puede referirse a que, luego, impulsó las leyes de Punto Final y Obediencia Debida.


En términos económicos, el Plan Primavera y la hiperinflación opacaron la política económica de sus comienzos, la del ministro Grinspun y sus intentos por hacer una economía nacional.


La Ley Mucci fue por todos entendida como un ataque a las organizaciones gremiales; esto contrasta con el permanente diálogo que tuvo con las organizaciones sindicales, y esto es reconocido por casi todos los dirigentes gremiales que les tocó ser protagonistas en el gobierno del doctor Alfonsín.



Por esto, me parece que hay que tener en cuenta, señor presidente, que Alfonsín fue un presidente democrático, elegido por el pueblo, y al que le tocó un tiempo histórico muy difícil, en el que las corporaciones, el contexto internacional y los propios argentinos tampoco se la hicimos muy fácil.


Uno puede recordar que fue el presidente que sucedió a siete años de la peor tragedia que sufrió la Argentina. Le tocó esa etapa histórica. En el contexto económico internacional, el mundo financiero exigía el cobro de lo que había prestado a gobiernos ilegítimos durante los años ’70. La presión que tuvo el doctor Alfonsín fue realmente muy grosera. Había presión de los Estados Unidos. También hubo enfrentamientos con la Iglesia Católica.


El propio peronismo, en su etapa de reorganización, se la hizo muy difícil. Todavía –como recordaba el diputado Ritondo– algún compañero debe guardar algún traje de Modart en su ropero. Y también los propios radicales se la hicieron difícil: Cantero, Meis, Hourest, Abrevaya… (Risas) La verdad es que todos se la hicimos difícil. 
 
Deseo recordarlo como lo hizo el diputado Sebastián Gramajo. Nací el 14 de mayo de 1973; el 11 de mayo de ese año, mi mamá fue a votar a Cámpora-Solano Lima, y yo estaba en su panza. Cuando nací, Perón era el presidente. Pero la verdad es que mi primer presidente fue Raúl Alfonsín; los demás eran quienes usurpaban el poder: en mi propia casa, viendo la televisión en blanco y negro, me decían que no eran nuestros presidentes Videla, ni Viola, Galtieri o Bignone.

Señor presidente: más allá de ser peronista de toda la vida, de pies a cabeza, siento que Raúl Alfonsín fue mi primer presidente, y por eso me parece que tiene más que sobrados méritos para que la Legislatura lo declare ciudadano ilustre, el honor más grande que puede otorgar a una persona, adhiriendo a lo que ya hizo la Provincia de Buenos Aires. (Aplausos) 

- Ocupa la Presidencia el Vicepresidente Tercero, diputado Guillermo Smith.

Sr. Puy.- Pido la palabra. 


Señor presidente: seré muy breve, porque pienso que ya se ha dicho prácticamente todo. Nosotros también queremos adherir a este proyecto que tiende a declarar ciudadano ilustre de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires al doctor Raúl Alfonsín. Más allá de los errores y aciertos que pueda haber tenido su gestión a lo largo de toda su vida –ya sea como concejal, al principio; como diputado distrital de la provincia de Buenos Aires, cuando era presidente Arturo Frondizi; como diputado nacional en la época en que fue presidente el doctor Arturo Illia; como Presidente del Comité de la Provincia de Buenos Aires en el último año de su mandato como diputado antes del golpe de Estado del año 1966; como dirigente opositor dentro de su partido; como dirigente enfrentado a la dictadura; y luego, obviamente, lo que más ha trascendido en la Argentina y en el mundo, como Presidente de la República–, más allá de los aspectos positivos como también de los errores que todos los gobiernos cometen, es indiscutible que la figura del doctor Raúl Alfonsín ha trascendido los límites de su provincia y que merecidamente le corresponde el título de ciudadano ilustre de la Ciudad de Buenos Aires.


Es difícil juzgar en estos momentos con absoluta objetividad una gestión. Quizás cuando pase el tiempo y se acallen las pasiones sea mucho más simple. De todos modos, es incuestionable que durante toda su vida el doctor Raúl Alfonsín fue un verdadero demócrata –repito–, con sus aciertos y sus errores; ha sido una persona que aportó para la Patria todo lo que él creía, que ha dejado su vida para la República y que merece el título que hoy está proponiendo un diputado y que acompaña la mayoría de la Legislatura. (Aplausos) 

Sra. Bello.- Pido la palabra. 


Señor presidente: la verdad es que no pensaba hablar, pero me quiero sumar a las manifestaciones anteriores. Más allá de si es el título de ciudadano ilustre el que le corresponde al doctor Alfonsín, quiero adherir plenamente a la propuesta, pero desde otro lugar.


Por mi parte, creo que con los años las pasiones terminan, o bien se logran síntesis históricas. Me llevó años comprender al doctor Alfonsín. Fui de aquellas personas que, cuando ganó el doctor Alfonsín, lloró profundamente; no era obviamente una niña, ni tenía ocho años, sino que era una joven militante que venía de un período oscuro de la historia argentina. De todas maneras, con todas las contras y todas las faltas de acuerdo que tenía en ese momento con algunos sectores del peronismo, creí que la mejor opción era el peronismo. 
Pero la gente, los ciudadanos y los habitantes de la Argentina son sabios. Como en ese momento me desempeñaba como socióloga, tuve la posibilidad de ver todas las encuestas. Realmente, fue la primera vez que en Argentina se usaron las encuestas en forma tan sistematizada; y no hubo una sola en la que no ganara la elección el doctor Alfonsín. En ese momento, pensaba que las encuestas se iban a equivocar, pero la historia fue así. Me alegro profundamente de que haya sido así, y que ésa haya sido la elección de la gente. 

Casi como es la oposición hoy, con este gobierno del doctor Kirchner, era la oposición en ese momento. Cuando uno es oposición, no siempre es oposición racional. Tal vez las pasiones y la necesidad de tener un lugar desde donde disentir hacen que uno priorice que le vaya mal al otro, para que a uno le vaya bien. Por suerte, el tiempo pasa y hoy puedo ver al doctor Alfonsín, con todos los errores que ha cometido, pero precisamente con todas las virtudes que ha tenido, como una persona realmente digna de todos los honores. Y me alegro que esté vivo para poder escucharlo. 
En parte, también le pasó al General Perón con Balbín. Creo que la síntesis histórica se da, y es bueno que la puedan escuchar y que puedan sentir la gratificación del lugar y del rol que cumplieron en un país. 

Muchas gracias. (Aplausos.) 

Sra. Parada.- Pido la palabra.


Señor presidente: simplemente, adhiero a los conceptos vertidos por mi compañero de bloque, diputado Hourest, pero quiero llamar la atención de este Cuerpo diciendo que en los fundamentos existen errores históricos. Si bien no los votamos, quiero que quede constancia de esto. Por ejemplo, se menciona que han sido derogadas las leyes de indulto, que no son leyes, y esto no es así. 


Repito: quiero dejar constancia de esto, porque lo que hoy se debatió aquí es demasiado importante como para que un proyecto de esta envergadura contenga errores históricos graves. 

Aprobación de las Actas de Sesión Nº 20 y 21

Sr. Presidente (Smith).- Corresponde proceder a la aprobación de las Actas de Sesión Nº 20 y 21. 

- Sin observación, se votan y aprueban. 
Sr. Presidente (Smith).- Quedan aprobadas las Actas de Sesión Nº 20 y 21.

- Ocupa la Presidencia el Vicepresidente Segundo, diputado Olmos.

asuntos entrados

Boletín de Asuntos Entrados N° 17

Sr. Presidente (Olmos).- De acuerdo con el Plan de Labor, corresponde informar al Cuerpo sobre los expedientes ingresados, publicados en el Boletín de Asuntos Entrados N° 17. Si no hay objeciones, se incorporarán a la versión taquigráfica, así como las modificaciones acordadas por la Comisión de Labor Parlamentaria a los giros propuestos en los boletines anteriores y que obran en el anexo del Plan de Labor de la presente sesión.

Jefe de Gobierno

	1433-J-2008
	JEFE DE GOBIERNO 
	Ley. Convenio de colaboración entre el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Deutsche Staatsoper de la ciudad de Berlín.

	
	A la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales. 


	1434-J-2008
	JEFE DE GOBIERNO 
	Ley. Derógase la Ley 1659, declaración de utilidad publica y sujeto a expropiación inmuebles sitos en Avenida Gaona Nº 1355, 1363 y 1367 de esta ciudad.

	
	A las comisiones de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria y de Cultura. 


	1466-J-2008
	JEFE DE GOBIERNO 
	Remite actuaciones. Cuenta de inversión correspondiente al Ejercicio 2007.

	
	A la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria. 


Respuestas del Poder Ejecutivo

	122-D-2008
	IBARRA
	Respuesta a la Resolución 28/2008, informes en relación al atraso en la puesta en funciones del personal especializado en adicciones para las guardias hospitalarias del sistema de salud local.

	
	A la Comisión de Salud.


	1867-D-2006 y agreg.
	BALTROC, ACUÑA y KRAVETZ
	Veto parcial a la Ley 2722, delimitación del barrio de Caballito.

	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	339-D-2008
	BELLO, ASINELLI, KRAVETZ y LA RUFFA
	Respuesta a la Resolución 32/2008, informes en relación a la política en materia de personal y en particular con el Decreto 150/08.

	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo.


	440-D-2008
	LA RUFFA
	Respuesta a la Resolución 38/2008, informes referidos al programa de regularización de ferias y mercados.

	
	A la Comisión de Protección y Uso del Espacio Público.


	195-D-2005
	SAN MARTINO
	Respuesta a la Resolución 109/2005, informe sobre predio del Gobierno de la Ciudad en el partido de la Matanza, provincia de Buenos Aires.

	
	A la Comisión de Vivienda.


	1650-D-2007
	CAEIRO
	Respuesta a la Resolución 426/2007, informe sobre sistema de recolección y tratamiento de residuos patogénicos.

	
	A las comisiones de Ecología; y de Obras y Servicios Públicos.


Diputados

	1430-D-2008
	WALSH 
	Declaración. Pedido de suspensión del megaproyecto Tren Bala.

	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte. 


	1435-D-2008
	MAFFÍA
	Declaración. Pesar por el fallecimiento de la ex concejala y diputada Gabriela González Gass.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 235/2008.


	1436-D-2008
	ASINELLI 
	Declaración. Declárase de interés el centro cultural Torcuato Tasso, ubicado en el barrio de San Telmo.

	
	A la Comisión de Cultura 


	1437-D-2008
	PEDREIRA 
	Ley. Modifícase el párrafo 5.4.1.2 b) “distrito r1bii” del código de planeamiento urbano: cambio de usos parcelas frentistas Avenida Federico Lacroze y Villanueva.

	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano. 


	1438-D-2008
	MAJDALANI 
	Declaración. Declárase de interés la primera Conferencia Internacional de Relaciones Públicas.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1439-D-2008
	MAJDALANI 
	Declaración. Beneplácito al cumplirse cincuenta años de la creación de la Asociación Argentina de Relaciones Públicas.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1440-D-2008
	OLIVERA, ABREVAYA, D' ANGELO, DE ANCHORENA, GÓMEZ, HOUREST, IBARRA, MOSCARIELLO, OCAMPO, RABINOVICH, SMITH, WALSH y ZAGO
	Declaración. Pesar por el fallecimiento de Gabriela González Gass.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 235/2008.


	1441-D-2008
	SMITH 
	Resolución. Informes relacionados con las obras de remodelación que se realizarán próximamente en el Hospital Rivadavia.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1442-D-2008
	SMITH 
	Declaración. Gestiones para habilitar una puerta de acceso directo desde la calle al lugar que ocupa el Museo de Bellas Artes Benito Quinquela Martín.

	
	A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología. 


	1443-D-2008
	INGARAMO 
	Ley. Regulación de servicios públicos domiciliarios.

	
	A la Comisión de Defensa de Consumidores y Usuarios. 


	1444-D-2008
	ABREVAYA 
	Resolución. Informes sobre la creación de los foros asociativos barriales y espacios de participación vecinal.

	
	A la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana. 


	1445-D-2008
	ABREVAYA 
	Resolución. Informes referidos a condiciones laborales de servicios de mensajería, cadetes y otros.

	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo. 


	1446-D-2008
	ABREVAYA 
	Resolución. Informes referidos a programas de atención de niños, niñas y adolescentes en situación de calle.

	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social. 


	1447-D-2008
	ABREVAYA 
	Resolución. Informes referidos a obras de remodelación de la estación Perú de la Línea A de Subterráneos de Buenos Aires.

	
	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos. 


	1448-D-2008
	ABREVAYA 
	Resolución. Informes sobre diversos puntos relacionados con los establecimientos existentes como hogar de día para jubilados y pensionados.

	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social. 


	1449-D-2008
	MAFFÍA 
	Declaración. Declaránse de interés la realización de las jornadas Centenario Dolto, Buenos Aires, en el Primer Encuentro Rioplatense “Ayudando a los chicos”.

	
	A la Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud. 


	1460-D-2008
	D' ANGELO y GÓMEZ 
	Resolución. Informes sobre diversos puntos referidos a los parques Natural Ciudad Universitaria y Mirador del Este.

	
	A la Comisión de Ecología. 


	1461-D-2008
	D' ANGELO y GÓMEZ 
	Declaración. Adhesión a los festejos por el 138º aniversario de la autonomía del barrio de La Boca.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1462-D-2008
	D' ANGELO y GÓMEZ 
	Declaración. Adhesión a los festejos por el día del barrio de Barracas.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1463-D-2008
	MAFFÍA 
	Declaración. Declárase de interés cultural y social la realización del Primer Congreso Nacional e Internacional de Ética y Psicología en Modalidad Virtual.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1464-D-2008
	CENTANARO
	Resolución. Informes referidos al sistema único de denuncias.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 244/2008.


	1465-D-2008
	RABINOVICH
	Resolución. Informes referidos a la Ley 137, constitución y funcionamiento de un único centro de estudiantes en los establecimientos de enseñanza pública del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 242/2008.


	1467-D-2008
	AMOROSO
	Declaración. Declárase de interés cultural la muestra “Fontanarrosa: 100 % Negro”, al gran humorista dibujante y narrador Roberto Fontanarrosa.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 239/2008.


	1468-D-2008
	HOUREST 
	Resolución. Informes referidos a aumentos en las tarifas de taxis.

	
	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos. 


	1469-D-2008
	HOUREST 
	Ley. Modificación de la Ley 1166, venta de alimentos en espacios públicos.

	
	A las comisiones de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo y de Protección y Uso del Espacio Público 


	1470-D-2008
	TAMARGO 
	Declaración. Declárase de interés educativo y científico el IX Congreso Internacional de Análisis Transaccional Integrativo.

	
	A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología. 


	1471-D-2008
	EPSZTEYN 
	Resolución. Informes referidos a convenio suscripto entre el Poder Ejecutivo y el gremio de los taxistas.

	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte. 


	1472-D-2008
	EPSZTEYN 
	Resolución. Informes referidos a la implementación de la Ley 2148 que aprueba el Código de Tránsito y Transporte de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte. 


	1473-D-2008
	EPSZTEYN 
	Resolución. Informes referidos a explotaciones del juego.

	
	A la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo. 


	1474-D-2008
	FAILDE y LA RUFFA 
	Ley. Establécese el Régimen Especial de Habilitaciones para estadios de fútbol ubicados en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

	
	A las comisiones de Seguridad y de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo. 


	1475-D-2008
	FAILDE 
	Ley. Procedimientos en casos de aborto no punible.

	
	A las comisiones de Salud, y de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud. 


	1476-D-2008
	CANTERO
	Declaración. Gestiones para la promoción de la obligatoriedad de poseer la constancia del pago del seguro obligatorio emitido por la respectiva aseguradora por parte de los conductores.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 238/2008.


	1477-D-2008
	PEDREIRA 
	Ley. Modificación del Código de Planeamiento Urbano, incorporación en el cuadro de usos “Salón Milonga” y “Peña”.

	
	A las comisiones de Planeamiento Urbano, y de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo. 


	1478-D-2008
	LA RUFFA y PEDREIRA 
	Ley. Rezonificación del estadio de Argentinos Juniors.

	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano. 


	1479-D-2008
	PUY 
	Ley. Créase el sistema de reordenamiento vial de la calle Galván y otras.

	
	A las comisiones de Obras y Servicios Públicos, y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria. 


	1480-D-2008
	FAILDE 
	Ley. Declárase innecesario para la gestión del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el excedente de mensura identificado como Polígono P-M-N-C-Q-P.

	
	A las comisiones de Planeamiento Urbano, y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria. 


	1481-D-2008
	SAYA
	Declaración. Beneplácito por la liberación de la señora Ingrid Betancourt y otros 14 rehenes de las F.A.R.C.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 240/2008.


	1482-D-2008
	DE ANCHORENA
	Ley. Modifíquese el Artículo 1º de la Ley 2663: denomínese Parque de Flora Nativa Benito Quinquela Martín al primer parque público de La Boca.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Ley 2778.


	1483-D-2008
	GARAYALDE
	Declaración. Profunda satisfacción por el rescate de Ingrid Betancourt y otros 14 rehenes de las F.A.R.C.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Declaración 240/2008.


	1484-D-2008
	RUANOVA
	Declaración. Declárase de interés cultural y social el programa radial Todo con Afecto.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 243/2008.


	1485-D-2008
	EPSZTEYN
	Resolución. Repudio de la Legislatura a las declaraciones efectuadas por el Presidente del Colegio Público de Abogados de la Capital.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 233/2008.


	1486-D-2008
	IBARRA 
	Resolución. Informes referidos al Decreto 453/08, contratación de un sistema de captación, registro gráfico y procesamiento de infracciones de tránsito.

	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte. 


	1487-D-2008
	CABANDIÉ y OLMOS
	Resolución. Creación del Archivo Histórico Abuelas de Plaza de Mayo.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 245/2008.


	1488-D-2008
	CENTANARO 
	Resolución. Informes referidos a la recepción de denuncias de los consumidores y usuarios en los centros de gestión y participación comunal.

	
	A la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana. 


	1489-D-2008
	BELLO 
	Ley. Declárase personalidad destacada de la cultura a la directora y autora de teatro Susana Toscano.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1490-D-2008
	MAFFÍA 
	Declaración. Declárase de interés social y cultural la revista Feminaria, especializada en teoría y cultura feminista.

	
	A la Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud. 


	1491-D-2008
	DE ANCHORENA 
	Resolución. Incorpórase el Artículo 3º bis a la Resolución 718/05, creación de la Comisión Especial de Patrimonio Arquitectónico.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1492-D-2008
	GÓMEZ y D' ANGELO 
	Ley. Atención prioritaria de mujeres embarazadas, personas con necesidades especiales y mayores de (70) años.

	
	A las comisiones de Políticas de Promoción e Integración Social, y de Justicia. 


	1493-D-2008
	PUY e IBARRA
	Resolución. Realícese un acto de reconocimiento al señor Emanuel David Ginóbili.

	
	Considerado por el Cuerpo en la sesión del día 3 de julio de 2008. Resolución 246/2008.


	1494-D-2008
	IBARRA 
	Resolución. Informes sobre diversos puntos referidos a la contratación de la consultora Hermes Management Consulting.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1496-D-2008
	IBARRA 
	Resolución. Informes referidos a la puesta en funcionamiento del nuevo edificio del CGPC 5.

	
	A la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana. 


	1498-D-2008
	BLASCO 
	Ley. Declárase personalidad destacada de la cultura al licenciado Jorge Eckstein.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1499-D-2008
	LA RUFFA 
	Declaración. Declárase de interés científico el programa sobre anticuerpos monoclonales, vacunas y terapias genéticas contra el cáncer, a cargo del doctor José Mordoh.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1500-D-2008
	LA RUFFA 
	Declaración. Declárase de interés científico el programa: estudio de los mecanismos a través de los cuales los tumores escapan del sistema inmune y sus implicancias en la progresión tumoral y metástasis.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1501-D-2008
	LA RUFFA 
	Declaración. Declárase de interés científico el programa científico de progestágenos y cáncer de mama, a cargo de la doctora Claudia Lanari.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1502-D-2008
	DESTÉFANO 
	Ley. Modifícase la Ley 70, sistemas de gestión, administración financiera y centro del sector público de la Ciudad.

	
	A las comisiones de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria; de Asuntos Constitucionales, y a la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1503-D-2008
	DESTÉFANO 
	Declaración. Adhesión a la celebración del 50 aniversario de la creación de la editorial Eudeba.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1504-D-2008
	CANTERO, CENTANARO, GRAMAJO, OLIVERA y RABINOVICH 
	Ley. Declárase ciudadano ilustre al Doctor Raúl Ricardo Alfonsín.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1505-D-2008
	MEIS 
	Declaración. Decláranse de interés las Primeras Jornadas de Enfermería en Anestesia, Reanimación y Tratamiento del Dolor Posquirúrgico.

	
	A la Comisión de Salud. 


	1506-D-2008
	MEIS 
	Declaración. Decláranse de interés las jornadas internacionales de la Global Greeter Network (GGN).

	
	A la Comisión de Turismo y Deportes. 


	1507-D-2008
	MEIS 
	Ley. Declárase personalidad destacada de la cultura a Pipo Pescador.

	
	A la Comisión de Cultura. 


	1508-D-2008
	ARAUJO 
	Ley. Ley de creación de unidades productivas.

	
	A las comisiones de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo, y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria. 


	1509-D-2008
	ARAUJO 
	Ley. Modificación de la Ley 451, Régimen de Faltas de la Ciudad.

	
	A la Comisión de Justicia. 


Defensor del Pueblo

	1431-F-2008
	DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Ley. Ley de Identidad de Genes.

	
	A las comisiones de Legislación General y del Trabajo, y de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación. 


	1432-F-2008
	DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Ley. Condiciones de admisibilidad para acceder al empleo público.

	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo. 


Oficiales

	1450-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Guardia Urbana, gestión 2006, período año 2006, proyecto Nº 5.07.05.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1451-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Dirección General de Educación de Gestión Privada, período examinado año 2006, proyecto Nº 2.07.11.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1452-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Políticas de Empleo, Subsecretaría de Gestión Social y Comunitaria, programa promoción de empleo, período año 2006, proyecto Nº 3.07.05 b.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1453-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Policía Adicional, gestión 2005, período año 2005, proyecto Nº 5.06.19.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1454-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Escuelas Seguras de Gestión Privada, período año 2007, proyecto Nº 2.08.09.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1455-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Programa Revitalización de Sectores Urbanos, período año 2006, proyecto Nº 1.07.15.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1456-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Programa de Desarrollo y Mantenimiento Barrial, Subsecretaría de Descentralización, período año 2005, proyecto Nº 5.06.28.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1457-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Impuesto Sobre los Ingresos Brutos (ISIB) control de cuentas corrientes, período año 2005, proyecto          Nº 4.06.13.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1458-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, Fiscalización Tributaria, período año 2.006, proyecto Nº 4.07.07.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1459-O-2008
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Remite actuaciones. Informe Final de Auditoría, obras en áreas verdes, período año 2006, proyecto              Nº 1.07.09.

	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


Particulares

	1497-P-2008
	TRIPICHIO 
	Hace consideraciones. Referente al sistema jubilatorio del personal de planta permanente del Gobierno de la Ciudad.

	
	A la Comisión de Legislación General, y del Trabajo. 


Modificación a los giros publicados
	276-D-2008
	CANTERO 
	Ley. Ley de protección integral de los derechos alimentarios.

	
	A las comisiones de Políticas de Promoción e Integración Social, y de Salud.


Labor Parlamentaria acuerda la anulación de giro a la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social.

	922-D-2008
	CENTANARO 
	Ley. Programa de difusión, prevención y asistencia al celíaco.

	
	A las comisiones de Salud, y de Comunicación Social 


Labor Parlamentaria acuerda la anulación de giro a la Comisión de Salud.

	1193-D-2008
	TAMARGO 
	Ley. Obligatoriedad de cubrir con pintura reflectiva los elementos afectados a obras públicas que hacen a la seguridad vial.

	
	A las comisiones de Obras y Servicios Públicos, y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


Labor Parlamentaria acuerda el giro adicional a la Comisión de Tránsito y Transporte.

	1289-D-2008
	ABREVAYA 
	Ley. Instalación obligatoria de carteles con leyenda en salas de juego: “Prohíbese publicidad de fomento del juego”.

	
	A la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


Labor Parlamentaria acuerda el giro adicional a las comisiones de Justicia y de Comunicación Social.

	505-D-2007
	PARADA 
	Ley. Modificación del Código de Tránsito de la Ciudad. Servicio de grúas.

	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.



	507-D-2007
	PARADA 
	Ley. Sistema de estacionamiento medido tarifado.

	
	A las comisiones de Tránsito y Transporte; de Justicia, y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria. 



	1648-D-2007
	CAEIRO 
	Ley. Ley general de estacionamiento medido.

	
	A las comisiones de Tránsito y Transporte; de Obras y Servicios Públicos, y de Legislación General y del Trabajo.


Labor Parlamentaria acuerda la unificación de los giros en las comisiones de Tránsito y Transporte, y de Justicia.

	1357-J-2008
	JEFE DE GOBIERNO 
	Ley. Modificación de la Ley 451. Régimen de faltas de la Ciudad de Buenos Aires.

	
	A la Comisión de Justicia.


Labor Parlamentaria acuerda el giro adicional a la Comisión de Asuntos Constitucionales. 

Solicitudes de pronto despacho acordadas

Sra. La Ruffa.- Pido la palabra.


Señor presidente: con relación al tramo siguiente, a las solicitudes de pronto despacho, quiero incorporar –porque así lo hemos conversado en la Comisión de Seguridad– los expedientes 1088-F-2008 de la Defensora del Pueblo, Sistema Integral de Seguridad Pública; 1420-D-2008, del diputado Hourest, Ley Marco de Seguridad Pública, y 1525-D-2008, del diputado Ruanova, Ley Marco de Seguridad, no para agregarlos como expedientes a las solicitudes ya planteadas, sino porque hemos acordado un tratamiento simultáneo, no conjunto. En ese sentido, creo que correspondería, para darle marco al debate que se viene, que estén incluidos como pronto despacho. 


Aprovecho este tramo para invitar a participar a todas las diputadas y diputados que no integran esta comisión, pero que estén interesados en este debate, ya que estamos prontos a dictaminar.

Sr. Presidente (Olmos).- Vamos a incorporarlo en este punto.

Corresponde comunicar al Cuerpo los pedidos de pronto despacho acordados por la Comisión de Labor Parlamentaria, cuya nómina obra en el Plan de Labor. Si no hay objeciones, se incorporarán a la versión taquigráfica y se comunicará a las respectivas comisiones, con el agregado que acaba de formular la diputada La Ruffa.

Exp. 1302-D-2007 y agreg., de Ley, Ley Orgánica de la Policía de la Ciudad (PRO)
Solicitudes de tratamiento preferencial para próximas sesiones

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar las solicitudes de tratamiento preferencial para las sesiones de los días 17 de julio y 24 de julio de 2008, que se detallan en el Plan de Labor.

Para el 17/07/08:

1. Exp. 1273-D-08, de Declaración, declarar de “Interés social y cultural”  las actividades realizadas por la Asociación “Hijos de Zas”. (B. SOCIALISTA) 

2. Exp. 517-D-08, de Declaración, gestiones para realizar mejoras en la plazoleta “Fernando Ghio “. (B. SOCIALISTA) 

3. Exp. 1381-D-08, de Declaración, preocupación por la falta de inscripción dominial de un predio que utiliza la Escuela nº 5, D. E. nº 9, “Honorable Congreso de la Nación”. (COALICIÓN CÍVICA) 

4. Exp. 373-D-08 y agreg., de Ley, seguridad de estadios de fútbol de la ciudad. (PRO) 

5. Exp. 916-J-08, de Ley, Procedimiento especial para la facturación y cobro de prestaciones brindadas a personas con cobertura, por los efectores públicos de salud. (PRO) 

Para el 24/07/08:

1. Exp. 1461-D-08, de Declaración, adhesión a los festejos por el 138º aniversario de la autonomía del barrio de La Boca. (B. SOCIALISTA) 

2. Exp. 1462-D-08, de Declaración, adhesión a los festejos por el día del barrio de Barracas. (B. SOCIALISTA) 

3. Despacho Nº 0313/08: Comisiones de Legislación General y del Trabajo y Política Tributaria y de Asuntos Constitucionales. Despacho de Mayoría y Despacho de Minoría I: Ley: modificaciones a la Ley 1181 – Caja de Seguridad Social de Abogados (CASSABA). Despacho de Minoría II: Resolución: Archivo. (Exp.1299-D-2007 y agreg., Diputado Caeiro). Tiene una observación del diputado Olmos. 

4. Exp. 1051-D-08, de Ley, declánrase de utilidad pública los inmuebles de la fábrica I.M.P.A (DIÁLOGO P/Bs. As.) 

Sr. Presidente (Olmos).- Se van a votar las preferencias solicitadas.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Olmos).- Quedan acordadas las preferencias solicitadas.

Sr. Failde.- Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que para la sesión del 24 de julio se incorpore el tratamiento del expediente 1056-D-2008, referente a solicitud de certificado de reincidencia a los docentes y no docentes en el ámbito de las escuelas privadas de la Ciudad de Buenos Aires. Se trata de un expediente que figuraba como preferencia para el día de hoy, y que no se pidió en la Comisión de Labor Parlamentaria.

Sr. Presidente (Olmos).- Diputado: ¿puede repetir el número y la fecha para la que solicita preferencia?

Sr. Failde.- Señor presidente: se trata del expediente 1056-D-2008 y la preferencia sería para la sesión del 24 de julio.

Sr. Presidente (Olmos).- Se va a votar la preferencia solicitada por el diputado Failde.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Olmos).- Queda acordada la preferencia.

asuntos considerados

Despachos acordados para su tratamiento sin discusión

Despachos de resolución o declaración, sin disidencias ni observaciones, acordados para su aprobación
Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar los despachos acordados para su tratamiento sin discusión.

Colocación de una placa en el Jardín Zoológico en conmemoración del 120° aniversario de su creación

DESPACHO 328
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 837-D-2008, iniciado por los diputados Verónica Gómez y Julián D'Angelo, quienes solicitan se coloque una placa homenaje en el 120º Aniversario de la Creación del Jardín Zoológico de la Ciudad, y
Considerando:
Que el 27 de junio de 1874, siendo presidente de la República Domingo Faustino Sarmiento, se sancionó la Ley Nº 658, que creaba el “Parque Tres de Febrero”, que fue inaugurado el 11 de noviembre de 1875, ante la presencia de unos 30.000 vecinos.
Que con la intención de realizar una sección zoológica en el mismo, Sarmiento envió cartas a todos los gobernadores de provincias solicitándoles animales típicos, así como también lo hizo con los distintos representantes diplomáticos. Esa primera sección zoológica no estaba donde hoy se encuentra el actual zoológico, ya que hasta 1888 se encontraba en el terreno comprendido entre la Avenida del Libertador hasta el Río de La Plata, y de Ugarteche hasta la Avenida Sarmiento. 
Que transcurridos los años comenzó a notarse un evidente enriquecimiento de la colección de animales, y es así que el segundo intendente de Buenos Aires, Antonio F. Crespo, presentó al Concejo Deliberante un proyecto de separación del Jardín Zoológico-Botánico del resto de la Administración del Parque Tres de Febrero, con fecha 26 de junio de 1888.
Que el 30 de octubre de 1888, el Concejo Deliberante sancionó la Ordenanza Municipal que creó el “nuevo Jardín Zoológico-Botánico”. En la misma se dispone que “las nuevas instalaciones se construirán en la parte Sud-Este, comprendida entre la Avenida Santa Fe y la Avenida Alvear, debiendo aprovecharse para la fundación de esta Sección todos los elementos de plantas y animales existentes en la actual Sección Zoológica, sin destruirlas”.
Que para 1888 el Jardín Zoológico ya funcionaba en el amplio terreno limitado por las Avenidas Sarmiento, Alvear y Las Heras y la calle Acevedo, es decir, el mismo predio que hoy ocupa. Para que los objetivos del Jardín se cumplieran, Holmberg, que fue su primer director, redactó el primer “Reglamento del Jardín Zoológico”, organizando el Jardín hasta en los más pequeños detalles.
Que actualmente el Zoológico cuenta con proyectos basados en la conservación de nuevos materiales genéticos provenientes de los animales casi en extinción, cuyo número de individuos es muy bajo. Orientados a la Estrategia Mundial de la Conservación en Zoológicos, han alcanzado los objetivos de conservación de distintas especies, como el “Aguara guazú”. 
Que asimismo desarrollan programas de conservación del cóndor andino, felinos sudamericanos, pudú (el ciervo más pequeño del mundo), venado de las pampas y yacaré santafecino, entre otros.
Por lo expuesto, esta Comisión de Cultura aconseja la aprobación de la siguiente
RESOLUCIÓN 247/2008

Artículo 1º.- Colóquese una placa en la sede del Jardín Zoológico de la Ciudad de Buenos Aires, sita en la Avda. Sarmiento y Avda. Las Heras, en conmemoración del centésimo vigésimo aniversario de su creación, cuyo texto será el siguiente:
En el 120° Aniversario de la creación del

Jardín Zoológico de Buenos Aires

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

1888 –30 de octubre– 2008
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 2 de junio de 2008.
URDAPILLETA, Inés; TAMARGO, Avelino; MOSCARIELLO, Oscar y ALEGRE, Gabriela.
DECLARACIÓN 241/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través del área que corresponda, gestione ante el concesionario del Jardín Zoológico la realización de actividades con entrada libre y gratuita durante la semana del 26 de octubre al 1º de noviembre del corriente año, con motivo de la celebración del 120º Aniversario de la creación del mismo.
Sala de la comisión: 2 de junio de 2008.
URDAPILLETA, Inés; TAMARGO, Avelino; MOSCARIELLO, Oscar y ALEGRE, Gabriela.
Se deja constancia de que la reunión de la Comisión se llevó a cabo con quórum suficiente, en el marco del Artículo 144 del Reglamento Interno.
DELHEYE, Pedro. Director Comisión de Cultura.
Creación de un programa de seguridad vial 

Sr. Secretario (Pérez).- El despacho pasa al Archivo.

DESPACHO 329
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Exp. Nº 1178-D-2007, autoría del diputado Fernando Caeiro, relacionado con la creación de un Programa de Seguridad Vial, y 
Considerando:
Que en reunión de Comisión los diputados de la Comisión de Tránsito y Transporte decidieron el archivo de la presente iniciativa.
Esta Comisión de Tránsito y Transporte aconsejan para su aprobación la siguiente: 

RESOLUCIÓN 248/2008

Artículo único.- Archívese el Expediente Nº 1178-D-2007. 
Sala de la comisión: 15 de abril de 2008.
AMOROSO, Víctor; ZAGO, Oscar; MEIS, Marcelo; FAILDE, Pablo y CANTERO, Fernando.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1178-D-2007, de Resolución, de autoría del diputado Fernando Caeiro (MC), por el cual se propone la creación de un Programa de Seguridad Vial, y
Habiendo considerado el despacho producido por su similar de Tránsito y Transporte, esta Comisión de Comunicación Social adhiere en su totalidad al mismo. 
Sala de la comisión: 28 de mayo de 2008.
GRAMAJO, Sebastián; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; TAMARGO, Avelino; VARELA, Marta; RABINOVICH, Alejandro y MAFFÍA, Diana.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1178-D-2007, de Ley, del diputado Caeiro, referido a la Creación del Programa de Seguridad Vial, esta Comisión de Educación Ciencia y Tecnología adhiere al dictamen de la Comisión de Tránsito y Transporte.

 Sala de la comisión: 3 de junio de 2008.
OLIVERA, Enrique; DE ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; KRAVETZ, Diego; MAFFÍA, Diana y GÓMEZ, Verónica.

Gestiones para la adhesión de la ciudad a la “Coalición Latinoamericana Caribeña de Ciudades contra el racismo, la discriminación y la xenofobia”
DESPACHO 330
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El proyecto de declaración presentado en el Expediente Nº 789-D-08 por el diputado Di Filippo, por el cual adhiere a la Coalición Internacional de Ciudades contra el racismo, y
Considerando:
La Coalición Internacional de Ciudades contra el Racismo es una iniciativa promovida por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) para fortalecer una red de ciudades interesadas en mejorar sus políticas contra el racismo, la discriminación y la xenofobia. El objetivo es lograr que las ciudades interesadas en la problemática trabajen desde una coalición internacional.
Simultáneamente se lanzan coaliciones regionales para la acción específica y en este marco, se desarrolló en la ciudad de Montevideo, Uruguay, el 25 y 26 de octubre de 2006 el Foro Iberoamericano de Gobiernos Locales, impulsado por Unesco. Los municipios que forman parte de la coalición se responsabilizan de la implantación, coordinación y ejecución de normativas contra el racismo y la discriminación.
El Plan de Acción propone un dispositivo con 10 puntos, comprendiendo de este modo un conjunto de “diez compromisos”, que abarcan distintas esferas de competencia municipal, como la educación, la vivienda y el empleo, además de las actividades culturales. Hay diversas propuestas concretas para adecuar nuestra Ciudad a los estándares que la región ha entendido como eje rector en la implementación y adecuación de las políticas públicas.
El principal objetivo de este programa es visualizar, documentar e implementar políticas locales que combatan la discriminación, la xenofobia y el racismo, creando y fortaleciendo la legislación municipal y la normativa local en materia de lucha contra la discriminación, la xenofobia y el racismo, erradicando todas las normas inconstitucionales o que impliquen discriminación negativa, segregación o jerarquización de las diferencias entre las personas.

A continuación se describen los compromisos del Plan de Acción:
· Compromiso Nº 1
Visualizar y documentar el racismo y la discriminación e implementar políticas municipales que lo combatan.
Visualizar a poblaciones víctimas de racismo, discriminación y toda forma de intolerancia a través de recopilación de datos y documentar prácticas de racismo y discriminación que deban ser combatidas a través de políticas municipales.

Iniciar o mejorar la recopilación de datos sobre el racismo y la discriminación, establecer objetivos alcanzables y proponer indicadores comunes que permitan evaluar las repercusiones de las políticas municipales.
Ejemplos de Acción
· Realizar diagnósticos a través de mecanismos oficiales de obtención de datos e información sobre el racismo y a discriminación en todos los ámbitos de competencia municipal, mediante la introducción de variables adecuadas en la recopilación de datos.

· Colaborar con institutos de investigación para analizar con periodicidad la información y los datos recabados, llevar cabo estudios en el ámbito local y presentar recomendaciones concretas a las autoridades municipales.

· Definir objetivos alcanzables y medibles y utilizar indicadores comunes para poder evaluar las tendencias en cuestiones relacionadas con el racismo y la discriminación y el impacto de las políticas municipales.

· Crear espacios de investigación, debate y seguimiento para mantener un diálogo permanente entre investigadores, autoridades y sociedad civil.

· Impulsar el intercambio, la cooperación y la coordinación regional de políticas sociales locales de combate al racismo y la discriminación

· Apoyar, sistematizar y potenciar las acciones ya existentes en la materia.
· Compromiso Nº 2
Crear y/o fortalecer legislación municipal en materia de racismo y discriminación.
Crear mecanismos de supervisión, vigilancia y solidaridad contra el racismo en el ámbito municipal.
Ejemplos de Acción
· Identificar y fortalecer legislación existente o en su caso establecer normativas explícitas y armonizadas con instrumentos internacionales.

· Asumir a nivel local el cumplimiento de los compromisos ratificados por los estados a nivel internacional.

· Establecer medidas disciplinarias ante posibles actos o comportamientos racistas por parte de plantilla municipal en el ejercicio de sus funciones habituales.

· Incorporar el tema del racismo y la discriminación en la agenda de los múltiples mecanismos de consulta de que dispone la ciudad (por ejemplo, los parlamentos de jóvenes, los consejos de personas de edad, etc.)

· Conceder permisos a los locales de ocio condicionados a que no se discrimine a nadie, en aras de garantizar la igualdad de acceso de todas las personas. Realizar pruebas (o inspecciones) para comprobar que efectivamente no se produce discriminación alguna, en particular por razones étnico raciales.

· Prestar apoyo a las entidades locales que brindan orientación legal y ayuda psicológica a las víctimas locales del racismo y la discriminación.
· Compromiso Nº 3
Compromiso, vigilancia contra el racismo y la discriminación
Crear mecanismos de supervisión, transparencia y seguimiento que fortalezcan el compromiso contra el racismo y la discriminación en el ámbito municipal.
Ejemplos de Acción
· Crear un mecanismo de consulta, seguimiento y evaluación con los diferentes interlocutores sociales (jóvenes, artistas, ONGs, líderes comunitarios, la policía, la judicatura, etc.) con el objetivo de hacer una evaluación periódica de la situación en relación al de racismo y la discriminación.

· Crear, en colaboración con la sociedad civil, que integre a las víctimas, un sistema de supervisión, y respuesta rápida que permita identificar los actos racistas y los delitos o declaraciónes basados en el odio e informar de ello a las autoridades competentes. 

· Mejorar la ayuda a las víctimas del racismo y la discriminación.

· Facilitar la participación de las víctimas a organizarse para encontrar soluciones, iniciativas (asesoramiento, supervisión etc.).

· Crear o mejorar un servicio oficial dentro de la autoridad municipal (defensor del pueblo), que atienda las quejas de este tipo, que presenten los habitantes de la ciudad. 
· Compromiso Nº 4
La ciudad como creadora, promotora y defensora activa de la equidad en el ámbito laboral.
4.a) La ciudad se compromete a crear empleo y a proveer sus servicios aplicando el principio de igualdad de oportunidades con equidad y a participar en la supervisión, la formación y el desarrollo, de iniciativas para alcanzar este objetivo. 
Ejemplos de Acción
· Llevar a cabo inspecciones periódicas para informar de la evolución de las políticas y medidas adecuadas, en pro de la diversidad, a partir de una base de datos precisa.

· Llevar a cabo una evaluación de impacto y de necesidades (mediante indicadores de control antidiscriminatorio) cuando deba emprenderse una iniciativa nueva. En este sentido, podría elaborarse un protocolo estándar y sencillo para normalizar este proceso.

· Identificar y ayudar a cubrir las necesidades de formación y desarrollo de los trabajadores municipales, a través de la implantación de cursos básicos y avanzados, con el objetivo de: mejorar su capacidad para gestionar la diversidad social y cultural; promover el diálogo intercultural; aumentar sus conocimientos de lo que constituye un comportamiento antidiscriminatorio; y adquirir los conocimientos necesarios para poder proporcionar unos servicios adecuados que tengan en cuenta las distintas sensibilidades culturales.

· Utilizar la discriminación positiva o políticas similares para mejorar la representación de las comunidades y grupos discriminados entre el personal de la autoridad municipal y especialmente en sus órganos ejecutivos.

· Crear un programa especial de becas y formación para jóvenes de grupos discriminados con el objetivo de prepararlos para que puedan trabajar para la ciudad.
4.b) La ciudad se compromete a favorecer prácticas de empleo que contribuyan a la igualdad de oportunidades y de apoyo a la equidad en el mercado de trabajo mediante el ejercicio de las competencias discrecionales de la autoridad municipal.
Ejemplos de Acción
· Utilizar las actuales atribuciones de la ciudad como consumidora de servicios mediante la inclusión de cláusulas antidiscriminatorias en los contratos con los proveedores.

· Establecer un sistema de reconocimientos para las empresas, tiendas, medios de comunicación y entidades profesionales de la ciudad que se hayan comprometido a luchar contra el racismo y que se muestren favorables a la puesta en marcha de mecanismos municipales de atención a las quejas por discriminación.

· Instaurar un programa de micro créditos, patrocinio y orientación, en asociación con empresas, para apoyar actividades económicamente viables que se desarrollen por parte de grupos discriminados.

· Crear vínculos de colaboración con aquellas empresas interesadas en apoyar la política municipal antirracista y en promover la diversidad como estrategia económica y activo comercial.

· Impulsar, junto con los colegios profesionales, la sociedad civil, las universidades y los sindicatos, la elaboración de programas de formación y desarrollo orientados a formar a los trabajadores en la prestación de servicios adecuados que tengan en cuenta las sensibilidades culturales.
· Compromiso Nº 5
Acceso equitativo a la vivienda, los servicios básicos y demás condiciones del hábitat.
Emprender medidas activas para reforzar las políticas contra la discriminación y el racismo ambiental en materia de vivienda, saneamiento, movilidad, seguridad y educación dentro de la ciudad.
Ejemplos de Acción
Preparar instrumentos normativos (Carta Ética, Código Práctico, Carta Ética y/o Acuerdos o Convenios) para los organismos públicos y privados que se dedican al alquiler o la venta de vivienda, con el objetivo de combatir la discriminación en el acceso a la vivienda.

· Ofrecer facilidades e incentivos a las personas propietarias y a las agencias inmobiliarias que se comprometan a cumplir las normativas y/o políticas municipales en materia de Antidiscriminación.

· Establecer o facilitar orientaciones a los servicios de asesoramiento, que les sean útiles para atender a residentes afectados por la discriminación en la búsqueda de vivienda en el sector público o privado.

· Elaborar estrategias conjuntas con las comunidades para diseñar iniciativas locales de seguridad comunitaria.

· Establecer medidas activas de combate al racismo ambiental, para que se desarrollen condiciones de equidad en el espacio territorial de la ciudad de modo de proteger las poblaciones discriminadas de toda forma de violencia, incluida la institucional.

· Impulsar acciones de retorno y/o reubicación a la población desplazada en condiciones de dignidad, voluntariedad y seguridad.
· Compromiso Nº 6
Garantizar plena información y participación en la gestión pública.
Garantizar plena transparencia y acceso a la información de las y los ciudadanos respecto a sus derechos y obligaciones, su protección y opciones legales, y las sanciones que pueden serles impuestas por actos o conductas racistas y/o discriminatorias.. Adoptar un enfoque participativo en particular en consulta con las víctimas del racismo y la discriminación.
Ejemplos de Acción
· Instar a la creación y/o fortalecimiento de organismos de equidad racial.

· Promover la voz de las víctimas del racismo a través de medios comunitarios, otros medios de comunicación y políticas municipales de comunicación.

· Promover mesas consultivas con participación permanentes a nivel local con participación de actores sociales, gubernamentales y académicos

· Adoptar un enfoque participativo en particular de atención de las víctimas de la discriminación.

· Publicar y divulgar de la forma más amplia posible un folleto o boletín municipal que contenga información sobre los derechos de los habitantes de la ciudad, las obligaciones de una sociedad multiétnica y multicultural así como de los compromisos antirracistas adoptados por la autoridad municipal, y de las sanciones que pueden imponerse por actos o conductas racistas. Distribuir, en espacios públicos, formularios o información para que las víctimas o los testigos de actos o conductas racistas puedan ponerse en contacto con las autoridades competentes o con grupos de ayuda.

· Organizar, de forma periódica, foros municipales contra el racismo, en colaboración con los órganos o mecanismos ya existentes, para ofrecer la posibilidad de debatir los problemas del racismo y la discriminación en la ciudad, las políticas municipales y sus repercusiones.

· Conmemorar anualmente, el 21 de marzo, el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, con una serie de iniciativas para fomentar la concienciación y la movilización de los ciudadanos.

· Apoyar a las ONG locales para que prosigan con su labor de información y de organización de actos de condena del racismo y la discriminación.
· Compromiso Nº 7

Combatir el racismo, la discriminación y la xenofobia a través de la educación formal en el ámbito de sus competencias y/o mediante acciones educativas no formales e informales. 
Reforzar las medidas contra la discriminación en el acceso y el disfrute de todas las formas de educación; y fomentar una educación que respete y promueva las identidades racial/étnica/culturales, basadas en los principios de equidad e inclusión, y de diálogo intercultural e intersocial.
Ejemplos de Acción
 Intervenir para garantizar la igualdad de oportunidades y equidad, sobre todo en términos de acceso a la educación y formación de calidad con medidas de discriminación positiva.
· Promulgar un documento antidiscriminación y un mandato institucional para los centros de enseñanza y de formación gestionados por la autoridad local, con el objetivo de combatir la exclusión en el acceso a la educación y la marginalización en las escuelas.

· Reconocer y estimular a los centros de enseñanza o que desempeñen una labor antiexclusión, racismo y discriminación así como un “premio municipal” que se otorgaría periódicamente a la mejor iniciativa escolar contra toda forma de discriminación.

· Elaborar materiales didácticos (libros de texto, guías, documentación audiovisual o multimedia, recursos pedagógicos) sobre el potencial de los poderes locales para eliminar las prácticas de racismo y discriminación 

· Favorecer iniciativas de formación de docentes y educadores que propicien el conocimiento del origen y las causas del racismo, la discriminación y la xenofobia, así como la construcción de estrategias didácticas que las combatan.

· Alentar el desarrollo de métodos de educación no formal adecuado a las características de cada grupo.
· Compromiso Nº 8
Promoción del dialogo intercultural y religioso, así como la salvaguarda de la diversidad en especial las culturas indígenas, afroamericanas y afrocaribeñas.
Asegurar la representación equitativa y la promoción de la amplia variedad de expresiones y herencias culturales de los habitantes en los programas y políticas culturales, la memoria colectiva y el espacio público de la autoridad municipal y fomentar la interculturalidad en la vida de la ciudad, con especial atención en las zonas fronterizas. Asimismo, asegurar la creación de iguales oportunidades para el desarrollo de las culturas, la salvaguarda de su patrimonio tangible e intangible, su lengua, sus manifestaciones rituales y festivas, sus usos y costumbres.
Ejemplos de Acción
8.a) Facilitar la producción, juntamente con profesionales, de las personas, los pueblos, poblaciones y comunidades afectados por la discriminación, de material audiovisual (películas, documentales, programas, etc.) que permita expresar su experiencia y las aspiraciones para la ciudad. Contribuir a distribuir este material tanto en el ámbito local, como nacional e internacional.
 Institucionalizar políticas, programas y proyectos étnicos-culturales (como eventos, centros culturales, etc.) con la conducción y diseño de los propios actores.
 Poner nombre a los lugares (calles, plazas, monumentos, barrios) y/o conmemorar acontecimientos, especialmente importantes para los grupos que sufren discriminación, para reconocer así sus contribuciones e integrarlas en la memoria y la identidad colectiva de la ciudad.
 8.b) Promover el respeto en el ejercicio de las manifestaciones religiosas y el diálogo interreligioso.

· Protección de las religiones de origen ancestral.

· Programas de promoción para el diálogo interreligioso
· Compromiso Nº 9
Iniciativa de protección y atención a la infancia vulnerada, en particular los niños y niñas afro descendientes e indígenas.
Apoyar o crear mecanismos e iniciativas locales para la atención a la infancia vulnerada, en particular los niños y niñas afrodescedientes e indígenas.
Ejemplos de Acción
· Incorporar el concepto de discriminación positiva a las políticas locales dirigidas a la infancia. 

· Crear un grupo de expertos (formado por investigadores y profesionales, que incluya a miembros de los grupos discriminados y asociaciones de apoyo a la infancia), con la experiencia necesaria para ofrecer asesoramiento, y colaborar con autoridades y la comunidad local, y realizar análisis de la situación que garanticen que, antes de adoptar cualquier medida, se ha estudiado correctamente la situación.

· Crear un grupo de trabajadores especializados, procedentes de varios sectores, que representen a los organismos que pueden verse implicados en este tipo de situaciones (policía, sector educativo, trabajadores jóvenes, trabajadores sociales, organizaciones de la sociedad civil, etc.), que se encargue de coordinar actuaciones, en una primera instancia, cuando empiezan a surgir los conflictos relacionados con niños marginalizados.

· Ofrecer información sobre los delitos contra niños(as) en situación de riesgo y la resolución de conflictos a trabajadores de los organismos e instituciones pertinentes (escuelas, programas juveniles, oficinas de integración, etc.)
· Compromiso Nº 10
Erradicar las prácticas discriminatorias por motivos salud, género, étnico raciales, orientación sexual y discapacidad.
Promover acciones para la eliminación de toda forma de discriminación en materia de salud, género, étnico raciales, orientación sexual y discapacidad.
Ejemplos de Acción
· Favorecer el reconocimiento y la protección de los derechos sexuales y reproductivos.

· Campañas contra la discriminación sufrida por personas portadoras de HIV y enfermedades infecto-contagiosas

· Promover programas de investigación, promoción y divulgación sobre incidencia y tratamiento en enfermedades de propensión étnica. 

· Incorporar a los programas locales de salud, las prácticas ancestrales en asuntos de salud-enfermedad.

· Implantar acciones institucionales a favor de las poblaciones discriminadas por orientación sexual, especialmente contra la persecución, violencia y crímenes de odio.

· Desarrollar acciones locales de protección y prevención contra todas las formas de violencia contra las mujeres.

· Promover políticas comunitarias de atención primaria a la salud, considerando impactos diferenciales entre hombres y mujeres. 

· Promover medidas de plena atención y protección a las personas con discapacidad, valorando sus propias culturas como forma de inclusión.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconseja la aprobación de la siguiente 

DECLARACIÓN 242/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado la adhesión de la Ciudad, a través del Poder Ejecutivo, a la “Coalición Latinoamericana y Caribeña de Ciudades contra el Racismo, la Discriminación y la Xenofobia.”
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008.
CABANDIÉ, Juan; WALSH, Patricia; MORALES GORLERI, Victoria y LUBERTINO, Mónica.

Repudio por la desaparición del militante de derechos humanos Juan Evaristo Puthod

DESPACHO 331
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El proyecto de declaración presentado en el Expediente Nº 801-D-08, por el diputado Juan Cabandié, y el Expediente Nº 849-D-08, proyecto de declaración, de los diputados Martín Ocampo y Oscar Zago, y
Considerando:
Juan Evaristo Puthod es titular de la Casa de la Memoria de Zárate, militante de los Derechos Humanos, sobreviviente de centros clandestinos de detención de la dictadura militar de 1976-1983 y testigo de varias causas clave contra represores.
Juan E. Puthod fue secuestrado el último martes 29 de abril en la localidad de Zárate, donde reside actualmente. Al momento de su desaparición, lo último que se sabía de su paradero fue que se dirigía desde la Casa de la Memoria de Zárate a una emisora radial, ubicada a 15 cuadras, para conducir un programa sobre Derechos Humanos “Casa de la Memoria de Zárate”. 
Cabe destacar la relevancia del señor Puthod, ya que es uno de los principales testigos en la causa 5310, caratulada “Erotier de Cobacho, Sara Subsec. DDHH S/ Denuncia”, que se instruyó en el Juzgado Federal de Campana y actualmente se encuentra radicada en el Juzgado Federal de San Martín. En ella se investigan los crímenes de lesa humanidad cometidos en el circuito Zárate, Escobar, Campana, Exaltación de la Cruz y Baradero. En el marco de esta causa quedó asentada la existencia de un circuito clandestino de represión ilegal que implicó a las fuerzas armadas y de seguridad que actuaban en la zona. 
Durante la dictadura militar genocida estuvo seis años privado de su libertad en siete centros clandestinos de detención, tortura y exterminio. Actualmente participa de la Comisión por la Recuperación de la Memoria de Campo de Mayo y desde este espacio organizó un acto de homenaje a los militantes Eduardo Pereyra Rosssi y Osvaldo Cambiasso, asesinados en 1983. El evento se realizará en el km. 103 de la ruta 9, lugar donde se encontraron los cuerpos de los militantes. 
Juan Puthod fue detenido el 27 de marzo 1976 en Prefectura Naval Zárate, cuando se presenta al reclutamiento del servicio militar obligatorio. Tenía en ese momento 17 años. Estuvo detenido ilegalmente en primer lugar en la Comisaría de Zárate, la cual reconoció en inspecciones oculares en el marco de la causa. 
Desde la Base, es llevado en un lanchón al Patrullero de Río ARA Murature de la Prefectura Naval Argentina. Para ello se valieron de una plataforma del Instituto de Prefectura, la cual fue reconocida en las inspecciones oculares realizadas por el Juez Faggionatto Márquez. En el ARA Murature es torturado y permanece secuestrado varios días. Según surge del testimonio en la causa, reconoce el buque. 
Del buque lo trasladan al Arsenal Naval, donde hoy es el Instituto de Formación de la Prefectura Naval Argentina. Allí se encuentra con “el chileno Jaiba”, integrante del grupo Los Jaivas, quien hasta hoy permanece desaparecido. 
De allí lo trasladan al Tiro Federal de Campana, lugar que había sido ocupado por el Ejército y que fue reconocido en el marco de la causa por varios sobrevivientes. El lugar fue demolido el año pasado por la Empresa Techint a pesar de recaer sobre él una medida de no innovar. 
Desde el Tiro Federal de Campana, Puthod fue trasladado a otros Centros Clandestinos de la Provincia de Buenos Aires (Puente 12, Pozo de Banfield, Campo de Mayo); hasta que, a través de la Brigada Aérea de Morón, es llevado en avión al Regimiento 10º Caballería Blindada de Azul, para ser puesto a disposición del Poder Ejecutivo en la Unidad Penal de Sierra Chica. 
Recuperó la libertad el 9 de julio de 1981 desde Unidad Penal 9. 
Es importante destacar que durante los últimos dos años se han producidos las desapariciones de Julio López, testigo principal contra el ex comisario Miguel Etchecolatz, quien hasta el día de la fecha continúa desaparecido; Luis Gerez, y de Juan Puthod. Los tres hechos continúan sin ser esclarecidos. Que estos delitos se hayan cometido en democracia y la falta de esclarecimiento los tiñe de una gravedad aún mayor. 
La incertidumbre en relación a los secuestros de Puthod, Gerez y de López interpela al Estado, ya que es este quien debe garantizar los derechos de los ciudadanos que habitan este país, y debe garantizar el pleno goce de una democracia fundada en la justicia y los derechos humanos en la República Argentina.
Por lo expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconseja la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 243/2008

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta su repudio por la desaparición de Juan Evaristo Puthod, militante de Derechos Humanos, sobreviviente de distintos centros clandestinos de detención que funcionaron durante la dictadura militar y testigo en el juicio contra Luis Abelardo Patti, durante dos días en democracia, el 29 y 30 de abril del corriente año e insta a las autoridades competentes a lograr una pronta resolución. Asimismo expresa su repudio a todo acto de violencia que menoscabe el pleno goce de una democracia fundada en la justicia y los derechos humanos en la República Argentina.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008.
CABANDIÉ, Juan; WALSH, Patricia; MORALES GORLERI, Victoria y LUBERTINO, Mónica.

Declarar de interés y adherir a las actividades que se llevan adelante en el marco de la campaña “El hambre es un crimen”
DESPACHO 332
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El proyecto de declaración presentado en el Expediente Nº 994-D-08, por la diputada Liliana Parada, y
Considerando:
“El Hambre es un crimen” es la Campaña que lleva adelante el Movimiento Nacional de los Chicos del Pueblo. Este movimiento surge en el año 1987, acompañado por el esfuerzo del Hogar de la Madre Tres Veces Admirable, dirigido por el Padre Carlos Cajade y el Hogar Pelota de Trapo, que conduce Alberto Morlachetti. En la actualidad agrupa a más de cuatrocientas instituciones no gubernamentales que trabajan con niños y jóvenes de todo nuestro país en situación de pobreza y abandono. 
La trayectoria de la Fundación Pelota de Trapo es ampliamente reconocida por su incansable lucha por los derechos y el futuro de los chicos que viven en la calle y sufren carencias, abandonos y ausencias. A través de sus obras –hogares, biblioteca, centros de salud, talleres deformación en oficios, panadería y emprendimientos laborales–, brindan contención a 4.000 niños y jóvenes que realizan actividades o reciben algún tipo de prestación. Su misión es fortalecer la utopía de transformar el mundo en el que vivimos. 
La Campaña “El Hambre es un crimen” se enmarca dentro del compromiso del movimiento por reforzar y consolidar los derechos de nuestros chicos. Derechos básicos como la familia, y el acceso a la salud, la vivienda y la ternura del pan; contemplados en la Convención sobre los derechos del Niño y nuestra Constitución Nacional y la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Es decir, el no cumplimiento de los mismos implica una violación esencial a los derechos humanos consagrados en la Constitución Nacional y en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Las actividades que realiza el Movimiento tienen como objetivo encontrar espacios de debate y sensibilización sobre la necesidad de una política integral de la infancia, capaz de generar movilización social y crear conciencia de la urgencia de ocuparnos de los chicos.
En su convocatoria a participar de esta Campaña, los organizadores expresan: “El Hambre es un crimen. Hay que detenerla. Sí o sí. Porque en nuestro país no faltan ni alimentos, ni platos, ni madres, ni médicos, ni maestros. Faltan en cambio la voluntad política, la imaginación institucional, la comprensión cultural y las ganas de construir una sociedad de semejantes que asegure a nuestros hijos las oportunidades vitales para que puedan crecer con dignidad. Es imperativo terminar con un sistema económico que en la mayoría de los casos no da hijos, sino hambre; que no da futuro, sino Paco; que talla caricias olvidadas en cuerpos... Sin una infancia sana, amasada y entera es impensable una Argentina mejor. Porque un país que mutila a sus niños es un país que se condena a sí mismo”.
Por lo expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconseja la aprobación de la siguiente
DECLARACIÓN 244/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires declara de interés y adhiere a las actividades que se llevan adelante en el marco de la Campaña “El Hambre es un crimen”, organizada por el Movimiento Nacional de los Chicos del Pueblo.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008.
CABANDIÉ, Juan; WALSH, Patricia; MORALES GORLERI, Victoria y LUBERTINO, Mónica.

Informes sobre la campaña publicitaria “Buenos Aires, Ciudad educativa. Aquí todos aprendemos y enseñamos”
DESPACHO 335
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 791-D-2008, de resolución, de autoría del diputado Facundo Di Filippo, por el que se solicita informes referidos a la campaña publicitaria “Buenos Aires, Ciudad Educativa. Aquí todos aprendemos y enseñamos”, y 
Considerando:
Que, durante la cuarta semana de abril se desplegó en la vía pública y en las carteleras de la red de subterráneos una campaña grafica a través de afiches de gran tamaño, firmados por el Ministerio de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con la leyenda “Buenos Aires, ciudad educativa. Aquí todos aprendemos y enseñamos”.
Que nuestro sistema democrático, de conformidad con el principio republicano de publicidad de los actos de gobierno, exige no sólo un manejo transparente y ecuánime de los fondos públicos, sino también una periódica rendición de cuentas.
Que, con esa convicción democrática de que la publicidad es una herramienta indispensable de todo gobierno para informar sobre su gestión, más en esta era de constante avance y desarrollo de los medios de comunicación social, el manejo de cuantiosos recursos económicos para ese rubro no puede quedar simplemente limitado a lo que se publica periódicamente del presupuesto en el sitio “web” oficial del GCABA (www.buenosaires.gov.ar).
Que, es necesario disipar todo tipo de suspicacias o sospechas sobre posibles actos arbitrarios en el manejo y distribución de la millonaria pauta publicitaria oficial, en función de que no sólo esta Legislatura sino quienes representamos, dispongan de la información completa, adecuada y veraz de parte del Poder Ejecutivo y de todas sus dependencias, organismos descentralizados y entes autárquicos.
Por lo expuesto, esta Comisión de Comunicación Social aconseja la aprobación de la siguiente
RESOLUCIÓN 249/2008

Artículo 1.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, por intermedio de la Secretaría de Comunicación Social, dentro de los 20 días de recibida la presente, sobre la campaña publicitaria que tiene como eslogan la leyenda “Buenos Aires, ciudad educativa. Aquí todos aprendemos y enseñamos”. 

a) Objetivo y finalidad de la campaña publicitaria;

b) duración prevista para la campaña publicitaria;

c) si, además de los afiches en la vía pública, se ha previsto contratar espacios en radios AM y FM y en canales de televisión de aire o por cable. En caso afirmativo, indique los espacios contratados, el costo de cada uno y el medio en cuestión;

d) especifique si esa campaña fue ideada y diseñada por alguna dependencia del Gobierno o por una empresa privada; 

e) en caso de que la tarea a la que se refiere el inciso anterior haya sido ejecutada por una empresa privada, indique cuál, duración del contrato y costo del mismo; 

f) informe qué empresa o empresas diseñaron los afiches;

g) informe qué empresa se ha contratado para la impresión de esos afiches;

h) precise la cantidad de afiches que se imprimieron para desarrollar esa campaña publicitaria; 

i) Informe qué empresa o empresas se han contratado para la pegatina de esos afiches en la vía pública; 

j) especifique los costos de esa campaña publicitaria, con el desglose de lo que demandó la contratación de cada una de las empresas que intervinieron, tanto en la elección del eslogan como en el diseño, impresión y pegatina de los afiches.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008.
GRAMAJO, Sebastián; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; DI STEFANO, Patricio y RABINOVICH, Alejandro.

Implementación de una campaña de información sobre la enfermedad celíaca

DESPACHO 337
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 887-D-2008, de resolución, de autoría del diputado Néstor Abbas, por el cual se propone al Poder Ejecutivo la implementación de una campaña de información en todo lo referente a la enfermedad celíaca, y
Considerando:
Que la llamada enfermedad celíaca es considerada como una epidemia silenciosa. Los enfermos celíacos se caracterizan por intolerancia al gluten, que está presente en las harinas de trigo, avena, cebada y centeno. No solamente sus síntomas son múltiples y con frecuencia engañosos, sino también sucede que el diagnóstico resulta largo y difícil.
Que quienes la padecen tienen afectado el normal funcionamiento del intestino delgado, lo que provoca trastornos variados: Anemia (que no responde a los tratamientos con hierro), diarrea (o constipación), pérdida de embarazos, osteoporosis, infertilidad, déficit en crecimiento, caída de cabello y distensión abdominal.
Que debe tenerse en cuenta que no forman grupos muy reducidos los que padecen este mal: la población celíaca de la Argentina es de 400.000 personas. 
Que la diversidad de síntomas, así como el hecho de que –pese a ser una enfermedad genética– no siempre se presenta en la niñez, son dos de las causas por las que la celiaquía suele confundirse con otras afecciones y en algunos casos pasan años hasta que se la detecta.
Que es por eso que los médicos suelen llamarla “la gran simuladora”. Ante esta realidad es imprescindible para la salud de la población la difusión de la existencia de esta enfermedad dado que en nuestro país por cada celíaco diagnosticado hay ocho que todavía no lo están.
Que por todo esto es esencial el conocimiento de esta enfermedad ya que muchas muertes, sobre todo en las clases más humildes, son provocadas por las demoras en los diagnósticos. Un celíaco diagnosticado y que cumple el tratamiento lleva una vida totalmente normal. Así como no hacer la dieta probablemente lleve al desarrollo de otra enfermedad autoinmune como diabetes, tiroiditis, artritis u osteoporosis.
Por lo expuesto, esta Comisión de Comunicación Social aconseja la aprobación de la siguiente:
DECLARACIÓN 245/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Ciudad implemente una campaña de información en todo lo referente a la enfermedad celíaca
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008.
GRAMAJO, Sebastián; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; DI STEFANO, Patricio y RABINOVICH, Alejandro.

Declarar de interés educativo el proyecto de voluntariado universitario “Convención sobre los Derechos del Niño: su aplicación en el ámbito educativo”
DESPACHO 338
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1029-D-08, de declaración, de la diputada Maffía, referido a la Declaración de Interés Educativo el Proyecto “Convención Sobre los derechos del niño: su aplicación en el Ámbito Educativo”, y
Considerando:
Que el Proyecto del Voluntariado Universitario “Convención sobre los Derechos del Niño: su aplicación en el ámbito educativo” promueve la construcción de ciudadanía a través del ejercicio por parte de niños, niñas y adolescentes de su derecho a ser escuchados y a participar en sus colegios. 
Que el derecho a ser oídos, así como a asociarse y expresarse libremente, está consagrado por la Convención sobre los Derechos del Niño, y para su fomento este proyecto implementa la realización de talleres en colegios secundarios, promoviendo el intercambio y la reflexión a partir de vivencias concretas y cercanas a los propios actores.
Que enseñar a los alumnos/as sus derechos, no se limita a darles información sobre la ley, sino que demanda una actitud reflexiva por parte del docente y de los/as alumnos/as acerca de las oportunidades que se les brinda para ir adquiriendo más autonomía y responsabilidad. 
Que el programa desarrolló durante 2006 y 2007 variadas actividades, entre ellas: talleres en escuelas de la ciudad, jornadas de intercambio entre estudiantes y docentes, jornadas de reflexión y capacitación docente, encuentros de evaluación y actividades de promoción y difusión.
Que los voluntarios que integran el programa han perseverado en la realización de esta experiencia y el mismo ya se encuentra en marcha en el período 2008-2009, ampliando el ámbito de aplicación a institutos de menores y organizaciones de la sociedad civil, incorporando y capacitando nuevos voluntarios y coordinando actividades de transferencia.
Que los problemas que provienen de la falta de participación de niños, niñas y adolescentes, de no escucharlos/as y no darles el lugar que les corresponde, son múltiples y su expresión depende de su contexto social y cultural. Pensar e implementar políticas activas al respecto es una obligación del Estado, como también acompañar y reconocer las iniciativas que, en este sentido, se impulsan desde la sociedad civil.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
DECLARACIÓN 246/2008

Declárese de interés educativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Proyecto de Voluntariado Universitario “Convención sobre los Derechos del Niño: su aplicación en el ámbito educativo”, coordinado e impulsado por docentes y alumnos/as de la Universidad de Buenos Aires.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Informes sobre puntos vinculados con concursos para docentes

DESPACHO 339
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1028-D-08, de resolución, de la diputada Maffía, referido a solicitar informes referidos a distintos puntos vinculados con concursos para docentes, y 
Considerando:
Que en base al Informe final de diciembre de 2007 de la Comisión Mixta para la Normalización, Seguimiento y Control de los Concursos de Titularización Docente para la Cobertura de Cargos de Base y Ascenso, y hasta su nueva composición, se requiere al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, información sobre el estado y desarrollo del régimen de concursos de cargos docentes.
Que consideramos fundamental la continuidad de estos concursos para la normalización del sistema educativo de la Ciudad, además de su institucionalización como modo de ingreso y ascenso de los docentes a dicho sistema, instituyéndose como política de Estado y no voluntad de determinadas gestiones.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
RESOLUCIÓN 250/2008

Artículo 1°.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que en un plazo de 30 (treinta) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos referidos a concursos y titularización de docentes:
a.- Estado de situación de la Ley de Titularización N° 2269. Desarrollo y/o estado (en caso de que esté en curso) de la convocatoria a concurso de vacantes dispuestas.

b.- Regulación establecida para el desarrollo e implementación de las normas de ingreso del Área de Educación Superior, conforme lo establece la Ley 2270.

c.- Estado de situación de los concursos de cargos de base, de la inscripción 2006 y cargos de ascenso de la inscripción 2007, conforme las disposiciones de la Ley 1679.

d.- Estado del Cronograma de acciones planteado en la Resolución 2071/SED/2005 y Decreto 1484.
Art. 2 °.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Informes sobre predios utilizados para actividades físicas fuera de los establecimientos educativos

DESPACHO 340
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1105-D-08, de Resolución, del diputado Olivera, referido a informes sobre predios utilizados para Actividades Físicas fuera de los Establecimientos Educacionales dependientes del Gobierno de la Ciudad, y
Considerando:
Que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires reconoce y garantiza un sistema educativo inspirado en los principios de la libertad, la ética y la solidaridad, tendiente a un desarrollo integral de la persona en una sociedad justa y democrática. 

Que la Ley 1807 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, prioriza acciones tendientes a estimular una mayor participación de niños/as y jóvenes en actividades deportivas en el ámbito de su comunidad y crea condiciones de asistencia para los clubes de barrio que cedan gratuitamente sus instalaciones a instituciones educativas públicas para las prácticas de educación física y deporte escolar.
Que la norma citada establece también un sistema de convenios y controles para garantizar el control del Estado sobre los espacios y las actividades escolares que se desarrollan en los distintos ámbitos.
Que los diseños curriculares de los diversos ciclos y niveles del sistema educativo de la ciudad de Buenos Aires jerarquizan la actividad física y la práctica del deporte como una de las actividades fundamentales para el desarrollo integral de las personas.
Que al respecto Lev Vigotsky, investigador del área de las ciencias sociales, destaca la importancia e interdependencia del desarrollo motor, estimulado por la actividad física y el deporte, con el desarrollo humano, por lo que propone su expansión e inclusión temprana en la escolaridad.
Que diversos estudios realizados sobre la temática, permiten determinar que el desarrollo de la motricidad está estrechamente ligado al desarrollo psíquico. 
Que los efectos que las prácticas físico-deportivas tienen sobre la vida del hombre, han puesto de manifiesto la necesidad que los profesionales encargados de orientar dichas actividades se encuentren altamente calificados, así como también se resguarden las condiciones y ámbitos en las que se realizan.
Que es responsabilidad del Estado garantizar que todos los niños y jóvenes que asisten al sistema educativo accedan a una educación de calidad, en equidad y con condiciones de excelencia.
Que sin lugar a dudas los ámbitos donde nuestros alumnos realizan las actividades físicas y deportivas deben estar adecuados a las necesidades formativas a efectos de resguardar su salud integral.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
RESOLUCIÓN 251/2008

Artículo 1º. La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que en el término de 30 (Treinta) días de recibida la presente, informe sobre los lugares donde realizan las actividades físicas, fuera del establecimiento, los alumnos de los diferentes ciclos, modalidades y niveles del sistema de gestión estatal, dependientes del Ministerio de Educación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el siguiente detalle:
a) Nómina de establecimientos y cantidad de alumnos, por ciclos, niveles y modalidades que realizan las actividades físicas y deportivas, establecidas en las respectivas currículas, fuera del ámbito institucional. Indique causas y/o fundamentos.

b) Nómina de predios mencionados en el punto anterior, que en la actualidad están siendo ocupados por alumnos de las escuelas, y tiempo que cada uno de ellos es cedido o alquilado, consignando los establecimientos que los utilizan, y las condiciones.

c) Normas y convenios que regulan las actividades y organismos responsables de su seguimiento y control.

d) Cantidad y nómina de establecimientos o asociaciones cooperadoras de establecimientos educativos que deben abonar aranceles a otras entidades para que sus alumnos puedan realizar actividades físicas y /o deportivas en sus ámbitos.

e) Nómina de clubes de barrio, incorporados al régimen de la Ley 1807/05 GCABA, que reciben o han recibido beneficios según lo establecido en el Artículo 13, la norma citada. 
f) Listado de convenios efectuados en cumplimiento de los artículos 17, 18, 19 y 20, de la norma indicada en el punto e), con las correspondientes homologaciones de la autoridad de aplicación.

g) Registro de informes realizados según lo establecido en el Artículo 20 de la Ley 1807/05 GCABA.

h) Si la Dirección de Deportes, el Ministerio de Educación o el organismo responsable, han realizado la correspondiente evaluación de la evolución de los acuerdos establecidos en la Ley 1807/05, adjuntar una copia de los informes resultantes.

i) Registro de los convenios realizados por el Ministerio de Educación con instituciones que no estén incluidas en el régimen de la Ley 1807/05 GCABA.
Art.2. Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Informes sobre el Programa 80, Asistencia Alimentaria

DESPACHO 342
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente N° 1170-D-2008, de Resolución, de los diputados Ruanova, Asinelli y Cabandié, referido a solicitar informes sobre al Programa 80 - Asistencia Alimentaria, y
Considerando: 
Que es responsabilidad del Ministerio de Educación, a través de la Dirección General de Cooperadoras y Comedores Escolares, proveer asistencia alimentaria para los alumnos que asisten a las escuelas públicas de gestión estatal de esta Ciudad.
Que analizando la descripción de la Ley de Presupuesto del Programa de Asistencia Alimentaria, se observa la necesidad de complementar las actividades de aprendizaje y el logro de los objetivos pedagógicos, con la prestación de servicios de desayuno/merienda, almuerzo/vianda, refrigerio A/B, colación, y/o refuerzos alimentarios 1 y 2. Se destaca, allí mismo, que el desayuno se sirve de manera gratuita a todos los alumnos que lo requieran. 
Que la acción de la asistencia alimentaria se subdivide en diversas actividades que abarcan todas las áreas educativas: 
· Asistencia Alimentaria Establecimientos de Educación Inicial 

· Asistencia Alimentaria Establecimientos de Educación Primaria 

· Asistencia Alimentaria Establecimientos de Educación Especial 

· Asistencia Alimentaria Establecimientos de Educación Media (incluye Educación Media y Técnica) 

· Asistencia Alimentaria Establecimientos de Educación Artística.
Que los refuerzos alimentarios (Nº1 y Nº2) están destinados a los niños que presenten prescripción médica por bajo peso, y por lo tanto, estas prescripciones médicas son verificadas por el Departamento de Nutrición de la Dirección General de Cooperadoras y Comedores Escolares, siendo este Departamento quien solicita a las empresas adjudicatarias de cada establecimiento la cantidad de refuerzos que se requieran.
Que esta iniciativa tiene el fin de conocer cómo se han implementado algunos componentes del programa, en particular la asignación de becas y refuerzos, en el primer trimestre del calendario escolar, es decir, entre los meses de Marzo y Mayo, y asimismo, poder contar con información de los últimos tres años a fin de poder valorar los datos correspondientes al presente año.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
RESOLUCIÓN 252/2008

Artículo 1°.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que en un plazo de 30 (treinta) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos referidos al Programa 80 - Asistencia Alimentaria, en relación con la asignación de raciones diarias de servicios alimentarios durante el primer trimestre escolar (marzo - mayo) del año en curso:
a) Cantidad de Refuerzos Alimentarios asignados para niños de nivel inicial y primario;

b) Cantidad de Becas Alimentarias asignadas para niños de nivel inicial y primario;

c) Listado de los establecimientos educativos a los que fueron asignados los recursos para los rubros “Refuerzos Alimentarios Nº1 y Nº2” del trimestre marzo - mayo de 2008. Detalle cantidad de refuerzos asignados por establecimiento;

d) Variación interanual, en los últimos dos ejercicios presupuestarios, de la asignación de las becas alimentarias para los mismos niveles;

e) Variación interanual, en los últimos dos ejercicios presupuestarios, de la asignación de Refuerzos Alimentarios para los mismos niveles.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Gestiones para que se destine una parte de la partida asignada a transporte escolar para el traslado de la orquesta infantil y juvenil de Villa Lugano

DESPACHO 343
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1191-D-2008, de Declaración, de los diputados/as Olivera, Asinelli, Gómez y Maffía, referido a transporte escolar para los integrantes de la Orquesta Infantil y Juvenil de Villa Lugano, y
Considerando:
Que el presente proyecto tiene como finalidad instar al Poder Ejecutivo a destinar una partida presupuestaria para transporte escolar para los integrantes de las orquestas infantiles y juveniles dependientes del Ministerio de Educación a efectos de que puedan trasladarse con sus instrumentos y permitir que sus logros y producciones musicales puedan ser mostradas en diferentes ámbitos de la comunidad, de tal manera que ningún alumno quede excluido por falta de recursos.
Que el programa de orquestas tiene “el objetivo de atender las consecuencias de las desigualdades sociales, económicas y culturales en el plano educativo que afectan a un amplio sector de la población de la ciudad de Buenos Aires”. Este Programa se propuso desde sus inicios disminuir la problemática del fracaso escolar considerando que éste no es un problema exclusivo de la escuela. 
Que el Proyecto “Orquestas Infantiles” es esencialmente un proyecto comunitario que involucra y beneficia a las familias y al contexto social en el que se desarrolla. Asimismo, promueve la emulación y el perfeccionamiento y el desarrollo integral a través de la sensibilidad y la tarea solidaria. 
Que su comienzo fue con 30 niños y que a partir de aquel momento gran cantidad de niños y niñas de zonas históricamente postergadas han podido descubrir el fascinante mundo del sonido. Así, esta actividad formativa se refleja en importantes modificaciones en la conducta que pueden relevarse en un amplio abanico, que va desde el rendimiento escolar hasta las sonrisas cotidianas.
Que el diseño del Proyecto de Orquestas Infantiles permite a estos niños ser protagonistas en un espacio de reconocimiento social. Asimismo, les ofrece la oportunidad y los medios alternativos para apropiarse y fortalecer valores y hábitos solidarios de convivencia que facilitan su aprendizaje y su inserción social de forma armoniosa.
Que este proyecto se basa en la necesidad de incorporar técnicas y estrategias –novedosas, diversas, específicas y eficaces– con el objeto de atender el derecho a la equidad y a la calidad en el acceso a la educación y a la cultura de niños que viven en zonas donde un gran porcentaje de la población tiene las necesidades básicas insatisfechas.
Que la Orquesta Infantil de Lugano, creada en el año 1998, y la de Retiro, en el año 2002, fueron las que iniciaron las primeras experiencias del programa. Sus equipos docentes están formados por profesores, muchos de los cuales son miembros de la Orquesta Estable del Teatro Colón o de la Sinfónica Nacional. Sus integrantes se incorporan a partir de los seis años y provienen de hogares con escasos recursos. 
Que las necesidades formativas de la actividad exigen la realización de encuentros, muestras y festivales (muchos de ellos en escuelas, para que otros niños puedan disfrutar de la actividad). Todas estas acciones requieren el traslado de los niños y de sus instrumentos, algunos de dimensiones considerables como el contrabajo, y por lo tanto del transporte y de los montos necesarios para su contratación.
Que la desazón y la desilusión ante la imposibilidad de asistir a un evento por falta de los recursos que le permitan solventar la movilidad, no pueden ser las resultantes del esfuerzo en la preparación y el estudio que realizan los niños y jóvenes, así como también los docentes que los acompañan en este proceso. 
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
DECLARACIÓN 247/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, destinara una parte de la partida presupuestaria asignada a Transporte escolar, para que los integrantes de La Orquesta Infantil y Juvenil de Villa Lugano puedan trasladarse con sus instrumentos y de esta manera permitir que sus logros y producciones musicales puedan ser mostradas en diferentes ámbitos de la comunidad.

Con la misma finalidad solicita que en el proyecto de Presupuesto 2009, que el Ejecutivo remita para su aprobación a esta Legislatura, se indiquen los montos que deberían incrementarse a esta partida para permitir a todos los alumnos de las orquestas infantiles y juveniles dependientes del Ministerio de Educación del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, realizar los traslados, con sus respectivos instrumentos, hacia todas las presentaciones planificadas. 
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Gestiones tendientes a solucionar los problemas de infraestructura que se registran en la Escuela N° 1 Almirante Guillermo Brown, Distrito Escolar 4

DESPACHO 344
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 981-D-2008, de declaración, del diputado Amoroso, referido a realizar gestiones para solucionar problemas de infraestructura en la Escuela Nº 1, D.E. 4, Almirante Guillermo Brown, y
Considerando:
Que en ocasión de una visita efectuada recientemente a la Escuela Almirante Brown, sita en la calle Aristóbulo del Valle Nº 471 de nuestra Ciudad, se han podido comprobar in situ graves deficiencias estructurales en el edificio en cuestión. 

Que el edificio de esta escuela tiene una antigüedad de 125 años y se encuentra encuadrado dentro de la Ley de Emergencia Patrimonial. Si bien, tal como lo manifestaron sus autoridades, la institución percibe un subsidio –Codico– de $ 93.000, dicha suma no resulta suficiente para dar solución a los problemas existentes en la misma. 

Que dentro de las principales irregularidades se pueden enumerar: conductos eléctricos inundados, paredes electrificadas, revoques que se desprenden, cloacas colapsadas, techos que se caen, escaleras peligrosas, baños chicos e insuficientes, y aspectos de salubridad que hacen sumamente factible el hábitat de gérmenes y bacterias, sin que tal enumeración resulte taxativa.
Que resulta claro que el ambiente mencionado constituye un grave peligro para la integridad de los alumnos, tornando sumamente dificultoso su proceso de formación. 
Que cabe agregar que todas estas inquietudes fueron planteadas y presentadas por los alumnos del colegio en forma de proyecto de declaración en la sesión inaugural del programa “La Legislatura y la Escuela”, donde los educandos desempeñan por un día el rol de legisladores, siendo aprobado unánimemente por todos los escolares presentes de distintos colegios.
Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
DECLARACIÓN 248/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado que el Poder Ejecutivo proceda a dar solución a los graves problemas de infraestructura que se registran en la Escuela N° 1 Almirante Guillermo Brown perteneciente al Distrito Escolar Nº 4, sita en la calle Aristóbulo del Valle 471, del Barrio de la Boca.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; De ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y MAFFÍA, Diana.

Licencias de conducir para personas con necesidades especiales

Sr. Secretario (Pérez).- El despacho pasa al Archivo.

DESPACHO 345
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 906-D-2007, autoría del diputado Juan M. Velasco, relacionado con la licencia de conducir para personas con necesidades especiales, evaluación, entrenamiento y orientación y 
Considerando:
Que en reunión de Comisión los diputados de la Comisión de Tránsito y Transporte decidieron el archivo de la presente iniciativa.
Esta Comisión de Tránsito y Transporte aconsejan para su aprobación la siguiente: 

RESOLUCIÓN 253/2008

Artículo Único.- Archívese el Expediente Nº 906-D-2007. 
Sala de la comisión: 15 de abril de 2008

AMOROSO, Víctor; MAJDALANI, Silvia; ZAGO, Oscar; MEIS, Marcelo; FAILDE, Pablo y CANTERO, Fernando.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Que a través del Expediente Nº 906-D-2007, proyecto de ley, de autoría del señor diputado (MC) Juan Manuel Velasco, se propone una Licencia de Conducir para Personas con Necesidades Especiales - Evaluación, Entrenamiento y Orientación, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social, habiendo analizado detalladamente el Despacho producido por su similar de Tránsito y Transporte, adhiere en su totalidad al mismo.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008

BLASCO, Luciana; MAJDALANI, Silvia; ABBAS, Néstor; DI STEFANO, Patricio; RODRÍGUEZ ARAYA, María; CANTERO, Fernando y DI FILIPPO, Facundo.

Informes sobre el cumplimiento de la Ley 1878, Programa Ciudadanía Porteña

DESPACHO 348
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Que en el Expediente Nº 1072-D-2008, de autoría del señor diputado Alejandro Rabinovich, se solicitan informes referidos al cumplimiento de la Ley 1878, Programa Ciudadanía Porteña, y 
Considerando:
Que esta iniciativa procura verificar los niveles de cumplimiento de la Ley 1878, teniendo en cuenta que tiene como objetivo sostener el acceso a la alimentación y a la educación de los grupos familiares más vulnerables de la sociedad porteña.
Que es uno de los recursos con que cuenta la Ciudad a fin de aliviar situaciones sociales y económicas que afectan a un colectivo de personas que se encuentran en estado de vulnerabilidad social y necesitan de una respuesta del Estado para que les garantice uno de sus derechos humanos inalienables.
Que el Programa busca garantizar un ingreso mínimo para que las familias que viven en la Ciudad puedan cubrir sus necesidades básicas. 
Que la prestación es exclusiva para la adquisición de productos alimentarios y elementos indispensables para la higiene, limpieza del hogar, combustión necesaria para la cocción y útiles escolares. Asimismo prevé los montos de la prestación equivalentes según el caso al 50 o 75% de la canasta básica alimentaría estimada por el Indec y su actualización en forma semestral en función de la variación de la canasta básica alimentaría según el Indec.
Que, teniendo en cuenta el incremento que ha sufrido la canasta básica de alimentos en los últimos tiempos, se estima necesaria la verificación de la actualización de los montos que perciben los beneficiarios, según lo que establece la propia ley.
Por lo expuesto, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social aconseja la aprobación de la siguiente
RESOLUCIÓN 254/2008

Artículo 1°.- La legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través de los organismos correspondientes y en un plazo de treinta (30) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos referidos al cumplimiento de la Ley 1878 -Programa Ciudadanía Porteña:
a) Cantidad de personas y/o familias beneficiarias del Programa Ciudadanía Porteña desde su implementación a la fecha;

b) Cantidad de personas y/o familias que se encuentran actualmente en lista de espera, si las hubiera; en caso afirmativo, indicar el tiempo de espera para acceder a este beneficio;

c) Si se tiene previsto abrir, en fecha próxima, el registro de inscripciones;

d) Cantidad de bajas producidas desde la creación del Programa y la motivación de dichas bajas;

e) Si se ha actualizado la prestación en forma semestral según lo establecido en el punto b), del Artículo 8º, de la Ley 1878. En caso negativo, indique: 

1. Cuándo se actualizó por última vez.

2. Motivos por los cuales se produjo el incumplimiento. 

3. Cuándo se hará efectiva la próxima variación dando cumplimiento al mencionado precepto normativo.

f) si en el período enero/ abril del año en curso se han registrado retrasos en los pagos; en caso afirmativo, explicar los motivos de los mismos.
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008

BLASCO, Luciana; MAJDALANI, Silvia; ABBAS, Néstor; DI STEFANO, Patricio; RODRÍGUEZ ARAYA, María; CANTERO, Fernando y DI FILIPPO, Facundo.

Programa de promoción de voluntariado de emergencia

Sr. Secretario (Pérez).- El Despacho pasa al Archivo.

DESPACHO 350
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente N° 1775-D-2007, de autoría del diputado Jorge Enríquez; y,
Considerando:
Que esta Legislatura sancionó el 6 de diciembre de 2007, la Ley 2579 (BOCBA N° 2854), que regula la promoción y difusión de las actividades del voluntariado en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Que el propio objeto de la ley y su articulado incluyen la iniciativa que por el presente proyecto de ley se propicia.
Por lo expuesto, esta Comisión de Seguridad aconseja la aprobación de la siguiente
RESOLUCIÓN 255/2008

Artículo Único.- Archívese el Expediente N° 1775-D-2007.
Sala de la comisión: 3 de marzo de 2008

LA RUFFA, Silvia; RODRÍGUEZ ARAYA, María; AMOROSO, Víctor; RITONDO, Cristian; BORRELLI, Martín; RUANOVA, Gonzalo; FAILDE, Pablo; PARADA, Liliana y SMITH, Guillermo.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente Nº 1775-D-2007, de autoría del diputado Jorge Enríquez, por el cual se propicia crear un Programa de Promoción de Voluntariado de Emergencias, y
Considerando:
Que la Ley 2579 (BOCBA N° 2854) regula la promoción y difusión de las actividades del voluntariado en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Que el propio objeto de la ley y su articulado incluyen la iniciativa que por el presente proyecto de ley se propicia.
Por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria adhiere al dictamen de archivo de nuestra similar de Seguridad.
Sala de la comisión: 23 de abril de 2008 

GONZÁLEZ, Álvaro; ASINELLI, Christian; ABREVAYA, Sergio; AMOROSO, Víctor; DESTÉFANO, Roberto; DE ANDREIS, Fernando; CERRUTTI, Gabriela; DI FILIPPO, Facundo y D'ANGELO, Julián.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Que a través del Expediente Nº 1775-D-2007, de autoría del señor diputado (MC), Jorge Enríquez, proyecto de Ley que solicita un “Programa de Promoción de Voluntariado de Emergencias”, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social, habiendo analizado detalladamente el Despacho producido por su similar de Seguridad, adhiere en su totalidad al mismo.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008

BLASCO, Luciana; MAJDALANI, Silvia; ABBAS, Néstor; DI STEFANO, Patricio; RODRÍGUEZ ARAYA, María; CANTERO, Fernando y DI FILIPPO, Facundo.
Sr. Borrelli.- Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que el Despacho 334, que fue uno de los que se leyó recién, se vote por separado.

Sr. Presidente (Olmos).- Entonces, el Despacho 334 se votará por separado de las resoluciones y declaraciones que se acaban de leer por Secretaría.

En consideración.


Se van a votar.

- Sin observación, se votan y aprueban en general y particular.
Sr. Presidente (Olmos).- Quedan aprobadas las resoluciones y declaraciones contenidas en los despachos enunciados.

Preocupación por el contenido altamente discriminatorio hacia el pueblo boliviano expresado en los fundamentos de la sentencia del Juez Federal Norberto Oyarbide por talleres clandestinos

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 334.

DESPACHO 334
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Considerando: 

Que el proyecto de declaración presentado en el Expediente 997-D-08, por el diputado Juan Cabandié, y
Que el presente proyecto de declaración está motivado por el fallo que emitió el juez federal Norberto Oyarbide, sobreseyendo a tres directivos de la empresa de indumentaria Soho, quienes fueron acusados de trabajar con talleres de costura donde trabajaban personas en condiciones de máxima precarización laboral.
Que entre sus argumentos, el juez Oyarbide expresó que ese modo de explotación sería herencia de “costumbres y pautas culturales de los pueblos originarios del Altiplano boliviano, de donde proviene la mayoría” de los talleristas y costureros, y que se trata de “un grupo humano que convive como un ayllu o comunidad familiar extensa originaria de aquella región, que funciona como una especie de cooperativa”.
Que si bien la medida fue apelada por el fiscal y el abogado de la querella, constituye un grave acto discriminatorio hacia todos nuestros hermanos bolivianos. 
Que en este sentido es importante destacar las manifestaciones realizadas por el cónsul general de Bolivia en la Argentina ante medios periodísticos, quien declaró que el juez “debió haberse informado sobre la naturaleza de las costumbres ancestrales, que nada tienen que ver con los tristes sistemas de esclavitud” que rigen en estos talleres clandestinos.
Que la causa judicial, por su parte, fue originada a partir de una denuncia realizada por ex trabajadores de Soho y la Cooperativa La Alameda, con el aval de Liga Argentina por los Derechos del Hombre, a partir de inspecciones realizadas a lo largo del año 2007 por la Subsecretaría de Trabajo del gobierno porteño. En la investigación, el fiscal federal Patricio Evers, determinó que la empresa Gilmar SA, que comercializa la marca Soho, terceriza la confección de las prendas en talleres clandestinos, donde trabajan personas, en su mayoría inmigrantes, en condiciones de extrema precariedad.
Que cabe resaltar que el ayllu –al que se refiere el juez Oyarbide– es una organización comunitaria del pueblo aymará y de acuerdo con las definiciones académicas era una forma de comunidad familiar ampliada que trabajaba en forma colectiva en un territorio de propiedad común, en el Altiplano, donde todos obtenían el mismo beneficio y a lo sumo tributaban una parte de su producción al Estado incaico. La tradición dice que allí no existían prácticas discriminatorias ni la posibilidad de acumulación individual. Es decir que ocurría lo exactamente opuesto a los sistemas de explotación que se ponen en práctica en los talleres clandestinos que funcionan en la Ciudad de Buenos Aires. Otro de los argumentos utilizados por el juez Oyarbide para sobreseer a los imputados es que no se encontraría probada la finalidad de los acusados de “obtener directa o indirectamente un beneficio” económico. Ése es, justamente, el delito que les había imputado el fiscal Evers a Nelson Alejandro Sánchez Anterino, Gabina Sofía Verón y Hermes Raúl Provenzano, responsables legales de la firma Soho, tras determinar que desde esa compañía se tercerizaban trabajos de costura en al menos dos talleres donde habían detectado la presencia de extranjeros, que trabajaban doce horas por día, con salarios de entre 500 y 900 pesos mensuales, y vivían en una piecita que les alquilaban los propios talleristas.
Claramente, en un Estado donde los derechos humanos se han convertido en una bandera de lucha, fallos como éste no hacen más que retroceder en materia de reivindicaciones y conquistas laborales y sociales. 
Consta en el expediente copia de la sentencia en cuestión.
Por lo expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconseja la aprobación de la siguiente:
DECLARACIÓN 249/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires expresa profunda preocupación por el contenido altamente discriminatorio hacia el pueblo boliviano, expresado en los fundamentos de la sentencia del juez federal Norberto Oyarbide en una causa por talleres textiles clandestinos.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008.
CABANDIÉ, Juan; WALSH, Patricia y MORALES GORLERI, Victoria.
Se deja constancia de que la reunión de la Comisión se llevó a cabo con quórum suficiente, en el marco del Artículo 144 del Reglamento Interno.
PISONI, Carlos. Director General de la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación.
Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en general.

Sr. Borrelli.- Pido la palabra. 

Sr. Presidente (Olmos).- Diputado: le recuerdo que nos encontramos en el segmento sin discusión.

Sr. Borrelli.- Señor presidente: pedí la palabra para explicar los motivos del apartamiento de este despacho.


Se trata de una sentencia judicial. En innumerable cantidad de ocasiones hubo proyectos que buscaban o perseguían como finalidad que esta Legislatura emitiera opinión sobre fallos judiciales y hemos dicho que no era apropiado. Finalmente, no hemos acompañado esas iniciativas, fueran las que fueren. 

En este caso, no queremos ser distintos a ese temperamento, más allá de que quienes tuvimos la oportunidad de leer el despacho y el fallo entendamos que es controvertido y polémico. Probablemente, se haya incurrido en algunas inexactitudes.


El motivo fundamental de nuestro voto negativo es el hecho de que no queremos opinar sobre sentencias judiciales. Por lo tanto, señor presidente, solicito un permiso general para los diputados del bloque del PRO que se quieran abstener de votar este despacho.

Sr. Presidente (Olmos).- Se va a votar el permiso de abstención para todos los diputados que quieran hacerlo.

- Se vota y resulta afirmativa

Sr. Presidente (Olmos).- Se va votar en general.

- Se vota y aprueba.

Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en particular.


Se va a votar.

- Se vota y aprueba.

Sr. Presidente (Olmos).- Queda aprobada la declaración.

Despachos de leyes sin disidencias ni observaciones acordados para su tratamiento sin debate

Leyes cuya aprobación requiere mayoría simple

Asistencia integral para las víctimas de trata de personas

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 333.

DESPACHO 333
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El proyecto de ley presentado en el Expediente 484-D-08, por la diputada Verónica Gómez, y
Considerando:
El proyecto de ley mencionado reconoce como antecedente el Expediente registrado con el número 695-D-2006. El mismo fue tratado y despachado durante el año 2007 por las Comisiones de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación y Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, no pudiendo abordarse el tratamiento de este tema por el pleno de la Legislatura.
A dos años del incendio en el taller textil clandestino de Luis Viale 1269, en el barrio porteño de Caballito, donde murieron cinco niños y un adulto, sólo están procesados –con vistas al juicio oral que todavía no tiene fecha– los dos capataces del local, a quienes se acusa por el delito de “estrago culposo”. 
Según una nota publicada este jueves 3 de abril por el diario Página 12: “Las causas civiles están encaminadas, pero en el juicio penal hay sólo dos imputados y el juez (Alberto) Baños se ha declarado incompetente en lo que respecta a investigar las responsabilidades que les caben a funcionarios del gobierno porteño, de la Policía Federal y de otros organismos públicos que no hicieron las inspecciones correspondientes que habrían evitado la tragedia”, explicó a Página/12 el abogado Gabriel Chamorro, quien junto con Myriam Carsen representan a los padres de una de las víctimas fatales, el niño Harry Rodríguez Palma, de 3 años.
“Tampoco fueron imputados los dueños del taller de costura, Daniel Fischberg y Jaime Geiler, que están desde hace años en el negocio textil. Ellos quedaron fuera de la imputación porque alegaron que sólo son dueños del local y que no son responsables del negocio textil que allí funcionaba. Ellos sólo reconocieron ser locadores”, informó el abogado Chamorro. 
Al momento de la tragedia, en el taller de Luis Viale 1269 trabajaban y vivían más de 60 personas –adultos y niños– en condiciones deplorables, y mientras en la planta baja los costureros operaban desde la madrugada hasta la medianoche, los niños permanecían encerrados en la planta alta para no obstaculizar la producción. Allí, cada familia vivía en un reducido espacio separado por telas y cartones, que alimentaron el incendio producido por un cortocircuito de cables y alargues cruzados.
De acuerdo con los datos brindados por la Unión de Trabajadores Costureros La Alameda, “en la Ciudad de Buenos Aires aún existen más de 25.000 costureros trabajando en las mismas condiciones que el taller incendiado y otros 150.000 en la provincia de Buenos Aires”.
Las inspecciones realizadas desde las áreas competentes del Gobierno de la Ciudad están limitadas por las restricciones que se aplican en relación con el ejercicio del poder de policía en materia de trabajo domiciliario y por el hecho de que los talleristas desarrollan mecanismos destinados a burlar las inspecciones diferenciando la vivienda de los talleres o haciéndolos pasar por emprendimientos familiares. 
Si bien es cierto que, desde esta perspectiva, se hace necesario revisar y mejorar la normativa vigente en esta materia, no lo es menos la urgencia de un abordaje integral de la problemática que afecta a las víctimas de trata de personas y la reducción a la servidumbre que, ante la ausencia de respuestas alternativas y el temor que les infunden los mismos explotadores, se ven forzados a aceptar condiciones indignas de trabajo, vivienda y salubridad, favoreciendo que los delitos que se cometen en su contra queden impunes, se perpetúen en el tiempo y multipliquen sus alcances. 
La complejidad del entramado de las organizaciones delictivas a las que se ven sometidas, requiere en contraposición una amplia red de acciones que permitan el desmantelamiento de estas organizaciones y la actuación efectiva de la justicia. En ese sentido, la Ciudad debe impulsar la concreción de un conjunto de acciones destinadas a asistir de manera integral a estos trabajadores y a sus familias, favoreciendo la denuncia y la condena de estos hechos para romper el círculo vicioso de impunidad y explotación en el que se encuentran inmersos.
Ése es el objeto de la presente ley, que se plantea como un marco para garantizar a las personas afectadas respuestas y contención desde lo psicológico, jurídico, social, sanitario, habitacional, económico y educativo.
En la iniciativa que impulsa la diputada Gómez, aparece reflejado el espíritu de la Ley 25871, la nueva Ley de Migraciones sancionada el 17 de diciembre de 2003 que, a pesar de que aún no ha sido reglamentada, asegura trato digno, garantías individuales y derechos asistenciales para todos los inmigrantes y sus familias, promoviendo la integración social y evitando las formas más aberrantes de humillación institucional. 
En concordancia con esta nueva orientación, la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional establece en su Artículo 25, inciso 1), que “Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar asistencia y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, en particular en casos de amenaza, represalia o intimidación”. Complementariamente, el Protocolo de Palermo –firmado en el año 2001 y al que adhirió la República Argentina– sostiene en su artículo 16 inciso 1: “Medidas de Protección y Asistencia: Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en consonancia con sus obligaciones emanadas del derecho internacional, todas las medidas apropiadas, incluida la legislación que sea necesaria, a fin de preservar y proteger los derechos de las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, conforme a las normas aplicables del derecho internacional, en particular el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”.
Es en ese contexto que durante el año 2007 se ha discutido en la Cámara de Diputados de la Nación el proyecto que castiga la captación y el traslado de personas con fines de explotación, sea para prostitución o trabajo forzado, que hubiera recibido en diciembre de 2006 la media sanción correspondiente en la Cámara de Senadores. En marzo de 2008 este proyecto ha caducado y estamos nuevamente frente a la situación de ausencia de un marco normativo que sancione la trata de personas como la describe la Convención. 
Es evidente que frente a este estado de cosas es necesario avanzar localmente en una solución integral a la problemática de las víctimas, entendiendo que el Gobierno de la Ciudad puede hacer mucho para contribuir a la obtención de su documentación y a la posibilidad de brindarles una salida laboral y una solución habitacional alternativa. 
El hecho de que estén en riesgo la salud y la vida misma de cientos de personas en nuestra Ciudad, torna imprescindible la intervención de la Legislatura.
Por lo expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconseja la sanción de la siguiente:
LEY 2781

ASISTENCIA INTEGRAL PARA LAS VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS
Artículo 1º.- Objeto. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza la asistencia integral a las víctimas de trata de personas a efectos de contener la situación de emergencia social que las afecta, en el marco de lo establecido por la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su protocolo para “Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños”.
Art. 2º.- Acciones. A fin de dar cumplimiento al objeto previsto en el artículo 1º, la autoridad de aplicación de la presente ley desarrolla las siguientes acciones:
a) Generar mecanismos tendientes a favorecer la detección de casos de trata de personas que pudieran tener lugar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires así como la identificación fehaciente de las personas y grupos familiares afectados.
b) Brindar la asistencia médica y psicológica y el patrocino jurídico adecuados a la víctima de trata de personas y en particular, en oportunidad de realizar todas las tramitaciones policiales y/o judiciales que pudieran corresponder.
c) Generar mecanismos eficaces de protección y refugio contra eventuales actos de represalia e intimidación, a favor de los víctimas de situaciones de trata de personas y sus familias, con independencia de la formulación de una denuncia.
d) Brindar cooperación y asistencia personalizada para la obtención gratuita y con carácter de urgente de la documentación necesaria a efectos de regularizar la situación migratoria de las personas extranjeras afectadas.
e) Brindar a las personas y grupos familiares afectados, en consonancia con lo establecido en la Ley 114, alojamiento inmediato y durante el periodo en que permanezcan en situación de vulnerabilidad.

f) Promover acciones tendientes a desarrollar emprendimientos productivos, de modo de incorporar a las víctimas al empleo formal y generar fuentes genuinas de recursos económicos que garanticen su subsistencia.
g) Garantizar la incorporación de los niños, niñas y adolescentes afectados al sistema formal de educación.

h) Facilitar el contacto con representantes diplomáticos y consulares del Estado de nacionalidad de las víctimas a fin de viabilizar eficazmente lo establecido en el artículo 5 incisos e, h, i, j de la Convención de Viena sobre relaciones consulares, o con las autoridades provinciales o municipales correspondientes en caso de tratarse de víctimas argentinas, con el objeto de facilitar el retorno de las víctimas que los soliciten en sus lugares de origen.

i) Implementar las medidas que garanticen los medios necesarios para que las víctimas puedan mantener una comunicación segura y constante con familiares o personas afines

j) Elaborar campañas de concientización pública en relación a la problemática de la trata de personas con perspectiva de género y derechos humanos, así como también tendientes a desalentar la demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de personas.
k) Establecer los mecanismos de cooperación entre las distintas áreas del Gobierno de la Ciudad involucradas a efectos de recopilar datos estadísticos relativos a la trata de personas.
l) Protocolizar la detección, asistencia y protección integral de las víctimas.
Art. 3°.- Capacitación. Con los fines de dar cumplimiento a la presente ley, la autoridad de aplicación deberá llevar a cabo las siguientes tareas de capacitación, investigación y divulgación:
a- Realizar talleres de formación y reflexión, con una orientación interdisciplinaria, dirigidos a aquellos profesionales que se desempeñen en el ámbito del Gobierno de la Ciudad, con perspectiva de género y de derechos humanos.

b- Sensibilizar y capacitar a los empleados y funcionarios, en particular los encargados de ejercer el poder de policía y aquellos que deban intervenir en la asistencia y protección integral de las víctimas, con perspectiva de género y derechos humanos.

c- Promover la realización de actividades de estudio, investigación y divulgación entre organismos e instituciones estatales y ONGs vinculadas a la protección de los derechos de las víctimas.
Art. 4º.- Autoridad de Aplicación. Recursos. El Poder Ejecutivo define la Autoridad de Aplicación, debiendo ésta articular los programas existentes e implementar acciones intersectoriales junto a los Ministerios de Educación, Salud y las áreas de gobierno que resulten pertinentes para dar cumplimiento a la presente ley.
Art. 5º. - Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 17 de junio de 2008.
CABANDIÉ, Juan; WALSH, Patricia; MORALES GORLERI, Victoria y LUBERTINO, Mónica.

Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en general.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, Destéfano, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Gómez, González, Ibarra, Ingaramo, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Ocampo, Olmos, Pagani, Parada, Puy, Rodríguez Araya, Romagnoli, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- Se han registrado 40 votos, todos afirmativos. Se agrega el voto positivo de la diputada Pedreira y de los diputados Hourest, Olivera y Gramajo.


Queda aprobada en general.

En consideración en particular.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, Destéfano, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Gómez, González, Hourest, Ibarra, Ingaramo, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Parada, Puy, Rodríguez Araya, Romagnoli, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- Se han emitido 41 votos, todos a favor. Se agrega el voto de la diputada Pedreira y del diputado Pagani.


Quedan aprobados los artículos 1º, 2º, 3º y 4º.


El Artículo 5º es de forma.


Queda sancionada la ley.

Sra. Gómez.- Pido la palabra. 


Señor presidente: brevemente, quiero agradecer al presidente de la Comisión de Derechos Humanos, diputado Cabandié, y a las diputadas Morales Gorleri, Lubertino y Walsh que acompañaron este despacho y trabajaron el tema en la comisión.


Solicito autorización para insertar mi discurso en la versión taquigráfica, porque entiendo que es una ley trascendente para la Ciudad de Buenos Aires.*
Sr. Presidente (Olmos).- Así se hará, diputada.


Todos los diputados están autorizados a incorporar sus discursos en la versión taquigráfica.
Modificación de la Ley 429, leyenda de acceso para personas con necesidades especiales acompañadas con perros de asistencia

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 346.

DESPACHO 346
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Que en el Expediente 1318-D-2007, de autoría del señor diputado Facundo Di Filippo, proyecto de Ley se solicita modificaciones de la Ley 429, y
Considerando:
Que, según sostiene el autor del presente proyecto, a través de denuncias recibidas, resultan evidentes las dificultades que padecen las personas con necesidades especiales para ingresar y permanecer acompañados con sus perros de asistencia en espacios de acceso público como cines, teatros, supermercados, restaurantes, etc., así también en transportes públicos de pasajeros como taxis, remises, colectivos, subtes, trenes, etcétera.
Que los perros de asistencia son animales especialmente entrenados, por más de dos años, para acompañar a sus dueños en sus tareas cotidianas, las probabilidades de generar algún tipo de inconveniente son potencialmente nulas y sus dueños poseen pleno control sobre sus acciones.
Que, en este caso, la falta de información sobre los derechos de las personas con necesidades especiales de los encargados de administrar o dirigir emprendimientos comerciales así como también los de conducir transportes públicos de pasajeros origina situaciones arbitrarias y a veces intemperantes. Pues una persona con discapacidad que con un gran esfuerzo adquiere y se entrena con un perro de asistencia para lograr una mayor autonomía y seguridad en su vida ve, en algunos casos, que en lugar de lograr una mayor inclusión social y autonomía, es expuesta a un conflicto fundado en el desconocimiento de las normas.
Que si bien el origen de este gravísimo problema no radica sólo en el desconocimiento de las normas sino también en una cuestión de educación, cultura, y tolerancia a la diversidad, la efectiva publicidad de lo prescripto en la Ley 429 sería un buen aporte para la defensa de los derechos de las personas con discapacidad y el acrecentamiento de la concientización de los habitantes de esta Ciudad sobre este tema. 

Por lo expuesto, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social aconseja la sanción de la siguiente:
LEY 2782

Artículo 1°.- Agréguese el Artículo 3º bis a la Ley 429, el que quedará redactado de la siguiente manera:
“Artículo 3º bis.- En los accesos de los espacios públicos o de acceso público y en los transportes públicos de pasajeros se deberá exhibir, en forma visible, la siguiente leyenda, “Está permitido el acceso y/o traslado de las personas con necesidades especiales acompañados de animales de asistencia. Ley 429”.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008.
BLASCO, Luciana; MAJDALANI, Silvia; ABBAS, Néstor; DI STEFANO, Patricio; RODRÍGUEZ ARAYA, María; CANTERO, Fernando y DI FILIPPO, Facundo.

Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en general.


Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, González, Gramajo, Ibarra, Ingaramo, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Romagnoli, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: sobre 38 votos emitidos, 38 votos afirmativos. Se agregan los votos de los diputados Pedreira, Parada, Hourest, Garayalde, Cantero y Kravetz.


Queda aprobado en general.


En consideración en particular el Artículo 1°. Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abrevaya, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Parada, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: 36 votos emitidos, todos a favor. Se agregan los votos de los diputados Abbas y Araujo.


El Artículo 2° es de forma. 

Queda sancionada la ley.

Difusión permanente de los derechos del paciente con padecimientos mentales 

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 351.

DESPACHO 351
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 965-D-2007, de autoría de la diputada Lidia Saya, por el que solicita la difusión permanente de los derechos de los pacientes con padecimientos mentales, y
Considerando:
Que en julio de 2000 se sancionó la Ley 448 de Salud Mental, cuyo Artículo 3° introduce el concepto de salud mental articulado con el de derechos humanos. El artículo referido dice: “Son derechos de todas las personas en su relación con el Sistema de Salud Mental: 
a) Los establecidos por la Constitución Nacional, la Convención de los Derechos del Niño y demás tratados internacionales, la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, y la Ley 153 en su Artículo 4º.
b) A la identidad, a la pertenencia, a su genealogía y a su historia.
c) El respeto a la dignidad, singularidad, autonomía y consideración de los vínculos familiares y sociales de las personas en proceso de atención.
d) A no ser identificado ni discriminado por padecer o haber padecido un malestar psíquico.
e) A la información adecuada y comprensible, inherente a su salud y al tratamiento, incluyendo las alternativas para su atención.
f) A la toma de decisiones relacionadas con su atención y su tratamiento.
g) La atención basada en fundamentos científicos ajustados a principios éticos y sociales.
h) El tratamiento personalizado y la atención integral en ambiente apto con resguardo de su intimidad;
i) La aplicación de la alternativa terapéutica más conveniente y que menos limite su libertad.
j) La rehabilitación y la reinserción familiar, laboral y comunitaria.
k) A la accesibilidad de familiares u otros, en el acompañamiento de los niños, niñas y adolescentes internados, salvo que mediare contraindicación profesional.
Que por su parte, la Organización de Naciones Unidas, a través de la Resolución 46/ 119 de la Asamblea General de Diciembre de 1991, formuló los “Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental”,  que establece: 
1. Respeto a las libertades y derechos fundamentales: mejor atención posible, con humanidad y respeto a la dignidad humana, protegidas contra la explotación, sin discriminación alguna, con derechos civiles, políticos, sociales y económicos, representado legalmente en caso de incapacidad, y con protección de sus intereses.

2. Protección de menores.
3. Derecho a la vida en comunidad.
4. Derecho a la determinación de la enfermedad mental, de acuerdo con normas médicas internacionalmente aceptadas.
5. Derecho a un examen médico con su consentimiento, salvo excepciones siempre con el debido respeto a procedimientos autorizados por la legislación nacional.
6. Derecho a la confidencialidad.
7. Derecho al resguardo de su cultura y comunidad.
8. Derecho a ser atendido con las mismas normas que otros enfermos.
9. Derecho al tratamiento en las condiciones menos restrictivas e invasivas posibles, de forma personalizada, garantizando su mayor grado de autonomía y a cargo de personal calificado para ello.
10. Derecho a una medicación administrada sólo con propósitos terapéuticos y prescriptos por un profesional autorizado legalmente para ello.
11. Derecho a dar su consentimiento al tratamiento e indicaciones.
12. Derecho a recibir información sobre sus derechos.
13. Derecho al respeto de su intimidad y de condiciones ambientales dignas de los lugares de tratamiento.
14. Derecho a recursos suficientes y adecuados para diagnóstico y tratamiento.
15. Derecho a una admisión forzosa sólo en caso justificado y avalado por opinión profesional competente y debidamente controlada por los órganos de control legalmente instituidos. Con garantías sobre los procedimientos.
16. Derecho a la información oportuna y a la queja mediante procedimientos especificados y accesibles.
17. Derecho a la instrumentación de estas recomendaciones aplicables a todas las personas que ingresan a una institución de salud mental. 
Que como es de público conocimiento, los conceptos sobre la enfermedad mental siguen rodeados de mitos y estigma, y que a pesar de la reglamentación de la Ley 448, aún hoy no se ha logrado la reforma psiquiátrica en la Ciudad de Buenos Aires. 
Que muchas personas con padecimientos mentales, al acceder al sistema de salud no cuentan con la información correspondiente sobre cuales son sus derechos, así como también los profesionales de la salud en su mayoría no están informados sobre los alcances normativos en el marco de la salud mental. 
Que en función de ello, y aplicando los lineamientos anteriores, resulta necesario garantizar la información y la concientización de los mismos a todos los actores involucrados, tanto pacientes, familias como profesionales. Poniendo especial énfasis en la importancia de acceder a una información clara que promueva el respeto por la vida humana en el cumplimiento de sus derechos.
Por lo expuesto, esta Comisión de Salud aconseja la sanción de la siguiente:
LEY 2783

Artículo 1º.- Instruméntese en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la difusión permanente de los derechos de los pacientes con padecimientos mentales.
Art. 2º.- El objeto de la presente es la difusión de los derechos comprometidos en el Artículo 3° de la Ley 448 - Ley de Salud Mental de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a fin de informar y concientizar a los pacientes con padecimientos mentales, a sus familias y los trabajadores del área de la salud, sobre aquellas acciones que interfieren y/o vulneran su reconocimiento. 
Art. 3º.- La autoridad de aplicación de la presente ley es el Ministerio de Salud debiendo garantizar su cumplimiento en el ámbito público de los Hospitales Generales de Agudos, los Hospitales Monovalentes de Salud Mental, los Centros de Salud y Acción Comunitaria y los Centros de Salud Mental, así como también en los ámbitos privados y de la seguridad social dentro del territorio de la Ciudad.
Art. 4º.- La difusión deberá realizarse, de manera visible en todas las salas de espera, consultorios y en las salas de los profesionales del ámbito de la salud, de las instituciones detalladas en el artículo anterior, consignándose cada uno de los derechos establecidos en el Artículo 3º de la Ley 448; los números telefónicos y direcciones de los organismos correspondientes para realizar las denuncias pertinentes en caso de violación de los derechos.
Art. 5º.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 27 de febrero de 2008.
SAYA, Lidia; RODRÍGUEZ ARAYA, María; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; LUBERTINO, Mónica; DESTÉFANO, Roberto; MAFFÍA, Diana; CANTERO, Fernando y ALEGRE, Gabriela y GRAMAJO, Sebastián.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 965-D-2007, de ley, de autoría de la diputada Lidia Saya, por el cual se propone la difusión permanente de los derechos de los pacientes con padecimientos mentales, y
Habiendo considerado el despacho producido por su similar de Salud, esta Comisión de Comunicación Social adhiere en su totalidad al mismo. 
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008.
GRAMAJO, Sebastián; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; DI STEFANO, Patricio y RABINOVICH, Alejandro.
Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en general. 


Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Cantero, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Parada, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Romagnoli, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Walsh.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: 44 votos emitidos, todos a favor. Agregan su voto los diputados Zago y Araujo.


Queda aprobado en general.


En consideración en particular. 


Se van a votar mediante el sistema electrónico los artículos 1° a 4°.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Ocampo, Olmos, Pagani, Parada, Pedreira, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Smith, Tamargo, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: 41 votos emitidos, todos a favor. Agregan su voto las diputadas Saya y Mouzo.


El Artículo 5° es de forma. 

Queda sancionada la ley.

Modificación de la Ley 1688. Prevención de la violencia familiar y doméstica

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 352.

DESPACHO 352
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1360-D-2007, proyecto de ley, de autoría del diputado Alejandro Rabinovich, quien solicita la modificación del Artículo 2º y el Artículo 6º de la Ley 1688, prevención de la violencia familiar y doméstica, y 
Considerando:
Que las presentes modificaciones en la Ley 1688, de “Prevención y asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica”, tienen por objetivo abarcar todas las situaciones de violencia familiar y doméstica garantizando la igualdad y la no discriminación.
Que debido a la heterogeneidad cultural, social y etárea que caracteriza a la población de nuestra Ciudad, resulta necesario redefinir ciertos recursos sociales e institucionales, como la atención jurídica en los servicios de asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica.
 Que resulta indispensable que la Ciudad asista a las víctimas de la violencia familiar y doméstica desde una perspectiva física, psíquica, económica, social y también jurídica. 
Que actualmente existe un gran número de niños, niñas, adolescentes, mujeres y adultos mayores que presencian situaciones de violencia familiar en sus hogares y que se configuran como víctimas indirectas.
Que resulta necesario hacer hincapié en la detección temprana de estos “testigos de violencia”, porque la misma atenta contra su integridad psicológica y física; y los expone al aprendizaje de un modelo violento de resolución de conflictos y al ejercicio del autoritarismo en las relaciones familiares.
Que asimismo surge la necesidad de ampliar la información sobre la temática a aquellas personas con necesidades especiales y proveerlos de los recursos adecuados en los distintos ámbitos donde se desarrollan.

Que es fundamental incrementar la capacidad de respuesta y acción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en materia de violencia familiar y doméstica, desde una base de igualdad y de no discriminación, comprometiendo a todos los ciudadanos, y contribuyendo a la construcción de una sociedad más justa.
Por lo expuesto, esta Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud aconseja la sanción de la siguiente:
LEY 2784

Artículo 1º.- Modifíquese el inciso c) del Artículo 2º, Título I, “Ámbito de aplicación, propósitos y objetivos” de la Ley 1688, que quedará redactado de la siguiente manera:
“c. Asistir a las víctimas de violencia familiar y doméstica desde una perspectiva física, psíquica, jurídica, económica y social, incluyendo alojamiento cuando se considere necesario.” 

Art. 2º.- Incorpórase el inciso j) al Artículo 2°, Título I, “Ámbito de aplicación, propósitos y objetivos” de la Ley 1688, que quedará redactado de la siguiente manera:
“j. Garantizar el pleno acceso a la atención a las víctimas de la violencia familiar y doméstica que por circunstancias personales o sociales puedan tener dificultades de acceso a los mismos.”
Art. 3º.- Modifíquense los incisos a) b) y f) del artículo 6°, Título II, “De la prevención y la atención de la violencia familiar”, Capítulo I, “De la Prevención” de la Ley 1688, los que quedarán redactados de la siguiente manera: 
“a. Incorporación en el currículo escolar de contenidos referidos a la “Educación para la igualdad y contra la violencia”. Se incorporará al currículo obligatorio de todos los niveles de enseñanza de la gestión estatal y privada, la formación del individuo en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre varones y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia. Asimismo se promoverá la formación para la resolución pacífica de los conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.”
“b. Revisión por parte del Ministerio de Educación de todos los materiales educativos, con el fin de excluir de los mismos todas las referencias o figuras que fomenten el desigual valor de varones y mujeres, en virtud de lo dispuesto por la Ley 481.”
“f. Formación y capacitación sobre los aspectos tratados en la presente ley a los empleados públicos pertenecientes a las áreas del Gobierno de la Ciudad que sean y/o tengan relación con víctimas de violencia familiar. Asimismo, se los capacitará sobre los servicios de atención a las víctimas de violencia familiar, y sobre la elaboración y uso de indicadores y estadísticas desagregados por género.” 
Art. 4º.- Incorpórase los incisos h), e i) al Artículo 6°, Título II, “De la prevención y la atención de la violencia familiar”, Capítulo I, “De la Prevención” de la Ley 1688, los cuales quedarán redactados de la siguiente manera:
“h. Contribuir a la detección temprana de testigos de violencia intrafamiliar y brindar asistencia a los niños, niñas, adolescentes, mujeres y adultos mayores que se encuentren en dicha situación.”
“i. Garantizar a las personas con necesidades especiales al acceso a la información sobre la temática de violencia familiar y doméstica a través de formatos especiales que aseguren la comprensión a las mismas, tales como lenguaje de signos u otras modalidades u opciones de comunicación.”
Art. 5°.- Modifíquese el Artículo 10, Capítulo II “De la atención” de la Ley 1688, que quedará redactado de la siguiente manera:
“Los Centros de Atención Inmediata deberán contar con profesionales de medicina, en trabajo social, derecho, psicología y profesionales especialistas en atención de personas con necesidades especiales y trabajarán de manera coordinada con todas las dependencias del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, involucradas en la problemática”.
Art. 6°. Modifíquese el artículo 20, Capítulo II, “De la atención” de la Ley 1688, que quedará redactado de la siguiente manera:
“Capacitación. Todo el personal del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que esté asignado a la atención de las víctimas de violencia familiar y doméstica serán formados y capacitados sobre la ejecución de las acciones que dispone la presente ley, incluyendo la perspectiva de género y la problemática de las personas con necesidades especiales”.
Art. 7°. Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 7 de mayo de 2008.
ALEGRE, Gabriela; MAFFÍA, Diana; MORALES GORLERI, Victoria; BLASCO, Luciana; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana y CERRUTTI, Gabriela.
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1360-D-2007, de ley, del diputado Rabinovich, referido a la modificación del Art. 2º de la Ley 1688 - Prevención de la Violencia Familiar y Doméstica, esta Comisión de Educación Ciencia y Tecnología adhiere al dictamen de la Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud.
Sala de la comisión: 3 de junio de 2008.
OLIVERA, Enrique; DE ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MARTÍNEZ BARRIOS, Diana; KRAVETZ, Diego; MAFFÍA, Diana y GÓMEZ, Verónica.
Sr. Presidente (Olmos).- En consideración en general. 


Se va a votar mediante sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Parada, Pedreira, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Saya, Smith, Tamargo, Urdapilleta, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: 45 votos emitidos, todos a favor. 


Queda aprobado en general.


En consideración en particular. 


Se van a votar mediante el sistema electrónico los artículos 1° a 6°. 

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Amoroso, Araujo, Blasco, Borrelli, Cabandié, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Pedreira, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Smith, Tamargo, Urdapilleta, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Olmos).- El resultado de la votación es el siguiente: 42 votos emitidos, todos a favor. Agrega su voto la diputada Alegre.


El artículo 7° es de forma.


Queda sancionada la ley.

Leyes cuya aprobación requiere 31 votos

Denominar Juan Manuel de Rosas a la futura estación de subterráneos de la Línea B, ubicada en Triunvirato y Monroe 

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Despacho 208. 

Sr. Secretario (Pérez).- Se va a votar el texto consensuado que obra en las bancas. Es una ley de segunda lectura que requiere 31 votos.

DESPACHO 208
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1515-D-2007, iniciado por el diputado Francisco Talento, quien solicita se denomine Estación “Juan Manuel de Rosas” a la futura estación de subterráneos de la línea B ubicado en Triunvirato y Monroe, y
Considerando:
Que el Brigadier General Don Juan Manuel de Rosas fue Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, durante su gobierno obtuvo también el cargo de Encargado de las Relaciones Exteriores de la Confederación Argentina y fue el heredero de la espada vencedora de Maipú y Chacabuco del Libertador General Don José de San Martín.
Que Juan Manuel de Rosas nació el 30 de marzo de 1793 con el nombre de Juan Manuel José Domingo Ortiz de Rozas. Se crió alternativamente entre el campo y la ciudad. Casado con Doña Encarnación Ezcurra, murió el 14 de marzo de 1877, en Southampton, Inglaterra, después de una grave neumonía.
Que durante su primera infancia formó parte de la compañía de niños para luchar contra las invasiones inglesas de 1806 y 1807 y en su adolescencia se marchó a vivir a la vieja estancia de su abuelo, conocida como Rincón de López, sobre el Río Salado, en la que adquirió sus dotes de administrador, estanciero, comerciante y hombre ligado a las rudas tareas del campo. 
Que vinculado a su amigo y socio Juan Nepomuceno Terrero estableció un saladero al sur de la Provincia de Buenos Aires, lo que le permitió ser reconocido como un hombre con ciertas responsabilidades en la defensa de la frontera y al mismo tiempo un hábil negociador con los caciques de la zona. Aquí se conjugarían dos hechos que más tarde serían trascendentes para la vida política de Juan Manuel de Rosas: 1) el auge de la economía del saladero y sus derivados, lo que le permitió participar de los sectores que poseían el control económico de la provincia; y 2) la notable capacidad de mando y administración, en consonancia con la disponibilidad de una tropa propia.
Que durante toda la década de 1820, Juan Manuel de Rosas se dedica a sus asuntos comerciales, y al mismo tiempo se constituye en un referente de la campaña bonaerense. 
Que el 6 de diciembre de 1829 la Legislatura de Buenos Aires designa a Juan Manuel de Rosas Gobernador de Buenos Aires. Desde aquel entonces, hasta el 3 de febrero de 1852, se constituye en el hombre fuerte de la provincia con poderes extraordinarios y por ende de la Confederación Argentina. Al respecto, debe recordarse un corto período que va de diciembre de 1832 a marzo de 1835 en el que por discrepancias con la Legislatura provincial dejó el poder efectivo y marchó al sur de la provincia para dirigir las fuerzas expedicionarias que corrieron la frontera sur incorporando grandes extensiones de tierra para la producción.
Que es necesario mencionar que debió hacer frente al bloqueo de Buenos Aires por la escuadra francesa desde 1838 a 1840 y por la flota inglesa desde 1845 a 1849, motivado por la libre navegación de los ríos. Asimismo se debe destacar el accionar llevado a cabo por los constantes levantamientos de los caudillos del interior. 
Que el accionar político y militar de Juan Manuel de Rosas constituye un hecho histórico trascendente que permite comprender integralmente la historia argentina. 
Que por ordenanza 29.905 de octubre de 1974, derogada por el gobierno de facto mediante el decreto-ordenanza 1665 de abril de 1976, se denominó “Brigadier General Don Juan Manuel de Rosas” a la actual calle Monroe.
Que el Instituto Nacional de Investigaciones Históricas Juan Manuel de Rosas expresa en su nota de fecha 20 de octubre de 2007 un dictamen favorable a la mencionada propuesta. 
Que se ha cumplido con lo dispuesto en los artículos 89 y 90 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se ha realizado la Audiencia Pública el 9 de abril de 2008.
Por lo expuesto esta Comisión de Cultura aconseja la sanción de la siguiente:
LEY

Artículo 1º.- Denomínese Estación “Juan Manuel de Rosas” a la futura estación de subterráneos de la Línea B, sita en la intersección de las avenidas Triunvirato y Monroe, del Barrio de Villa Urquiza.
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 19 de mayo de 2008.
URDAPILLETA, Inés; TAMARGO, Avelino; DE ANCHORENA, Teresa; BLASCO, Luciana; MOSCARIELLO, Oscar; VARELA, Marta; ALEGRE, Gabriela; DI FILIPPO, Facundo y WALSH, Patricia.

OBSERVACIÓN AL DESPACHO 208 

Atendiendo a que Juan Manuel de Rosas, fue Gobernador de la Provincia de Buenos Aires durante dieciocho (18) años en los tiempos en que nuestra actual Ciudad Autónoma era su capital, no parece desatinado que sea recordado en la nomenclatura urbana.
No obstante lo expresado en el párrafo anterior, entiendo que a la hora de modificar la nomenclatura urbana para realizar los reconocimientos históricos pertinentes, esta Legislatura debe ser particularmente respetuosa tanto de la Ley 83 de Nomenclatura Urbana como de la acertada tradición sostenida por la Ciudad de reservar los nombres de las estaciones de subterráneo para las arterias y/o lugares públicos relevantes que se encuentren sobre la superficie en las inmediaciones de la estación que se pretenda nombrar o renombrar.
De la lectura del expediente se advierte que el propio Instituto Histórico de la Ciudad de Buenos Aires manifiesta a través de nota del 10 de octubre próximo pasado que “los nombres de las estaciones de subterráneos deben corresponderse con los que tengan las calles, plazas, estaciones ferroviarias, edificios públicos relevantes, etc.”. 
También de la lectura del propio despacho surge a las claras que actualmente no existe ninguna arteria, plaza, estación ferroviaria o edificio público relevante en las inmediaciones de Triunvirato y Monroe con el nombre de Juan Manuel de Rosas que justifique colocarle el mismo nombre a la futura estación de subterráneos.
Por lo expuesto, sugiero la vuelta a Comisión del Despacho 208 para su adecuación a las orientaciones de la Ley 83 de Nomenclatura Urbana y las recomendaciones del Instituto Histórico de la Ciudad de Buenos Aires.
OLIVERA, Enrique y ABREVAYA, Sergio.
DESPACHO 208 TEXTO CONSENSUADO DIPUTADO OLIVERA


Artículo 1º.- Denomínase estación “Juan Manuel de Rosas” a la futura estación de Subterráneos de la Línea B, sita en la intersección de las Avenidas Triunvirato y Monroe, del Barrio de Villa Urquiza.


Art. 2º.- Se incorporará en la señalética la referencia toponímica de superficie.


Art. 3º.- Comuníquese, etc.

Sr. Presidente (Olmos).- A los diputados que están solicitando el uso de la palabra, les recuerdo que estamos en el segmento de despachos para su tratamiento sin discusión.

 Sr. Puy.- Pido la palabra.


Señor presidente: sé que estamos tratando un despacho sin discusión. Simplemente, quiero solicitar al Cuerpo la posibilidad de abstenerme de votar este proyecto, junto con el diputado Ibarra. Solicito la autorización de abstención.

Sr. Presidente (Olmos).- Todos aquellos que quieran abstenerse de votar, vamos a autorizarlos en este preciso momento.

Se va a votar la autorización de abstención.

- Se vota y resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Olmos).- Queda aprobada la autorización de abstención.


En consideración en general.


Se va a votar mediante sistema electrónico.
- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Cabandié, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Gómez, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ruanova, Saya, Smith, Urdapilleta, Walsh y Zago.

- Se registra el siguiente voto negativo: Borrelli.

- Se registran las siguientes abstenciones: Hourest, Ibarra, Parada, Puy y Tamargo.

Sr. Presidente (Olmos).- Sobre 46 votos emitidos, la votación ha resultado: 40 por la afirmativa, 1 por la negativa y 5 abstenciones.


Queda aprobada en general la ley.


En consideración en particular los artículos 1° y 2°, con las modificaciones que se han acordado, y el texto que obra en las bancas.


Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Cabandié, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Gómez, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ruanova, Saya, Smith, Urdapilleta, Walsh y Zago.

- Se registran las siguientes abstenciones: Hourest, Ibarra, Parada, Puy y Tamargo.

Sr. Presidente (Olmos).- Sobre 43 votos emitidos, la votación ha resultado: 38 por la afirmativa y 5 abstenciones.


Quedan aprobados los artículos 1° y 2°.


El Artículo 3° es de forma.


Queda sancionada la ley. (Aplausos.) 

Texto Definitivo

Ley 2785


Artículo 1º.- Denomínase estación “Juan Manuel de Rosas” a la futura estación de Subterráneos de la Línea B, sita en la intersección de las Avenidas Triunvirato y Monroe, del Barrio de Villa Urquiza.


Art. 2º.- Se incorporará en la señalética la referencia toponímica de superficie.


Art. 3º.- Comuníquese, etc.

Sr. Borrelli.- Pido la palabra.

Sr. Presidente (Olmos).- Recuerdo a todos los diputados que esta ley es sin discursos.

Sr. Borrelli.- Señor presidente: simplemente, deseo solicitar que se inserte mi discurso en la versión taquigráfica.*
Sr. Presidente (Olmos).- Siempre está autorizado a hacerlo, señor diputado.

Sra. Urdapilleta.- Pido la palabra.


Señor presidente: por supuesto, no voy a hacer un discurso; no hace falta. Agradezco a todo el Cuerpo porque éste es un acto de justicia histórica, aunque se trate de ponerle el nombre a una estación de subte.


Juan Manuel de Rosas ha sido una de las pocas personas que no están en el podio de los próceres de la Argentina, desgraciadamente porque nuestra historia oficial ha contado una historia que tiene a Mitre, Roca, Sarmiento y algunos más, en todos y cada uno de los pueblos de nuestra patria; sin embargo, en esta Ciudad de Buenos Aires Juan Manuel de Rosas no tiene ni siquiera una miserable calle. Digo esto porque intentamos darle una denominación a la calle Monroe, con el nombre Juan Manuel de Rosas, durante el Concejo Deliberante, en el año 1974; pero el golpe militar de 1976 derogó esa ordenanza y volvió a llamarse Monroe. Gracias a Dios, a otra de las calles paralelas a Monroe, llamada Republiquetas, a alguno se le ocurrió, con buen tino, cambiarle ese nombre y denominarla Crisólogo Larralde. Espero que con esta iniciativa, comience la reivindicación a Juan Manuel de Rosas.

Sr. Puy.- Pido la palabra para una interrupción.
Sr. Presidente (Olmos).- Es una ley sin discurso, diputada. Ahora, le solicita una interrupción el diputado Puy.

Sra. Urdapilleta.- Perdón, señor presidente.

Sr. Presidente (Olmos).- ¿Le concede o no la interrupción al diputado Puy?

Sra. Urdapilleta.- Simplemente, agradezco al diputado Talento, quien tuvo la iniciativa de esta ley, y también al Instituto de Investigaciones Históricas Juan Manuel de Rosas.


Finalmente, le agradezco a usted, señor presidente, por permitirme intervenir.

Sr. Presidente (Olmos).- Por favor, diputada.


Tiene la palabra el diputado Puy, por la reconciliación. (Risas.) 

Sr. Puy.- Voy a ser muy breve y no voy a tocar el nombre de Rosas, porque el acuerdo era sin discurso y yo me someto a ese acuerdo que trataron los presidentes de bloque; alguna vez fui presidente de bloque y sé cómo es esto.


Sin embargo, no quiero dejar escapar algo. Yo respeto a la figura de Crisólogo Larralde, sin ser radical; respeto a los radicales y sé quién fue Crisólogo Larralde. Pero no estoy de acuerdo con la diputada preopinante –y lo tengo que mencionar– en cuanto a que se haya cambiado el nombre de Republiquetas a esa calle.


En una palabra, creo que Crisólogo Larralde merecía tener una calle o una avenida. Pero pienso que fue un error en aquel momento –creo que yo era Secretario Legislativo entre los años ´90 y ´91– que se cambiara el nombre de la calle Republiquetas: porque “republiquetas” eran las repúblicas que se iban formando cuando el Ejército de Belgrano se retiraba.

Sr. Presidente (Olmos).- Perdón, diputado.

Sr. Puy.- Ya termino, señor presidente. Y, quedaba…

Sr. Presidente (Olmos).- Diputado: le pedí que inserte el discurso al diputado Borrelli, que votó en contra. Usted se abstuvo, y está trayendo la figura de Republiquetas y de Crisólogo Larralde. Le pido que dejemos el tema acá.

Sr. Puy.- Lo que pasa es que se mencionó acá. Simplemente, quiero decir que fue un error. Por eso, considero que la calle debe denominarse “Republiquetas”. 

Sra. Walsh.- Pido la palabra.


Señor presidente: seré muy breve. Mire las piruetas que hay que hacer cuando se cierra el tratamiento de los temas sin debate: a veces es bueno debatir y reconocer que no debatir genera este tipo de situaciones en el recinto. 

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene razón, diputada; comparto lo que dijo.

Sr. Olivera.- Pido la palabra.


Señor presidente: quiero aclarar el sentido de mi voto. Presenté una observación, porque entendía que se estaba rompiendo con una tradición que era sumamente útil para la nomenclatura urbana de la Ciudad de Buenos Aires, y es que las estaciones de subterráneos se designaran con el nombre de alguna calle, avenida u obra pública importante que existiera en la superficie.


Hemos conversado con la diputada Urdapilleta; hemos llegado a un acuerdo. Está claro que yo no tengo una devoción particular por Juan Manuel de Rosas, pero también es un hecho que me tocó inaugurar el monumento a Juan Manuel de Rosas, y en aquel momento dije que celebraba que esta inauguración se hiciera a pocos metros del monumento a Sarmiento y a pocos cuadras del monumento a Urquiza. Es un símbolo de reconciliación, tal como dijo usted hace unos minutos, que no quiero pasar por alto.

Sr. Kravetz.- Pido la palabra.


Señor presidente: quiero felicitar al conjunto que ha votado hoy esta iniciativa. En primer lugar, felicito al diputado Talento y, luego, a la diputada Urdapilleta, porque lograron que este proyecto se transformara en ley después de ser un despacho, tener una primera lectura, pasar por una audiencia pública, después otro despacho y, por último, una sanción. Por lo tanto, habiéndose levantado la observación que tenía, me parece que la comisión de Labor Parlamentaria hizo lo correcto al ubicarlo en el segmento de “Despachos acordados para su tratamiento sin discusión”.


Si algún presidente de bloque hubiese pedido que tenga tratamiento individual, podría haber sido tratado así; pero la verdad es que ningún presidente de bloque entendió que iba a requerir más discurso del que ya tuvo a lo largo de todo el proceso. De hecho, aquellos que quieren manifestarse con relación a este tema tienen la posibilidad de insertar sus discursos en la versión taquigráfica. 
Sin perjuicio de eso, comparto una expresión que se hizo antes en el sentido de que cuando hay expedientes que terminan con dos despachos –uno de mayoría y otro de minoría– es un error que sean tratados como tablas sin discursos. En los últimos dos años eso nunca se hizo. Me parece que la Comisión de Labor Parlamentaria no lo debe repetir.


Por lo demás, entiendo que en este caso el expediente debe ser tratado sin discursos.

Sr. Presidente (Olmos).- Seguimos con la sesión.

Mociones sobre tablas acordadas sin discursos

Declaraciones y resoluciones

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar las mociones sobre tablas acordadas sin discursos. 

Sr. Secretario (Pérez).- Se informa que las mociones sobre tablas serán puestas a consideración, incorporando las modificaciones que obran en las bancas.

Declaración como Huésped de Honor de la Ciudad de Buenos Aires al Doctor Mark D. Walters

PROYECTO DE DECLARACIÓN

Declárese Huésped de Honor de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Mark D. Walters, médico especialista en uroginecología y cirugía de reconstrucción pelviana de la Cleveland Clinic, quien visitará la Ciudad entre el 10 y 17 de julio.
GONZÁLEZ, Álvaro.
Señor presidente:
El doctor Mark D. Walters estará en la Ciudad de Buenos Aires desde el 10 hasta el 17 de julio, y en los días 14, 15 y 16 del mismo mes procederá a operar en casos de su especialidad en el Hospital J M Penna con los médicos de dicho establecimiento médico de la sección uroginecologia del departamento de obstetricia y ginecología. Allí enseñará modernos
procedimientos para el tratamiento de las disfunciones del piso pelviano.

Es la primera vez que viene a América Latina y la primera vez que una personalidad de esa envergadura viene a un hospital público de Argentina por este tipo de conflictos, la uroginecología.

Es de relevancia que el profesor Walters venga a impartir y compartir sus conocimientos de forma práctica a nuestro país, a nuestra ciudad y en especial a un hospital público, y no privado, como suele pasar cuando vienen estos profesores del primer mundo de las ciencias médicas.

El doctor Mark D. Walters es profesor y Vicepresidente de Obstetricia y Ginecología en el Woman Health Institute en la Cleveland Clinic, Ohio. 
Es autor y coautor de mas de 110 publicaciones, 60 capítulos en libros incluyendo “Urogynecology and Reconstructive Pelvic Surgery, 3rd Edition”, que tiene ediciones tanto en inglés, español como en chino. Además es el director de una de los más grandes y más prestigiosos programas académicos en Cirugía de Pelvis y Uroginecologia. En el programa de la Clevelend Clinic ha entrenado a más de 49 colegas desde 1985, 60% de los cuales siguen en medicina académica, o residentes o directores del programa de Uroginecología. 
También es miembro permanente de las siguientes entidades:

- Miembro del Colegio Americano de Obstetricia y Ginecología. Fellow, American College of Obstetricians and Gynecologists 

- Sociedad Americana de Uroginecologistas. American Urogynecologic Society 

- Profesor de Cirugía. Cleveland Clinic Lerner College of Medicine of Case Western Reserve University

- Sociedad de Cirujanos ginecológicos. Society of Gynecologic Súrgeons.
- Sociedad de Obstetricia y Ginecología de Cleveland. Cleveland Society of Obstetrics and Gynecology.
- International Continence Society.
En la Ley 578, en su Artículo 4, establece las consideraciones para la figura de Huésped de Honor, donde dice que “podrá ser otorgada a visitantes extranjeros que se hayan destacado en la cultura, las ciencias, la política, el deporte, o hayan prestado relevantes servicios a la humanidad, haciéndose acreedores al reconocimiento general. Tendrá vigencia durante el lapso en el cual el homenajeado permanezca en la Ciudad”. Y es por ello que someto a consideración este proyecto, porque entiendo que el la importancia en el campo de las ciencias médicas del doctor Mark D. Walters y el aporte teórico y práctico en el marco de su visita a nuestra Ciudad contribuyen de manera notoria al desarrollo a favor de la humanidad.

Por lo expuesto, señor presidente, le solicito la aprobación del presente proyecto.
Adhesión al 5° Aniversario del Club Europeo de Buenos Aires

DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere al festejo del 5to aniversario del Club Europeo de Buenos Aires, a realizarse el día 18 de Julio del corriente año a las 20 horas, en el Goldencenter, situado en Av. Cantilo y Güiraldes s/N°.
GARAYALDE, Jorge.
FUNDAMENTOS

Señora presidenta:
El Club Europeo crea un espacio en Buenos Aires, donde personas de cualquier nacionalidad se encuentren y comparten costumbres de sus raíces.
Sus clubes fundadores son: Club Alemán, Club Danés, Club Español, Club Francés, Hurlingham Club, Club Sueco, Circolo Italiano, Asociación Belga, Asociación Holandesa.

Ellos se reunieron con el objetivo de formar un club “a la vieja usanza”, en el cual las personas integrantes se reúnan en él, no sólo para realizar actividades, sino también para conocer gente, fortalecer relaciones sociales, y organizar su vida en torno al Club que forman parte. Así, lograron también revitalizar y fortalecer las actividades de los clubes fundadores.

De esta manera, el Club Europeo recibe de sus miembros el amor y la continua atención que ellos le brindan a cambio, formando entre todos una gran familia.

Del mismo modo, año a año las relaciones han salido de este círculo, siendo hoy parte de nuestra sociedad en la Ciudad de Buenos Aires, planeando actividades no sólo para sus socios, sino también para los habitantes en general, incentivando aún más la interrelación entre comunidades europeas, y de éstas con los habitantes de la Ciudad. 
A su vez, es un club que, en el esfuerzo diario de mantener las raíces culturales de cada comunidad, ha sabido confiar en los jóvenes, logrando éstos ser hoy quienes impulsan la mayoría de las actividades sociales y culturales del mismo, sin olvidar nunca sus costumbres.

Es en este marco de continuo desarrollo y apuesta al crecimiento, que el Club Europeo festeja sus primeros 5 años, y cierra así un primer ciclo de presidencias rotativas (al estilo de la Unión Europea, y demostrando un deseo de igualdad total). 

Un club con estas bases debe ser para todos los que habitamos en la Ciudad, en la cual se desempeña, un ejemplo a seguir, una fuente de inspiración y un orgullo; y por ello debemos festejar con ellos este aniversario, tanto los que no formamos parte directamente del club como los que sí lo forman.
Por todo lo expuesto, solicito al cuerpo la aprobación de la presente declaración.
Informes sobre el control de ascensores que se encuentran habilitados en la Ciudad

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Artículo 1º.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través del ministerio que corresponda, en un plazo de treinta (30) días de sancionada la presente, realice un informe acerca de las siguientes cuestiones:
1) Indique la cantidad de ascensores que se encuentran habilitados en la Ciudad.
2) Indique la cantidad de inspectores con que cuenta la Dirección General de Fiscalización y Control de Obras y Catastro, y cuántos de ellos están destinados exclusivamente al control de los ascensores.
3) Informe la cantidad de inspecciones en instalaciones de ascensores que se han realizado en la Ciudad durante los años 2007 y 2008.
4) Informe la cantidad de controles realizados a las empresas de Conservadores de Ascensores durante los años 2007 y 2008.
5) Informe que cantidad de incumplimientos se registraron en los años 2007 y 2008 respecto a la normativa vigente sobre ascensores, y especifique según la tipificación vigente en el Código de la Edificación (AD 630.16).
6) Indique la cantidad de clausuras a ascensores realizadas en 2007 y 2008.
7) Explique las acciones que se han desarrollado a partir de los datos obtenidos.
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
CENTANARO, Ivana.
FUNDAMENTOS

Señora presidenta:
Durante las últimas semanas, los porteños fuimos testigos de una seguidilla de accidentes ocasionados por ascensores en la Ciudad. La regularidad y cantidad de contingencias que sucedieron en dichos vehículos de transporte de pasajeros permiten deducir que no son aisladas. Es preciso, entonces, que las autoridades de la Ciudad, tanto ejecutivas como legislativas, desarrollen actividades para proteger a los usuarios de tales dispositivos.

Ello sumado al auge de la construcción en la Ciudad, impone un mayor rigor a la hora de controlar su estado y funcionamiento. Igualmente, es menester del Poder Ejecutivo porteño aumentar los recursos humanos disponibles para su control.

En el año 2001, mediante Decreto 578, el Poder Ejecutivo derogó el Decreto 220/96, reglamentario de la Ordenanza 49308 (B.M. 20.086), haciendo perder vigencia –luego de 180 días de sancionado el instrumento– a todos los Permisos de Conservador concedidos mediante tal norma reglamentaria. Los conservadores debían volver a registrarse y obtener un nuevo permiso, para lo cual se creó el Registro de Conservadores, donde se anotan aquellas personas físicas o jurídicas autorizadas para ejercer el control de los ascensores porteños.

Asimismo, y habiéndose suspendido por Decreto 879/06 las Obleas de Seguridad y Mantenimiento, es necesario que el Estado profundice sus controles habida cuenta de que el usuario del ascensor no puede determinar por sí mismo la seguridad del vehículo para optar por el otro medio de transporte.

Los ascensores constituyen un medio de transporte, y como tales, deben ser controlados, por parte del Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con extrema atención para prevenir futuros accidentes que concluyan en la pérdida de vidas de vecinos de la Ciudad.
Por ello, señora presidenta, es que solicito al Cuerpo la aprobación del presente proyecto.
Informes referidos a la puesta en funcionamiento del nuevo edificio del CGP N° 5
Sr. Secretario (Pérez).- En este caso, se vota el texto acordado que obra en las bancas.
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

 Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, a través de los organismos correspondientes y en un plazo de veinte (20) días de recibida la presente, sobre la puesta en funcionamiento del nuevo edificio del CGPC 5
1. Estado de las obras necesarias para la puesta en funcionamiento de la sede de la Calle Medrano 14:

a. Detalle de obras finalizadas.

b. Detalle de obras en ejecución.

c. Detalle de obras pendientes.

2. Plazo estimado de finalización de las obras en ejecución y de las obras pendientes.

3. Montos abonados en concepto de alquiler de la sede de Medrano 14 y plazo de duración del contrato de alquiler. Remita copia del mismo.

4. Plazo estimado de mudanza de CGPC 5 al nuevo edificio. Explique si existe un plan de transición que incluya el funcionamiento de ambas sedes, detallando cronograma de traslado de actividades.
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
IBARRA, Aníbal.
FUNDAMENTOS

Señora presidenta:
El Decreto 816/06 estableció la creación, como Organismos Fuera de Nivel, de quince (15) centros de Gestión y Participación Comunales cuya delimitación se adecuó a los límites territoriales de las Comunas establecidos en la Ley 1777.

En el anexo de dicho decreto estableció como sede del CGPC 5 el edificio de la calle Sarandí 1273, en carácter provisorio, ya que dicho inmueble se encuentra fuera de los límites de la Comuna 5. La sede del CGPC aún funciona en ese lugar.

El Ministerio de Descentralización fue facultado por el mencionado Decreto 816/06 a resolver el traslado de las sedes que se encontraran en situación similar a la descripta. Por ese motivo, el 5 de diciembre de 2007, el entonces ministro Cortina firma la Resolución 356 que fija como nueva sede el edificio ubicado en la calle Medrano 14.

Habida cuenta de la importancia de que se concrete el traslado de la sede dentro de los límites territoriales de la Comuna, y teniendo en cuenta que el nuevo edificio no es propiedad de la Ciudad sino que se ha alquilado, es necesario conocer respecto del avance de las obras y de los plazos estimados de mudanza del CGPC en cuestión.

Por lo expuesto, es que solicitamos la pronta aprobación del presente proyecto.
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resuelve:
Artículo 1º.- Dirigirse al Poder Ejecutivo, para que a través de los organismos que correspondan y dentro del plazo de 15 (quince) días de recibida la presente, informe con referencia a la sede del F/N Centro de Gestión y Participación Comunal Nº 5, sobre los puntos que a continuación se detallan:
1) Situación de las obras necesarias para la puesta en funcionamiento del edificio ubicado en la calle Medrano 14 como sede del F/N Centro de Gestión y Participación Comunal Nº 5, de acuerdo a lo dispuesto por la Resolución Nº 356/MGPYDGC/07 (BOCBA Nº 2831).
2) Fecha prevista para el efectivo traslado al citado edificio.
3) Estado de Ejecución de la partida de $1.077.000 prevista en el Plan Plurianual de Inversiones 2008-2010 para la “Adecuación y remodelación del CGPC 5”.
4) Sobre la existencia de un proyecto de instalación de una nueva Sede del F/N Centro de Gestión y Participación Comunal 5 en el inmueble de la calle Medrano 350/58 declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación por Ley 1220 (BOCBA Nº 1849 del 2/01/2004 ).
Art. 2º.- Comuníquese, etc.
GÓMEZ, Verónica y D' ANGELO, Julián.
FUNDAMENTOS

Señora presidente:
A pocos días de haberse impuesto en segunda vuelta, el Jefe de Gobierno Mauricio Macri, por sí y a través de algunos de sus colaboradores más cercanos, hizo pública una batería de ataques dirigidos contra el diseño constitucional del proceso de descentralización en Comunas y hasta llegó a plantear su iniciativa de impulsar una reforma de la Constitución de la Ciudad.
Lejos de ser una cuestión meramente declarativa o formal, lo expuesto hasta aquí tuvo su correlato necesario en estos primeros meses de gestión, en cuyo transcurso el Poder Ejecutivo desarrolló acciones e incurrió en omisiones capaces de impactar gravemente en las posibilidades de descentralización de la Ciudad. 
Un caso paradigmático ha sido el derrotero incierto que ha seguido la instalación definitiva de la sede del Centro de Gestión y Participación Comunal Nº 5.
Tal F/N CGPC, producto de la adecuación territorial dispuesta por el Decreto                             Nº 816/GCABA/06 (BOCBA Nº 2475), comenzó a funcionar provisoriamente en la sede de Sarandí 1273, ubicada fuera del territorio de la Comuna correspondiente.
Para solucionarlo, tras un dificultoso proceso de búsqueda y teniendo en cuenta los recursos con los que entonces se disponían la gestión anterior concretó la locación administrativa del inmueble sito en la calle Medrano 14 –emplazado en una de las centralidades más importantes de la Comuna y dotado de las condiciones estructurales necesarias para funcionar como sede comunal– y se lo fijó como nueva sede del F/N CGPC Nº 5, disponiendo que el traslado se haría efectivo concluidas las obras necesarias para su puesta en funcionamiento (Resolución Nº 356/MGPYDGC/07 - BOCBA Nº 2831).
Lamentablemente, hasta la fecha, dichas obras no habrían comenzado a pesar de encontrarse debidamente incluidas en el Plan Plurianual de Inversiones (presupuestándose en su totalidad para el año 2008, por la suma de $ 1.077.000). Muy por el contrario, se demoraron con múltiples excusas relativas a la supuesta ubicación de la sede en lugares alternativos, siempre en franca contradicción con la normativa vigente.
Fue así que a pocas semanas del inicio de la nueva gestión, tomaron estado público, a través del Periódico Desde Boedo (Edición Nº 71 - febrero 2008), la existencia de conversaciones que el Director General del F/N CGPC Nº 5, Marcelo Claudio Bouzas, mantuvo con vecinos y vecinas de Boedo en las que puso de manifiesto la intención de rescindir la locación del inmueble de Medrano 14 y construir la sede del CGPC en el predio al que se refiere la Ley Nº 2266 (BOCBA Nº 2623).
En ese momento nos manifestamos en contra de tal posibilidad, en primer lugar, porque encarar la construcción de una sede que no está diseñada ni presupuestada podría demorar dos o más años, afectando los intereses de los vecinos y vecinas de la Comuna 5 en la medida en que, simultáneamente, no se ponga en funcionamiento otra sede dentro de su ámbito territorial, como es la del edificio de Medrano 14. En segundo término, porque nos parecía poco serio plantear la construcción en un terreno que la Legislatura de la Ciudad, en la sesión del 21 de diciembre de 2006 y con el voto favorable de varios de los diputados y diputadas integrantes del Bloque Compromiso para el Cambio,  declaró de utilidad pública y afectado a zonificación UP, en vista a la construcción de una plaza, haciéndose eco de un histórico reclamo vecinal. 
Resignada la posibilidad de esa controvertida iniciativa, días atrás el Gobierno volvió a la carga pretendiendo trasladar la sede del F/N CGPC Nº 5 al edificio de Medrano 350.
Así lo expresó el 30 de junio próximo pasado, el señor Jefe de Gabinete de Ministros, en su informe semestral de gestión, en el que planteó la necesidad de construir “nuevas estructuras para aquellos edificios que veíamos irrecuperables, en el CGP 5, en Medrano 350; en lo que va a ser un centro cultural…”
Vale la pena recordar que el inmueble ubicado en la calle Medrano 350/58 ha sido declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación mediante la Ley 1220 (BOCBA Nº 1849 del 2/01/2004), en cuyo artículo 3º se define claramente que en el mismo se instalará la sede de un efector de salud que se incorporará al sistema de salud de la Ciudad de Buenos Aires, por lo que, una vez más, situación claramente violentada por la nueva propuesta del Poder Ejecutivo. 
Conforme las razones expuestas, consideramos indispensable que esta Legislatura cuente en forma urgente con la información que se solicita a través del presente proyecto de resolución es por ello, señor presidente, que solicitamos su pronto tratamiento y aprobación.
TEXTO ACORDADO
Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, a través de los organismos correspondientes y en un plazo de veinte (20) días de recibida la presente, sobre la puesta en funcionamiento del nuevo edificio del CGPC 5:

1. Estado de las obras necesarias para la puesta en funcionamiento de la sede de la Calle Medrano 14:

a. Detalle de obras finalizadas.

b. Detalle de obras en ejecución.

c. Detalle de obras pendientes.

2. Plazo estimado de finalización de las obras en ejecución y de las obras pendientes.

3. Montos abonados en concepto de alquiler de la sede de Medrano 14 y plazo de duración del contrato de alquiler. Remita copia del mismo.

4. Plazo estimado de mudanza de CGPC 5 al nuevo edificio. Explique si existe un plan de transición que incluya el funcionamiento de ambas sedes, detallando cronograma de traslado de actividades.

5. Estado de Ejecución de la partida de $1.077.000 prevista en el Plan Plurianual de Inversiones 2008-2010 para la “Adecuación y remodelación del CGPC 5”.
6. Sobre la existencia de un proyecto de instalación de una nueva Sede del F/N Centro de Gestión y Participación Comunal 5 en el inmueble de la calle Medrano 350/58 declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación por Ley 1220 (BOCBA Nº 1849 del 02/01/2004 )

Art. 2º.- Comuníquese, etc.

Realización de una exposición gráfica sobre la Revolución del Parque en la Galería para la Memoria

PROYECTO DE RESOLUCIÓN
Artículo 1º.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires realizará en la Galería para la Memoria, una exposición gráfica sobre la Revolución del Parque del 26 de julio de 1890, entre los días 28 de julio y el 1° de agosto.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
OLIVERA, Enrique; EPSZTEYN, Eduardo; FERNÁNDEZ, Raúl; MOSCARIELLO, Oscar y RABINOVICH, Alejandro.
FUNDAMENTOS
Señora presidente:
Es en estos días que se cumple un nuevo aniversario, el 118º, de la Revolución del Parque producida el 26 de julio de 1890, y que motivó la caída del gobierno de Miguel Juárez Celman.
Teníamos un gobierno ensimismado que confundía el bienestar general al que convoca el Preámbulo de la Constitución con sus propios intereses.
La libertad electoral no existía; los gobernantes provinciales y el Congreso estaban reducidos a meros agentes del poder central; los cargos judiciales se repartían entre los propios y la estructura administrativa se completaba con favoritismo.
Se había configurado el unicato alrededor del Presidente de la República, Miguel Juárez Celman.

Es en ese contexto que los reclamos por la modificación del sistema político encuentran cauce en una convocatoria juvenil que da nacimiento a la Unión Cívica de la Juventud, que fija los cimientos de la Unión Cívica en septiembre de 1889, en el mitin de septiembre de 1889 en el Jardín Florida. Las crónicas de la época describen un acto multitudinario.
La revolución estalla violenta en la Capital el 26 de julio de 1890. Se levantan trincheras, se arman cantones civiles, participan batallones de líneas sublevados y se enfrentan con tropas veteranas que acuden de diversos puntos del país.
El general Manuel J. Campos es el jefe militar y una Junta Civil liderada por el doctor Leandro Alem dirigen la revolución. Los rebeldes concentrados en el Parque de Artillería –hoy Plaza Lavalle– se identifican con una bandera tricolor: verde, blanca y rosa y con la boina blanca; tienen coraje, les sobra valor pero carentes de municiones y de iniciativa, al cabo de varios días son vencidos por el ejército nacional. 
El senador Pizarro pronuncia su conocida frase: “La revolución está vencida, pero el gobierno está muerto”. Reclama la renuncia del Poder Ejecutivo. La salida de Juárez Celman es recibida con entusiasmo popular. Pero aquel preclaro jefe que fue Alem, advierte que en realidad había cambiado algo pero todo seguiría igual. 
Esta postura implicaría que un año después se fundara la Unión Cívica Radical.
Los revolucionarios del Parque encarnaron un sentimiento patriótico y democrático que anidaba en el pueblo argentino desde los orígenes mismos de nuestra nacionalidad. El mismo era la realización plena de la República Argentina en la absoluta vigencia de la Constitución Nacional, el sufragio limpio, la honradez administrativa y el federalismo. 
Hoy venimos a repasar las profundas convicciones de los revolucionarios cívicos, pero el recuerdo no puede ni debe constituirse en un homenaje de características necrológicas ni mucho menos una oración fúnebre. Porque estamos convencidos de  que el pensamiento de su líder Leandro Alem está hoy más vivo que nunca.
Nuestro homenaje más certero y más justo es precisamente poner en claro lo auténtico del ideario que animó aquella gesta, y especialmente la necesidad de su vigencia y actualidad.
Hay que tener en claro que quienes hicieron la Revolución del Parque, no se proponían la conquista del poder para ellos mismos sino reorganizar las instituciones fundamentales del país sobre la base de la soberanía del pueblo. Incluso, estaban comprometidos los jefes revolucionarios a no participar en las elecciones libres que habrían de convocarse.
He aquí el legado de la Revolución del 26 de julio de 1890. Nos dejaron sus ejemplos de lucha en la cruzada cívica por la vigencia plena de la Constitución Nacional.
Por los motivos expuestos, solicito la aprobación de este proyecto de resolución. 
Declaración de interés jurídico de la Ciudad el IX Seminario sobre independencia del Poder Judicial

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires declara de Interés de la Ciudad el IX Seminario sobre Independencia del Poder Judicial, organizado por la Asociación Civil Justicia Democrática, que se llevará a cabo los días 21 y 22 de agosto de 2008 en el Salón Auditorio de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional.
ABREVAYA, Sergio.
FUNDAMENTOS

Señora presidenta:
La Asociación Civil “Justicia Democrática” es una entidad científica y cultural, sin fines de lucro, cuyo objetivo es contribuir a la profundización del proceso democrático en las instituciones nacionales y, en especial, en el Poder Judicial. Para ello, propone la revisión autocrítica de la gestión jurisdiccional, en relación con la efectiva concreción de garantías y derechos constitucionales. Además, promueve debates e incentiva la reflexión sobre los problemas de la justicia en nuestro país, a través de la edición de publicaciones y la organización de seminarios, jornadas y otras actividades académicas, propiciando, así, la convivencia y el pluralismo de ideas. Incluye como asociados a magistrados y funcionarios de la Justicia y de los ministerios públicos, de la Nación y de las Provincias Participante de la “Comisión sobre Descongestión de la Justicia” (de la Mesa de Diálogo de la Justicia en el Ministerio de Justicia y Derecho Humanos), propuso la concreción de un plan piloto sobre Juicios Orales Filmados, el cual se llevó a cabo con la intervención de la Cámara Civil de la Ciudad de Buenos Aires, cuya audiencia fue presidida por la jueza subrogante,  doctora Celia Pérez, en el ámbito de un proceso civil sobre daños y perjuicios.
Entre los antecedentes de esta institución, se encuentra también la concreción del VIII Seminario sobre la Independencia Judicial, cuyo debate giró en torno al Gobierno del Poder Judicial-Consejo de la Magistratura-Autogobierno, en el cual participaron jueces de diferentes países de América Latina y de España.
Participante y auspiciante de diferentes eventos y conferencias, podemos destacar las organizadas por la Defensoría Oficial de la Nación, el Colegio Público de Abogados, la Unión de Empleados de la Justicia Nacional, la Asociación de Mujeres Jueces, Fundejus, el Colegio de Escribanos de la Capital federal, la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional y la Fundación Psiquiátrica Millenium, entre otras.
La Asociación Civil “Justicia Democrática” realizará el próximo 21 y 22 de agosto el IX Seminario sobre Independencia del Poder Judicial, en el cual disertarán: el doctor Félix Loñ, el doctor Daniel Sabsay, el diputado Luis Francisco Cigogna, la licenciada Silvina Saux y la licenciada Alessandra Chianesse. El objetivo es analizar y debatir sobre “Concertación y hegemonía del Poder Político-Congreso y Poder Judicial, La función de los Jueces en ese contexto”, “Independencia judicial-horizontalismo-autogobierno”. Este evento se desarrollará en el Salón Auditorio de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional, sito en Lavalle 1334.
El programa del Seminario contendrá cuatro paneles de oradores, integrados por profesores de Derecho Constitucional, los presidentes de las Comisiones de Asuntos Constitucionales y de Justicia de la H. Cámara de diputados de la Nación y del Honorable Senado de la Nación, magistrados nacionales y de la Ciudad, invitados de la Asociación de Jueces del exterior y periodistas.
A su vez, participarán organizaciones locales y extranjeras, la Asociación de Abogados, la Federación Argentina de Colegios de Abogados, y magistrados de Brasil, Perú, El Salvador, Honduras, República Dominicana, Ecuador, España e Italia.
Cabe destacar que la temática a abordar por esta actividad es de suma importancia para el desarrollo de políticas de intercambio en el ámbito del Poder Judicial y su relación con el poder político así como la afirmación de su independencia como uno de los poderes del Estado.

Homenaje al cumplirse el Primer Aniversario del fallecimiento del ex concejal Edelmiro Rodríguez

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires rinde homenaje al cumplirse el pasado 8 de julio, el primer aniversario del fallecimiento del ex concejal de la Ciudad de Buenos Aires, señor Edelmiro Rodríguez.
URDAPILLETA, Inés.
Señora presidenta: 
El 8 de julio de 2007 se nos fue un dirigente del que aprendimos mucho, difícil de reemplazar. Su historia simboliza los esfuerzos de una generación y de un modo de entender la política. Edelmiro fue un trabajador infatigable para hacer de la política un instrumento de cambio que beneficie a las mayorías. Su vida política transcurrió en Buenos Aires y su Circunscripción fue la 27.
 En momentos como éstos resulta obligado mirar hacia atrás e intentar reconstruir una vida siempre ligada al compromiso público. 
 Al repasar la trayectoria del Compañero Edelmiro Rodríguez surgen con claridad sus más importantes cualidades, aquellas que nos hicieron respetarlo y admirarlo: fue un militante consecuente, un agudo observador y analista de los escenarios políticos de la ciudad y del país y fue un arquitecto incansable en pos de consensos que permitieran al peronismo porteño constituirse en una alternativa válida para los vecinos de la ciudad.
 Por su condición de militante comprometido, desde finales de los ’60, participó en las luchas contra la dictadura dentro de la Juventud Peronista. Por aquellos años forjó amistades y compromisos duraderos. Edelmiro fue siempre leal y confiable, sin renunciar a sus convicciones. 
 Cuando los años del terror se cobraron la vida de su propio hermano, de miles de argentinos, y condujeron a otros cientos de miles al exilio, Edelmiro no abandonó la lucha por sus valores. En 1979 en ocasión de la visita de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, el peronismo fue el único partido político importante que presentó un documento denunciando las innumerables violaciones a los derechos humanos que se cometían. No resultaba nada fácil hacerse cargo de esa denuncia. Edelmiro Rodríguez lo hizo, y difundió en su barrio, en su circunscripción la posición del peronismo. Se trataba de su compromiso, de sus ideales, de su posición política. Y los asumió.
 Los vientos de la nueva recuperación de la democracia que le tocó vivir en la década del ochenta lo encontraron participando activamente para concretar la renovación peronista en la ciudad. 
 El compañero Edelmiro Rodríguez fue Concejal (Legislador) de la Ciudad de Buenos Aires durante dos períodos consecutivos, entre 1985 y 1989 y entre este año y 1993. Sus pares lo eligieron como Presidente de Bloque por esa capacidad para sumar voluntades y para vislumbrar en las no siempre plácidas aguas de la política local, el rumbo más conveniente. Todos recuerdan sus esfuerzos para que las difíciles circunstancias que por aquellos años se vivieron en la ciudad no terminaran en un naufragio mayor.
 Tal vez, con Edelmiro Rodríguez el peronismo ha perdido uno de los más conspicuos exponentes de la mejor síntesis de la política de la ciudad, la del dirigente barrial con fuerte arraigo local que puede gestar una visión y conducta política que persigue los intereses del conjunto. Vale la pena detenernos en esta característica, hoy, mucho menos frecuente: fuerte inserción barrial y concepción política global.
 Edelmiro siempre estuvo cerca de su gente. Cultivó y construyó relaciones en su circunscripción y respondió a sus necesidades. Escuchó demandas, organizó la participación de quienes lo tuvieron como líder, sumó al proyecto de la ciudad y del peronismo nacional. Pero esto no lo hizo a costa de prácticas con las que no acordaba y que significaban retroceder en lo que entendía debía ser la militancia. Edelmiro adhirió siempre a la idea de que militar tenía más que ver con la disposición a dar que con las expectativas de recibir. 
 Sus últimos años lo encontraron una vez más dispuesto a pelear en el terreno que nunca abandonó, su barrio, su circunscripción, su ciudad, defendiendo los valores de un peronismo al que le tocó no gobernar la ciudad. Sin embargo, esto no lo llevó a bajar los brazos. 
 Tanto en las elecciones de octubre de 2005 como en las más recientes de junio de 2007 estuvo en las calles, en los actos, en diferentes encuentros trabajando por el peronismo. Ésta fue su identidad política y partidaria. A través del peronismo ocupó distintos cargos y de todos ellos se retiró sin ninguna mancha, sin ninguna sombra. 
 Sean estas palabras un intento por valorar al compañero Edelmiro Rodríguez. Ojalá lo hagamos también en nuestra práctica política de todos los días para que seamos, como fuera él: militantes consecuentes, compañeros leales, políticos lúcidos comprometidos con el destino del país, luchadores de una patria más justa, más libre y más soberana para todos. 
 Por lo expuesto, solicito la aprobación del presente proyecto de declaración.
Beneplácito por el cumplimiento del trigésimo aniversario de la entrada en vigor del Pacto de San José de Costa Rica

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta su beneplácito por el cumplimiento del trigésimo aniversario de la entrada en vigor del “Pacto de San José de Costa Rica”, el día 18 de julio del corriente año. 

MORALES GORLERI, Victoria.
Señora presidenta:
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, también denominada como “Pacto de San José de Costa Rica”, fue suscripta en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos llevada a cabo en San José, Costa Rica entre los días 7 y 22 de noviembre de 1969. 
El 22 de noviembre de 1969 fue adoptada por los Estados signatarios y entró en vigor 18 de julio de 1978, conforme a su Artículo 74.2; siendo depositaria del instrumento Original y Ratificaciones la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 
La República Argentina mediante la Ley 23054, que fuera sancionada el 1° de marzo de 1984 y promulgada el 19 del mismo mes y año, ha aprobado la “Convención Americana sobre Derechos Humanos”, ratificando el nombre y la representación del gobierno argentino, reconociendo la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana por tiempo indefinido y bajo condición de estricta reciprocidad, sobre los casos relativos a la interpretación o aplicación de la citada Convención, con la reserva parcial y teniendo en cuenta las declaraciones interpretativas que se consignaron en un documento anexo.

El instrumento de ratificación se recibió en la Secretaría General de la OEA el 5 de setiembre de 1984, con una reserva y declaraciones interpretativas, dejando constancia de que las obligaciones contraídas en virtud de la Convención sólo tendrán efectos con relación a hechos acaecidos con posterioridad a la ratificación del mencionado instrumento. Asimismo el Pacto se interpreta en concordancia con los principios y cláusulas de la Constitución Nacional vigente o con los que resultaren de reformas hechas en virtud de ella.

Así pues la reforma de 1994, otorga jerarquía constitucional a los tratados internacionales enunciados en el artículo 75º inciso 22, entre ellos a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues los mismos “…en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la Primera Parte de la constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos”. 

“Las Leyes pueden regular los derechos de los individuos, fijando sus alcances y límites, pero aunque ninguna ley sea dictada, el derecho individual existe no obstante por imperio de la Constitución, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás Pactos Internacionales de Derechos Humanos previstos en el inciso 22 del Artículo 75º.” (Gordillo, Agustín, Derecho Humanos, Ediciones Fundación Derecho Administrativo, Bs. As. 1999 4ª edición). 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos vino a plasmar y reafirmar en los Estados la defensa de los derechos que la naturaleza humana otorga y cuya titularidad pertenece al hombre por el sólo hecho de ser persona humana. Estos derechos son universales, inviolables e irrenunciables; por lo tanto no pertenecen al hombre en virtud de orden jurídico alguno; son preexistentes a cualquier tipo de organización estatal. 

Estos derechos deben ser reconocidos en todos los hombres por igual.  Este reconocimiento debe ser real y fundamental. Deben ser reconocidos para poder ser defendidos. Una vez reconocidos y respetados, la tutela corresponde a cada hombre, al Estado y a la comunidad internacional toda.

Deben ser respetados para poder efectivamente proteger la dignidad humana y para hacer que su realización sea posible. Deben ser constantemente promovidos, esto es, que deben darse a conocer y ser elevados en todo sentido, para evitar que sean violados.

Los derechos humanos son universales porque pertenecen a todos los hombres, a todos por igual, en todo tiempo y lugar; se encuentran de manera innata ligados a la naturaleza del hombre, son intransferibles, inalienables e imprescriptibles.
A partir de la entrada en vigor del Pacto de San José de Costa Rica, los Estados signatarios se comprometen a respetar y garantizar los derechos humanos, cooperando con los órganos internacionales mediante conductas activas de protección de los mismos, asumiendo plena responsabilidad internacional mediante el sometimiento a la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como organismo supranacional. 
Es sabido que todo Estado democrático debe tener la finalidad del bien común, lo cual sólo se logra a través del irrestricto respeto a los derechos humanos de todos los habitantes, sin distinción alguna.
Es por todo lo expuesto, señora presidente, que al cumplirse el treinta aniversario de la entrada en vigencia del Pacto de San José de Costa Rica, solicito a mis pares la aprobación de la presente declaración. 

Informes sobre el Hospital para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodríguez Viamonte”
DESPACHO 347
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
Que en el Expediente 1021-D-2008, proyecto de resolución de autoría de la señora diputada Liliana Parada, se solicitan informes referidos al Hogar Para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodríguez-Viamonte”, y 
Considerando:
Que, según lo expresado por la autora del presente proyecto, a principios del mes mayo de 2008, circularon versiones de que el director del Hogar Martín Rodríguez-Viamonte, señor Diego Castagnaro, había sido reemplazado provisoriamente en sus funciones, por presuntas irregularidades en su gestión, por el actual director de Tercera Edad del Ministerio de Desarrollo Social, señor Armando Catania.
Que, hasta la fecha no ha habido publicación oficial alguna del acto administrativo que certifique tal decisión, ni de la designación de nuevas autoridades.
Que, ante tales supuestos y no habiendo información fehaciente que acredite o desmienta tales versiones, se considera pertinente elevar el presente pedido de informes para que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, aclare la situación planteada. 

Por lo expuesto, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social aconseja la aprobación de la siguiente:
RESOLUCIÓN

Artículo 1°.- La legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través de los organismos correspondientes y en un plazo de treinta (30) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos vinculados con el Hogar para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodriguez Viamonte”, ubicado en la localidad de Ituzaingó, dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires:
a) Si el señor Diego Castagnaro continúa como Director del Hogar mencionado.

En caso negativo, informar:

1) Mediante qué tipo de acto administrativo se lo desplazó de su cargo.
2) Número de decreto o resolución si correspondiere.
3) Fecha de publicación en el Boletín Oficial. De no haber sido publicado, acompañe copia del mismo.
4) Si continúa cumpliendo funciones en el Hogar, detallar las mismas. De no ser así, actual destino y funciones.
5) Si se ha designado nuevo director del Hogar. De ser así, indique mediante qué tipo de acto administrativo se tomó tal medida. 

b) Si los coordinadores responsables de los Hogares Martín Rodríguez, por un lado, y Viamonte, por el otro, continúan en sus funciones. En caso negativo, informar las causales que motivaron tal decisión.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008.
BLASCO, Luciana; MAJDALANI, Silvia; ABBAS, Néstor; DI STEFANO, Patricio; RODRÍGUEZ ARAYA, María; CANTERO, Fernando y DI FILIPPO, Facundo.
OBSERVACIÓN AL DESPAHO 347 

Mediante el despacho de referencia la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social aconseja la sanción de una Resolución solicitando al Poder Ejecutivo informe sobre el nombramiento de funcionarios del Hogar para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodríguez Viamonte”.
Entiendo que el despacho en análisis merece ser observado en tanto hace referencia sobre atribuciones y facultades exclusivas del Jefe de Gobierno, en particular, el nombramiento de los funcionarios y agentes de la administración y la supervisión sobre su gestión, conforme lo dispuesto por el artículo 104 inciso 9 de la Constitución de la Ciudad. 
Por lo expuesto propongo el archivo del expediente Nº 1021-D-2008. 
SANTILLI, Diego.
TEXTO ACORDADO - DESPACHO 347
RESOLUCIÓN

Artículo 1°.- La legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que en un plazo de treinta (30) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos vinculados con el Hogar para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodríguez Viamonte” ubicado en la localidad de Ituzaingó, dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires:
a) Quién se encuentra actualmente a cargo del hogar. De haberse designado nuevo director se informe destino, función, categoría y salario del anterior.

b) Tipo de acto administrativo que designó al actual director en ejercicio.
c) Número de decreto o resolución si correspondiere.
d) Fecha de publicación en el Boletín Oficial. De no haber sido publicado, acompañe copia del mismo.
b) Quienes se encuentran actualmente como coordinadores responsables de los Hogares Martín Rodríguez, por un lado, y Viamonte, por el otro.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.

Sr. Secretario (Pérez).- Se vota con el texto consensuado que obra en las bancas.

Sr. Presidente (Olmos).- Se va a votar en conjunto el tratamiento sobre tablas de las declaraciones y resoluciones enunciadas. Se requieren dos tercios de votos de las diputadas y diputados presentes.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Olmos).- En consideración.

Se van a votar.
- Sin observación, se votan y aprueban en general y particular.

Sr. Presidente (Olmos).- Quedan aprobadas las resoluciones y declaraciones enunciadas.

Texto Definitivo

DECLARACIÓN 250/2008
Declárase Huésped de Honor de la Ciudad de Buenos Aires al Dr. Mark D. Walters, médico especialista en uroginecología y cirugía de reconstrucción pelviana de la Cleveland Clinic, quien visitará la Ciudad entre los días10 y 17 de julio de 2008.
DECLARACIÓN 251/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere al festejo del 5to aniversario del Club Europeo de Buenos Aires, a realizarse el día 18 de Julio del corriente año a las 20 horas, en el Goldencenter, situado en Av. Cantilo y Güiraldes s/nro.

Texto definitivo

DECLARACIÓN 252/2008
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires declara de Interés Jurídico de la Ciudad el IX Seminario sobre Independencia del Poder Judicial, organizado por la Asociación Civil Justicia Democrática, que se llevará a cabo los días 21 y 22 de agosto de 2008 en el Salón Auditorio de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional.

Texto Definitivo

DECLARACIÓN 253/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires rinde homenaje al señor Edelmiro Rodríguez, ex concejal de la Ciudad de Buenos Aires, al haberse cumplido el pasado 8 de julio el primer aniversario de su fallecimiento.

DECLARACIÓN 254/2008

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta su beneplácito por el cumplimiento del trigésimo aniversario de la entrada en vigor del “Pacto de San José de Costa Rica”, el día 18 de julio del corriente año. 
Texto definitivo

RESOLUCIÓN 256/2008
Artículo 1º.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través del Ministerio que corresponda, en un plazo de treinta (30) días de recibida la presente, realice un informe acerca de las siguientes cuestiones:

1) Indique la cantidad de ascensores que se encuentran habilitados en la Ciudad.

2) Indique la cantidad de inspectores con que cuenta la Dirección General de Fiscalización y Control de Obras y Catastro, y cuántos de ellos están destinados exclusivamente al control de los ascensores.

3) Informe la cantidad de inspecciones en instalaciones de ascensores que se han realizado en la Ciudad durante los años 2007 y 2008.

4) Informe la cantidad de controles realizados a las empresas de Conservadores de Ascensores durante los años 2007 y 2008.

5) Informe qué cantidad de incumplimientos se registraron en los años 2007 y 2008 respecto a la normativa vigente sobre ascensores, y especifique según la tipificación vigente en el Código de la Edificación (AD 630.16).

6) Indique la cantidad de clausuras a ascensores realizadas en 2007 y 2008.

7) Explique las acciones que se han desarrollado a partir de los datos obtenidos.

Art. 2º.- Comuníquese, etc.

Texto Definitivo

RESOLUCIÓN 257/2008

Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, a través de los organismos correspondientes y en un plazo de veinte (20) días de recibida la presente, sobre la puesta en funcionamiento del nuevo edificio del CGPC 5:

1. Estado de las obras necesarias para la puesta en funcionamiento de la sede de la Calle Medrano 14:

a. Detalle de obras finalizadas.

b. Detalle de obras en ejecución.

c. Detalle de obras pendientes.

2. Plazo estimado de finalización de las obras en ejecución y de las obras pendientes.

3. Montos abonados en concepto de alquiler de la sede de Medrano 14 y plazo de duración del contrato de alquiler. Remita copia del mismo.

4. Plazo estimado de mudanza de CGPC 5 al nuevo edificio. Explique si existe un plan de transición que incluya el funcionamiento de ambas sedes, detallando cronograma de traslado de actividades.

5. Estado de Ejecución de la partida de $1.077.000 prevista en el Plan Plurianual de Inversiones 2008-2010 para la “Adecuación y remodelación del CGPC 5”.
6. Sobre la existencia de un proyecto de instalación de una nueva Sede del F/N Centro de Gestión y Participación Comunal 5 en el inmueble de la calle Medrano 350/58 declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación por Ley 1220 (BOCBA Nº 1849 del 02/01/2004).
Art. 2º.- Comuníquese, etc.

RESOLUCIÓN 258/2008
Artículo 1°.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires realizará en la Galería para la Memoria, una exposición gráfica sobre la Revolución del Parque del 26 de Julio de 1890, entre los días 28 de Julio y el 1° de Agosto.

Art. 2º.- Comuníquese, etc.
Texto Definitivo

RESOLUCIÓN 259/2008

Artículo 1°.- La legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que en un plazo de treinta (30) días de recibida la presente, informe sobre los siguientes puntos vinculados con el Hogar para Adultos Mayores “Complejo Martín Rodriguez Viamonte” ubicado en la localidad de Ituzaingó, dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires:

a) Quién se encuentra actualmente a cargo del hogar. De haberse designado nuevo director se informe destino, función, categoría y salario del anterior.

b) Tipo de acto administrativo que designó al actual director en ejercicio.
c) Número de decreto o resolución si correspondiere.
d) Fecha de publicación en el Boletín Oficial. De no haber sido publicado, acompañe copia del mismo.
e) Quiénes se encuentran actualmente como coordinadores responsables de los Hogares Martín Rodríguez, por un lado, y Viamonte, por el otro.

Art. 2°.- Comuníquese, etc.

Leyes

Disponer en todas las reparticiones del Gobierno de la Ciudad la realización de un minuto de silencio por las víctimas del atentado a la AMIA todos los 18 de julio a las 9 y 53 horas

Sr. Presidente (Olmos).- Corresponde considerar el Expediente 1532-D-08.

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Dispónese la realización, en todas las reparticiones de la administración centralizada y descentralizada del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, de un minuto de silencio por las víctimas del atentado a la Asociación Mutual Israelita Argentina, todos los 18 de julio de cada año, a las 9,53 hs.
Art. 2°.- Exceptúese de lo dispuesto en el artículo anterior a los servicios de emergencias médicas del sistema de salud del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.
Art. 3°.- Comuníquese.
RABINOVICH, Alejandro.
FUNDAMENTOS
Señora presidente:
El brutal atentado contra el edificio de la AMIA es un hecho que no podrá olvidarse de la memoria de todos los argentinos, toda vez que ha generado en la sociedad argentina un hondo sentimiento de repudio y pesar por sus luctuosas consecuencias. Es una herida abierta que aún no cicatriza. 
Aquella mañana de invierno del 18 de Julio de 1994 una sorda explosión sacudió y paralizó la vida cotidiana porteña. Las noticias e imágenes dolorosas que trasmitían los distintos medios de comunicación reflejaban las escenas de pánico, ambulancias, la gente corriendo, los vidrios rotos cubriendo las calles, los gritos que surgían de la multitud. La Ciudad y sus habitantes se vio invadida por la tristeza y por la solidaridad de una ciudadanía que acudió masivamente a colaborar frente al aciago acontecimiento. 
El criminal hecho costó la vida a ochenta y cinco personas, representando una embestida a los valores éticos y jurídicos de los argentinos; al sistema democrático y un directo ataque a la soberanía de la Nación.
Sin duda, nada podrá atemperar el sufrimiento de los familiares y amigos ni la consternación de una sociedad que entiende que tales actos de violencia resultan ajenos tanto a su ser como a su sentir.
En el marco del presente proyecto, debe recordarse que mediante el Decreto 886/2007 el Gobierno Federal declaró día de Duelo Nacional el 18 de julio de 2007, resultando oportuno establecer en el ámbito local, por Ley, la realización de un minuto de silencio como homenaje a las víctimas de esta aberrante agresión y, al propio tiempo, como acto constante de  repudio y condena a tan luctuoso acontecimiento.
Estamos dispuestos a reforzar, desde la Legislatura de la Ciudad, nuestro compromiso con la búsqueda de la verdad y la continuidad de la memoria. Creemos que la presente iniciativa expone a nuestra sociedad y a las generaciones venideras la voluntad política de avanzar hacia la conformación de una sociedad basada en la solidaridad, la verdad y la justicia.
Sr. Presidente (Olmos).- En consideración.

Sra. Walsh.- Pido la palabra.


Señor presidente: éste es un proyecto de ley que va a ser tratado sobre tablas. 

Voy a solicitar la inserción de mi discurso, porque está incluido en el segmento de tablas sin discusión. En ese discurso voy a explicar los fundamentos de mi voto.*

A su vez, voy a solicitarle al Cuerpo, por su intermedio, autorización para abstenerme.

- Ocupa la Presidencia su titular, el diputado Diego Santilli.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar la solicitud de abstención pedida por la diputada Walsh.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas. Se requieren dos tercios de votos de las diputadas y diputados presentes. 

 - Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en general.


Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Amoroso, Araujo, Blasco, Borrelli, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, La Ruffa, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Ocampo, Olmos, Puy, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Smith, Tamargo y Zago.

- Se registra la siguiente abstención: Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: 37 votos emitidos; 36 a favor y una abstención. Se agrega el voto afirmativo de los diputados Cantero, Urdapilleta, Ruanova, de Andreis, Mouzo y Bello.


En consideración en particular los artículos 1° y 2°.


Se van a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Alegre, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pedreira, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Santilli, Saya, Smith, Tamargo, Urdapilleta y Zago.

- Se registra la siguiente abstención: Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: 43 votos emitidos; 42 a favor y una abstención. Agregan su voto afirmativo los diputados Olivera y Moscariello.


El Artículo 3º es de forma.


Queda sancionada la ley.

LEY 2786

Artículo 1°.- Dispónese la realización, en todas las reparticiones de la administración centralizada y descentralizada del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, de un minuto de silencio por las víctimas del atentado a la Asociación Mutual Israelita Argentina, todos los 18 de julio de cada año, a las 9,53 hs.
Art. 2°.- Exceptúese de lo dispuesto en el artículo anterior a los servicios de emergencias médicas del sistema de salud del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

Art. 3°.- Comuníquese.
Declarar ciudadano ilustre de la Ciudad de Buenos Aires al doctor Raúl Alfonsín

Sr. Presidente (Santilli).- Corresponde considerar el Expediente 1504-D-08.

DESPACHO 
DESPACHO DE MAYORÍA
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1504-D-2008, iniciado por los diputados F. Cantero, I. Centanaro, S. Gramajo, E. Olivera, A. Rabinovich y otros, quienes solicitan se declare Ciudadano Ilustre al doctor Raúl Ricardo Alfonsín, y
Considerando:
Que el doctor Alfonsín nació en Chascomús, lugar donde realizó sus estudios primarios en la Escuela Normal Regional y cursó los estudios secundarios en el Liceo Militar General San Martín. Estudió Ciencias Jurídicas en la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de La Plata recibiéndose de abogado.
Que en 1950 comenzó su actuación política en el Movimiento de Intransigencia y Renovación de la Unión Cívica Radical, en su ciudad natal, donde participó de la fundación del diario El Imparcial.
Que en 1954 fue elegido concejal en Chascomús, y al año siguiente fue encarcelado por la Revolución Libertadora. En 1958 fue electo diputado provincial de la Provincia de Buenos Aires y diputado nacional durante el gobierno radical de Arturo Illia entre 1963 y 1966, siendo vicepresidente del Bloque de diputados Nacionales de la Unión Cívica Radical del Pueblo (UCRP). Finalmente, en 1965 fue elegido presidente del Comité Provincia de Buenos Aires de la UCRP.
Que durante la dictadura del general Juan Carlos Onganía fue detenido por haber reabierto el Comité de la Provincia. Ante la situación política imperante en ese momento y la conflictiva situación internacional lo obligó a expresar su oposición a la dictadura y difundir sus argumentos a través de su actividad periodística. Fue columnista de la revista Inédito, de Mario Monteverde. Escribió artículos en otros semanarios con el seudónimo de Alfonso Carrido Lura. Entre 1971 y 1972 algunos jóvenes radicales, que habían mantenido una militancia activa contra la dictadura militar, comienzan a acercarse a este dirigente radical. De este modo comienza a gestarse una línea interna de renovación partidaria que lo va a tener como protagonista frente al tradicional balbinismo-unionismo. 
Que en septiembre de 1972, en Rosario, se creó el Movimiento Renovador Nacional, reclamando un programa de carácter nacional, popular, democrático y liberador, y proclamando a Raúl Alfonsín como precandidato presidencial en las internas de la UCR, obteniendo de esta forma la minoría y posesionando a este sector interno en la vida institucional de la UCR.
Que en 1973 Raúl Alfonsín resultó electo, una vez más, diputado nacional. Poco después, en mayo, crea con otros dirigentes radicales el Movimiento de Renovación y Cambio, con una posición crítica a la estrategia de unidad nacional del balbinismo.
Que el 18 de diciembre de 1975, tres meses antes del golpe militar que dio inicio a la dictadura conocida como Proceso de Reorganización Nacional (1976-1983), Alfonsín fue una de las personalidades que fundaron la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (APDH).
Que esta institución fue la primera creada en la Argentina para hacer frente a las violaciones sistemáticas de los Derecho Humanos que en aquella época comenzaron con la actividad de la denominada AAA. A su primera reunión asistieron el obispo de Neuquén don Jaime de Nevares, el rabino Marshall Meyer, el obispo Carlos Gatinoni, la doctora Alicia Moreau de Justo, Oscar Alende, Susana Pérez Gallart, Adolfo Pérez Esquivel, Alfredo Bravo, entre otros.
Que durante la dictadura militar, Alfonsín puso gratuitamente su servicio de abogado para defender y presentar hábeas corpus por los detenidos-desaparecidos, actividad que por sí misma solía significar la muerte. Realizó varios viajes a América Latina, los Estados Unidos, Asia, la Unión Soviética y Europa, donde denunció la masiva violación de derechos humanos que se estaba llevando a cabo en nuestro país.
Que en 1982, ante la Guerra de las Malvinas, Alfonsín, asesorado por un grupo de intelectuales como Jorge Roulet, Dante Caputo y Jorge Sábato, fue uno de los pocos políticos argentinos que se opuso a la acción militar en las islas Malvinas y sostuvo que su finalidad era lograr el fortalecimiento de la dictadura. 
Que en 1982, en elecciones internas, se impone como precandidato radical a la presidencia de la Nación acompañado por Víctor H. Martínez. La campaña electoral se centró en la plena vigencia de las libertades públicas y los derechos humanos. Para acentuar la importancia de su mensaje democrático eligió, para cerrar sus discursos en los actos, el Preámbulo de la Constitución Nacional.
Que las elecciones se realizaron el 30 de octubre de 1983 y Alfonsín triunfó obteniendo el 51,7% de los votos frente al 40,1% del doctor Ítalo Lúder. El 10 de diciembre de 1983 Raúl Alfonsín asumió la presidencia de la Nación, constituyéndose en el primer presidente constitucional después de uno de los periodos más trágicos y oscuros de nuestra historia. Su gobierno se centró en la consolidación del sistema democrático, permanentemente amenazado por las Fuerzas Armadas y por los sectores económicos que condicionaron el accionar del gobierno constitucional. 
Que el 15 de diciembre de 1983 Alfonsín sancionó los decretos 157/83 y 158/83. Por el primero se ordenaba enjuiciar a los dirigentes de las organizaciones guerrilleras ERP y Montoneros y por el segundo se ordenaba procesar a las tres juntas militares que dirigieron el país desde el golpe militar del 24 de marzo de 1976 hasta la Guerra de las Malvinas. El mismo día creó la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep), integrada por personalidades independientes como Ernesto Sabato, Magdalena Ruiz Guiñazú, Graciela Fernández Meijide, entre otros, con la misión de relevar, documentar y registrar casos y pruebas de violaciones de derechos humanos, para fundar el juicio a las juntas militares.
Que también el 15 de diciembre Alfonsín envió al Congreso un proyecto de ley declarando nula la llamada Ley de Autoamnistía Nº 22924, dictada por el gobierno militar. Una semana después el proyecto fue sancionado como Ley 23040, la primera ley de la nueva etapa democrática.
Que el 20 de septiembre de 1984 la CONADEP produjo su famoso informe titulado Nunca Más que es entregado al presidente Alfonsín El 4 de octubre de 1984 la Cámara Federal (tribunal civil) toma la decisión de desplazar al tribunal militar que estaba enjuiciando a las juntas para hacerse cargo directamente del juicio. Los fiscales fueron Julio César Strassera y Luis Gabriel Moreno Ocampo.
Que por las características que tuvo, la condena a las juntas militares realizada por un gobierno democrático constituyó un hecho sin precedentes en el mundo, que contrastó fuertemente con las transiciones negociadas que tuvieron lugar en aquellos años en Uruguay, Chile, Brasil, España, Portugal y Sudáfrica.
Que el gobierno de Alfonsín estuvo permanentemente amenazado por sectores de las Fuerzas Armadas que se negaban a aceptar el enjuiciamiento por violaciones a los derechos humanos durante el régimen militar anterior. Para intentar mantener bajo control el descontento en las Fuerzas Armadas, en 1986 Alfonsín debió intervenir personalmente para que el Congreso sancionara la Ley de Punto Final. En la Semana Santa de 1987 se produjo una gran rebelión militar, compuesta mayoritariamente por jóvenes oficiales que se denominaron “carapintadas”, dirigidos por el teniente coronel Aldo Rico.
Que al mismo tiempo que los jefes militares demostraban que no estaban dispuestos a obedecer las órdenes del presidente Alfonsín y reprimir la insurrección, millones de personas salieron a las calles para oponerse al alzamiento militar y la CGT declaró la huelga general en defensa del gobierno constitucional. Durante varios días el país estuvo al borde de la guerra civil. Alfonsín, anunció al público reunido en la Plaza de Mayo, desde la Casa de Gobierno, el envío de tropas leales para exigir a los rebeldes que depusieran su actitud. Ni una sola de las unidades convocadas en la Capital Federal, y zonas adyacentes, respondió a esa orden.
Que Alfonsín concurrió personalmente a Campo de Mayo a reducir a los insurrectos. Horas después anunció que los amotinados habían depuesto su actitud. Fue allí donde utilizó la frase que se hizo histórica (con sentido negativo) “La casa está en orden, felices Pascuas”. El resultado de este conflicto fue la sanción de la Ley de Obediencia Debida. Desde entonces Alfonsín debió enfrentar otras dos insurrecciones militares durante 1988 (18 de enero y 1° de diciembre) y un permanente estado de insubordinación de las Fuerzas Armadas.
Que las leyes de Punto Final y Obediencia Debida fueron objetos de fuertes cuestionamientos por parte de las organizaciones de derechos humanos, el movimiento estudiantil, y las fuerzas políticas progresistas, incluidos sectores internos del radicalismo como la Juventud Radical y su expresión universitaria Franja Morada. Con posterioridad, ambas leyes y los indultos a los jefes militares y guerrilleros ya condenados, concedidos por el presidente Carlos Menem en 1989, fueron conocidos como las Leyes de Impunidad, y serían derogados por el Congreso Nacional en 2003. El propio Alfonsín apoyó la nulidad de las leyes, aunque aclaró que le correspondía a la Corte Suprema hacerlo, y no al Congreso.
Que el gobierno del doctor Alfonsín ante los intentos desestabilizadores de diversos sectores económicos y políticos, consideró fundamental eliminar el autoritarismo en todas sus manifestaciones, encontrar los modos auténticos de representación de la voluntad ciudadana, garantizar la libertad de expresión, posibilitando una sociedad participativa plural, libre de dogmatismos.
Que durante su gobierno se realizó un programa de alfabetización masiva “Plan Nacional de Alfabetización (PNA). Al asumir el gobierno, el censo de 1980 indicaba un analfabetismo de 6,1%, en el censo de 1991 el analfabetismo se había reducido a 3,7%, porcentaje similar al que registran España y Canadá. En 1988, el PNA de Argentina recibió el premio otorgado por la Asociación Internacional de Lectura de la Unesco. También se realizó el Congreso Pedagógico Nacional y la eliminación de la censura, entre otras medidas. Hubo profundas transformaciones en la universidad y en el sistema científico. Retornaron del exilio los intelectuales y los artistas, incorporándose a la nueva realidad democrática de nuestra sociedad. En el campo de las relaciones individuales se promovió la ley de Divorcio Vincular y la Patria Potestad Compartida. 
Que se reorganizaron las universidades nacionales bajo los principios de la Reforma Universitaria de 1918, garantizando la autonomía, cogobierno entre docentes, estudiantes y graduados y la gratuidad de los estudios de grado.
Que el gobierno de Alfonsín implementó el Plan Alimentario Nacional (PAN), que se hizo conocido por su Cajas PAN, como solución de emergencia para afrontar el hambre y la pobreza.
Que la situación económica y social en la que Alfonsín asumió el gobierno era realmente negativa, interna y externamente. Externamente, en 1982 estallaba la crisis de la deuda externa latinoamericana, ante la moratoria de México y la negativa de los acreedores a refinanciar préstamos, así como la exigencia de que la deuda se cancelara con los activos de los Estados deudores. Internamente, la deuda externa argentina había pasado de 7.875 millones de dólares al finalizar 1975, a 45.087 millones de dólares al finalizar 1983. Por otro lado, el retraso salarial y la pobreza, que había aumentado del 5% en 1975 al 37% en 1982 (datos para el Gran Buenos Aires), anticipaban grandes presiones sociales una vez reconquistada la democracia. Para América Latina, la década de los años ochenta fue conocida como la década perdida.
Que para 1987 comenzaba a hacerse evidente que era necesaria una reforma económica estructural que resolviera la brecha entre recursos con que contaba el Estado y las funciones que desarrollaba. El desfinanciamiento crónico del Estado ya no podía ser resuelto ni recurriendo a los fondos de pensiones, ni por el endeudamiento interior y exterior, ni por la emisión monetaria.
Que el gobierno de Alfonsín no pudo avanzar mucho en este plan de reforma del Estado. Finalmente estas reformas fueron realizadas drásticamente durante el gobierno de Carlos Menem, utilizando, según sus propias palabras, un método de “cirugía mayor sin anestesia”.
Que entre las transformaciones económicas estructurales diseñadas por el gobierno de Alfonsín, merece destacarse la iniciación de un proceso de integración económica con Brasil, Uruguay y Paraguay que dio origen al Mercosur. Esta iniciativa ha sido considerada como “el legado más perdurable de toda la política económica del gobierno de Alfonsín”.
Que Alfonsín sostuvo una activa política internacional. Las prioridades fueron: fortalecer el sistema democrático en Argentina, evitar que la Guerra Fría regenerara la concepción de la seguridad nacional, impulsar el proceso de democratización regional, resolver las cuestiones limítrofes, generar mayor capacidad negociadora regional frente a las grandes potencias y promover la integración subregional.
Que el 30 de noviembre de 1985 Alfonsín y Sarney suscribieron la Declaración de Foz de Iguazú, piedra basal del Mercosur. En 2004, Argentina y Brasil resolvieron conjuntamente que el 30 de noviembre se celebrara el Día de la Amistad Argentino-Brasileña.
Que para Alfonsín, garantizar la paz con Chile fue una cuestión prioritaria desde el momento de asumir: Ello lo llevó a tratar de crear un fuerte consenso interno que le permitiera aprobar la propuesta del Vaticano y al mismo tiempo evitar el fortalecimiento de los militares golpistas en ambos países. Existía el peligro cierto de que la mayoría peronista en el Senado, presionada por la exigencia de defender la soberanía, rechazara la propuesta del papa Juan Pablo II. El 25 de noviembre de 1984 se convocó a un plebiscito con el fin de que la ciudadanía aceptara la propuesta gubernamental, triunfando el “SI” con un apoyo del 81,32%. Cuatro días después, el 29 de noviembre de 1984, se firmó el Tratado de Paz y Amistad con Chile.
Que en 1987 se sancionó la Ley 23512, que tenía como objeto el traslado de la Capital Federal al Área Patagónica integrada por las ciudades Carmen de Patagones (Provincia de Buenos Aires) y Viedma y Guardia Mitre (ambas en la Provincia de Río Negro). Se trataba de un ambicioso proyecto cuyo fin era descentralizar el poder político y económico del país, excesivamente concentrado en Buenos Aires. 
Que el proyecto tuvo enorme rechazo de los sectores ligados a los intereses políticos y económicos de la ciudad de Buenos Aires y de los medios de comunicación porteños. 
Que se intentó un proyecto de reforma sindical, conocida como Ley Mucci, con el objeto de incluir a las minorías en la dirección de los sindicatos. El proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados, pero rechazado por la Cámara de Senadores. Esto derivó en una lógica de confrontación entre el gobierno radical y los sindicatos. En los seis años del gobierno radical se realizaron casi 4.000 huelgas sectoriales y de empresa (67% en el sector público) y 13 huelgas generales organizadas por la CGT.
Que la crisis económica aceleró en cinco meses la entrega anticipada del gobierno al presidente Carlos Menem, que triunfó con el 47 % de los votos.
Que el Pacto de Olivos fue un acuerdo para reformar la Constitución. Allí se acordó no realizar un plebiscito y aceptar la reelección por una sola vez de Menem, pero acortando el primer mandato. Al mismo tiempo que se acortaron los mandatos de los senadores, se incorporó un tercer senador por la minoría, se estableció la figura del Jefe de Gabinete y el Consejo de la Magistratura para atenuar el presidencialismo, a la vez que se sometían los decretos-leyes a reglas precisas, se incluían varios derechos de tercera y cuarta generación y se daba prioridad a los tratados internacionales sobre leyes. Asimismo la reforma constitucional de 1994 establecía la autonomía de la Ciudad de Buenos con la elección directa de su Jefe de Gobierno.
Que el Doctor Alfonsín fue convencional de la Asamblea Constituyente que sesionó en la Ciudad de Santa Fe y produjo la Reforma Constitucional de 1994, en la que resultaron modificados 43 artículos. 
Que este incansable luchador siguió recorriendo los caminos del país. En junio de 1999 en campaña, Alfonsín sufrió un grave accidente automovilístico, en el que se temió por su vida. Fue uno de los hacedores del triunfo del candidato presidencial de la Alianza. Posteriormente fue designado vicepresidente de la Internacional Socialista y en diciembre elegido por unanimidad presidente del Comité Nacional de la UCR.
 Que su última actuación política fue en las elecciones parlamentarias de octubre de 2001 en la que resultó elegido senador por la provincia de Buenos Aires.
Que es autor entre otros libros de Democracia y Consenso, Memoria Política, donde pone en manifiesto su pensamiento y los condicionamientos que sufrió su acción de gobierno. 
Que esta Legislatura ha sancionado la Ley 2501, instituyendo al Año 2008 como año de la Democracia, el Estado de Derecho y la Vigencia de los Derechos Humanos. Estos valores son un logro del pueblo argentino. En esta conquista Alfonsín adquiere una dimensión histórica innegable: fue el hombre necesario para encabezar el camino de la recuperación democrática. 
Por lo expuesto, esta Comisión de Cultura aconseja la sanción de la siguiente:
LEY 2787

Artículo 1°.- Declárese Ciudadano Ilustre de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires al doctor Raúl Ricardo Alfonsín.
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 7 de julio de 2008.
URDAPILLETA, Inés; DE ANCHORENA, Teresa; SAYA, Lidia; BLASCO, Luciana; MOSCARIELLO, Oscar.
DESPACHO DE MINORÍA
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1504-D-2008, de ley, de los diputados Fernando Cantero y otros, referido a declarar Ciudadano Ilustre de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires al doctor Raúl Ricardo Alfonsín, y
Considerando:
Que en primer lugar, y aunque lo entendemos como una consideración de carácter formal, que no satisface la cuestión de fondo que luego vamos a encarar, resulta oportuno señalar que el doctor Raúl Ricardo Alfonsín ha sido recientemente declarado Ciudadano Ilustre de la Provincia de Buenos Aires. Al debatirse dicha distinción, el reciente 2 de julio, se ponderó su mandato cumplido como legislador provincial, su mandato cumplido como legislador nacional electo por la mencionada provincia, su residencia histórica en la ciudad de Chascomús y su desempeño como ex presidente de la Nación Argentina.
Que sin embargo, y más allá de lo expuesto, se nos propone ahora designar al doctor Raúl Ricardo Alfonsín también Ciudadano Ilustre de esta Ciudad Autónoma, y en los extensos fundamentos para otorgarle dicha distinción se exponen exhaustivamente el conjunto de razones que debieran motivarnos a acompañar este proyecto de ley.
Que somos respetuosos de las convicciones de legisladores y legisladoras, dirigentes y militantes radicales, o de otras pertenencias partidarias y políticas, que sienten respeto, consideración e incluso cariño hacia el doctor Raúl Ricardo Alfonsín, al tiempo que reivindican su acción de gobierno.
Que no obstante, y en honor a la verdad histórica, a nuestra propia identidad política y a nuestra experiencia personal y colectiva, también como protagonistas de largos años de militancia contra las dictaduras militares, la lucha por los derechos humanos y contra toda forma de impunidad, no podemos menos que dejar sentada nuestra valoración muy crítica de las responsabilidades políticas del doctor Raúl Ricardo Alfonsín, en especial en lo referido a su actuación vinculada con las llamadas leyes de impunidad, hoy nulas, tras muchos años de lucha.
Que no podríamos guardar silencio en relación con los hechos y las circunstancias que motivaron nuestras luchas sostenidas a lo largo de los años, cuestiones que nos obligaron a sentar posturas muy críticas, e incluso a legislar en consecuencia.
Que si tal como lo plantean los fundamentos del expediente en debate, el ex presidente Alfonsín cuenta con un “liderazgo reconocido en el pensamiento democrático nacional e internacional”, no haría falta someter dicho reconocimiento a ninguna reiteración del homenaje. 
Que tal vez la Ciudad Autónoma de Buenos Aires espera de quienes ocupamos cada una de las sesenta bancas legislativas que intentemos dar respuestas prioritarias a muchas demandas legítimas y urgentes, gravemente insatisfechas, y no comprometamos nuestros esfuerzos en reconocer lo que se postula como reconocido. 
Que a pesar de eso, una vez que este proyecto de ley nos convoca al debate democrático, y a emitir nuestro dictamen, obligados a no convalidar lo que no compartimos, queremos respetuosamente dejar constancia de nuestros fundamentos para el rechazo de la iniciativa.

Que, una vez abocados a la consideración de los fundamentos del proyecto, y a propósito de la trayectoria política del ex mandatario radical, se hace hincapié en su rol de defensa de los derechos humanos. Se afirma, por ejemplo, que “en esta conquista Alfonsín adquiere una dimensión histórica innegable” y que “era el hombre necesario para encabezar el camino de la recuperación democrática”. Tales afirmaciones resultan, a nuestro criterio, motivo de inevitables polémicas, y obligan, al menos de parte del Bloque Nueva Izquierda, a un cuestionamiento de su nivel de certidumbre tanto histórico como político. Sin embargo, nuestro cuestionamiento principalísimo se refiere a la valoración de la política de derechos humanos que Raúl Alfonsín desarrolló a partir de que ocupara la Presidencia de la Nación.
Que durante su mandato como presidente de la Nación, a partir del 10 de diciembre de 1983, el doctor Raúl Alfonsín sostuvo la instalación de la denominada “teoría de los dos demonios”. Esta concepción ideológico-política trató intencionadamente de igualar a los militantes populares con los genocidas del autodenominado Proceso de Reorganización Nacional.
Que desde los organismos de derechos humanos, y a lo largo de décadas de lucha, hemos refutado sus falaces argumentos, y con la fortaleza de las evidencias históricas logramos contrarrestar su carácter encubridor, desocultando que el golpe de Estado se llevó a cabo para instalar un plan económico que no hubiera sido posible de no ser acompañado por un verdadero plan de exterminio, que terminara con toda forma de resistencia popular, o al menos así lo pretendiera. Resulta hoy inadmisible el intento de igualar las atroces violaciones a los derechos humanos cometidas desde el poder del Estado Terrorista y sus instituciones armadas, a las acciones de los grupos irregulares que, como lo reconocían los propios documentos de las Fuerzas Armadas, hacia finales de 1975, ya se hallaban “casi diezmadas”. La mayor parte de las víctimas de la dictadura militar fueron personas muy jóvenes, trabajadoras, y pertenecientes a una población desarmada. No hubo dos demonios.
Que, al comenzar su mandato presidencial, Alfonsín respaldó una convalidación inicial de las sentencias dictadas contra los presos políticos por parte de los tribunales federales de la dictadura y los juzgados militares. Esto significó, en la práctica, que quienes estaban detenidos al 10 de diciembre de 1983 cumpliendo “condenas” impuestas por jueces federales de la dictadura y tribunales militares debieron seguir detenidos hasta que esas condenas fueron revisadas. Esto implicó que esos detenidos políticos, muchos de ellos militantes populares contra la dictadura militar, cuyo número era elevado, debieron seguir presos hasta que tales condenas fueron revisadas.

Que el Juicio a las Juntas requiere de una mención especial. Contrariamente a lo que muchas veces se afirma, la política en materia de derechos humanos del doctor Raúl Alfonsín no comenzó con el Juicio a las Juntas, sino que se inició con una serie de medidas tendientes a reducir el número de militares a juzgar, denunciados por gravísimas violaciones a los derechos humanos. Sólo cuando se produjo el vencimiento de todos los plazos, los tiempos se agotaron, y quedó claro que los militares jamás se juzgarían a sí mismos –y ante la fuerte presión y movilización popular–, el doctor Raúl Alfonsín resolvió derivar los juicios a la justicia civil. 

Que el Juicio a las Juntas fue el resultado inevitable de la enorme presión de la movilización popular, del reclamo inclaudicable de los familiares de las víctimas, y de los mismos sobrevivientes. Resulta indiscutible que la llamada “justicia militar”, integrada por quienes habían convalidado y formado parte del accionar de la dictadura misma –y a la que el doctor Raúl Alfonsín confió en primera instancia el juzgamiento del genocidio–, no avanzó con los juicios, tal como era de esperar. La idea del doctor Raúl Alfonsín era que “las Fuerzas Armadas tenían que depurarse a sí mismas”. El resultado fue que durante más de un año de presidencia del doctor Raúl Alfonsín no hubo un solo militar acusado por gravísimas violaciones a los derechos humanos que fuera condenado. Es más: muchos de los acusados fueron sobreseídos por los tribunales militares que supuestamente los juzgaban, entre ellos el propio Alfredo Astiz, alias “El Ángel Rubio” o “Gustavo Niño”, por el secuestro y desaparición de la adolescente sueco argentina Dagmar Hagelin.

Que el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 157/1983 fue dictado por Raúl Alfonsín el 13 de diciembre y publicado en el Boletín Oficial el día 15 de ese mes. Dicho decreto constituye la piedra angular de la “teoría de los dos demonios”. El mencionado decreto establecía la necesidad de promover el ejercicio de acciones penales contra las siguientes personas: Mario Eduardo Firmenich, Fernando Vaca Narvaja, Ricardo Armando Obregón Cano, Rodolfo Gabriel Galimberti, Roberto Cirilo Perdía, Héctor Pedro Pardo y Enrique Haroldo Gorriarán Merlo. El primer decreto de Alfonsín fue entonces para enjuiciar a quienes supuestamente encarnaban el primer “demonio”.

Que el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 158/1983 fue dictado por Raúl Alfonsín también el 13 de diciembre y publicado en el Boletín Oficial el día 15 de ese mes. Este segundo decreto de Alfonsín refiere a la segunda responsabilidad, el segundo “demonio”. Sin embargo, hoy sabemos que esta línea argumentativa no se pudo sostener y que ha quedado en claro el rol que le cabe al Terrorismo de Estado. No hay dos demonios.

Que este segundo decreto establecía la persecución penal, mediante juicio sumario, por ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, de los miembros de las tres primeras juntas de la dictadura militar: Jorge Rafael Videla, Orlando Ramón Agosti y Emilio Eduardo Massera; Roberto Eduardo Viola, Omar Graffigna y Armando Lambruschini; y Leopoldo Fortunato Galtieri, Basilio Lami Dozo y Jorge Isaac Anaya. La inactividad completamente previsible, y denunciada de forma pública por los organismos de Derechos Humanos, del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, que entonces debía “juzgar” a sus propios camaradas, y la presión y la movilización popular creciente de repudio ante estas medidas, determinaron que la causa pasara a la Justicia Civil, trasformándose así las actuaciones en la conocida “Causa 13/84. Causa Instruida Originariamente por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas”, que tramitó ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, la que sesionó en pleno. Esto es lo que nuestros jóvenes debieran saber cuando se recuerda el Juicio a las Juntas. 

Que la Ley N° 23040 fue sancionada el 22 de diciembre de 1983, promulgada el día 27 y publicada en el Boletín Oficial el día 29 de ese mes. Dicha ley derogó y anuló –privando de todo efecto jurídico– a la Ley N° 22924, llamada de “autoamnistía”. Constituye un antecedente importante en materia de facultades del Congreso de la Nación para la anulación de una ley. En el mensaje de elevación del proyecto de ley al Congreso, el doctor Raúl Alfonsín expresaba, refiriéndose a la 22924: “Esta ley, mal llamada de ‘pacificación’ o de ‘amnistía’, pretendió convalidar el empleo de métodos terroristas para combatir el terrorismo. Tal convalidación se intentó materializar mediante el expediente de poner por encima de toda responsabilidad jurídica a quienes pertenecen a las fuerzas que, el gobierno que dictó esa ley, siempre alegó representar. Se procuró torpemente este autoperdón extendiendo la amnistía a ciertas categorías de terroristas con lo que se expuso a la sociedad –sin que nadie lo hubiese reclamado– a un riesgo grave e innecesario. Hay razones éticas, políticas y jurídicas que hacen imperiosa la cancelación absoluta de los efectos de esta ley. Desde el punto de vista ético constituiría una claudicación muy seria de elementales exigencias de justicia, que no deben confundirse con un deleznable espíritu de venganza, la omisión del castigo de hechos que desconocieron de la manera más brutal y completa la dignidad de la persona humana. Ese castigo ejemplificador es necesario para dejar firmemente establecido que la sociedad argentina no está dispuesta a tolerar que se use a los seres humanos como meros objetos susceptibles de cualquier grado de manipulación y degradación en aras de objetivos supuestamente loables. Desde el punto de vista político un eventual mantenimiento de la ley que se propicia derogar produciría por lo menos dos efectos nefastos. En primer lugar extendería indiscriminadamente sobre las instituciones armadas en su conjunto, una presunción de responsabilidad que sólo debería recaer en diferentes grados sobre algunos de sus hombres. En segundo término el mantenimiento de la ley afectaría gravemente la eficacia preventiva de las penas que se fija por hechos como los que ella pretende amnistiar; la posibilidad de investigar y castigar esos hechos es esencial para que los órganos constitucionales tengan en el futuro el control absoluto del monopolio de la fuerza. Desde el punto de vista jurídico la Ley N° 22924 padece, como ya lo han declarado casi todos los jueces que debieron entender en ella, vicios insuperables. En primer lugar, al beneficiar principalmente a quienes estaban directamente representados por el gobierno que la dictó, la ley concede una verdadera autoamnistía que constituye un privilegio repugnante al principio de igualdad ante la ley consagrado por el Artículo 16 de la Constitución Nacional. En segundo lugar la ley en cuestión se hace pasible de la nulidad insanable que el Artículo 29 de la Constitución Nacional imputa, además de gravísimas sanciones morales y penales, a todo acto que implique la concesión de la suma del poder público, nulidad que se hace extensible a fortiori a un acto que implica el perfeccionamiento de la asunción del poder público por parte de quienes, controlando dos de las tres ramas del gobierno, pretenden impedir la acción de la tercera. En tercer lugar la descalificación de la aberrante doctrina de los gobiernos de facto implica conceder a las normas de ese origen sólo una validez precaria, la que queda precluída cuando, como en este caso, el contenido de la norma es claramente inicuo. Estos vicios jurídicos de la Ley N° 22924 hacen que su derogación de ningún modo entrañe reconocerle una validez plena previa al momento de esa derogación. Al contrario, al ser esta ley insanablemente nula –como expresamente se lo declara– ella no tiene efecto jurídico alguno, y en especial es completamente inaplicable el principio de la ley más benigna del Artículo 2° del Código Penal.”
Que la mencionada ley recepta claramente la “teoría de los dos demonios”, y comienza ya a diferenciar distintos niveles de responsabilidad entre los ejecutores y responsables del sistema de terrorismo de Estado. Pero, en lo que más nos importa, establece que la anulación de la Ley N° 22924 se fundó no en que esa norma fuera dictada por un gobierno de facto sino en su contenido “inicuo”. Útil es recordar, entonces, que el Poder Ejecutivo Nacional que ejerciera el doctor Raúl Alfonsín no derogó ni anuló ninguna otra norma dictada por la dictadura militar, más allá de la “precaria” validez que dijera reconocerle a las mismas. Todos los efectos nefastos de esta ley fueron restituidos por el propio Alfonsín, cuando sancionó las llamadas leyes de “Punto Final” y “Obediencia Debida”.
Que la Ley Nº 23049 fue sancionada el 9 de diciembre de 1984, promulgada el día 13 de ese mes y publicada en el Boletín Oficial el 15 de febrero de 1985. Modificó el Código de Justicia Militar, estableciendo el juzgamiento de los delitos cometidos durante la dictadura –y propios del sistema de terrorismo de Estado–, en primer término, por los tribunales militares. En sede militar, en donde nunca se condenó a ningún integrante de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias o policiales, las causas estuvieron largo tiempo literalmente paralizadas. En ese lapso se cumplieron los plazos de prescripción de la acción penal –o sea extinción– de numerosos delitos que, de esta manera, quedaron impunes dado que la jurisprudencia imperante en la época era conteste en aplicar las defensas penales ordinarias –para el caso, la prescripción de la acción penal– a crímenes que, evidentemente, no podían ser juzgados exclusivamente por las leyes penales ordinarias internas de la Argentina. 

Que las instrucciones a los fiscales, destinadas por el entonces presidente Raúl Alfonsín a los representantes del Ministerio Público, consistían en que debían impulsar los pedidos de prescripción de las acciones penales en las causas en que los plazos de extinción de la acción penal –fijados normalmente en el máximo de la pena fijado para el delito de que se trate–, ya hubieran transcurrido. De esta manera, y por aplicarse defensas penales ordinarias a una situación excepcional que violentaba masivamente derechos y garantías reconocidos incluso en esa época por tratados internacionales suscriptos por la Argentina, quedaron impunes numerosos crímenes.
Que la Ley Nº 23492, comúnmente llamada “Ley de Punto Final”, fue sancionada el 23 de diciembre de 1986. Fue promulgada el día 24 y publicada en el Boletín Oficial el día 29 del mismo mes. Estableció un plazo de caducidad de las acciones penales derivadas de las violaciones a los derechos humanos que consistió, básicamente, en que los miembros de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias o policiales que no fueran procesados en el término de 60 días corridos contados a partir de la promulgación de la ley, no podrían ser perseguidos penalmente por delitos violatorios de los derechos humanos. El propio Alfonsín intervino para acelerar la sanción de esta ley por parte del Congreso. El efecto logrado fue el opuesto al perseguido por el gobierno. Los jueces federales, presionados por la movilización social y la opinión pública proclives al enjuiciamiento y la condena de los militares acusados, dictaron, masivamente, llamados a prestar declaración indagatoria o autos de procesamiento que interrumpieron el plazo de caducidad establecido en el Artículo 1º de la citada ley. Esta norma legal fue uno de los pilares fundamentales de la construcción de la impunidad en nuestro país.

Que ante estas citaciones a juicio, en la Semana Santa de 1987 se producen levantamientos militares de los llamados “carapintadas”, exigiendo el perdón de los genocidas de la dictadura. Ante esos hechos, cientos de miles de personas nos movilizamos a la Plaza de Mayo y a las plazas de todo el país en defensa del orden constitucional y de los derechos democráticos, mientras otras decenas de miles directamente rodeaban los cuarteles sublevados. Hubo un paro general contundente. El entonces presidente Raúl Alfonsín, en un recordado y tristemente célebre discurso pronunciado desde el balcón de la Casa Rosada, dijo ante el pueblo movilizado: “Felices Pascuas. La casa está en orden”… Pocos meses después, la realidad demostró que esto era completamente falso y que el presidente había pactado con Aldo Rico y los rebeldes, nuevas medidas que buscaban favorecer la impunidad de los genocidas. En favor de la actitud de Alfonsín, se argumentó que las presiones militares no le dejaron otra opción. Él mismo defendió abiertamente las leyes diciendo que las tomó “con un criterio de racionalidad”, como lo citan los fundamentos del proyecto. También, durante el juicio al genocida Miguel Osvaldo Etchecolatz, declaró en agosto de 2006 ante el tribunal: “Niego rotundamente haber sido extorsionado… Era necesario producir algún tipo de acción para aliviar las tensiones”, refiriéndose a las filas militares. Y sostuvo que dictó esas leyes para “salvar a la república” y que “fortalecieron a las instituciones”. Rechazamos por completo esta valoración autojustificatoria. El contexto político en aquellos momentos era de una amplísima y firme movilización del pueblo argentino frente a los motines “carapintadas”, pero la respuesta de Raúl Alfonsín fue una capitulación ante las demandas de impunidad para los represores.

Que la Ley Nº 23521, llamada comúnmente “Ley de Obediencia Debida”, fue sancionada el 4 de junio de 1987. Promulgada el día 8, fue publicada en el Boletín Oficial el día 9 del mismo mes. Esta ley, sumada a la de “Punto Final”, determinó el cierre de numerosas causas penales beneficiando, en las mismas, a unos 1.180 miembros de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias y policiales involucrados en la violación de derechos humanos. Esta ley estableció, básicamente, que todas esas violaciones cometidas entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983 llevadas adelante por personal militar, de seguridad, penitenciario o policial, habían sido cometidas cumpliendo órdenes superiores. Esta presunción se estableció de manera irrebatible y modificó el criterio de la eximente de “obediencia debida” existente en la legislación argentina y universal que establece, desde siempre, que nadie puede invocar la obediencia de una orden para eximirse de responsabilidad, cuando la orden implica la comisión de un delito o la violación de una ley. Tanto la Ley Nº 23521 como la Nº 23492 fueron convalidadas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación aun cuando han sido consideradas violatorias de los tratados internacionales firmados por la Argentina en materia de derechos humanos, tanto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos (OEA) como por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

Que el 25 de marzo de 1998 se produce la pregonada “derogación” de las dos leyes, que habían recibido el unánime repudio de los organismos de derechos humanos y de la opinión popular mayoritaria. No obstante, dicha derogación, al condenar los hechos de terrorismo de Estado exclusivamente hacia el futuro pero manteniendo la impunidad hacia los crímenes cometidos por la última dictadura militar, constituía una verdadera burla al reclamo histórico de juicio y castigo a los delitos de lesa humanidad. Es por eso que desde centenares de organizaciones, por ejemplo las nucleadas en el Encuentro Memoria, Verdad y Justicia, se siguió reclamando la anulación definitiva de ambas leyes, así como de los decretos de indultos a genocidas que luego dictara el presidente Carlos Saúl Menem.

Que esas dos leyes, conocidas como las leyes de impunidad, dieron lugar a una larguísima lucha para resolver su nulidad. Esa lucha, de los familiares de las víctimas del genocidio, y de cientos de organizaciones de derechos humanos, sindicales, estudiantiles, sociales y populares, con la simpatía de la enorme mayoría de la población, logró que ambas leyes fueran finalmente declaradas insalvablemente nulas. Fue la Cámara de Diputados de la Nación la que resolvió esa nulidad el 12 de agosto del 2003. Fue de mi autoría el proyecto legislativo de esa nulidad legislativa, y acompañada por legisladoras y legisladores de distintos bloques políticos logramos su aprobación tras una innumerable cantidad de sesiones especiales que no reunían el quórum para sesionar. La constitucionalidad de esa nulidad legislativa fue luego convalidada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Que ante la ocupación del cuartel militar de La Tablada, en enero de 1989, el doctor Raúl Alfonsín permitió que las Fuerzas Armadas condujeran la represión. Es de público conocimiento lo allí ocurido. Se denunciaron torturas, asesinatos y desaparición de personas entre los integrantes del grupo atacante del cuartel, cuando el desalojo del mismo, como lo señaló en su momento el Comisario Jefe de la Policía Federal Argentina, Juan Pirker, se podría haber efectuado sólo con gases. Como resultado también de los hechos de La Tablada, Alfonsín firmó el 25 de enero de 1989 –dos días después del hecho– el decreto de creación del Consejo Nacional de Seguridad (Cosena), presidido por él e integrado por los Jefes de Estado Mayor de las tres armas, mediante el cual permitió nada menos que la intervención de las Fuerzas Armadas en los conflictos internos.

Que por último, y aun sin ser lo esencial, caben nuestras serias objeciones en relación a la política económica del doctor Raúl Alfonsín, que el proyecto también reivindica en términos generales. Alfonsín, durante su primera campaña electoral, acuñó la célebre frase: “Con la democracia se come, se cura y se educa”. Pero a lo largo de su presidencia la pobreza mostró una tendencia ascendente y prosiguieron el deterioro de la salud y la educación públicas. Mientras que en 1980 la pobreza en el Gran Buenos Aires era del 6% y la indigencia del 1,5%, tres años después de asumir, en 1986, esos índices habían trepado al 11% y al 2,6% respectivamente. Durante todo su gobierno, Alfonsín hizo recaer la crisis económica sobre las espaldas de los trabajadores. El congelamiento de salarios y precios fue una de las características comunes del Plan Austral primero y el Plan Primavera después. Pero en realidad, “los salarios iban por la escalera y los precios por el ascensor”. En cuanto a la fraudulenta deuda externa, nunca fue consecuentemente enfrentada por el gobierno de Alfonsín. Durante su mandato siguió creciendo hasta alcanzar un 50% más que al terminar la dictadura militar. Los pagos fueron cumplidos rigurosamente hasta que en abril de 1988 se vio obligado a declarar una moratoria. Es imprescindible recordar, además, que los primeros intentos de privatización de las empresas del Estado se originaron bajo la presidencia del doctor Alfonsín. En julio de 1987, sus ministros de Economía y de Obras y Servicios Públicos lanzaron un paquete de medidas para la reforma del sector público. Por las fuertes protestas de los trabajadores estatales y la debilidad política del gobierno no las pudieron implementar de modo integral, lo que luego haría la gestión de Carlos Saúl Menem. Fue precisamente Alfonsín quien, a través del Pacto de Olivos, acordó con Menem la posibilidad de reelección. En 1989, en medio de la hiperinflación y los saqueos, Raúl Alfonsín debió abandonar el poder siete meses antes de concluir su mandato.

Que durante muchos años, cuando todo parecía asegurarnos que la impunidad del genocidio se impondría en la Argentina, y lo mismo ocurría en nuestros países vecinos afectados por el llamado Plan Cóndor, los hijos y las hijas de asesinados, desaparecidos, presos, torturados y exiliados por la dictadura militar nos agrupábamos para darnos consuelo frente a la impunidad, y nos prometíamos que no habría olvido ni silencio sino justicia. Para ello debimos luchar durante demasiados años y no hemos podido dejar de hacerlo un solo día de nuestras vidas. “No olvidamos, no perdonamos, no nos reconciliamos”, era la expresión que abría la frase colectiva: “Juicio y castigo a todos los genocidas”. Recordar por qué hemos tardado tantos años en lograr las primeras y tan escasas condenas, señalar las responsabilidades políticas de quienes gobernando no ayudaron a implementar la justicia sino a construir años de impunidad, incluso más allá de las intenciones últimas que pudieron guiar sus acciones, seguir reclamando para que resulte cierto que será justicia, es nuestra obligación.

Que se comprenderá, entonces, por qué no podemos acompañar el proyecto en cuestión, y sí solicitar que se nos acompañe en nuestro dictamen en minoría.
Por lo expuesto, esta Comisión de Cultura aconseja la aprobación de la siguiente:
RESOLUCIÓN

Artículo único: Archívese el Expediente Nº 1504-D-2008.
Sala de la comisión: 7 de julio de 2008.
WALSH, Patricia.
Sr. Secretario (Pérez).- Cuenta con despacho de mayoría y minoría de la Comisión de Cultura. Se va a votar el despacho de mayoría. Es una ley que requiere 40 votos.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas. Se requieren dos tercios de votos de las diputadas y diputados presentes.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en general.

Sra. Alegre.- Pido la palabra.


Señor presidente: por su intermedio, quiero solicitarle autorización al Cuerpo para abstenerme.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar la solicitud de abstención pedida por la diputada Alegre. 

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en general.


Se va a votar mediante el sistema electrónico. Se requieren 40 votos.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, de Andreis, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Gómez, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Moscariello, Mouzo, Olivera, Olmos, Parada, Pedreira, Puy, Rabinovich, Ritondo, Ruanova, Santilli, Saya, Smith, Urdapilleta y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Romagnoli y Walsh.

- Se registra la siguiente abstención: Alegre.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: 47 votos emitidos; 44 a favor, 2 en contra y una abstención.


En consideración en particular el Artículo 1°.


Se va a votar mediante el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, D'Angelo, De Anchorena, de Andreis, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Godoy, Gómez, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Parada, Pedreira, Puy, Rabinovich, Ritondo, Ruanova, Santilli, Saya, Smith, Urdapilleta y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Romagnoli y Walsh.

- Se registra la siguiente abstención: Alegre.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: 49 votos emitidos; 46 a favor, 2 en contra y una abstención. Se agrega el voto afirmativo de la diputada Centanaro.


El Artículo 2° es de forma.
Queda sancionada la ley. (Aplausos)

Preferencias con Despacho

Sr. Presidente (Santilli).- Corresponde considerar las preferencias con despacho.

Derogación del Artículo 15 de la Ley 2565, sobre Cooperadoras Escolares
Sr. Presidente (Santilli).- Corresponde considerar el Despacho número 386/08.

DESPACHO 386

DESPACHO DE MAYORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:

El Expediente 920-D-2008, de ley, de los diputados/das Gómez y D´Angelo, referido a dejar sin efecto el Artículo 15 de la Ley 2565 y agregado Expediente Nº 1172-D-2008, de Ley, del Diputado Ibarra, referido a la derogación del Art. 15 de la Ley Nº 2565 (Ley de Emergencia en la Infraestructura de los Establecimientos Educativos de Gestión Estatal de la Ciudad), y

Considerando:

Que el presente proyecto pretende la derogación del Artículo 15 de la Ley Nº 2565 de Emergencia de Infraestructura Escolar de los Establecimientos Educativos de Gestión Estatal cuya efectiva implementación comenzó la primera semana de marzo de este año, y resultaría apresurado modificarla o emitir un juicio acabado sobre su efectividad a sólo tres meses de su puesta en marcha.

Que el plazo de vigencia de la Ley finaliza en diciembre de este año, con lo cual ya está prevista una fecha en la que los Legisladores de la Ciudad podrán eventualmente cuestionarla o no, y por lo tanto juzgar su efectividad en términos de soluciones concretas para los históricos problemas de infraestructura que presentan los establecimientos escolares de la Ciudad y que claramente no pueden ser imputados a esta gestión, la que se ha hecho cargo del gobierno sólo hace escasamente 180 días.

Que la derogación del Artículo 15 a esta altura del año sólo entorpecerá la implementación de la Ley debido a las modificaciones que acarrearía sobre un sistema de funcionamiento recién instalado. En este sentido, restablecer el sistema anterior no garantizaría una mayor eficacia en la resolución de los problemas de mantenimiento escolar. Por el contrario, las reasignaciones presupuestarias y las alteraciones del actual circuito administrativo que conllevaría la derogación del Artículo 15 de la Ley 2565, podrían interferir en la pronta solución de los problemas de mantenimiento que nos ocupan.

Que desde el Ministerio de Educación se ha puesto en marcha un mecanismo conocido como caja chica, por el cual todos los directores de escuelas de la Ciudad disponen de una asignación mensual con destino a cubrir necesidades inmediatas que surjan dentro de su área de competencia.
Que existe en la comisión con estado parlamentario un proyecto de ley del diputado Oscar Moscariello en el que se trata de manera integral la problemática de las cooperadoras, por lo que carece de sentido tratar el proyecto de los diputados Ibarra y Gómez que sólo se refiere a aspectos parciales del tema. 

Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
RESOLUCIÓN

Artículo único.- Archívese el Expte. Nº 920-D-08 y agregado Expte. Nº 1172-D-08.

Sala de la Comisión: 10 de junio de 2008

DE ANDREIS, Fernando; MORALES GORLERI, Victoria; LUBERTINO, Mónica; MOSCARIELLO, Oscar y MARTÍNEZ BARRIOS, Diana.

DESPACHO DE MINORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:

El Expediente 920-D-2008, de ley, de los diputados/das Gómez y D´Angelo, referido a dejar sin efecto el Artícul 15 de la Ley 2565 y agregado Expediente Nº 1172-D-2008, de Ley, del diputado Ibarra, referido a la derogación del Artículo 15 de la Ley 2565 (Ley de emergencia en la Infraestructura de los Establecimientos Educativos de Gestión Estatal de la Ciudad), y

Considerando:

Que las asociaciones cooperadoras escolares constituyen un modelo de participación ciudadana concreta, convirtiéndose en un soporte fundamental de la gestión pública y en una forma de control de los vecinos respecto de las obras que necesitan los establecimientos educativos a los que concurren sus hijos.
Que hacia fines de la década del ‘80 y principios de los ‘90, el viejo Concejo Deliberante sancionó una serie de ordenanzas tendientes a involucrar a las cooperadoras en la administración de los recursos públicos destinados, entre otras cosas, al mantenimiento edilicio de las escuelas. Entre ellas encontramos la 42.581, que instituyó un subsidio a favor de las asociaciones cooperadoras a fin de desarrollar tareas de mantenimiento edilicio menor. 

Que en noviembre de 2007, se sancionó la Ley de Emergencia de Infraestructura Escolar de los Establecimientos Educativos de Gestión Estatal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Ley Nº 2565 - BOCABA Nº 2836), que en su Artículo 15 dispuso que durante su vigencia “se suspende la aplicación de las ordenanzas N° 42581, 43409, 46243, sus modificatorias, ampliatorias y reglamentarias, y de toda otra norma que se oponga o superponga a los objetivos de la emergencia de la infraestructura de los establecimientos educativos de gestión estatal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En ningún caso la suspensión podrá afectar los subsidios correspondientes a material didáctico ni el funcionamiento de las escuelas de verano”.

Que el objetivo de la suspensión dispuesta, fue el de centralizar el gasto en mantenimiento edilicio de las escuelas, con miras a generar ahorros de tiempo y dinero. 

Que, en ese sentido y con el fin de recibir los reclamos relacionados con la infraestructura escolar, con fecha 3 de marzo del corriente, el Ministerio de Educación lanzó un call center 
–que según trascendió en los medios de comunicación y lo hicieron saber representantes de distintas asociaciones cooperadoras– no logra dar respuesta a las múltiples demandas que los directivos de las escuelas realizan diariamente, generando importantes dificultades a la hora del normal funcionamiento de las clases. 

Que el pasado 24 de abril, asistió a esta Legislatura el Subsecretario de Gestión Económico Financiera y Administración de Recursos, Andrés Ibarra, para realizar el informe trimestral según lo establece la Ley 2565 e hizo entrega a los diputados y diputadas de una carpeta con el listado de las escuelas en obra, indicando el estado de las mismas.

Que de las 56 obras que se indican como terminadas, sólo cuatro se completaron en el marco de la Ley 2565 mientras que las restantes fueron iniciadas con anterioridad.

Que en la misma reunión, el subsecretario advirtió las dificultades del área para atender aún los reclamos menores de los distintos establecimientos educativos.

Que lo dicho revela que no se ha podido cumplir el objetivo de hacer más eficiente el gasto y que suspender la Ordenanza Nº 42581 ha impedido resolver impostergables tareas de mantenimiento cotidiano.

Que el escenario descrito evidencia la necesidad de revisar la norma dictada a fines del año pasado con el objeto de que la Ordenanza Nº 42581, Mantenimiento Edilicio Escolar, recobre su vigencia a efectos de permitir las intervenciones de mantenimiento que venían realizando las asociaciones cooperadoras.

Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente: 
LEY

Artículo 1°.- Sustitúyese el texto del Artículo 15 de la Ley 2565, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 15.- Suspensión. Durante la vigencia de la presente ley se suspende la aplicación de las Ordenanzas Nros. 43.409 y 46.243, sus modificatorias, ampliatorias y reglamentarias. En ningún caso la suspensión podrá afectar los subsidios correspondientes a mantenimiento y/o material didáctico, ni el funcionamiento de las escuelas de verano.

Art. 2º.- Comuníquese, etc. 

Sala de la Comisión: 10 de junio de 2008

OLIVERA, Enrique; KRAVETZ, Diego; MAFFÍA, Diana y GÓMEZ, Verónica.

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:

El Expediente 920-D-2008, de autoría de los diputadas/os Gómez y D'Angelo, y el Expediente 1172-D-2008 del diputado Ibarra, referidos a la derogación del Artículo 15 de la Ley 2565 (Ley de Emergencia en la Infraestructura de los Establecimientos Educativos de Gestión Estatal de la Ciudad), y 

Considerando:

Que de acuerdo a los considerandos emitidos por la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria adhiere al despacho de minoría de la Comisión de Educación. 

Sala de la Comisión: 2 de julio de 2008

ABREVAYA, Sergio; IBARRA, Aníbal; EPSZTEYN, Eduardo; CERRUTTI, Gabriela; FERNÁNDEZ, Raúl; RABINOVICH, Alejandro y D'ANGELO, Julián.

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:

El Expediente 920-D-2007 y agregado Nº 1172-D-2008, de autoría de los diputados Gómez, D´Angelo e Ibarra, por el cual se propicia dejar sin efecto el artículo 15º de la Ley 2565, y

Considerando:

Que la derogación del Artículo 15 a esta altura del año sólo entorpecerá la implementación de la Ley debido a las modificaciones que acarrearía sobre un sistema de funcionamiento recién instalado. En este sentido, restablecer el sistema anterior no garantizaría una mayor eficacia en la resolución de los problemas de mantenimiento escolar. Por el contrario, las reasignaciones presupuestarias y las alteraciones del actual circuito administrativo que conllevaría la derogación del Artículo 15 de la Ley 2565, podrían interferir en la pronta solución de los problemas de mantenimiento que nos ocupan.

Que desde el Ministerio de Educación se ha puesto en marcha un mecanismo conocido como caja chica, por el cual todos los directores de escuelas de la Ciudad disponen de una asignación mensual con destino a cubrir necesidades inmediatas que surjan dentro de su área de competencia

Que esta Legislatura, en un sinnúmero de ocasiones, ha debido convalidar mediante leyes los cambios de destino que las asociaciones cooperadoras le han dado a los mismos y que por otra parte se desconocen datos precisos sobre los estados de rendiciones de los subsidios recibidos a la fecha.

Por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria adhiere al dictamen de mayoría nuestra similar de Educación.

Sala de la Comisión: 2 de julio de 2008

GONZALEZ, Álvaro; SANTILLI, Diego; AMOROSO, Víctor; DESTÉFANO, Roberto; DE ANDREIS, Fernando y ZAGO, Oscar.

Sr. Secretario (Pérez).- La Comisión de Labor Parlamentaria acordó poner a consideración en primera instancia el despacho de mayoría de la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en general el proyecto de ley.


Se va a votar el proyecto de mayoría de la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, y no el de Educación. Se va a votar a través del sistema electrónico. Antes de ello, por Secretaría se dará lectura al proyecto. 

Sr. de Andreis.- Pido la palabra.
Señor presidente: íbamos a proponer la modificación de la redacción del Artículo 1°.

Sr. Presidente (Santilli).- Si le parece, vamos a votar en general.

Sra. Gómez.- No, porque hay un texto consensuado.

Sr. Presidente (Santilli).- Por supuesto que hay un texto consensuado, pero estamos en el tratamiento en general, por lo que propongo que votemos en general y luego, en particular, leemos el texto consensuado.

Sr. de Andreis.- Lo que sucede es que se trata de un único artículo. ¿Lo leo ahora?

Sr. Presidente (Santilli).- Léalo, diputado de Andreis.

Sr. Olmos.- ¡No es así!

Sr. Presidente (Santilli).- Ya sé que no es así, pero todos me están pidiendo que se lea. Sé que el Reglamento no lo establece, pero es para la tranquilidad de algunos diputados.


Tiene la palabra la diputada Gómez.

Sra. Gómez.- Señor presidente: el diputado de Andreis va a leer una propuesta consensuada que permitiría que la votación en general tenga el acompañamiento de todos los bloques. Entonces, la idea es que se ponga a consideración ese texto para poder acompañarlo y después votarlo en particular.

Sr. Presidente (Santilli).- Entonces, vamos a leerlo. Le pido, diputado de Andreis que lo lea.

Sr. de Andreis.- “Artículo 1°.- Sustitúyese el texto del Artículo 15 de la Ley 2565, el que quedará redactado de la siguiente forma: ‘Artículo 15.- Suspensión. Durante la vigencia de la presente ley se suspende la aplicación de las ordenanzas números 43409 y 46243 y de los artículos 3° y 4° de la Ordenanza número 42581, sus modificatorias, ampliatorias y reglamentarias. En ningún caso la suspensión podrá afectar los subsidios correspondientes a mantenimiento y/o material didáctico, ni el funcionamiento de las escuelas de verano’”.

Sr. Ibarra.- Pido la palabra.

Sr. Presidente (Santilli).- Hecha la aclaración del diputado de Andreis, tiene la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Señor presidente: pediría –por lo menos para cuando se trate en particular– que se vuelva a precisar el texto, porque se realizó una redacción de último momento; y, a pesar de haber sido leído, quisiera que se lea nuevamente para tener precisión sobre el texto.


De todas maneras, sólo quiero mencionar el esfuerzo de los diferentes bloques, tanto en la Comisión de Educación como en la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, destinado a poder reponer la disposición de los recursos por parte de las diferentes cooperadoras escolares y así poder afrontar las obras menores, de mantenimiento, que hoy, al carecer de esos recursos, son de difícil o imposible implementación. 

La que estamos proponiendo o acompañando no es una reforma menor. Está claro que en un texto consensuado, se plantean algunas modificaciones; pero, en definitiva es volver al sistema anterior que, más allá de las diversas aplicaciones, ha demostrado que la participación de los padres en las cooperadoras, con la inversión de los recursos públicos, en muchos casos ha permitido solucionar problemas que hoy, y hasta el presente, se demostró que el Estado se encuentra con muchas más dificultades para hacerlo.


Por estos argumentos es que acompañamos. Expresamos nuestro reconocimiento a otros bloques que también, en este mismo sentido, y con proyectos similares, plantearon la misma cuestión.

Sr. Kravetz.- Pido la palabra. 


Señor presidente: me parecía un poco más adecuado que empiece hablando la diputada Verónica Gómez del porqué del proyecto que vamos a votar hoy. Ella es, en definitiva, en conjunto con el doctor Ibarra, autora de la iniciativa del proyecto de ley.


Dado el orden en que se otorgó el uso de la palabra, voy a decir un par de cosas: la primera, es que la discusión acerca de lo que estamos votando empezó el día en que votamos la Ley de Emergencia de la Infraestructura Escolar. Nosotros le dimos al Ejecutivo una herramienta casi inédita en la Ciudad de Buenos Aires, que es la posibilidad de utilizar la mitad de su presupuesto destinado a obras de una manera distinta, pudiendo hacer, inclusive, contrataciones directas para mejorar algo que, todos entendíamos, estaba en un estado –por lo menos– deficiente, que es la infraestructura escolar.



Dentro de lo que fue la discusión de la ley, obviamente, hubo distintas posturas. En el caso puntual de nuestro bloque, también hubo distintas posturas. Quiero dejar asentado esto en la versión taquigráfica. En nuestro bloque, cuando se debatió el tema, había claramente dos posiciones: una, que estaba a favor de suspender los subsidios a las cooperadoras, y otra, que estaba en contra. La verdad es que era parejo el número de personas que se ubicaban de uno y otro lado. Finalmente, primó la posición de suspender, con algunos argumentos. El primero, es que, obviamente, es real que las escuelas tienen deficiencias de infraestructura. El segundo, es que el macrismo llegaba al gobierno con un caudal de votos que le daba la posibilidad, por lo menos, de darle crédito político para afrontar la gestión del Estado con mecanismos distintos a los que se venían usando con anterioridad.


Ahora, así como digo esto, obviamente también voy a decir cuál fue mi posición: fue la de acompañar la ley; acompañar la iniciativa. Después de ver la gestión del ministerio de Educación en el área, con sus cosas positivas y negativas –y lo digo con todo el respeto del mundo–, creo que me equivoqué en ese momento con la postura asumida.



Decía que quiero que esto quede asentado en la versión taquigráfica, porque es lo mínimo que se merecen mis compañeros de bloque, que siento que, de alguna manera, le han dado crédito a su presidente y, finalmente, primó la iniciativa que defendí fuertemente dentro del espacio político.


Dada la equivocación de quien habla y dada la posibilidad que nos da hoy esta votación, me gustaría dejar aclarado de qué estamos hablando, finalmente. Si no, parecería que estuviéramos debatiendo todo el sistema de compras del Ministerio de Educación. No es así. Estamos hablando, ni más ni menos, que de las obras chicas de los colegios: nos referimos a cuando se tapa un baño, cuando se rompe un caño, cuando falta un pupitre, cuando se rompe algo, etcétera. Nos referimos a cosas chicas. Y es en estas cosas chicas en las que falló el Ministerio. Ha logrado hacer algunas obras importantes, otras no; pero, en las cosas chicas, seguro falló. 
Falló el sistema que el ministro denomina –y que históricamente se denomina– “call center”. Así le dicen. Nos referimos al sistema por medio del cual cuando alguien tiene un problema en un colegio, hace un llamado y el Estado va y lo soluciona. La verdad es que el sistema no ha funcionado, porque no ha logrado un mecanismo rápido que permita subsanar las deficiencias escolares. Justamente, eso es lo que nos lleva a tener que votar este proyecto.


Señor presidente: quiero remarcar que en este cambio de actitud del propio bloque macrista existe también un acto de grandeza. Se trata de poder ver si en un “mientras tanto”, desde ahora y hasta que termine el año, las cooperadoras pueden subsanar con estos subsidios problemas a los cuales el Estado no ha llegado.

De ninguna manera esto debe ser tomado como una derrota política, sino simplemente –creo yo– como una forma de volver a entender la política en áreas sensibles como políticas de Estado. Así como cuando discutimos sobre la infraestructura escolar finalmente todos dijimos que hay políticas de Estado en las cuales deben dejarse de lado las políticas partidarias y poner por encima el bien común de los chicos –y así votamos todas las excepciones a las formas de contratación–, hoy también por los chicos votamos la vuelta de estos subsidios para que se vayan solucionando los problemas en los colegios.


Para terminar, señor presidente, deseo felicitar a la diputada Verónica Gómez y al doctor Ibarra, por ser los autores de la iniciativa. Perdón, me corrijo: felicito a la doctora Verónica Gómez –la verdad es que no sabía que era abogada–, y lo aclaro para que nadie se ofenda.


Señor presidente: en síntesis, la labor de estos diputados y de quienes hemos acompañado su iniciativa hace que hoy estemos votando este proyecto. Lamento profundamente que algunos bloques hayan variado su posición a lo largo del tiempo, lo cual hizo que tuviésemos que seguir discutiendo hasta último momento el texto, cuando cada posición estaba clara antes de llegar al recinto. De todos modos, son avatares de la política.


Sin más, señor presidente, manifiesto mi agradecimiento e insisto con lo mismo: también es un acto de grandeza del bloque macrista.

Sra. Gómez.- Pido la palabra.


Señor presidente: como bloque del Partido Socialista, y tal como lo manifestara el diputado Kravetz, hace unos meses presentamos el proyecto 920-D-08, en el convencimiento de que la Legislatura debía ocuparse, institucionalmente, de lo que en los últimos meses se evidenció como una decisión desacertada, que fue la suspensión de los subsidios de mantenimiento a favor de las cooperadoras, como dispuso el Artículo 15.


Creo que esto tiene que ver con un fracaso del sistema que se presentó como alternativo, y también con un esquema de mantenimiento centralizado que fue insuficiente e incapaz de dar respuestas ágiles a las necesidades de las escuelas.


Como bien se dijo aquí, no estamos hablando ni de grandes ni de pequeñas obras. No nos estamos refiriendo a los problemas más importantes de infraestructura que, desde hace muchos años, arrastran muchas de nuestras escuelas, sino que estamos hablando de la imposibilidad de resolver, en el corto plazo, problemas que cotidianamente enfrentan algunos establecimientos educativos.

Por ejemplo, estamos hablando de la rotura de una cisterna automática de la caldera en la Escuela 5 de la calle Moldes; de los baños que se tapan después de un recreo en la Escuela 6, del Distrito Escolar 20; de la llave de electricidad que saltó en el Lenguas Vivas; del mal funcionamiento de la bomba de agua en la Escuela 11, del Distrito Escolar 8; de la explosión de la caja de luz en la Escuela 13; o de la reposición de vidrios rotos en la Escuela “Tierra del Fuego” del Pasaje Dantas.


Sé que hubo quienes nos plantearon que era necesario esperar otros seis meses para darle tiempo al Gobierno a fin de solucionar las falencias que ese sistema de call center mostró en la práctica. Creo que no hay que seguir esperando, ya que esto no se va a poder solucionar en el corto plazo, porque aun cuando se mejorara el sistema de mantenimiento que funciona en el Ministerio de Educación, seguiríamos teniendo problemas en cuanto a la atención oportuna de las acciones de mantenimiento menor. Esto no es más oportuno que cuando se realiza descentralizadamente, teniendo en cuenta la realidad que vive cada una de las escuelas. 
Por eso tampoco es una solución ni se puede reemplazar este subsidio con las cajas chicas a los directores y directoras de las escuelas, cuya función es claramente muy distinta a la de estar preocupados por los problemas de mantenimiento.


Las cooperadoras son una maravillosa experiencia de participación ciudadana en el seno de las escuelas y están, como tales, sujetas a los avatares y a las dificultades propias de lo que es una experiencia de participación. Como socialistas, nosotros entendemos que el Estado, cuando tiene dificultades y obstáculos, debe fortalecerlas, asistirlas, capacitarlas y, si manejan fondos, controlarlas, pero no desalentarlas o destruirlas.


También entendemos que, a través de la recuperación o de la restitución de este subsidio a las cooperadoras escolares, no les estamos delegando a las cooperadoras una función esencial del Estado en referencia a la educación pública. Creemos que la educación pública no se debilita de esta manera, sino que se enriquece con la participación de los miembros de la comunidad en la gestión educativa; se enriquece cuando los padres y las madres se preocupan y están al tanto de los problemas que tienen las escuelas a las que concurren sus hijos, y se enriquece a partir del trabajo común y colectivo para solucionar esos problemas.


Por eso, agradezco a los distintos bloques el trabajo realizado y el anhelo por la búsqueda de consenso que hoy nos permite votar un texto consensuado.


Como bloque del Partido Socialista, vamos a votar afirmativamente esta iniciativa. (Aplausos.) 

Sr. Moscariello.- Pido la palabra.


Señor presidente: cuando se votó la Ley de Emergencia de Infraestructura Escolar, muchísimos diputados que participaron en ese debate –aunque la composición era variada– votaron la Ley de Emergencia, poniendo énfasis en la necesidad de blanquear una cuestión que se venía escondiendo hacía más de cuatro años con relación a la infraestructura edilicia de los colegios de la Ciudad de Buenos Aires. 


Ahora, en función de esa emergencia declarada, señor presidente, a seis meses de transcurrido nuestro gobierno y con años de retirada del Estado en relación a la atención que se debe prestar no sólo en lo atinente a infraestructurara edilicia de los colegios sino en otras áreas, en las que se ha puesto muchas veces en peligro lo que es el rol fundamental del Estado como garante de la educación, ¿cómo podemos explicar la precariedad en la que las escuelas se han ido deteriorando paulatinamente, si no ha sido producto de ese retiro o de ese desentendimiento con relación al mantenimiento de los colegios? 

Creo, señor presidente, que aquí se ha puesto en tela de juicio lo que desde nuestro gobierno se está llevando adelante con relación a lo que oportunamente la Legislatura votara para que haya una inversión adecuada y recuperar así los establecimientos escolares. Pero nosotros queremos saber, señor presidente, quién ha tenido la responsabilidad de que los colegios no cuenten con una infraestructura suficiente para el dictado de las clases, y que al menos 261 escuelas no hayan recibido aún la inspección de la seguridad dispuesta por el Ente Nacional Regulador del Gas.
Según el plan de infraestructura que adoptó nuestro gobierno para el corriente año, ya se han finalizado 80 obras, se encuentran en ejecución 125 y se ha llamado a licitación para 176, de las que 134 se van a realizar en el período de vacaciones escolares del mes de agosto. El plan a realizar que tenemos en nuestras manos está vinculado, principalmente, a calefacción termodinámica de los establecimientos, que es un reclamo que se viene haciendo desde hace muchísimo tiempo. 

Nosotros tampoco somos responsables de que las mayores dificultades se encuentren en la zona sur de la Ciudad, como en los barrios de Pompeya, Soldati, Bajo Flores, Mataderos, Villa Riachuelo y Villa Lugano. Estos datos son muy contundentes y hablan a las claras de muchos años de no hacer, de no ejecutar, de refaccionar mal o de sólo emparchar sobre lo reparado.


No quiero entrar en la discusión relacionada con la efectividad o no que han tenido las cooperadoras escolares, porque nuestro sector presentó un proyecto que trata de reordenar su funcionamiento. Nosotros consideramos estratégicas a las cooperadoras escolares en la interacción permanente entre el Estado y la comunidad de padres; pero la verdad es que durante muchísimos años la infraestructura de los colegios no pudo gestionarse debidamente, y los resultados están a la vista: si tenemos problemas, quiere decir que durante muchísimo tiempo el Estado se ha desentendido de su responsabilidad principal.


No quiero expresar otras falencias que la propia organización de las asociaciones cooperadoras ha tenido en el manejo de los subsidios. Me refiero, por ejemplo, a las rendiciones de cuentas, al mal manejo que han tenido y a los problemas contables de más del 50 por ciento de las asociaciones cooperadoras. Esa cuestión se puede ir reordenando por medio de un mayor control por parte del Ministerio de Educación; pero, sin duda, el sistema que funcionó hasta ahora, mal que nos pese, no es el adecuado para recuperar los edificios escolares ni para el verdadero funcionamiento del mantenimiento edilicio. 


Repito: no quiero cuestionar el rol de las cooperadoras, porque a la hora de asociar voluntades de los diferentes actores de la comunidad educativa las asociaciones cooperadoras cumplen un rol fundamental; pero es necesario aggiornar esa relación, hacerla más efectiva y más eficiente, ya que los problemas que presenta la infraestructura de los colegios lo reclaman permanentemente.


Quiero desmentir categóricamente el fracaso del sistema que hemos implementado, al que aquí se ha hecho mención. Si se compara este primer semestre con 2007, se verá que tenemos un incremento de actuaciones de más del 230 por ciento; y, comparado con 2006, también tenemos un crecimiento en las actuaciones que está llevando adelante la Subsecretaría de Infraestructura y pueden darse ejemplos concretos.


De acuerdo con el Plan de Infraestructura, se van a destinar 47.700.000 para reactivar obras que estaban paralizadas; 43 millones para finalizar obras en ejecución; 103 millones para ejecutar obras nuevas –entre las que se incluyen tanto obras menores como aquellas que están transferidas a Desarrollo Urbano– y otros proyectos sobre gas. Es decir, hay un incremento, como es palpable, con relación a los años anteriores: 129 por ciento con relación al 2006, y un incremento superior respecto del 2007.


Sin desconocer que era otro de los reclamos que aquí se planteaban, con relación al material didáctico, en este momento se han destinado 23.700.000 pesos, respecto de los 15 millones que se giraron el año pasado.


Estamos convencidos de que las asociaciones cooperadoras son una herramienta indispensable para el desarrollo del sistema educativo, como también reconocemos el espacio de excelencia que constituye la participación de los padres como integrantes activos de la comunidad educativa. De aquí se deriva la idea de que el sistema educativo debe ser pensado como un sistema integral: la calidad pedagógica, la edilicia, la humana y la solidaria hacen un todo, y desde esa perspectiva es que queremos a las cooperadoras, porque ellas constituyen un rol clave y necesario para que el sistema funcione en conjunto.


Señor presidente: no hay duda alguna de que el sistema, tal cual como funcionaba, ha fracasado. Pero, en vista de que hay un reclamo en función del perfeccionamiento que estamos buscando en el sistema, vamos a aceptar la alternativa que han propuesto los distintos bloques que componen la Legislatura, para satisfacer los intereses de los diferentes actores que están involucrados. 
Como bien dijo mi compañero de bancada, diputado de Andreis, proponemos mantener la suspensión de las ordenanzas 43409 y 46243, y la suspensión de los artículos 3º y 4º de la Ordenanza N° 42581. Además, vamos a reponer la parte del Artículo 1º y subsiguientes que no se suspenden de la Ordenanza N° 42581 para que, de este modo, materialicemos la idea de la participación conjunta con las cooperadoras.


Quiero destacar, señor presidente, para que no se malinterprete, que no somos magos y que no podemos cambiar todo en seis meses, cuando la retirada del Estado ha permitido un escenario en el que se ha suspendido la garantía absoluta como contralor de la educación, como contralor del estado edilicio de nuestros colegios y de la seguridad de los propios chicos.


Estamos convencidos de que el Estado debe recuperar su potestad de garante de la educación desde todas las perspectivas posibles, porque muchos de los sectores que forman parte de esta Legislatura se llenan la boca con la educación pública, y la verdad es que nosotros no sólo no nos queremos llenar la boca, sino que queremos hacernos cargo de nuestra responsabilidad como Estado. Nuestro Gobierno va a hacer todo lo posible para dar la garantía suficiente para que en los próximos años tengamos un sistema educativo que brinde una educación de calidad y que, al mismo tiempo, garantice que el estado edilicio de nuestros colegios sea el que merecen todos y cada uno de los chicos que allí concurren.

Como conclusión, señor presidente, nos mantenemos firmes en la idea de que el Estado es responsable, en gran medida, de lo que sucede en los establecimientos educativos. El hecho de que el Estado se haya distanciado y delegado su responsabilidad total en manos de las cooperadoras no significa que esto sea lo más adecuado para el sistema educativo. Ha llegado el momento, y nos hacemos cargo, de tomar el toro por las astas y reconocer la responsabilidad que el Estado tiene sobre una gestión de calidad con respecto a servicios públicos, cuyas repercusiones no sólo se hacen sentir en las generaciones presentes sino que se harán sentir en las generaciones futuras. (Aplausos.) 

Sra. Parada.- Pido la palabra.


Señor presidente: en torno a este tema, en primer lugar, empiezo con un beneplácito por haber llegado a un consenso respecto de los proyectos de ley del diputado Ibarra y la diputada Gómez. 
Para que quede asentado en la versión taquigráfica, quisiera corregir lo dicho por el diputado preopinante de que todos y cada uno de los diputados votamos esto. No lo votamos ni mi compañero de bloque ni yo. El diputado Bidonde, que en ese momento formaba parte de este Cuerpo, tampoco lo votó. En aquel momento no lo votamos, y explicitamos que esto que se está discutiendo aquí no es solamente si el Estado delega sus poderes o la responsabilidad de efectuar las obras, ya que es un poder indelegable. Lo que estamos discutiendo es el espacio público y la participación de las asociaciones cooperadoras como parte integrante de la comunidad educativa, con el poder de decidir, en definitiva, cuáles son las prioridades y las urgencias de los colegios en los que participan los padres que integran las cooperadoras. 


Entonces, cuando discutimos esto, estamos discutiendo el espacio público y la potestad que tienen los ciudadanos de participar en las decisiones, al igual que cuando discutimos el tema de las comunas. 


Nosotros nunca creímos que la Ley de Emergencia Educativa tenía que ver con recuperar el rol del Estado. Creímos que la emergencia era necesaria, que había que declararla, y en eso sí acompañamos el proyecto. Pero también creemos fundamental que hay que dejar de lado la burocracia –y no la “burrocracia” de la que también entiendo algunos han formado parte– que hace al control que todos los ciudadanos tienen de los gastos de sus impuestos. No fue así. 


Estamos a seis meses. Nadie le pide magia al gobierno; sólo se pide el cumplimiento de los compromisos. Quizás el hoy Jefe de Gobierno se excedió al decir que iba a construir tanta cantidad de kilómetros de subte, que iba a resolver tantos problemas. Lo que le vamos a exigir también, cuando se cumpla el año de la emergencia educativa, es que realmente se haya cumplimentado con lo que se prometió en esta Legislatura, y que también sea clara la rendición de cuentas. Hasta el momento, lo que se está presentando en el Comité de Seguimiento es absolutamente insuficiente. 


Por último, también quiero destacar que otro de los temas por los cuales no acompañamos la emergencia como se aprobó fue que ni siquiera se discriminaba cuáles son las escuelas que más atención necesitan y que, en este caso, la zona sur, a la que todo el mundo va cuando está en campaña, se saca fotos y reconoce lo que sucede allí, al igual que en otras zonas en las que hay escuelas cercanas a villas de emergencia…

- Murmullos en la sala.

Sra. Parada.- Señor presidente: por favor, ¿puede pedir silencio?

Sr. Presidente (Santilli).- Solicito silencio, por favor.


Continúa en el uso de la palabra la diputada Parada.

Sra. Parada.- Muchas gracias. 


Sin embargo, lo que podemos advertir con el funcionamiento de la Ley de Emergencia es que, por ejemplo, hay un distrito, el de Saavedra, que tiene tres veces más de ejecución de obra que lo que pueden tener tres distritos juntos de la zona sur. Y esto también lo señalamos. 


Por lo tanto, quiero dejar asentado que, obviamente, mi bloque va a votar positivamente este proyecto.
Me alegra que se haya tomado nota de este asunto. Entiendo que esto no se trata simplemente del manejo de las obras que, además, es una función indelegable del Gobierno, como lo es hacerse cargo de la educación; esto hace a la participación ciudadana. Algunos padres hoy pueden participar poco de la actividad de sus hijos en el colegio, aunque hay padres que sí se preocupan e integran las asociaciones, cuando sabemos que otros no pueden hacerlo por cuestiones de trabajo.

La norma tendía a diezmar a las asociaciones cooperadoras. 

También quiero decir que conozco de malos manejos como cualquier otro. Pero, cuando existen malos manejos, el mecanismo no puede ser castigar y medir a todo el mundo con la misma vara. Es lo mismo que pasa con la clase política, cuando la gente dice algo de todos los políticos y mete a todos en la misma bolsa. Debemos aprender que, cuando alguien comete un ilícito, el camino es la denuncia, el seguimiento, la cárcel y el castigo; se trate del ilícito que sea. Para eso hay leyes, y nosotros hacemos leyes.

Por último, ya que tanto se dijo que el Estado es responsable de la educación, espero que se haga cargo y rinda cuentas, como corresponde, de la deuda que se ha generado en relación con la emergencia educativa. 

Nada más. (Aplausos.) 

Sr. Olivera.- Pido la palabra.


Señor presidente: la suspensión votada en el Artículo 15 de la Ley 2565 se basaba en el supuesto de que durante ese período, que abarcaba un año, el Estado iba a resolver eficientemente los problemas que atendían las cooperadoras a partir de las ordenanzas suspendidas. Ese supuesto implicaba también la apertura de un período experimental, en el que se podía analizar la aptitud del gobierno para realizar esa tarea; y, por otro lado, en qué medida la menor actividad de las cooperadoras afectaría el funcionamiento de la comunidad educativa, especialmente, en cuanto a su actitud participativa.


Pasó un tiempo, pero todavía no podemos hacer un juicio definitivo respecto de cómo influenció esta suspensión en la actitud participativa dentro de la comunidad educativa. Sin embargo, podemos afirmar que durante el primer trimestre de este año el Gobierno estuvo muy lejos de cumplir con los objetivos que se había planteado. Debemos admitir, en honor a la verdad, que efectivamente en el segundo trimestre hubo un mejoramiento; por lo menos, ésos son los datos que nos han suministrado; pero continúan los reclamos.


Entendemos que hay que levantar la suspensión, por lo menos, de los artículos pertinentes de la ordenanza que brinda subsidios a las cooperadoras escolares. Por esta razón, vamos a acompañar este proyecto de ley. 

Además, queremos reconocer y celebrar el cambio de posición que ha tenido el bloque mayoritario, ya que ahora está actuando con un sentido mucho más práctico, mucho más realista. Por otro lado, las tareas que han desarrollado los otros bloques, que con gran flexibilidad y con gran apertura han podido –hemos podido– alcanzar un texto de consenso, pone de relieve –y espero que esto sea un prólogo de otras decisiones que tienen que tomarse en la materia– que la educación es una política pública que merece el apoyo de todos los legisladores. (Aplausos.) 

Sr. Rabinovich.- Pido la palabra.


Señor presidente: la verdad es que iba a hacer una breve intervención sobre el tema de los subsidios. Pero antes de comenzar con lo que pensaba decir, es necesario marcar una cuestión sobre la base del discurso del presidente de la bancada oficialista.

Me parece que el discurso está planteado en el momento en el que hay dos despachos, uno de mayoría y otro de minoría, y está basado en lo bueno del sistema para decir por qué no había que volver al subsidio a las cooperadoras.
Creo que haber llegado a un consenso no alcanza con incorporarlo en este párrafo. Me parece que la gran confusión es qué es lo que discutimos. En este sentido, creo que nos pudo ilustrar el Jefe de Gabinete cuando vino acá hace dos semanas y habló de las actuaciones de mantenimiento. En ese momento, Horacio Rodríguez Larreta dijo: “En términos de actuaciones de mantenimiento hechas directamente por el Ministerio llevamos, de enero a junio, casi la misma cantidad que el año pasado y apuntamos a duplicarla para fin de año”. 


Respecto de lo que dijo el Jefe de Gabinete en cuanto al mantenimiento –que es lo que se discute acá–, o hay una falencia, o el Estado no pudo cubrir la función que cumplían hasta el día de hoy las cooperadoras. 


El año pasado voté la Ley de Emergencia Edilicia Escolar. Creía que era necesario, como lo habían planteado en su momento, una serie de herramientas para poder llevar adelante una transformación edilicia en el área educativa. He pedido informes; he participado de cada una de las intervenciones que hizo el subsecretario Ibarra en esta Legislatura. Me parece que lo que acá tenemos que discutir no son los subsidios íntegros, o cómo se fueron llevando adelante los distintos trabajos por parte del Estado en cada uno de los colegios. Creo que lo que se discute acá –y ésa es la discusión que planteamos a esta Legislatura, y por suerte hoy el oficialismo lo entendió– es el mantenimiento escolar, la cuota de subsidio para el mantenimiento de las cooperadoras. 
La verdad es que ya lo dijeron varios diputados preopinantes. Es importante valorar la actitud voluntaria que pone cada uno de los padres que va a trabajar a los colegios, que trabajan en el horario que no tienen, que brindan su tiempo y dinero de su bolsillo, que aportan todo lo que aportan durante todo el año. Pero también es importante que el Estado lo valore; y cuando el Estado lo valora, reconoce el error que se ha cometido. Esto implica decir: “Nosotros teníamos un año por delante para desarrollar obras de infraestructura, que estamos llevando adelante, pero en la parte de mantenimiento hemos fracasado. Lamentablemente, el mantenimiento, por distintas cuestiones –el 0800 y el call center–, no pudo cumplir satisfactoriamente aquellas cuestiones que nosotros pensábamos, por lo cual ha habido un fracaso por parte nuestra. Por lo tanto, a seis meses, al 50 por ciento del tramo solicitado a esta Legislatura, le solicitamos rever la situación. Nosotros mismos le pedimos a la Legislatura una ley correctiva de aquello que no ha funcionado. Hemos tenido una mala experiencia. Han pasado los primeros seis meses de gobierno; no sabíamos cómo era la administración. El power point no resultó compatible con el SUME. Efectivamente, nos hemos confundido”. 

Tal como aquí dijo el señor Jefe de Gabinete, el problema es que el mantenimiento no se pudo llevar adelante como ellos creían. “Ante ese error, venimos a corregirlo a esta Legislatura, devolviendo a las cooperadoras ese ingreso que tenían habitualmente por mantenimiento”.


Celebro que hoy se pueda llegar a un consenso; celebro que hoy todos los bloques de la Legislatura, después de dos meses de discutir, hayamos entendido que ha habido una falencia, que el Estado ahí no pudo llegar y que, irremediablemente, deben ser las cooperadoras las que van a cubrir ese agujero que hoy está dejando, por distintas cuestiones, el Estado, el Ministerio de Educación, o quien sea.


Celebro el consenso al que se ha arribado hoy para aprobar esta norma. Espero que esta norma, que tiene fuerte apoyo legislativo, sea concordante al momento de la reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. 

Después de seis meses, todos los diputados nos hemos dado cuenta, con las cooperadoras que han venido a nuestro despacho, de que hay cuestiones que el Estado no puede reemplazar; hay otras cuestiones, en las que no está el Estado y donde es necesaria la acción cooperativa de cada uno de los integrantes de la comunidad.


Me alegra que al día de hoy se haya llegado a un consenso íntegro por parte de todos los bloques en relación con los gastos de mantenimiento para las cooperadoras.

Sr. Epszteyn.- Pido la palabra.


Señor presidente: la verdad es que no tenía pensado intervenir en este tema. Pero el discurso del diputado Moscariello me obliga a hacer uso de la palabra una vez más en este recinto. En primer lugar, si estamos votando una ley de consenso, ese discurso no sé qué tiene que ver con la búsqueda de consenso. Una vez más, hizo un discurso más acorde con la campaña electoral que con lo que estamos consensuando en el día de hoy. Con lo cual, no tengo más remedio que contestarle.
No sé qué manual de teoría del Estado leyó el diputado Moscariello. Me gustaría que me dijera en qué manual está escrito que un Estado en retirada es el que le manda recursos a la comunidad educativa y un Estado presente es el que le manda a la comunidad educativa a hablar con un call center que, en la mayoría de los casos, no funciona.


Es decir, interpreta o elabora una teoría respecto de la mayor o menor presencia del Estado hablando como presidente de un bloque que, si por algo se caracteriza, justamente, es por el debilitamiento del Estado. Venir a enrostrar que el tema de las cooperadoras se hizo para impedir la retirada del Estado, me parece un discurso ridículo; directamente, no tiene sustento un discurso de ese tipo.


Pero además, habló de las obras y de la carencia histórica de la infraestructura escolar. No sé qué tiene que ver eso con la cooperadora. Cuando era chiquito, hace bastantes años, mi papá era el presidente de la cooperadora de la Escuela Nacional N° 1, República de Cuba. Todos estábamos orgullosos del trabajo que se hacía en la Cooperadora. Era una escuela de doble escolaridad. Tengo 52 años, es decir, que de eso ya pasaron más de cuarenta años. ¿Entonces, ya estaba retirado el Estado, porque existía una Cooperadora?


Realmente, el discurso del diputado Moscariello llama nuevamente a la confrontación; es falto de humildad, y todo el tiempo repite los mismos errores. Todo el tiempo repiten los mismos errores. 
Moscariello: errare humanum est. Si uno comete un error, lo mejor que puede hacer –creo que es lo que se está haciendo; yo fui parte del gobierno en gestiones anteriores como ministro y pude haberme equivocado en muchas cosas, y no tengo ningún problema en reconocerlo– es hacerse cargo. Ahora, venir a plantear o a fundamentar de la manera en que se hizo por qué se quitó el sustento a las cooperadoras escolares, repito, diría que me parece hasta demencial. 
Además, el propio Ministro Narodowski, hablando por televisión, ante la pregunta respecto de los problemas suscitados por la falta de recursos para las cooperadoras dijo: “Estamos ejecutando una ley de la gestión anterior”. La ley de emergencia de la que estamos hablando, efectivamente se votó durante el período anterior, cuando gobernaba Telerman… ¡diez días antes de que asumiera Macri! Y Narodowski ante esa pregunta dijo: “Estamos ejecutando una ley de la gestión anterior”. Como si no hubiera sido el propio Marcos Peña el que vino a defender acá, en ese momento, la ley de emergencia. 
En principio, veremos si la Ley de Emergencia fracasó o no –eso es lo que intentó defender el diputado Moscariello– dentro de un tiempo. En general, una Ley de Emergencia se aprueba para realizar las cosas muy rápido, para flexibilizar los mecanismos de contratación, etcétera. Hasta aquí, da la idea que esta ley viene teniendo bastantes problemas, porque si de las 200 obras que dijeron que iban a realizar, en el verano sólo realizaron dos, es porque se encontraron con que la situación de gobernar no era tan fácil como se pensaba; cosa que suele ocurrir, porque todo gobierno tarda un tiempo en acomodarse para realizar la gestión.


Ahora bien: seamos responsables. Porque muchas veces se llenan la boca diciendo que hay una oposición que no es responsable. Nosotros somos una oposición responsable, y estamos tratando de ayudar. Respecto del tema de las cooperadoras, quiero decir que lo único que estamos tratando es que el pequeño gasto para el mantenimiento que no se pudo realizar durante los meses anteriores por la falta de recursos, se subsane, y para que los chicos puedan estar mejor en lo que resta del año. Este mantenimiento no tiene que ver con las grandes obras ni con el retraso de la infraestructura escolar, sino que tiene que ver con los recursos para mantenimiento que tenían las cooperadoras; pero, gracias a esta ley, han dejado de tenerlo; se equivocaron. 

Y hoy, cuando nos estamos poniendo de acuerdo con un texto que nos permite salir de manera honrada y honrosa de esta situación, el diputado Moscariello viene a hacer un discurso “petardista”, hablando de teorías del Estado que no vienen a cuento de nada. (Aplausos.)
Sr. Failde.- Pido la palabra.

Señor presidente: en primer lugar, quiero agradecer a la diputada Verónica Gómez y al diputado Aníbal Ibarra por haber llevado adelante esta iniciativa, no desde el punto de vista de la iniciativa en sí misma ni del trabajo que se ha llevado adelante, sino desde una lectura egoísta. Vengo a agradecerles a ellos porque me permiten, en esta sesión y en este momento, tener una actitud reparadora porque, en su momento, nosotros, como bloque –y me hago cargo de lo que me toca como diputado–, votamos ese famoso Artículo 15. En este sentido, les agradezco a los diputados por haber tenido la iniciativa, ya que resuelven una cuestión de conciencia y una convicción que tenía en ese momento –que no pudo salir– y que mantengo en el día de hoy.


Agradezco también la valentía del diputado Diego Kravetz porque, en momentos en que se habla de críticas y de autocríticas, muchos la declaman pero nadie la hace pública; y el diputado Kravetz, como ustedes saben, habló en este recinto de las discusiones que habíamos mantenido sobre el tema en particular. Por lo tanto, hecha esta introducción, voy a avanzar sobre la cuestión central.


Considero que se está debatiendo un tema muy importante, pero no por la lectura economicista o del dinero que puede manejar una institución cooperadora escolar, sino porque se trata de un lugar de participación, que genera cultura de participación; es un lugar de solidaridad, que genera la cultura de la solidaridad; es un lugar de esfuerzo, ya que uno trabaja sin cobrar nada, y lo hace para ayudar a otros, y eso implica un gran esfuerzo. En la Argentina de hoy necesitamos esfuerzos por el otro. Y es una cultura de compromiso, porque tiene que ver con una responsabilidad que toman los padres, no por sus propios hijos, sino por los hijos de los demás, por los hijos de todos. 

Más aún: acá se habló de un proyecto anterior declarando “ciudadano ilustre al doctor Raúl Alfonsín”; y, justamente, yo recuerdo muy bien que uno de los planteos de la defensa de la democracia tenía que ver con la participación de todos. Esto es la democracia: la cooperadora es un pequeño núcleo participativo, es un pequeño núcleo en sí mismo; es un ágora democrática que está demostrando que desde la sociedad civil se pueden cambiar las cosas. Y no se trata del caño o de la lamparita que mencionaba por allí, sino que tiene que ver con cosas mucho más profundas. 
Y el Estado, nuestro Estado de la Ciudad de Buenos Aires, en lugar de cercenarle el vuelo a esos valores que encarnan los cooperadores, tiene que sostenerlo a lo largo del tiempo; tiene que defenderlos y protegerlos, porque es la barrera de la defensa de la democracia y la defensa de la participación.

Así que, en ese sentido, me parece que hoy estamos llevando adelante un acto de extrema justicia; que no tiene que ver con los 1.800 pesos que sí son necesarios porque, cuando se presentan problemas, y los chicos tienen que ir a clase, al que van a llamar, seguramente, va a ser al cooperador: porque lo conocen, porque se preocupa, porque está allí; está ante las necesidades; es la primera línea de fuego en beneficio de nuestros hijos y de los hijos de los que llevan a sus chicos a la escuela pública. Los tenemos que defender más allá de los 1.800 pesos, que son válidos y a los que adhiero. Creo que estamos haciendo un acto de extrema reparación y justicia.



Dicho todo esto, agradezco a todos los bloques la voluntad para hacer esta reparación. Voy a votar muy contento y muy satisfecho este proyecto. (Aplausos.)
Sr. Abrevaya.- Pido la palabra. 


No iba a intervenir, pero quería agregar dos cuestiones a todo lo dicho. No se preocupe, señor Presidente, que no voy a entrar en polémica con el diputado Moscariello. Simplemente quiero decir que, evidentemente, hay consenso en algunas cuestiones de las que se habló hoy. En primer lugar, hubo consenso en el sentido de tratar, en su momento, la legislación que suspendió estos subsidios de una manera temporal. Se le había dado un año. Es decir, la Legislatura pudo consensuar esto, en la medida en que fuese temporal; porque, de alguna manera, seguía creyendo que el mundo cooperador era el que podía hacer el mantenimiento.


Hoy se vuelve a repetir ese esquema, cuando la mayor parte de nosotros vio que este sistema, o esta idea, había dejado de funcionar no ya al año, sino mucho tiempo antes. Todo esto, relacionado con el mantenimiento. Todavía no está claro qué ocurre con las otras suspensiones.


A este respecto quiero decir –por lo menos, en lo que hace a nuestro bloque– que estamos vigilando también que el resto de las suspensiones de subsidios que ocurrieron no necesiten también ser levantadas previamente, o tener que ser repensadas.


Esto tiene que ver con una diferente mirada de la gestión. Nosotros creemos que la participación de las cooperadoras aporta dos cuestiones: control social y decisión más veloz. Pero, en este caso –decía que no iba a intervenir, pero quiero agregar una más– hace un aporte notable que no se ha reivindicado y que creo que nosotros, como Legislatura, tenemos la obligación de hacerlo. 

Todos sabemos que estos subsidios de mantenimiento llegan tarde. Y no sólo con este gobierno. No le quiero cargar esta cuestión a este gobierno; llegan tarde desde siempre. Algo sucede con el sistema –y ésta es la tercera razón– que hace que los padres paguen el mantenimiento mucho antes de que llegue el subsidio; en ocasiones, un año antes.


Acá todos saben que las cooperadoras no logran que todos los padres aporten en la escuela. Hoy hablaba con gente de una escuela del barrio de Once y me decían, como ocurre en todas las escuelas, que de 1.100 alumnos, aportaban sólo 260. Desde ese lugar, esa gente se hace cargo de lo que hay que mantener antes de que llegue el subsidio: de un baño roto, de una gotera en un techo o de lo que fuere.


Nosotros, además de devolver el subsidio por mantenimiento, debemos buscar la manera de crear un sistema de gestión desde el Estado que sea eficaz y más veloz y que, por supuesto, de esta manera, le quite la carga a la población; ya que la escuela pública no tiene por qué hacerse cargo de subsidiar al Estado hasta que aquél le devuelva el dinero. (Aplausos.)
Sr. Gramajo.- Pido la palabra. 


Señor presidente: también me iba a abstener de hablar respecto de este despacho, pero quería resaltar algunas cosas que vi en él. Me parece que pudimos ver cómo un mecanismo centralizado, como el del call center, generaba que las demandas no tuvieran resolución. Los mecanismos de trabajo que sirven son los descentralizados; aquellos mecanismos en los que el problema puede resolverse desde lo chiquito; puede resolverse desde cada escuela y con los padres, que son los que más conocen los problemas de cada escuela.


Lo segundo que quería resaltar es la actuación de la diputada Gómez y del diputado Ibarra. Los felicito, porque no sólo pensaron esta propuesta, sino que el hecho de que pensaran esta propuesta es el resultado de haber visitado escuelas, escuchado a padres y a gente de las cooperadoras. Creo que así es como debe trabajar un funcionario público: escuchando. 


Otra de las cosas que deseo resaltar es la actitud del bloque macrista, frente a la posibilidad de realizar una autocrítica y cambiar su posición después de dialogar y de escuchar a los demás.


Por último, deseo manifestar que lo más importante es que no sólo estamos dando desde el Estado un subsidio para obras menores, sino que también estamos estableciendo un mecanismo de participación y de cooperación entre los ciudadanos; un mecanismo en el cual los padres se preocupan y trabajan por sus hijos. Creo que ése es el mejor ejemplo que les podemos dejar a los niños. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado de Andreis, que es el último orador anotado. 

Sr. de Andreis.- Señor presidente: a fines del año pasado sancionamos por amplia mayoría la Ley de Emergencia Edilicia. En ese entonces coincidíamos en un diagnóstico: el 70 por ciento de la infraestructura edilicia escolar estaba en pésimas condiciones. El esquema en que el Estado se hacía cargo de las grandes obras y dejaba en manos de un tercero las obras menores y el mantenimiento edilicio, claramente fracasó.


Básicamente, propusimos que el Estado se hiciera cargo de lo que nosotros consideramos que debe hacerse cargo, que es del mantenimiento edilicio y de todo lo que tiene que ver con el mundo escolar.
En ese sentido, rescato las palabras de la diputada Maffía cuando en la comisión manifestó claramente cuál debe ser la responsabilidad pública del Estado en esa materia.


Quisiera decirle, sobre todo al presidente del bloque kirchnerista, que se quede tranquilo, porque el año pasado no se equivocó; y a fin de año, sus compañeros se lo van a reconocer.


Lo que estamos haciendo no es volver al sistema que funcionaba en el año 2007. En el Artículo 15 sancionado el año pasado derogábamos tres ordenanzas, y lo que estamos haciendo hoy es restituir parte de una de ellas. Consideramos que en estos seis meses de gobierno las cosas se han hecho muy bien. Por primera vez en la historia no va a haber problemas de calefacción en las escuelas. El esquema de subsidios de mantenimiento, más la Codico del año 2007, sumaban 24,9 millones. Este año lo estamos superando ampliamente, en un 107 por ciento.
El sistema de Caja Chica ya está asignado y se encuentra en poder de los directivos en prácticamente un ciento por ciento. Además, se han realizado 2.241 acciones de mantenimiento, que es más del 70 por ciento de lo que se realizó en todo el año 2007. Y doy un dato más: para junio del año pasado no se había cobrado un sólo peso del subsidio de mantenimiento; solamente se había cobrado una cuota de equipamiento. Este año ya hay un 200 por ciento de incremento en la cantidad de proyectos terminados con respecto al año 2007, y un 165 por ciento en el monto. Hay un 230 por ciento de incremento con respecto al año 2006 y un 187 por ciento de incremento en el monto.


Nosotros no estamos en contra de las cooperadoras, sino todo lo contrario. Este año transferimos 14 millones de pesos en equipamiento, solamente en seis meses; apenas un millón menos de lo que se transfiriera para todo concepto el año pasado. Por todo esto es que realmente la Ley de Emergencia Educativa fue un gran acierto.


Quiero celebrar –tal como ya lo han dicho varios diputados– el consenso al que hemos llegado en la redacción de este artículo. Consideramos que hay cooperadoras que funcionan bien, razón por la cual no sólo votamos que algunos artículos de la Ordenanza 42581, referida a mantenimiento edilicio, vuelvan a tener vigencia, sino también, devolverle al Poder Ejecutivo la posibilidad de otorgar subsidios para mantenimiento en aquellas cooperadoras que así lo soliciten. 


Así que, repito, solamente quiero transmitir la alegría por el acierto de haber sancionado la Ley de Emergencia el año pasado y la convicción de que, a fin de año, este adelantamiento pedido por algunos diputados de la oposición sea solamente un grato recuerdo. 


También quiero rescatar, de alguna manera, la actitud del Ministro de Educación, el doctor Narodowski, que estuvo a disposición de todos nosotros –tal como dijo el año pasado cuando vino a presentar el Presupuesto–, para discutir, conversar e intercambiar ideas sobre las políticas a llevar en el área educativa. Así fue como se vino dando…

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado de Andreis: el diputado Ibarra le solicita una interrupción, ¿se la concede?

Sr. de Andreis.- Sí, señor presidente. 

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Ibarra. 

Sr. Ibarra.- Señor presidente: voy a ser muy breve. 


Me pareció escuchar –y por eso pido una precisión– que el diputado dijo que se le va a otorgar el subsidio a las cooperadoras que así lo soliciten. Éste fue un proyecto que estuvo vigente en un borrador –según dijo el diputado– hasta hace una hora; pero lo que leyó es precisamente otro proyecto, que no dice que se le va a dar a las cooperadoras lo que soliciten. Incluso, eso es lo que se modificó en los borradores. 

Entonces, ante la contradicción entre el papel que tengo en mi banca, que es el último borrador, y lo que dijo el diputado –o lo que me pareció escuchar–, le pido una precisión, porque no sé si está hablando del borrador que ya no existe más, o si volvió a aparecer un nuevo borrador, por lo que no sabemos de qué estamos hablando. 

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Ibarra, me parece que estamos tratando el borrador que leyó el diputado de Andreis. 

De todos modos, continúa en el uso de la palabra el diputado de Andreis. 

Sr. de Andreis.- Señor presidente, le aclaro al doctor Ibarra que estoy hablando de lo que dice la ordenanza y no de lo que expresa la ley. 


La ordenanza dice: “Autorízase al Departamento Ejecutivo a otorgar subsidios a las asociaciones cooperadoras escolares reconocidas en el sistema municipal”. Entonces, lo único que estoy diciendo es que a aquellas cooperadoras que soliciten el subsidio, se les otorgará. Si quiere, señor diputado, vuelvo a leer el texto que estamos discutiendo.

Sr. Ibarra.- Pero no dice eso. 

Sr. de Andreis.- Que haya funcionado anteriormente la asignación automática de los subsidios no quiere decir que eso esté establecido. Solamente estoy leyendo lo que dice la ordenanza que estamos restituyendo. 


Para terminar, repito, rescato la actitud del ministro. Llevo muy pocos años en esta Casa, pero durante los años anteriores no fue una constante la predisposición de los ministros a dialogar con los diputados, venir a la Legislatura, mandar a sus funcionarios a las comisiones a debatir o presentar informes de lo que se está haciendo. 


En ese sentido, reconozco y resalto la actitud del ministro que estuvo, hasta último momento, discutiendo con cada uno de nosotros, con todos los diputados de la oposición, inclusive, atendiendo algunas cuestiones que plantean los diputados que recorren las escuelas. Y celebro eso. 
No tengo mucho más para agregar. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado Kravetz, que fue aludido.

Sr. Kravetz.- Gracias, señor presidente.


A veces, uno escucha cosas que lo sorprenden. El diputado preopinante dijo que “durmiera tranquilo”: también es una forma de decir que “duerma sin frazada”. El único motivo por el que yo duermo sin frazada –de hecho, duermo sin frazada– es que hace calor; y éste es el mismo motivo por el que los chicos en las escuelas porteñas no tienen frío. Hay cien escuelas que tienen problemas de calefacción. Ése es el motivo por el que todos dormimos tranquilos. (Aplausos.)

No voy a volver la discusión para atrás. Creo que las posiciones han sido claras y que se arribó a un consenso. A pesar de algunos discursos, el consenso se mantiene. Por eso, no voy a seguir hablando.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar en general el proyecto de ley. Se utilizará el sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Godoy, Gómez, González, Gramajo, Hourest, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Maffía, Majdalani, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Parada, Puy, Rabinovich, Rodríguez Araya, Ruanova, Santilli, Saya, Smith, Tamargo, Urdapilleta, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: sobre 50 votos emitidos, hubo 50 afirmativos. Se agregan los votos afirmativos de la diputada Martínez Barrios y del diputado Ritondo.


Queda aprobado en general.


En consideración en particular el Artículo 1°.


El diputado Ibarra solicita que se vuelva a leer el texto. Le pido al diputado de Andreis que enuncie el texto consensuado.

Sr. de Andreis.- Señor presidente: no tengo el texto que me entregó la diputada Gómez. Creo que es éste; por las dudas, pido que me corrija.

Sr. Presidente (Santilli).- Si quiere, diputado, se puede leer por Secretaría; aquí tenemos el texto. 

Sr. de Andreis.- El Artículo 1° dice: “Sustitúyese el texto del Artículo 15 de la Ley 2565, el que quedará redactado de la siguiente forma: ‘Artículo 15.- Suspensión. Durante la vigencia de la presente ley se suspende la aplicación de las ordenanzas N° 43.409 y 46.243, y de los artículos 3° y 4° de la Ordenanza 42.581, sus modificatorias, ampliatorias y reglamentarias. En ningún caso la suspensión podrá afectar los subsidios correspondientes a mantenimiento y/o material didáctico ni el funcionamiento de las escuelas de verano’”.

Sr. Ibarra.- Pido la palabra.


Señor presidente: ya que estamos corrigiendo el texto, mi pregunta tiene que ver no con las modificaciones que se leyeron, sino con lo que ya figura en la Ley 2565. Tal vez se debatió en aquel momento y yo no lo tengo presente. El texto dice al principio que se suspende la aplicación de la Ordenanza N° 46.243, que se refiere al otorgamiento de subsidios para el programa de Escuelas de Verano, y al final establece que en ningún caso la suspensión podrá afectar el funcionamiento de las escuelas de verano. O sea, al principio suspendemos las escuelas de verano y luego las mantenemos…
Sr. de Andreis.- Se refiere a los subsidios; no a las escuelas de verano.

Sr. Ibarra.- La Ordenanza 46.243 se refiere a los subsidios, que es lo que estamos suspendiendo. Se fija que se suspenda la aplicación de la Ordenanza 46.243. Yo voy a la Ordenanza 46.243 y dice que se otorga un subsidio especial para las escuelas de verano. Se refiere a un subsidio; no a las escuelas de verano. Y, por último, se establece que no se afectarán los subsidios. 

Hay un problema de técnica legislativa: porque, por un lado, estamos suspendiendo y, por el otro, estamos activando.

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado: se trata del proyecto original.
Sr. Ibarra.- Me refiero a una cuestión de técnica legislativa, y ahora podemos modificar el texto. 

Quiero saber si hay alguna explicación; yo no la encuentro, pero tal vez existe. Mi propuesta, junto con la de la diputada Gómez, era una suspensión. A esto se llegó por consenso y estoy de acuerdo.
Pregunto esto porque estamos suspendiendo los subsidios de las escuelas de verano; ¿pero después decimos que no se afecte a las escuelas de verano?

Sr. Presidente (Santilli).- Usted lo firmó, diputado.

Sr. Ibarra.- ¿Qué cosa?

Sr. Presidente (Santilli).- El despacho del que está hablando.

Sr. Ibarra.- ¿El del consenso?

Sr. Presidente (Santilli).- La modificatoria, diputado.

Sr. Godoy.- Pido la palabra.

Señor presidente: propongo un breve cuarto intermedio en las bancas para ordenarnos.

Sr. Olivera.- Pido la palabra.


Señor presidente: con el ánimo de intentar ayudar al entendimiento de este artículo, opinamos que no se refería al subsidio de las escuelas de verano, sino a su funcionamiento. Son dos cosas distintas; es decir, la suspensión de los subsidios no debe afectar el funcionamiento de las escuelas de verano. Esa es la interpretación que hicimos y que surge del texto, pero con una técnica legislativa bastante intrincada.

Sra. Gómez.- Pido la palabra.

Señor presidente: en su momento no acompañamos la ley. El Artículo 15 suspendía todos los subsidios referidos a mantenimiento. El subsidio a las escuelas de verano está relacionado con las acciones de mantenimiento que se deben llevar a cabo con posterioridad a su funcionamiento. 


Entiendo que el criterio de quienes votaron la ley era suspender aquellas ordenanzas que contemplaban, de alguna manera, subsidios referidos a mantenimiento edilicio u obras. Por este motivo se suspendió el Codico, el mantenimiento edilicio liso y llano, que es lo que hoy estamos restituyendo, y el subsidio de mantenimiento que se daba con posterioridad al funcionamiento de las escuelas de verano. 


Esto es lo que interpreto de los que en su momento votaron a favor, aunque no es nuestro caso.

Sr. Kravetz.- Pido la palabra.


Señor presidente: estoy tratando de recordar la discusión. Este agregado fue –casi al igual que hoy– un cambio previo a la votación.


Si no recuerdo mal, quizás el diputado Godoy me corrija, el espíritu de la norma fue suspender hacia delante todos los subsidios; no es una excepción al subsidio. Interpreto que queríamos decir que debíamos tener en cuenta que estábamos suspendiendo el subsidio, pero que el Estado debía seguir brindando todos los servicios necesarios para que las escuelas de verano pudieran funcionar bien. Esto es lo que recuerdo.

Sr. de Andreis.- Pido la palabra.


Señor presidente: estamos de acuerdo con ambas explicaciones, tanto la del diputado Kravetz como la de la diputada Gómez.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en particular.

Se va a votar a través del voto electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Abrevaya, Alegre, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cabandié, Centanaro, D'Angelo, De Anchorena, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Epszteyn, Failde, Fernández, Garayalde, Godoy, Gómez, González, Gramajo, Ibarra, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Maffía, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olivera, Olmos, Pagani, Puy, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Ruanova, Santilli, Saya, Smith, Tamargo, Urdapilleta, Varela, Walsh y Zago.

Sr. Presidente (Santilli).- Se han registrado 52 votos. Se agrega el voto del diputado Hourest y de la diputada Parada. 


Queda aprobado el Artículo 1°.
El Artículo 2º es de forma.
Queda sancionada la ley. (Aplausos.) 

Texto Definitivo

LEY 2788

Artículo 1°.- Sustitúyese el texto del Artículo 15º de la Ley 2565, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 15°.- Suspensión. Durante la vigencia de la presente ley se suspende la aplicación de las Ordenanzas Nros. 43.409 y 46.243, y de los artículos 3º y 4º de la Ordenanza Nº 42.581, sus modificatorias, ampliatorias y reglamentarias. En ningún caso la suspensión podrá afectar los subsidios correspondientes al mantenimiento y/o material didáctico, ni el funcionamiento de las escuelas de verano.”
Art. 2º.- Comuníquese, etc. 

Prórroga del horario de sesión

Sr. González.- Pido la palabra.


Señor presidente: antes de comenzar el tratamiento de los despachos, quisiera solicitarle la extensión horaria.

Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar la extensión horaria.

Se requieren 31 votos. 

- Se vota y resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Santilli).- Queda prorrogado el horario de la sesión.

Cláusula de integración del Fondo de Infraestructura Social, creado por Ley 2570

Sr. Presidente (Santilli).- Corresponde considerar el Despacho 312.

DESPACHO 312
DESPACHO DE MAYORIA
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1098-J-2008, remitido por el señor Jefe de Gobierno, mediante el Mensaje Nº 61/2008, en el cual viene a presentar las Cláusulas de Integración del Fondo de Infraestructura Social, creado por la Ley Nº 2570, y
Considerando:
Que en el proyecto de ley en análisis se propicia la autorización al Poder Ejecutivo a contraer un empréstito público, en el marco de la Ley 2570, mediante la ampliación del Programa de Asistencia Financiera instrumentado por la Ordenanza Nº 51.270 y las modificaciones introducidas por la Ley 323, por un monto de hasta quinientos millones de dólares (u$s 500.000.000) o su equivalente en pesos, otra u otras monedas. 
Que mediante la Ley 2570 se creó el “Fondo de Infraestructura Social”, destinado exclusivamente a financiar inversiones en infraestructura social en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dicho Fondo será integrado por hasta un monto de mil seiscientos cuatro millones, doscientos treinta y dos mil ochocientos catorce pesos ($1.604.232.814) con fondos provenientes de operaciones de Crédito Público en el marco del capítulo III del Título III de la Ley 70. 
Que en tal sentido y a fin de estructurar las citadas operaciones de Crédito Público, se dictó el Decreto Nº 51/GCBA/2008 por el cual se facultó al Ministerio de Hacienda del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a realizar una o más operaciones de Crédito Público y a elaborar y aprobar el Pliego de Bases y Condiciones del llamado a concurso para la selección y contratación de una o más entidades financieras que asistan al Poder Ejecutivo en el diseño, estructuración e implementación de las referidas operaciones.
Que atento los fines indicados anteriormente se elaboró el mencionado Pliego que fuera aprobado por Resolución Nº 101/MHGC/2008 y con fecha 1º de febrero de 2008 se procedió a invitar a diez entidades financieras de primer nivel a presentar ofertas. 

Que el 21 de febrero de 2008, ocho ofertas en respuesta a la invitación cursada por este Gobierno, la Comisión Evaluadora creada por el Artículo 3º de la resolución antes citada, analizó y ponderó las propuestas presentadas, emitiendo el 11 de marzo de 2008 su recomendación sobre la selección de la oferta más conveniente para su posterior designación por parte del señor Jefe de Gobierno. En tal contexto, el 13 de marzo de 2008 se dicta el Decreto Nº 195/GCBA/2008 por el cual se selecciona la oferta presentada por el consorcio conformado por Barclays Capital Inc., Citigroup Global Markets Inc. y Banco Macro S.A.
Que el presente proyecto también propicia, en el marco del Artículo 4º de la Ley 2570, la aprobación por parte de ese Cuerpo Legislativo de las cláusulas generales y particulares emergentes de los títulos emitidos por la autorización conferida en el Artículo 1º del proyecto en cuestión.
Que atento la incertidumbre reinante en los mercados financieros internacional y local que impacta en los rendimientos pretendidos por los inversores, se hace necesario dotar al Poder Ejecutivo de alternativas para la búsqueda de plazos menores en los cuales se logra colocar deuda a una mejor tasa de interés respecto a las obtenidas en financiamientos a plazos mayores, motivo por el cual se considera llevar adelante la estructuración de operaciones de emisión de títulos públicos cuyo vencimiento no sea inferior a 3 años sin exceder los 15 años.
Que de esta forma y a efectos de penetrar en los mercados locales e internacionales de crédito logrando las mejores condiciones financieras posibles para la Ciudad se considera importante otorgar determinado margen de maniobrabilidad al Poder Ejecutivo respecto a la determinación de las condiciones de la tasa de interés, tomando en consideración los rendimientos de los bonos nacionales vigentes cuya vida promedio sea comparable a la de los títulos a emitir; así como también la posibilidad de llevar a cabo operaciones de cobertura tanto de tasa de interés como de moneda, en caso de observarse condiciones de mercado favorables que conlleven a una mejora en el plazo y/o monto y/o tasa del endeudamiento.
Que de igual forma, se propone considerar, la autorización al Poder Ejecutivo para negociar y suscribir un contrato de préstamo puente, con las mismas condiciones que las establecidas para los bonos a emitir, que será cancelado con la emisión de los títulos cuya autorización se solicita y que tiene como fin mitigar el asincronismo que puede producirse entre las erogaciones necesarias para la prosecución de las obras y la percepción de los fondos provenientes de la colocación de los títulos, dado el período relativamente extenso de estructuración que conlleva este tipo de operación de financiamiento 

Que en ese sentido y como se mencionara precedentemente, la volatilidad observada en los mercados tanto local como internacional amerita considerar la posibilidad de aguardar el momento oportuno para ingresar al mercado de capitales a efectos de lograr una colocación para el bono de la Ciudad en las mejores condiciones financieras posibles, motivo por el cual se hace necesario contar con la aprobación de un endeudamiento transitorio.
Que para el tratamiento del presente proyecto, ha concurrido a distintas reuniones de esta Comisión el señor Director de Crédito Público del Peder Ejecutivo, a fin ilustrar sobre el texto del proyecto y las condiciones generales del mismo y de los mercados financieros.
Por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, pone a consideración del Cuerpo la siguiente
LEY

Artículo 1°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, en el marco del Artículo 3° de la Ley 2.570, a contraer un empréstito público representado por una o más emisiones de títulos de deuda por un importe de dólares estadounidenses de hasta quinientos millones (U$S 500.000.000.) o su equivalente en pesos, otra u otras monedas (los “Títulos”), según lo determine el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda al momento de la fijación del rendimiento de los Títulos. Amplíase, por tanto, el monto del Programa de Asistencia Financiera instrumentado por la Ordenanza N° 51.270 del 21 de diciembre de 1996, con las modificaciones introducidas por la Ley N° 323, el Decreto N° 557/2000, por la presente ley, y disposiciones concordantes, en la suma de quinientos millones de dólares estadounidenses (U$S 500.000.000.). 
Art. 2°.- Los títulos emitidos por la autorización conferida en la presente ley, tendrán, entre otras, las siguientes características: 
a) Moneda de emisión: dólares estadounidenses u otra u otras monedas que se determine al momento de la fijación del rendimiento de los Títulos. 

b) Plazo: entre un mínimo de tres (3) años y un máximo de quince (15) años a partir de la fecha de su emisión. 

c) Tasa de interés: la tasa de interés de los títulos podrá ser fija o variable, con pagos de interés trimestrales, semestrales o anuales. A efectos de determinar la tasa de interés de los Títulos, se deberá tomar como referencia el rendimiento de los bonos nacionales vigentes y/o aquellos instrumentos emitidos por el Banco Central de la República Argentina. 

d) Precio de emisión: El precio de emisión será fijado en el momento en que se fije el rendimiento de los títulos.

El rendimiento que arrojen los títulos al momento de su emisión, no podrá superar el rendimiento al momento de sus respectivas emisiones, de los bonos nacionales y/o de aquellos instrumentos emitidos por el Banco Central de la República Argentina, entre el 1º de enero de 2008 y el día de la fecha de la sanción de la presente ley, tomando en cuenta aquellos que hayan sido emitidos en la misma moneda que los títulos y de vida promedio similar. En el caso en que el vencimiento de los títulos sea mayor al vencimiento de los títulos tomados como referencia según lo descripto precedentemente, se contemplará una tasa de rendimiento de los títulos que no podrá superar, en ningún caso el trece con cincuenta por ciento (13,50%). El rendimiento de los títulos será determinado por Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda a más tardar en la fecha de firma de los contratos de suscripción en firme de los títulos o acuerdo similar;

e) Forma y denominaciones: los títulos podrán ser al portador, nominativos o escriturales y se emitirán en las denominaciones que se acuerden con el/los colocador/es respectivo/s.
f) Rescate: los títulos podrán rescatarse antes de su vencimiento.
g) Amortización: los títulos se amortizarán a su vencimiento en un único pago o en diversos pagos a realizar durante la vida de los títulos. 

h) Clases y series: se podrán emitir una o más clases y series, incluyendo su reapertura 

i) Ley y jurisdicción: los títulos se regirán por la ley de Inglaterra. Los conflictos que pudieran presentarse en relación a los títulos, sus cupones, si los hubiera, y los acuerdos relativos a su emisión, serán resueltos por los tribunales de Inglaterra.
Art. 3º.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, conforme las pautas establecidas en el Artículo 2° de la presente ley, a dictar las normas reglamentarias y/o complementarias que establezcan las restantes condiciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley, así como la instrumentación de acuerdos de cobertura de riesgo cambiario, ya sea por medio de operaciones de cobertura de monedas y/o de tasas de interés.
Art. 4°.- El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, mantendrá informado en forma permanente, en todo lo atinente al empréstito autorizado en el artículo 1° de la presente Ley, a la Comisión de Seguimiento y Fiscalización del Fondo de Infraestructura Social de la Legislatura.
Art. 5°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, a contraer un empréstito (crédito puente) con las entidades financieras colocadoras hasta un importe máximo de dólares estadounidenses doscientos millones (U$S 200.000.000), o su equivalente en pesos, otra u otras monedas, dentro de los límites autorizados en el artículo 2° de la presente ley, con afectación exclusiva de los fondos obtenidos con dicho préstamo a los usos establecidos por la Ley 2.570. Dicho crédito puente deberá cancelarse con la emisión de los títulos y no podrá tener un plazo mayor a la fecha en que se efectúe la o las emisiones de los títulos suficiente para cancelar el crédito puente.
Art. 6°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, para efectuar los trámites correspondientes y suscribir todos los instrumentos, contratos y documentación necesaria y conveniente a fin de dar cumplimiento a los artículos precedentes, para que por sí o por terceros actúe en la instrumentación, emisión, registro y pago de los títulos autorizados por esta Ley.
Art. 7°.- La presente Ley entra en vigencia a partir del día siguiente de su sanción.
Art. 8°.- Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008

GONZÁLEZ, Álvaro; ASINELLI, Christian; SANTILLI, Diego; AMOROSO, Víctor; DESTÉFANO, Roberto; DE ANDREIS, Fernando; ARAUJO, Carlos; ZAGO, Oscar; FERNÁNDEZ, Raúl y RABINOVICH, Alejandro.
DESPACHO DE MINORIA
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Visto:
El Expediente 1098-J-2008, remitido por el señor Jefe de Gobierno, mediante el Mensaje Nº 61/2008, en el cual viene a presentar las Cláusulas de Integración del denominado “Fondo de Infraestructura Social”, creado por la Ley Nº 2570, y
Considerando:
Que la posibilidad de recurrir al endeudamiento para concretar obras públicas es una herramienta con que cuenta cualquier administración.
Que corresponde analizar su uso en función de criterios que sirvan para medir la oportunidad y conveniencia de utilizar dicho mecanismo o recurrir a criterios alternativos de financiamiento, como pueden ser aumentos de impuestos o reasignación de partidas presupuestarias en orden a una nueva definición de prioridades.
Que el proyecto 1098-J-08, por el que se fijan las condiciones de las emisiones de bonos necesarias para tomar la deuda autorizada por la Ley 2570, que crea el denominado “Fondo de Infraestructura Social” (FOISO), debe ser examinado a la luz de las condiciones políticas y económicas en el momento de aprobar dicha ley y también de las condiciones actuales.
Que de esta forma, lo primero que corresponde estudiar es cómo se relevaron las necesidades de financiamiento de la Ciudad. Lo más importante es determinar si, de la misma forma en que ocurrió con el supuesto “Plan de Equipamiento Hospitalario”, la necesidad de endeudar a la Ciudad primó por sobre el análisis del monto necesario para cumplir con las metas de gobierno más allá de los recursos con que la Ciudad cuenta sin recurrir a endeudamiento.
Que cuando analizamos el listado de obras propuesto para la confección del FOISO nos encontramos con los siguientes datos:
· El listado de obras fue realizado en base a la primera columna (gastos correspondientes a 2008) del Plan Plurianual de Inversiones presentado por el macrismo junto con el proyecto de presupuesto. Esto ha llevado a incorporar en el FOISO montos verdaderamente ridículos ($ 3.720, por citar un caso).

· Muchas de las obras que se hallaban en el mencionado PPI también aparecían en el proyecto enviado por el entonces Jefe de Gobierno, en este caso financiadas con recursos propios de la Ciudad. El total presupuestado para dichas obras ascendía a $ 772.676.305. Ese dinero, teniendo en cuenta que el presupuesto aumentaba con el endeudamiento, servía entonces para otras asignaciones.

· El movimiento contable disfrazaba de esta manera la financiación de gastos corrientes, en violación del Artículo 83 de la ley 70, que establece que “no se podrán realizar operaciones de crédito público para financiar gastos operativos, salvo que se autoricen por ley específica.” La propuesta de Gastos Corrientes en el Presupuesto enviado por Macri aumentaba en $ 626.203.438 ($ 10.089.318.798 propuestos por el macrismo los $ 9.463.115.360 contra propuestos por el entonces Jefe de Gobierno).

· Un muy pobre detalle de las obras a realizar, con títulos del estilo “Obras Varias”, lo que permite dudar de la razón de su inclusión y más aún de las posibilidades de ejecución. Podemos encontrar, de esta forma, obras sin detalle por un total de $ 98.638.880 en el Ministerio de Salud, lo mismo por un total de $ 154.679.534 en el Ministerio de Educación y obras enumeradas en forma genérica, como “construcción de Hogares de Ancianos” en el Ministerio de Desarrollo Social por una cifra de $ 23.835.438. Estos tres ejemplos totalizan la suma de $ 277.153.852.

· Se incorpora al FOISO la totalidad del Presupuesto que le corresponde destinar a la Ciudad para inundaciones, Salud, Desarrollo Social, Cultura (excepto 500 mil pesos sobre un total de $ 143.322.648) y Educación. Dicho de otra manera, sin el endeudamiento el Gobierno de Macri no invertirá ni un peso en estas áreas, algo que en el momento de la aprobación del FOISO objetaron adecuadamente los diputados Hourest y Gómez.

· Obras que no se sabe si se han de realizar ya que fueron puestas en duda por el propio Jefe de Gobierno, como las de los Hospitales Borda y Moyano o las vinculadas con el Programa de Radicación, Integración y Transformación de Villas y Núcleos Habitacionales (un total cercano a los 100 millones de pesos).

· La incorporación en el proyecto original de 199 millones que se iban a destinar a la construcción de la red pluvial, y por los que se iba a pedir endeudamiento, que incluían gastos destinados al Arroyo Maldonado que ya figuraban en el PPI enviado por Telerman, y que en buena parte, y estamos hablando de cerca de 80 millones de pesos, ya contaban con créditos internacionales.

· La posterior corrección del proyecto eliminando las obras financiadas con recursos de otras jurisdicciones, pero incorporando otras obras de forma tal que se mantuviera el monto original de endeudamiento solicitado.
Que en síntesis, el endeudamiento solicitado servía para financiar en parte un fuerte aumento de gastos corrientes y para financiar obras de dudosa urgencia para la Ciudad, amén de servir como colchón de financiamiento de obras de las que no se tenía el más mínimo detalle. Estos elementos ameritaban de por sí acotar el monto de endeudamiento, pero no se hizo. Tampoco cuando se encontró que muchas de las obras para las que se solicitaba endeudar a la Ciudad ya contaban con otras fuentes de financiamiento ajenas a los recursos de la Ciudad.
Que claramente estos elementos sirven para llegar a la misma conclusión que se alcanza al analizar el mal llamado “Plan de Equipamiento Hospitalario”: para el Gobierno de Macri, la necesidad de endeudarse no surge del relevamiento de las necesidades de la Ciudad, sino que las necesidades de la Ciudad corren detrás de la aparición de opciones financieras a través del endeudamiento. Vimos en el caso de los hospitales que en realidad la necesidad no es producto de un examen de los equipos técnicos del macrismo sino que la necesidad surge de la propuesta de una empresa interesada en hacer un negocio.
Que, en consecuencia, cabe preguntarse de dónde surge la necesidad de endeudar a la Ciudad en este caso.
Que a propósito de ello, en las reuniones que se llevaron a cabo en la Comisión de Presupuesto de esta Legislatura, el Director de Crédito Público de la Ciudad comentó reiteradas veces que se estaba negociando con la Superintendencia de AFJPs la incorporación del FOISO en el inciso Q). Para entender de qué se trata este inciso, debemos remontarnos a febrero del año 2007, cuando se aprobó la Ley 26.222, modificatoria de la ley 24.241, que establece el denominado “Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones”.
Que el Artículo 74 de la Ley 24241 establece una serie de criterios para invertir la cartera de las AFJPs. La reforma de dicha ley previsional le incorpora un inciso, que dice: “q) Títulos de deuda, certificados de participación en fideicomisos, activos u otros títulos valores representativos de deuda cuya finalidad sea financiar proyectos productivos o de infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. Deberán destinar a estas inversiones como mínimo el cinco por ciento (5%) de los activos totales del fondo y hasta un máximo del veinte por ciento (20%). El Poder Ejecutivo Nacional establecerá un cronograma que permita alcanzar estos valores en un plazo máximo de cinco (5) años. Las inversiones señaladas en este inciso estarán sujetas a los requisitos y condiciones establecidos en el Artículo 76.”
Que revisando la versión taquigráfica de la Cámara de Diputados de la Nación, pudimos encontrar la postura del bloque PRO respecto de la propuesta de reforma a la ley, que básicamente establecía la posibilidad de que los aportantes al régimen de AFJPs puedan volver al sistema de reparto, algo que les estaba vedado con anterioridad. La preocupación central de los diputados de la fuerza política que hoy gobierna la Ciudad (o al menos de una parte de ellos, ya que Macri estuvo ausente) puede verse claramente reflejada en las palabras del diputado Pinedo: “Nos preocupa especialmente que la decisión que tomen no termine en un callejón conocido de la política previsional argentina: el saqueo de los recursos de los jubilados, la utilización de estos recursos para satisfacer otros intereses y necesidades del Estado o de los gobiernos.” Consecuente con esta afirmación, decía después: “Otra forma de sacarle plata a los jubilados es utilizarla para otras cosas que quiera el Poder Ejecutivo. Así vemos que ese superávit de las cuentas de la ANSES se utiliza para financiar al gobierno o, como se dice en la propuesta del Poder Ejecutivo, para financiar obras públicas, en lugar de financiar los haberes de los jubilados”.
Que verdaderamente esta postura no parece condecirse con el intento de utilizar los fondos de las AFJPs para financiar obras públicas. En todo caso, no parece haber una razón por parte del Gobierno para que se puedan imputar al inciso q) las inversiones de los fondos de las AFJPs, aunque claramente éstas necesitan lograrlo.
Que, dos problemas han tenido las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones con posterioridad a la aprobación de la ley: el cumplimiento del famoso inciso q) y la aprobación de una Resolución conjunta de la Comisión Nacional de Valores, el Banco Central y la Superintendencia de AFJPs que fija que las inversiones en fondos del Mercosur no podrán exceder el 2% de las inversiones totales. Esto obliga a las mismas, cronograma mediante, a vender activos en Brasil y repatriar fondos por $ 8.000 millones antes de diciembre de 2008. La Resolución especifica que esa mayor liquidez debería servir para que las AFJPs cuenten con más fondos para cumplir con el inciso q). Una clara necesidad de las administradoras, que hasta el momento sólo han podido imputar al mismo una inversión de $ 19.241.411 en un proyecto de la Municipalidad de Río Cuarto, muy lejos del los casi $ 1.000 millones que necesitan invertir antes de diciembre de 2008 o de los 2.000 millones que deben alcanzar antes de finales de 2009. A propósito, el titular de la Unión de AFJPs afirmaba, en una nota publicada por Clarín el 19 de octubre de 2007, que “se necesitan proyectos que sean elegibles para ser financiados”.
Que parafraseando a Eva Perón, parece que para Macri, donde hay una necesidad empresaria, hay un derecho.
Que un aspecto conexo, y por cierto muy interesante, es lo relativo a la elección del consorcio de Bancos encargados de brindar la asistencia para la realización de operaciones de crédito público. El Consorcio Ganador, integrado por Barclays Capital Inc., Citigroup Global Markets Inc. y Banco Macro S.A. ganó la licitación haciendo una oferta muy por debajo de lo habitual en este tipo de operaciones. En principio el comentario que se hizo en la Comisión de Presupuesto era el gran interés que despertaba el negocio (tanto como para ofertar por debajo de los costos), aunque la oportunidad no parezca la más propicia teniendo en cuenta el estado de los mercados internacionales de crédito y la particular situación de la Argentina (profusamente desarrollada además en el borrador de prospecto para inversores suministrado por el Poder Ejecutivo). 
Que la extrañeza que al menos en nuestro caso despertaba tamaño interés, se disipó cuando llegó el proyecto del Poder Ejecutivo, que en su Artículo 5º establece: “Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, a contraer un empréstito (crédito puente) con entidades financieras nacionales y/o internacionales hasta un importe máximo de dólares estadounidenses doscientos millones (U$S 200.000.000), o su equivalente en pesos, otra u otras monedas, dentro de los límites autorizados en el Artículo 2° de la presente ley, con afectación exclusiva de los fondos obtenidos con dicho préstamo a los usos establecidos por la Ley 2.570. Dicho crédito puente deberá cancelarse con la emisión de los títulos y no podrá tener un plazo mayor a la fecha en que se efectúe la o las emisiones de los títulos suficiente para cancelar el crédito puente”.
Que según informó el Director de Crédito Público en la Comisión de Presupuesto el propio consorcio de bancos sería el que otorgaría dicho crédito. Es decir, lo que no ganaron ofertando muy bajo en la licitación lo ganan gracias a que el Gobierno dice necesitar un crédito puente. Revisando el pliego de la licitación, lo del crédito puente no surge para nada como un paso previo a la colocación, por lo que la información previa al respecto tiene que haber sido la clave para la obtención del concurso. El penoso grado de ejecución presupuestaria respecto de la inversión muestra claramente que es innecesario incorporar este artículo al texto, a no ser que también relevemos una necesidad por parte de los bancos que han de colocar los bonos.

Que en el Informe preparado por le Dirección General de Contaduría General del Gobierno de la Ciudad, de ejecución presupuestaria correspondiente al Primer Trimestre 2008, dice que el total recaudado al 31/03/2008 fue de $ 3.062.639.585,42, que dicha suma representa el 25,98% de la recaudación estimada para todo el ejercicio anual 2008.
Que dicha cifra es coherente con la recaudación de tributos que publica la Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos de la Ciudad, que al 31 de mayo de 2008 es la siguiente: 

	Mes/ 2008
	Recaudación Total
	Recaudación Esperada 
	%

	Enero
	1.086,1
	
	

	Febrero
	821,2
	
	

	Marzo
	718,9
	
	

	Abril 
	769,8
	
	

	Mayo
	857,6
	
	

	TOTAL
	4.253,6
	10.770,0
	39,5

	Nota: En millones de pesos corrientes
	

	Fuente: AGIP (Administración General de Ingresos Públicos)


Que por lo tanto, los ingresos esperados con la ejecución realizada por el GCABA son compatibles, lo que demuestra que se cumple lo previsto presupuestariamente, y no se infiere que surja algún inconveniente o limitación en lo que respecta a los ingresos estimados en la Planilla Nº 11, Anexa Art. 2º de la Ley 2.571 de presupuesto del GCABA, Ejercicio 2008, para el resto del año.

Que en cambio es muy baja la ejecución del gasto presupuestario en obras, dado que el presupuesto total del gasto estimado por la Ley 2571 para el ejercicio anual 2008 es de: $ 13.109.872.468 y, el total del gasto ejecutado por compromiso devengado al 31/03/2008 fue de: $ 2.155.751.968,76, cifra que representa el 16,44 % del gasto.
Que en dicha ejecución del gasto, las erogaciones corrientes sobre el presupuesto significaron el 20,59% (Gasto corriente devengado $ 2.078.802.216,27 contra un presupuesto total de $ 10.093.128.466), pero el gasto de capital representa solamente el 2,55% sobre el presupuesto para ese fin (se ejecutó solamente $ 76.949.752,49 al 31 de marzo de 2008, sobre un presupuesto anual para gastos de capital de $ 3.016.744.002).
Que lo afirmado está corroborado en el Informe de Ejecución Presupuestaria al Primer Trimestre año 2008, Consolidado General - Etapa Devengado del Ministerio de Hacienda del GCBA, donde gráficamente demuestran que el Gasto Corriente representó el 96,43% del gasto total y, el Gasto de Capital representó solamente el 3,57% de lo que se gastó.
Que el mejor desempeño del gasto corriente se explica fundamentalmente por las erogaciones salariales, los contratos de locación y el pago de los servicios de la deuda, que se ejecutan con el pago de las mismas, dado que el desempeño de los demás incisos del presupuesto fue el siguiente:

	Gasto Primer Trimestre 2008
	Anual
	Devengado
	Porcentaje

	 
	 
	 
	 

	Gastos Corrientes
	10.093,1
	2.078,8
	20,60

	Remuneraciones al Personal 
	5.974,6
	1.314,0
	21,99

	Bienes de Consumo
	2.479,3
	380,9
	15,36

	Servicios No Personales
	2.042,2
	364,4
	17,84

	Servicio de la Deuda
	130,3
	31,9
	24,48

	Transferencias Corrientes
	1.508,9
	352,0
	23,33

	 
	 
	 
	 

	Gastos de Capital
	3.016,7
	76,9
	2,55

	Inversión Real Directa por 3eros
	2.306,7
	62,1
	0,03

	Inversión Real Directa por producción propia
	534,0
	12,5
	2,34

	Transferencia de capital
	109,4
	2,2
	2,01

	Inversión Financiera
	66,6
	0,2
	0,30

	 
	 
	 
	 

	Total Presupuesto 
	13.109,8
	2.155,7
	16,44


Nota: En millones de pesos corrientes

Fuente: Ejecución Presupuestaria 1er. Trimestre 2008 - Ministerio de Hacienda GCBA.
Que lo antedicho nos permite concluir e inferir un grado muy bajo de ejecución de la obra pública del GCABA.
Que si los niveles de recaudación e ingreso del GCABA son los esperados de la Ley 2.571 de Presupuesto GCABA - Ejercicio Fiscal 2008, y en cambio la ejecución de gastos de capital, que incluye la inversión en obras, fue de sólo el 2,55% de lo esperado, es justo sostener que la Ciudad puede realizar las obras detalladas en el Anexo de la Ley 2.570 de Fondo de Infraestructura Social, que a su vez conforman el Plan Plurianual de Inversiones de la Ciudad, con los fondos excedentes y no gastados en las otras obras presupuestadas.
Que para realizar la ejecución de obras detalladas en el Anexo de la Ley 2.570 de Fondo de Infraestructura Social, basta sólo con efectuar la debida compensación presupuestaria, empleando los ingentes fondos disponibles para gastos de capital que no se emplearon y que no se van a emplear. No se justifica pagar tasas altísimas teniendo dinero en el Banco Ciudad sin utilizar.
Que todo esto explica fundamente por qué no hay necesidad de endeudar al GCABA, máxime con la situación de volatilidad internacional, y la tasa de riesgo país que, según los organismos calificadores de riesgo crediticio, califican a la Argentina y a sus subjurisdicciones.
Que en conclusión, el Gobierno de Macri disfraza de gasto en infraestructura social un mayor gasto corriente y el gasto en obras de muy dudosa necesidad (prácticamente extorsionando a la Legislatura respecto de la necesidad de tomar deuda porque si no no hay plata para Salud, Inundaciones, Educación, Desarrollo Social ni Cultura), resolviendo el problema de unas AFJP necesitadas de imputar inversiones a lo establecido tras la reforma provisional (que por cierto el macrismo rechazó en forma explícita) y pagando tasas altísimas en un contexto de subejecución, de un comportamiento de la recaudación de acuerdo a las proyecciones presupuestarias y de aumentos de impuestos que generaron $ 600 millones de pesos adicionales ($ 200 millones por patentes y $ 400 millones por ABL, de los cuales ni un peso irá este año a obras en hospitales y escuelas).
Que por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, pone a consideración del Cuerpo la siguiente:
RESOLUCIÓN

Artículo 1º: Archívese el expediente 1098-J-08.
Art. 2º: Comuníquese, etc.
Sala de la comisión: 11 de junio de 2008

IBARRA, Aníbal y EPSZTEYN, Eduardo.

OBSERVACION AL DESPACHO 312 
El Despacho de referencia autoriza al Poder Ejecutivo a contraer un empréstito público por un importe de dólares estadounidenses de hasta quinientos millones o su equivalente en pesos, en el marco de la Ley N° 2570.
Esta Ley, votada en el mes de diciembre de 2007, crea el fondo especial denominado “Fondo de Infraestructura Social”, y autoriza al Poder Ejecutivo a realizar las operaciones de Crédito Público tendientes a integrarlo. 
En aquel momento, la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires sancionó también la Ley  2571 de Presupuesto 2008 de la Ciudad Autónoma. La Ley proyecta un resultado financiero negativo cercano a los $1.300 millones de pesos y amortizaciones netas por $300 millones. La fuente financiera prevista para costear este resultado es la emisión de deuda externa de largo plazo por una cifra cercana a los $1.600 millones. 
Ahora bien, la evolución en los ingresos y gastos del Gobierno de la Ciudad durante los cinco primeros meses del ejercicio en curso muestran un comportamiento que difiere significativamente de los supuestos con los que se elaboró la ley de presupuesto 2008. 
En relación a los ingresos, la evolución en la recaudación de la ciudad para el periodo enero-mayo muestra un desempeño muy superior al esperado. Por ejemplo, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que representa casi el 70% de los ingresos tributarios de la ciudad, aumentó, en promedio, durante el período 36% respecto del ejercicio 2007 (el Poder Ejecutivo, al proyectar la recaudación 2008, supuso que el aumento alcanzaría apenas el 17%). 
Así, según estimaciones propias
, el total de ingresos superiores a los previstos alcanzaría al finalizar el ejercicio los $1.244 millones. 
Por el lado de los gastos, el nivel de ejecución muestra un comportamiento sumamente preocupante. Durante los últimos cinco años el deterioro en la infraestructura pública de la ciudad (escuelas, hospitales, etc.) se explica principalmente por el pobre desempeño que ha caracterizado la ejecución presupuestaria del gasto en Inversión. Según información del Ministerio de Hacienda, el ejecutado durante el primer trimestre de este año correspondiente a Inversión Real Directa Por Terceros alcanzó un 2,6% del total presupuestado y la Inversión Real Directa Por Producción Propia un 2.25%. Se trata de valores menores a los previstos e incluso menores a los observados durante los primeros trimestres de años anteriores. 
Aun suponiendo una mejora sustancial en el nivel de ejecución, difícilmente la ciudad alcance una ejecución del 80% del rubro Inversión Real al finalizar el ejercicio 2008. Si se cumpliera este supuesto optimista la ciudad no ejecutaría $567 millones. 
Si se considera el costo fiscal no previsto en el presupuesto 2008 que tendría el aumento salarial acordado con SUTECBA
, la compensación operada entre mayores recursos y menores gastos eliminaría el resultado financiero negativo a fin de ejercicio. 
Al 31-12-07 las colocaciones financieras de la ciudad son cercanas a los $600 millones
 (incluyendo $435 millones correspondientes al Fondo Anticíclico). Estos montos permanecen inmovilizados a tasas pasivas que no superan el 6% nominal con los que puede financiar holgadamente las necesidades de amortización neta previstas. 
Así la presente situación fiscal, no existe resultado financiero negativo que justifique emisión de deuda externa por $500 millones de dólares. 
Por otra parte, esta nueva emisión implicaría una ampliación del Programa de Asistencia Financiera vigente. Por eso es necesario recordar que tal endeudamiento –que corresponde al llamado Bono Tango– ya fue renegociado en su momento sin ninguna quita, pese a que a nivel nacional ocurría lo contrario. Esto se hizo argumentando que la Ciudad se vería beneficiada en futuras refinanciaciones, supuesto que nunca ocurrió. Este endeudamiento, además, como lo reconoce el inciso i del artículo 2º, implica la aceptación de la ley y la jurisdicción de Inglaterra (sic) en todo lo relativo a los conflictos que pudiera surgir acerca de los títulos.
También es importante mantener presente que el contexto financiero actual se ha modificado fuertemente desde diciembre de 2007. El despacho de referencia autoriza al Poder Ejecutivo a pagar una tasa en dólares de hasta el 13,5% anual. Queda claro que la ciudad tendrá un muy alto costo si avanza con esta decisión.
Según fuera indicado en las reuniones de Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria por el Director General de Crédito Público, el Gobierno de la Ciudad negoció con la Superintendencia de AFJPs la incorporación del Fondo de Infraestructura Social como “inciso q”. Esto es, según el artículo 5º de la Ley 26.222, modificatoria de la Ley 24.241 “Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones”, entre los criterios para invertir la cartera de las AFJPs se agrega el inciso “q) Títulos de deuda, certificados de participación en fideicomisos, activos u otros títulos valores representativos de deuda cuya finalidad sea financiar proyectos productivos o de infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. Deberán destinar a estas inversiones como mínimo el cinco por ciento (5%) de los activos totales del fondo y hasta un máximo del veinte por ciento (20%). El Poder Ejecutivo Nacional establecerá un cronograma que permita alcanzar estos valores en un plazo máximo de cinco (5) años. Las inversiones señaladas en este inciso estarán sujetas a los requisitos y condiciones establecidos en el Artículo 76”.
De esta manera, y estimuladas por el historial de pagos de la CABA, las AFPJs son fuertes candidatas a absorber la totalidad de la emisión. Sin embargo, dado el actual contexto, difícilmente se consiga pagar una tasa inferior al 13% anual. 
Es decir, en un momento en que otros municipios, y empresas privadas, se están absteniendo de hacer colocaciones en función de los pronósticos que indican que la situación financiera debería tender a normalizarse, es casi demencial que la Ciudad de Buenos Aires se acelere a emitir deuda. 
Siguiendo con el Despacho 312, el Art. 5º autoriza al Poder ejecutivo a contraer un crédito puente con las entidades financieras colocadoras de hasta u$s 200.000.000. 
Si bien no surgen del articulado las condiciones en que dicho empréstito será tomado, el mismo será provisto por el consorcio ganador de la licitación para el diseño, estructuración e implementación de operaciones de crédito público (Resolución 101/GCABA/MHGC/08), formado por Barclays Capital Inc, Citigroup Global Inc y Banco Macro SA.
Este consorcio fue seleccionado por medio del Decreto 195/08. En dicha ocasión resultó muy llamativa la baja comisión ofertada por el Citigroup. El Consorcio ganó la licitación con una oferta de “Comisión de estructuración y colocación” de sólo ,035% (U$S 175.000), mientras que la oferta siguiente del HSBC fue del ,09% (U$S450.000) y la más alta de Credit Suisse llegó al ,35% (u$S 1.750.000).
Es decir, el Citigroup estaría cobrando una comisión demasiado barata, fuera de toda comparación con el resto de los consorcios presentados, pero cobrará una tasa de interés de hasta el 13,5% anual por prestar a la Ciudad u$s 200.000.000 que ésta no necesita.

Cabe aclarar que si bien, como se dijo, las condiciones del empréstito no surgen del Despacho en cuestión, el Director General de Crédito Público explicó oportunamente en la Comisión de Presupuesto que la tasa que se pagará por el crédito puente sería la misma a la que sea finalmente colocado el bono. 

Pagar una tasa del 12% sobre el monto autorizado implicaría un gasto de más de $74 millones de pesos en un año. Esta cifra equivale al presupuesto total del Hospital General de Agudos Teodoro Álvarez para el año 2008, o del Hospital de Enfermedades Infectocontagiosas Francisco Muñiz. Es también, el mismo monto que demandaría asistir a 19.000 hogares en situación de pobreza con el programa Con Todo Derecho Ciudadanía Porteña; o cubrir todo el plan de obras del Ministerio de Desarrollo Social 2008. 
Otro tema de suma importancia es la total ausencia del Banco Ciudad de Buenos Aires en el diseño, estructuración e implementación de las operaciones de crédito en cuestión, aunque la Constitución de la Ciudad en su Artículo 55 y Ley Nº 70, de Sistemas de Gestión, Administración Financiera y Control del Sector Público de la Ciudad, establecen que el Banco Ciudad, como banco oficial, será el agente financiero de la Ciudad en las operaciones de crédito en que ésta sea parte.
Finalmente, no nos parece que estén dadas las condiciones de conveniencia y oportunidad que justifiquen que la Ciudad se endeude, máxime en la actual situación de los mercados financieros internacionales. 
Por todo lo expuesto solicito se apruebe la siguiente Resolución:
RESOLUCIÓN

Artículo 1°.- Archívese el expediente N° 1098-J-08
Art. 2°.- Comuníquese, etc.
HOUREST, Martín y WALSH, Patricia.

OBSERVACIÓN AL DESPACHO 312 

Visto
El Despacho 312 producido por la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria originado en el expediente 1098-J-2008 remitido por el Jefe de Gobierno y referente a las Cláusulas de Integración del denominado “Fondo de Infraestructura Social” creado por la Ley 2570, y 
Considerando
Que mediante la Ley 2570 se creó el “Fondo de Infraestructura Social” destinado exclusivamente a financiar inversiones en infraestructura social en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con fondos provenientes de operaciones de Crédito Público en el marco del Capítulo III del Título III de la Ley 70.
Que en uso de sus facultades el Ejecutivo dicta el Decreto 195/08 por el cual se selecciona la oferta presentada por el consorcio conformado por Barclays Capital Inc., Citigroup Global Markets Inc. y Banco Macro S.A..
Que el Despacho de Mayoría propicia la aprobación de las cláusulas generales y particulares emergentes de los Títulos emitidos.
Que atento a la incertidumbre reinante en los mercados financieros internacionales y particularmente en nuestro país debido a la particular situación político/social que atraviesa la Argentina, entendemos que no es el momento propicio para que la Ciudad se endeude debido a las altas tasas que operan en plaza.
Que en este sentido, el tope del 13,5 % en la tasa de rendimiento de los Títulos propuesto en el inciso d) del Artículo 2º es sustancialmente mas alto que las tasas a que colocó Títulos el gobierno nacional pocos meses atrás, lo que evidencia el alto costo de salir al mercado en esta oportunidad.
Que tal como señalan los propios fundamentos del despacho de marras, “la volatilidad observada en los mercados tanto local como internacional amerita considerar la posibilidad de aguardar el momento oportuno para ingresar al mercado de capitales a efectos de lograr una colocación para el bono de la Ciudad en las mejores condiciones financieras posibles”.
Por lo expuesto, es que solicitamos la vuelta a Comisión del Despacho 312 para su mejor evaluación.
OLIVERA, Enrique.

Sr. Presidente (Santilli).- En consideración en general.

Sr. González.- Pido la palabra.


Señor presidente, señores diputados: en primer lugar, quiero agradecer a la Comisión de Presupuesto por el excelente trabajo realizado en relación con el tratamiento de este proyecto. No sólo agradezco a los diputados que la integran, que a través de un debate profundo, abierto y sin cortapisas nos permitió llegar al tratamiento de los despachos que hoy debatimos, sino también a los asesores y funcionarios de la Comisión. 


También agradezco a los funcionarios del Poder Ejecutivo por la colaboración que han brindado, que nos ha  permitido contar con todos los elementos de análisis para el debate. Los aportes de todos han contribuido a mejorar el resultado del debate y han sido el pilar de los consensos logrados.


Señor presidente: el proyecto que hoy estamos debatiendo es un paso más en el proceso que comenzamos a transitar en diciembre del año pasado cuando, casi por unanimidad, sancionamos la Ley 2570. Mediante dicha ley, se estableció el Fondo de Infraestructura Social –FOISO–, destinado exclusivamente a financiar obras de infraestructura social en nuestra ciudad, el cual será integrado por hasta 1.604 millones de pesos, con recursos provenientes de operaciones de Crédito Público, en el marco del Capítulo III del Título III de la Ley 70.

 - Murmullos en la sala.

Sr. González.- Señor presidente: ¿puede solicitar silencio?

Sr. Presidente (Santilli).- Solicito silencio, por favor.


Continúa en el uso de la palabra el diputado González.

Sr. González.- Señor presidente: luego de la sanción de la Ley 2570, y como resultado del proceso que ésta estableció, se ha cumplido una serie de condiciones hasta llegar al presente debate.


En primer término, el señor Jefe de Gobierno autorizó al Ministerio de Hacienda a elaborar y aprobar el Pliego de Bases y Condiciones del llamado a concurso para la selección y contratación de una o más entidades financieras que asistan al Poder Ejecutivo en el diseño, estructuración e implementación de las operaciones de crédito público necesarias para la obtención de los recursos para el FOISO, mediante el Decreto N° 51 de 2008.


Por su parte, el Ministerio de Hacienda procedió a la elaboración y aprobación de los pliegos mediante la Resolución N° 101 del mismo año, invitando a diez entidades financieras de primer nivel a presentar ofertas en el marco del concurso.

- Murmullos en la sala.

Sr. Presidente (Santilli).- Solicito a los asesores que se encuentran hablando en el recinto que lo hagan en voz baja.


Continúa en el uso de la palabra el diputado González.

Sr. González.- En el marco del concurso se recibieron ocho ofertas, las cuales fueron analizadas y ponderadas por la Comisión Evaluadora, la cual emitió su recomendación sobre la selección de la oferta más conveniente.


Finalmente, mediante el Decreto N° 195, el señor Jefe de Gobierno aprobó la selección de la oferta presentada por el consorcio conformado por Barclays Capital Inc., Citigroup Global Markets Inc. y Banco Macro S.A.


Cabe destacar como datos salientes del concurso desarrollado por el Poder Ejecutivo, que éste resultó claramente exitoso, no sólo por la cantidad de ofertas presentadas, sino además porque el precio ofertado por el consorcio adjudicatario es el más bajo que haya registrado la ciudad en operaciones de crédito público similares.


Como ya lo expresara, hoy estamos dando un paso más en la integración del FOISO, estableciendo las condiciones de emisión de los títulos de la deuda pública con el claro objetivo de saldar una vieja deuda social, que el Estado de la Ciudad de Buenos Aires  tiene con sus vecinos.


Éste es el aspecto medular del debate que hoy estamos dando: mediante la integración del fondo empezaremos a revertir muchos años de falta de inversiones en infraestructura, y de ineficiencia en el gasto público de la ciudad. En efecto, la inversión en Educación ascenderá al 24 por ciento de la integración del fondo; esto es 388 millones; la inversión en Salud, será de 237 millones, un 14 por ciento;  la inversión en Desarrollo Urbano será del 22 por ciento, con un monto de 360 millones. La inversión en Cultura ascenderá al 8,93 por ciento, esto es 143 millones; y la inversión en Desarrollo Social ascenderá a la suma de 71 millones.


Señor presidente: el FOISO es el diseño de un ambicioso plan de obras públicas para la Ciudad de Buenos Aires, que significa la contracara de diez años de atraso, que ha generado una inmensa deuda con todos los porteños, caracterizada por un profundo grado de pauperización y de deterioro en la infraestructura física de nuestra ciudad, resultado de la falta de inversión y de elevados niveles de subejecución presupuestaria.


Si esta Legislatura no hubiera decidido constituir el FOISO, mediante la Ley 2570, las obras contempladas en él que resultan necesarias para atender las urgencias en infraestructura física de nuestra ciudad, hubieran sido prorrateadas en presupuestos futuros, lo cual imposibilitaría la ejecución inmediata de ellas. En dicho sentido, resulta de la mayor importancia señalar que al día de la fecha ya se han comprometido de manera preventiva 1.120 millones, en forma definitiva 750 millones, y se han devengado 250 millones para la ejecución de las obras que integran el fondo. Este importante nivel de ejecución pone de manifiesto que los recursos corrientes no resultaban suficientes para llevar adelante las obras comprometidas en el FOISO.


En otro orden, debemos destacar que la operación de crédito público para la integración del FOISO se ha realizado no sólo con la mayor transparencia, afectando los recursos a destinos específicos –hecho inédito en la Argentina– y con el costo más bajo que la ciudad haya tenido que soportar en operaciones similares, sino además, con absoluta responsabilidad fiscal.


En efecto, debemos resaltar que la ciudad, con la integración del FOISO, y aun computando también la aprobación del bono para el pago de la deuda a proveedores al 31 de diciembre de 2007, y la deuda para la adquisición de equipamiento hospitalario, estará sustancialmente por debajo de los límites que impone la Ley de Responsabilidad Fiscal, Artículo 21, de la Ley 25.917, a la cual adherimos por Ley 1726. En dicho sentido, la ratio de endeudamiento de la ciudad, esto es Servicios de la Deuda –amortización más interés– dividido ingresos totales, se encontrará sustancialmente por debajo del techo del 15 por ciento establecido por la referida norma.


Por otra parte, y como una prueba más de la responsabilidad que asume la actual gestión en el cumplimiento de sus obligaciones, el Gobierno de la Ciudad ha honrado debidamente la deuda pública asumida durante gestiones anteriores, habiendo abonado desde que asumiera hasta la fecha la suma de 291 millones de pesos. 


Señor presidente: más allá de las consideraciones generales que he efectuado sobre el despacho, es bueno también hacer algunas consideraciones en particular sobre el articulado del mismo. Así, en su Artículo 1º, se autoriza al Poder Ejecutivo a contraer un empréstito público mediante la emisión de títulos de deuda por un importe de 500 millones de dólares. Es de destacar que por un sinnúmero de circunstancias se ha decidido que el financiamiento se inscriba dentro de una ampliación del programa de asistencia financiera conocido como “bono Tango”, implementado a fines del año 1996, principios de 1997.


El Artículo 2º define las características de los títulos a ser emitidos. Entre todas ellas es oportuno hacer una particular mención de la discusión que se dio en el seno de la comisión, en relación con la incorporación o no al despacho, de hacer referencia a la tasa de interés. Como resultado de dicho debate, se ha acordado establecer que el rendimiento que arrojen los títulos no podrá superar en ningún caso el 13,5. 


El Artículo 3° autoriza al Poder Ejecutivo a dictar las normas reglamentarias y/o complementarias conforme a las pautas establecidas en el Artículo 2°.


El Artículo 5° autoriza al Poder Ejecutivo a contraer un empréstito, crédito puente, de hasta 200 millones de dólares. Se otorga al Poder Ejecutivo una herramienta que, de resultar oportuna y conveniente su utilización, permitirá inyectar rápidamente recursos en el FOISO, otorgando más tiempo para coordinar la fecha más favorable para la colocación de los títulos. En cualquier caso, el crédito puente será cancelado con la primera emisión de los títulos. 


El Artículo 6° autoriza al Ministerio de Hacienda a realizar todos los trámites correspondientes y suscribir la documentación necesaria para dar cumplimiento a la presente ley.


He dejado para el final una consideración sobre el Artículo 4°. Me refiero a la intervención de la Legislatura de la Ciudad en la operatoria del FOISO, la cual no se agota con la aprobación del presente proyecto. En efecto, según lo establecido por la Ley 2570, obra del consenso de diferentes bloques políticos, esta Legislatura llevará adelante el seguimiento y fiscalización del FOISO, a través de una comisión ad hoc, presidida por un legislador del principal bloque de la oposición, otorgando así mayores y mejores garantías de transparencia y control institucional. Todo ello, sin perjuicio de la intervención que le cabe a la Auditoría General de la Ciudad.


Señor presidente, señores diputados: por las razones que he expuesto, solicito que se apruebe el despacho de mayoría de la Comisión de Presupuesto.


La aprobación del proyecto en debate nos permitirá dar continuidad al proceso iniciado con la aprobación casi por unanimidad de la Ley 2570. Es, además, un reconocimiento al aporte realizado por las distintas fuerzas políticas que han participado en el serio debate dado en el seno de la comisión.


Por último, señor presidente, la operación de crédito público que se aprueba mediante el presente proyecto se desarrollará en un marco de total transparencia, respetando sobradamente las normas de responsabilidad fiscal actualmente vigentes y al costo más bajo que la Ciudad haya tenido que soportar en operaciones similares.


Finalmente, estaremos posibilitando la instrumentación del FOISO para que el Estado de la Ciudad comience a revertir muchos años de falta de inversión en infraestructura, saldando de esta manera una enorme deuda social.
Sr. Hourest.- Pido la palabra.


Señor presidente: luego de escuchar la fundamentación del dictamen de mayoría que dio el presidente de la Comisión de Presupuesto, quisiera compartir con las señoras diputadas y señores diputados una reflexión de actitud que me parece que va a presidir al menos nuestra intervención. 

Frente a propuestas como éstas, tradicionalmente la lógica de la conducta se orienta sobre dos grandes universos. El primero es el de la teoría del acto reflejo: esto es, se produce un estímulo, el estímulo es aceptado y, en consecuencia, la respuesta acompaña la reacción. Dado que éste es un proyecto votado por el bloque de la mayoría y por el de la primera minoría en ocasión de la sanción de la Ley de Presupuesto del año pasado, pido que abramos paso al segundo mecanismo de reacción, que tiene que ver con considerar los temas no en función de un acto reflejo, sino del interés propio ilustrado, que significa, simple y sencillamente, advertir los intereses individuales y colectivos, reconocer que no necesariamente lo propio es lo mejor y que, además, aun siendo lo propio en alguna oportunidad concebido como lo mejor, las modificaciones del escenario histórico, económico y político desaconsejan la persistencia del acto reflejo.


Digo esto porque, independientemente de las caracterizaciones que nos dividieron en la votación del presupuesto y que nos siguen enfrentando en términos de la caracterización de la situación económica, fiscal y de funcionamiento del Estado de la Ciudad de Buenos Aires, me parece que hay suficientes novedades para obligarnos a todos a reflexionar respecto del instrumento que se ha puesto a consideración.


En primer lugar, debemos tener en claro que lo que estamos discutiendo no es, repito, una autorización presupuestaria adicional al presupuesto originalmente sancionado. Es una estrategia de financiamiento para un presupuesto que fue presentado en su ocasión y denunciado por nosotros como parte de una lógica de financiamiento con déficit, para sanear ese déficit en función de un listado ad hoc de obras que fueron concebidas –lo dijimos en su oportunidad en el debate parlamentario– de apuro, reagrupando partidas, trayendo obras de un año e importando obras del Plan Plurianual de Inversiones. 

En ese contexto también dijimos que ese presupuesto tenía algunos aires de familia con el presupuesto nacional, en términos de subestimar los niveles de inflación e, hipotéticamente, sobrestimar los niveles de ejecución. A tal punto –sin hacer ninguna remembranza respecto de la actividad "cinematográfica" que vimos en el recinto–, la intervención de los diputados Olmos y Santilli planteaba la veracidad y profundidad de las estimaciones de inflación y de actividad previstas en el presupuesto.  

Ilustra lo que estamos discutiendo y los problemas que esto plantea ––y además ha sido un elogio sostenido por el diputado Borrelli– las palabras del diputado Olmos: “Lo digo puntualmente, porque gracias a Dios el PRO ha reconocido en este presupuesto que la inflación no es del 25 por ciento, como marcaban en la puerta de la verdulería con la camiseta amarilla ajustada al cuerpo; ese porcentaje queda en el olvido, porque si lo hubieran puesto en el presupuesto los trabajadores habrían reclamado un aumento de salarios, y los prestadores de servicio de la ciudad habrían reclamado una renegociación de los contratos, y nadie es tonto. Entonces, han aceptado que la inflación no va a pasar del 9 por ciento”.

Queda claro a la luz de los resultados, que luego vamos a empezar a mirar, que modificaron la hipótesis de inflación y de actividad tanto el Gobierno como quienes fueron su sostén parlamentario en el año 2007, no siendo parte de la coalición de gobierno. Me parece que a esta altura también están revisando los números en términos de actividad y de precios.

 A su vez, el diputado González mencionó la Comisión de Seguimiento del FOISO. En ese sentido, quiero decir con toda sinceridad, que es una mala práctica legislativa, lo digo sinceramente. Se trata de crear comisiones que después son, en realidad, simples alicientes para conseguir votos en el recinto y que luego no tienen ningún tipo de intervención.  Digo esto, porque si como efectivamente planteó el diputado González, ya el FOISO tiene compromisos definitivos, ya hay obras realizadas correspondientes a lo que iba a ser financiado con recursos del FOISO  –la comisión lo que tenía que revisar eran las obras de infraestructura–, debiéramos tener por parte de esa comisión algún tipo de dictamen o cruzamiento de datos con relación a la ejecución real de las obras que existen en la Ciudad de Buenos Aires o, en todo caso, un análisis pormenorizado de la correlación entre obras, licitaciones y gastos. No contamos con ninguno de estos elementos, no obstante han pasado siete meses de gestión y seis meses de este año. Nada de eso ha sido puesto a disposición de la Legislatura. 

Comisiones se han creado: se creó la Comisión del FOISO; se creó la comisión de la OSBA y así podríamos seguir creando comisión tras comisión, tras comisión, al sólo efecto de garantizar que algunos diputados, que ven que se están haciendo las cosas mal, reclamen la participación legislativa y se les diga: “No, lo vamos a hacer bien; creemos una comisión”. Como decía el General Perón, cuando quieran que algo no salga, creen una comisión. 

En ese contexto, señor presidente, me quiero ceñir… 

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Hourest: le solicita una interrupción el diputado Kravetz. ¿Se la concede?

Sr. Hourest.- Con todo gusto.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Kravetz.

Sr. Kravetz.- Gracias, señor presidente.


Quería saber si dentro de esas comisiones, que según el diputado sirven solamente para ganar votos, o para lograr votos en el recinto, contamos a la Comisión de Inclusión Social; creo que así se llama la comisión de la diputada Parada. Pero, si todas las comisiones que creamos son para eso, ¿cuáles son los dos votos que hemos logrado el resto de las fuerzas políticas a partir de la creación de esta comisión? Y, si quiere, después nos cuenta cuál es la actividad que está llevando a cabo.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Hourest.

Sr. Hourest.- Señor presidente: quiero hacerle una leve aclaración al diputado Kravetz: no es lo mismo establecer comisiones de seguimiento sobre actos externos que comisiones de trabajos parlamentarios. Si él quiere que la diputada Parada luego le pase un informe pormenorizado en torno del funcionamiento de esta comisión, con gusto lo vamos a hacer, pero me parece que ése no es el punto de debate. 

De todas maneras, dado que el diputado Kravetz es miembro de la Comisión de Seguimiento del FOISO… perdón, se trata del diputado Olmos, junto a otros diputados de su bloque, y que cuenta con tanta información privilegiada, sería importante que nos la haga llegar, porque esa sí está establecida.

Sr. Presidente (Santilli).- Les pediría a los diputados que entremos en el debate que estamos llevando a cabo y no en otro.


Diputado Hourest: el diputado Olmos le solicita una interrupción. ¿Se la concede?

Sr. Hourest.- Me la imaginaba.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Olmos.

Sr. Olmos.- Señor presidente: el diputado sabe que siempre escucho sus intervenciones, porque son muy lúcidas, pero no entiendo por qué desconoce el trabajo que hicimos en la Comisión de Seguimiento, ya que nos hemos juntado en tres ocasiones con miembros del Poder Ejecutivo. Quiero señalar que hay informes y hay documentación requerida, pero lo que sucede es que él no participa de esa comisión. Si quiere –tal como él lo señala de la diputada Parada–, yo también le mando lo que hicimos.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Hourest.

Sr. Hourest.- Voy a continuar; pero, en todo caso, luego voy a liberar algunos de los interrogantes que tengo con el diputado Olmos.


Respecto de la cuestión que nos ocupa, quiero llamar la atención esencialmente de los diputados y diputadas que están acompañando este dictamen, para que trabajemos juntos en la evolución de los recursos de la Ciudad de Buenos Aires al mes de mayo de este año. 


Al mes de mayo de este año, con relación al ejercicio anterior, hemos tenido un incremento de recursos por coparticipación federal del 32.09 por ciento; un incremento de Ingresos Brutos del 36.1 por ciento; un incremento del ABL del 93.7 por ciento; y un incremento de Patentes del 41.2 por ciento. Esto significa que, promediando los ingresos tributarios de los primeros cinco meses del año, se han incrementado en un 40.6 por ciento.


La estimación con la que fue construido el presupuesto –entre otras cosas reconocida por el Ministro Grindetti– señalaba que los recursos iban a aumentar un 18 por ciento. O bien estamos en el marco de una explosión del nivel de actividad económica de la ciudad, o bien hay un inflación que no entra en las camisetas amarillas del PRO, pero que sí se mete en los bolsillos de los hombres y mujeres de esta ciudad; y, en consecuencia, vendría bien reestimar –como se lo ha pedido esta Legislatura al Ministro Grindetti– la reformulación del presupuesto. 

Digo esto porque, más allá de cualquier dictamen de la Comisión del FOISO –que obviamente no nos ha sido girado, pero acepto la amable invitación del diputado Olmos para consultarlo–, este pleno votó una exhortación al Jefe de Gobierno para que reformulara el presupuesto y nos están pidiendo ex ante que admitamos la creación de endeudamiento cuando no nos han dicho qué van a hacer con el presupuesto que ya tienen que reestimar y que, a la luz de los hechos, pasados cinco meses, tiene un incremento de recursos tributarios del 40 por ciento.


Para ser claro y para medir gastos contra ejecución, al cierre del primer trimestre del año, el resultado financiero de la ciudad –no el resultado sin descontar el pago de intereses, sino el resultado descontando el pago de intereses–, había sido positivo en 906 millones de pesos; esto significa un 113,6 por ciento más alto que el ejercicio anterior. Esto quiere decir que si nosotros tomamos la recaudación de los recursos totales desde el año 2007 y la comparamos contra los recursos totales del año 2008, sin coparticipación, nos vamos a encontrar con que ya capturamos por recursos el 65 por ciento de los recursos del año 2007, y que tenemos adentro el 44 por ciento de los recursos del presupuesto 2008.


Con esto quiero señalar que está ingresando plata, y mucha, en el marco de la ejecución fiscal del Gobierno de la Ciudad. ¿Qué ha sido plata surgida de revalúos de activos? Sí. ¿Qué el presidente de la Comisión de Presupuesto o algún diputado me puede decir que el primer trimestre del año, como tiene el adelanto de los impuestos que se pagan anualmente, puede haber incrementado en algo la recaudación? También.

Lo que digo, en atención a eso, es que si nosotros miramos la recaudación del mes de mayo, vamos a ver que después de una caída en el mes de abril, en el mes de mayo todos los ingresos: coparticipación, ingresos, alumbrado y patentes, están verificando incrementos en la recaudación.


Pero claro; ustedes me podrían decir, razonablemente, que estamos haciendo el minué de las cifras de los recursos, y que no nos ocupamos de la amplia preocupación que tienen el Ejecutivo de la Ciudad y su mayoría parlamentaria –propia y ad hoc– en términos de gasto de capital. La realidad es que, tomando la ejecución denunciada por el Gobierno de la Ciudad, el gasto en capital tiene el 2,6 por ciento de nivel de ejecución al primer trimestre del año. Es el único dato fehaciente que pueden mostrar. La realidad, contra ese mismo período, es que es el más bajo nivel de gasto de capital de los últimos tres años: en 2006, se gastó 7,3 por ciento; en  2007, 11,8 y en 2008, 2,6. Me estoy refiriendo al gasto de capital con base devengada.


Pero, para no ser "pijotero" con los esfuerzos fenomenales que está realizando el Gobierno de la Ciudad, voy a tomar un criterio más amplio, que es el que se toma en términos de ejecución presupuestaria nacional; es lo que se denomina compromiso definitivo, que creo que fue lo que, en algún momento, esbozó el diputado González. Allí nos encontramos claramente con una modificación. En el año 2006 el gasto de capital con base ejecución definitiva fue de 26,7 por ciento; en 2007, 29,5 y en 2008, 8,7. 

Miremos como miremos, midamos como midamos, lo cierto es que hay recursos de más y ejecución de menos. Y esto implica resultado financiero disponible por parte del Gobierno de la Ciudad.


Significa que no hace falte tomar dinero a tasa activa para colocarlo a tasa pasiva para cumplir con obligaciones del Tesoro. Pero, en este contexto, nos podrían decir que, en realidad, somos extremadamente rigurosos y que hacemos apreciaciones generales.


Vamos a poner a disposición de esta Cámara un pequeño "cuadro de honor" que hemos realizado en relación con aquellas áreas y funcionarios que más se han esmerado por no gastar lo que esta Cámara les mandó gastar. Es decir, vamos a hacer el cuadro de honor de los desobedientes a los que nosotros les decimos que gasten una determinada cantidad, pero ellos se emperran y deciden no gastar lo que les decimos.


En primer término, vamos a poner a la jurisdicción Jefatura de Gobierno y, en ese contexto, al Instituto de la Vivienda. Luego, vamos a poner a la propia Jefatura de Gabinete y, en ese contexto, vamos a poner a las actividades relacionadas con el funcionamiento de los CGPs y con el fortalecimiento del proceso de descentralización, que tiene nivel de ejecución casi cero. Luego vamos a poner al Ministerio de Justicia y Seguridad; ministerio que fue estandarte político de esta administración. Vamos a ver que, en relación con la propia preocupación, han hecho dos cosas: en primer lugar, en relación con las actividades centrales del ministerio, gastaron el 3,7 por ciento. Pero están tan preocupados por la represión del delito que, en acciones de prevención del delito, gastaron 0,9 por ciento de lo que tienen presupuestado.


Luego, obviamente, sigue en este "cuadro de honor de la desobediencia", el Ministerio de Desarrollo Urbano, el Ministerio de Ambiente y Espacio Público, que tiene una nota muy interesante y es que el programa “Buenos Aires Recicla”, tiene ejecutado el 0,7 por ciento de lo presupuestado.


Luego, la otra "nave insignia" de la publicidad oficial: la jurisdicción del Ministerio de Salud, que tiene ejecutado el 2,05 por ciento.


Con esto quiero decir que esto es lo que pasa en la Ciudad de Buenos Aires. Pero, no contentos con querer demostrar que el sol sale por el Oeste, ahora también nos quieren hacer creer que es absolutamente indispensable endeudarse en estas condiciones para subsanar los problemas de infraestructura de la ciudad. Ahí recurren a un método conocido en la Argentina, que es el método “AVSP”: para que los taquígrafos no se vuelvan locos, aclaro que es la abreviatura de “a ver si pasa” o “a ver si podemos”. En ese contexto, lanzan la estrategia del bono.


¿Qué dicen en relación con el bono? En primer lugar, pretenden convencernos de que, como dijo el Jefe de Gabinete el otro día en su intervención, van a alterar la lógica de funcionamiento del sistema financiero internacional. Se trata de entidades subnacionales que van a tener mejores calificaciones de crédito que las entidades nacionales, lo que no ha pasado en ningún lugar del mundo ni se puede dar en ningún contexto porque, entre otras cosas, las entidades subnacionales no tienen acceso a la regulación en materia cambiaria; todo está determinado por la capacidad de pago en el exterior.


En segundo lugar, nos dicen que es bueno este proceso del bono, porque las condiciones son óptimas, pero la realidad es que el Riesgo País está a 600 puntos básicos en este contexto, y en los últimos meses –entre diciembre y enero– ha crecido casi un 42 por ciento. En el medio de todo esto, para financiar esa “milagrosa” tasa que nadie sabe cuál es, no toman como punto de referencia una tasa de uso absolutamente cotidiano, cual es la interbancaria, que en noviembre de 2007 era de 10,26; en junio de 2008 era de 15,42, y ha subido un 40 por ciento. En ese contexto, dicen: “Vamos a endeudarnos”. 

Pero, claro, hay una dificultad: el primer problema es que habría que encontrar dónde colocar esos recursos. Ciertamente, tendría que haber alguna colocación soberana, y la verdad es que en la Argentina han sido básicamente destinadas a la República Bolivariana de Venezuela o al sistema de AFJPs. Desde hace mucho tiempo, en la Argentina, los mecanismos de medición están todos alterados. Sin embargo, como no podemos ir por el bono, vamos por lo que efectivamente existe. Digo esto y me hago cargo: existía el bono, pero también  existía lo que se sabía que era el crédito puente. No existía en el pliego de licitación ni en el marco de negociación con los bancos, pero los bancos lo conocían, porque buena parte de los bancos que toman este compromiso venían de fracasar en algunas colocaciones internacionales durante los años 2005, 2006 y 2007.

En cuanto a la aplicación del City Group, no porque colocan un bono andan sacando pecho por el mundo y diciendo: “Le estoy prestando plata a Macri y a los porteños”, sino que pusieron una comisión misérrima para garantizar que ese consorcio se hiciera cargo de la constitución del denominado crédito puente.


La verdad es que a ciencia cierta uno mira diciendo: “Bueno, vamos a ver qué nos plantean con el crédito puente, ya que no van a colocar el bono”. Hagamos un ejercicio simple, tomemos la colocación del denominado crédito puente durante un año, en las condiciones del City Group que se están pactando, sólo con 300 puntos básicos, y nos vamos a encontrar con que, luego de un año, habremos pagado con intereses 39 millones de pesos. Se trata de 39 millones de pesos de crédito puente, que es el equivalente a las obras en los hospitales maternos infantiles y en los centros de salud y acción comunitaria; el equivalente a la erradicación y transformación en las villas del Instituto de la Vivienda; la totalidad del mantenimiento preventivo y correctivo del sistema de mantenimiento edilicio del Ministerio de Educación. Y así podría seguir, obra por obra y dinero por dinero.

De todos modos, la realidad es que el planteo que nos hace el Gobierno es un tanto distinto a todo esto, porque en las presentaciones de la Comisión de Presupuesto –de la que efectivamente no somos miembros, no porque no tengamos vocación, sino porque no hay lugar: es un sistema de “círculo cerrado”–, el Director de Crédito Público dijo sencillamente que uno de los logros que tenían establecidos era la hipótesis de colocar este bono, o este hipotético instrumento financiero, en el marco de las AFJP; el famoso inciso q) referente a obras e infraestructura. Lo que digo es que, en ese contexto, se habilitaba el funcionamiento de las AFJPs como un mecanismo privilegiado de sostenimiento fiscal de la Ciudad, en el marco de este programa de endeudamiento. 

Pero en paralelo a esto, aparece otra iniciativa del Jefe de Gobierno que es la que para el otro día, en ocasión de la visita del Jefe de Gabinete, no pudimos tener una respuesta sensata: la aparición del régimen de incentivo de colaboración público-privado para infraestructura, que establece la realización de fideicomisos para toda área y para toda característica en el marco de la Ciudad.


Ese proyecto de ley –lo aclaro para que las señoras diputadas y señores diputados se anoticien– permite colocar en un fideicomiso el 7 por ciento de la recaudación de Ingresos Brutos y el 50 por ciento de recaudación de Patentes, fuera de todo sistema de control y fuera de todo sistema de funcionamiento de la Ciudad. Son las mismas AFJP a las que se convoca, en el marco de ese fideicomiso, para desarrollar las obras de infraestructura de acá en adelante, a las que se les dice: “Vení a desarrollar las obras de infraestructura con el financiamiento hipotético del FOISO”. 


Sin ánimo de prolongarme demasiado, señor presidente, y para terminar, me parece que lo que nos está planteando el dictamen de la mayoría es un pésimo negocio y una pésima práctica política de no utilizar los recursos existentes y de recurrir a deudas para tapar la inutilidad en la ejecución. 

Además, realmente quiero preguntarles a las señoras diputadas y a los señores diputados para qué un gobierno quiere plata en el banco. Puede ser para cubrirse de riesgos, por lo que sería bueno que el gobierno nos diga: “Miren, nosotros creemos que va a caer la recaudación fiscal de la Ciudad y la tasa de actividad, y creemos que con el respingo de la inflación va a haber un efecto de sustitución y la gente va a dejar de pagar impuestos”. Y si es así, y hay que reformular el presupuesto, la solución no es endeudarse.  


Pero también existe otra posibilidad, que es la que nos digan: “Miren, estamos ante la hipótesis de una estampida de tasas internacionales de interés. Entonces, conviene fondearse ahora al 13,5 por ciento y no después tener que hacerlo al 26 por ciento”. Pues si la hipótesis es ésta, la pregunta que hay que hacer es cuál es la diferencia entre la tasa activa que se paga y la tasa pasiva en que se coloca. En ese contexto, si el Secretario de Hacienda fuera el gerente financiero de una empresa, lo colgarían de los pulgares. 


Por otro lado, puede existir una tercera posibilidad: que el Gobierno esté pensando que colocando deuda a tasa activa alta, pero en el marco de un proceso fenomenal de licuación de pasivos de la Ciudad, pueda hacerse de recursos para cancelar deuda anticipadamente, lo que no es coherente en ese contexto con la tercera pata, el programa de financiamiento, que implica el reconocimiento de créditos a proveedores. Quiero decir con esto que, mirado de un lado o del otro, uno lo que no advierte es el eje central, más allá del endeudamiento y de cumplir con una puesta en escena de “estamos preocupados por hacer” en este tipo de programas. 


Como nosotros no formamos parte de la estrategia publicitaria del Gobierno, tenemos la obligación de decir que la Ciudad de Buenos Aires no se merece cargar primero los 1.600 millones de pesos del FOISO, los 840 millones de pesos del certificado de reconocimiento de contratistas y los 150 millones de pesos de equipamiento hospitalario para que después, no habiéndolo gastado, dejemos endeudada a la Ciudad con plata en el banco. 


Nada más. (Aplausos.) 

- Ocupa la Presidencia el presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, diputado Godoy.

Sra. Walsh.- Pido la palabra.


Señor presidente: algunos diputados me preguntaron qué es esto que tengo en la banca, así que les aclaro que es una banderita que traje, entre otras cosas, para evitar cierta tendencia al aburrimiento –con todo respeto– que advierto en la cara de algunos legisladores que están en sus bancas; porque también veo muchas bancas vacías. Es más, de 60 bancas, recién conté que sólo había 30 legisladores ocupando su lugar. 


Menciono esto porque el tema que estamos tratando es muy importante, así que convendría estar atento, no aburrirse, estar sentado y comprometido porque, como bien dijo el diputado Hourest –con quien además he compartido la observación a este proyecto de ley que, por supuesto, vamos a votar en contra–, la deuda, todo ese enorme dinero que la Ciudad de Buenos Aires va a deber, la van a pagar los vecinos y las vecinas de la Ciudad que, a esta hora y en el lugar donde se encuentren, seguramente desconocen mayoritariamente que esta Legislatura está resolviendo de este modo su destino.


Éste es un endeudamiento innecesario, inoportuno y perjudicial para la Ciudad de Buenos Aires. Y hay que marcar la participación absolutamente nula de las vecinas y los vecinos en el debate relacionado con su aprobación. Hay que recordar que esta Legislatura está en deuda con el tema de las comunas y con la descentralización. Con ellas se podría pensar una Ciudad en la que las vecinas y a los vecinos opinen acerca de qué les parece la jurisdicción del Banco de Inglaterra. 

Se preguntarán para qué tengo esta bandera encima de la banca. ¿Para qué? Para recordar que dentro de unos minutos trataremos el Artículo 2°, inciso i), Ley y Jurisdicción, que se refiere a que los títulos se regirán por la ley de Inglaterra. Si anduviéramos por los barrios contándoles a los vecinos y a las vecinas que los conflictos que pudieran presentarse con relación a los títulos o cupones, si los hubiere, y los acuerdos relativos a su emisión serán resueltos por los tribunales de Inglaterra, la verdad es que provocaría muchísimas caras de sorpresa. Además, en una sesión pasada ya nos recordaron que esto ni siquiera es nuevo: colegas diputados, no es nuevo; pero sigue siendo escandaloso. Los vecinos dirían: “¿En serio me lo estás diciendo? ¿En serio en esa Legislatura, donde tenía que haber 60 diputados sentados en sus bancas, había nada más que 30 legisladores discutiendo la jurisdicción del Banco de Inglaterra?”. Sí. Pero además esto ya pasó y va a volver a pasar. También preguntarían: “¿En serio que llevaste una bandera?” Sí, para decirles a los presidentes de bloque que van a votar a favor de esto que acá la tenemos. Yo me conformo con la que tenemos allí atrás, que izamos en todas las sesiones, y que parece que estamos dispuestos a respetarla bastante poco.


Y digo esto porque, a la hora de hablar de la deuda y del endeudamiento, la discusión –no soy economista, pero soy argentina y porteña– sobre la cuestión de la soberanía es una discusión que tiene historia. Desde el empréstito Baring Brothers hasta hoy existen historias relacionadas con el interés extranjero y con andar regalando y entregando la soberanía. 

Y, entonces, como además el debate de los años recientes sobre la perversa deuda externa –hubo un hombre que era un gran patriota, a quien llamaban el “loco de la deuda”, Alejandro Olmos– muchas veces nos puso a discutir las cuestiones soberanas, no nos basta  con que un supuesto economista, un supuesto especialista nos diga: “Esto hay que aceptarlo, porque es lo que ya hicimos, es lo que haremos, es lo que se usa; y porque es así”. No lo aceptamos, y por eso votamos en contra.

Además, este endeudamiento que rechazamos tiene historia. Lo propone el Jefe de Gobierno, pero ya lo estableció una ley sancionada por esta Legislatura en la sesión especial del 5 de diciembre del año pasado. Tengo sobre mi banca la versión taquigráfica y la verdad es que me entretuve bastante leyéndola toda en esta última semana, porque este debate se vino postergando. Y pido a los diputados que presten atención –algunos estaban el 5 de diciembre y siguen estando hoy; pero hay otros que ingresaron a la Legislatura junto conmigo el 10 de diciembre–, porque cuando faltaban tan sólo dos días para que los nuevos legisladores juráramos y tres días más para que ocupáramos nuestras bancas, esta Legislatura, en sesión especial maratónica, que terminó en la madrugada, resolvió un condicionamiento que debemos entender como legítimo, porque los legisladores todavía estaban cumpliendo su mandato legislativo. ¿A quién se le ocurre? ¡Qué buena ocurrencia: en vez de esperar cinco días más para que se produjera la renovación de la Legislatura, el 5 de diciembre se aprobaba esta Ley de FOISO!

Además, si uno lee el texto de la Ley de FOISO –no lo que vamos a votar hoy, sino la sancionada el 5 de diciembre– va a encontrar que hasta se tomaron, yo diría, el cuidado de establecer que cuando viniera la propuesta de endeudamiento a la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, si la comisión respectiva no daba dictamen rápidamente, entonces tenía que ser considerada en el pleno de la Cámara en sesión inmediata. ¡Qué bárbaro! ¡La verdad es que se tomaron un cuidado fantástico!


Alguien puede decir que había un cambio de Gobierno. Sí, había un cambio de Gobierno. En la versión taquigráfica del 5 de diciembre se advierte la insistencia de algunos legisladores diciendo que habían hecho todas las consultas –incluso en esa sesión se debatió la Ley de Presupuesto y la Ley Tarifaria–, y obviamente, se menciona con insistencia, en distintas intervenciones, que el Jefe de Gobierno entrante había sido consultado, que los ministros que iban a ingresar en el cambio de administración venían a la Legislatura. 

¿Sabe qué es lo que no se menciona en ningún momento, señor presidente? A los legisladores que íbamos a ingresar. Toda la preocupación estaba puesta en darle al Poder Ejecutivo que ingresaba el mayor de los reconocimientos y de los espacios para que pudiera plantear cómo quería hacer las cosas. ¿Sabe, señor presidente, a quién no se escuchaba? A quiénes íbamos a integrar, y ahora integramos, el Poder Legislativo. 

Me llama la atención que los legisladores se esmeraran tanto en prestar atención al cambio del Poder Ejecutivo y desmerezcan de semejante forma el cambio, la renovación de las bancas legislativas. Porque hubieran pensado que, a lo mejor, algunos de los que estaban ingresando no estarán de acuerdo. No; no estamos de acuerdo con lo que hicieron el 5 de diciembre. Por lo menos, se lo decimos a quienes siguen ocupando sus bancas, porque el 5 de diciembre hubo legisladores que, además, estaban transitando su última sesión, y la verdad es que no haríamos semejante cosa un 5 de diciembre a una mitad que se renovaría a partir del día 10 del mismo mes.


Vamos a señalar algunas responsabilidades políticas que surgen de la lectura de la versión taquigráfica de aquella sesión especial, maratónica, que terminó de madrugada, que reveló todo el apuro, la improvisación y la eternamente vieja manera de hacer política. Esa manera que siempre se dice que se va a cambiar, pero que les encanta a quienes renuevan el mandato con el correr de los años: legislar de madrugada, de apuro, sin los textos en las bancas, hasta el punto de que un legislador señaló con claridad que el anexo de las obras de FOISO era un listado que le habían entregado un par de horas antes. ¿A quién se le ocurre, colegas? Un listado, el anexo del FOISO, que se les entrega a algunos bloques minoritarios, por supuesto, horas antes, no puede ser ni siquiera estudiado con rigor.


Quien propuso aquella ley entre gallos y medianoche –porque la verdad es que la aprobaron de madrugada–, la Ley de Creación de FOISO, número 2570, en la misma sesión en que se sancionó la Ley de Presupuesto y la Ley Tarifaria, fue el Frente para la Victoria, que presidía la Comisión de Presupuesto. O sea, no fue el bloque macrista, sino el bloque Frente para la Victoria. No hace falta ningún ADN para considerarlo legítimamente "el padre de la criatura". El Frente para la Victoria es el padre de esta criatura. Y esta criatura se llama “endeudemos a la ciudad”, “la deuda de la ciudad”, en uno de los momentos económicos más críticos para endeudarse. 

Pero, como dice el refrán popular, lo peor de todo es que sin necesidad; es decir, como dice el refrán: “Lo peor de todo no es endeudarse, sino endeudarse sin necesidad”. Parte de esas obras, que son imprescindibles y que deberían formar parte de la Ley de Presupuesto –donde no están–, se alternan con las llamadas “Obras Varias”. ¿Leyeron el anexo de la Ley del FOISO? ¿Prestaron atención a las “Obras Varias”? ¿Qué quiere decir “Obras Varias”? No sé. Dice “Obras Varias”. Se alternan con las llamadas “Obras Varias”, a las que se asignan fondos que proceden del endeudamiento planteado. Muchas de las que están detalladas no resisten el debate –repito: no resisten el debate–, como las referidas a establecimiento neuropsiquiátricos: el Borda o el Moyano. Los funcionarios que concurren a esta Legislatura dicen una cosa con la boca, pero luego, en los diarios, borran con el codo lo que dijeron, reafirmando la impresión de “que sí, pero no, que no pero sí”. Cuando se les pregunta si el Borda y el Moyano se van a trasladar, empiezan “que sí, que no, que ni, que so”. En los diarios sale una cosa, acá dicen otra y después hacen otra; hablan de terrenos vacíos.

El dinero procedente de este endeudamiento, que algunos van a aprobar –por suerte yo no–, estará destinado, entre otras cosas, a lo que el Jefe de Gabinete de Ministros dijera en este recinto hace pocos días: a los terrenos que él piensa “vacíos”, a obras del Borda y del Moyano. Después salió en los diarios diciendo que no los van a sacar. Pero, la verdad, ¿quién les cree? Yo no les puedo creer, porque todos los días dicen cosas distintas.


El despacho de mayoría para acordar este tremendo endeudamiento lo firmaron el bloque macrista y el Frente para la Victoria. En estas bancas dije que "se habían casado y tuvieron hijitos". He aquí un verdadero fruto de la unión a la que me he referido tantas veces. Éste es uno de esos hijitos: el endeudamiento. No es posible pensar este endeudamiento si no fuera un hijito de la alianza política o acuerdo político entre el oficialismo y la supuesta oposición.


Dado que me quedan pocos minutos, solicito que se inserte mi discurso en la versión taquigráfica. Sugiero a quienes estén interesados en este tema que lo lean porque, por suerte, existirá para el futuro la versión taquigráfica. *
En estos pocos minutos, quiero referirme a toda la cantidad de disparates que están planteados en relación con el Anexo I de la Ley del FOISO. Por ejemplo, se destinan 42,5 millones para el Teatro Colón, que sigue paralizado y la nueva empresa consultora aún no presentó el redireccionamiento del Master Plan. Hay cosas graves como, por ejemplo, en salud; hay obras sin detalle por 86 millones. Se incluyen obras en dos CeSAC, como el CeSAC 37 y el CeSAC 44, que ya tienen financiamiento del BID: si estaban financiados por el Banco Interamericano de Desarrollo, ¿por qué los incluyen? 


Señor presidente, voy a insertar mi discurso en la versión taquigráfica, que formará parte de mi mejor destino en esta Legislatura: seguiré insertando discursos, que tal vez nadie lea pero que son importantes, porque dicen cosas importantes y denuncian cosas importantes. A alguien le importará. Supongo que a los vecinos y vecinas de esta ciudad y a la gente que nos votó para hacer lo que entendemos lo que hay que hacer.


Por último:¿hay una comisión del FOISO? Sí, la hay. Se dice que tiene alguna documentación. ¿Por qué no la ponen a disposición de los distintos bloques? ¿Esa comisión del FOISO la preside un opositor? ¡No me hagan reír! Esa comisión del FOISO la preside el que inventó el FOISO y, que yo sepa, uno no puede controlar aquello que inventó. (Aplausos.) 

Sr. Ibarra.- Pido la palabra.


Señor presidente: estamos debatiendo uno de los temas centrales para la Ciudad de Buenos Aires de este año, porque se está decidiendo en la Legislatura un endeudamiento de la ciudad de alrededor de 1.600 millones de pesos ó 500 millones de dólares. Además, se está decidiendo en un contexto realmente perjudicial para la Ciudad de Buenos Aires y beneficioso, en todo caso, para algunos grupos empresarios, como son las AFJP.


Aquí no estamos discutiendo el endeudamiento como una herramienta de política económica, como una herramienta que puede servir o no de estrategia; sería necio negar la posibilidad de endeudamiento. Tenemos que analizar para qué se aplica el recurso que se pretende obtener del endeudamiento y cuál es el costo de ese dinero.


Aquí se pone, y desde el principio, cómo fue también el endeudamiento para el equipamiento hospitalario, un título que aparece seductor: ¿quién puede estar en contra de hacer obras en la Ciudad de Buenos Aires, quién puede estar en contra de equipar los hospitales? El problema es cómo se hace y lo que realmente se está haciendo.


Si el Gobierno de la Ciudad hubiera querido ir a algún organismo multilateral de crédito no hubiera obtenido un solo peso, en ese contexto de anexos de obras, puestas, sacadas, arremetidas; imposible. De ninguna manera, ningún organismo multilateral de crédito hubiera aprobado un solo dólar para una propuesta de éstas, por más que se hubiera puesto el título “Obras para la Ciudad de Buenos Aires”.


La ciudad ha tenido deuda, y la tiene para una obra puntual: las obras hidráulicas para el Arroyo Maldonado. El Banco Mundial financia parte de esas obras y el financiamiento debe ser destinado exclusivamente a esa obra; además, controló el proyecto y recién después aprobó la asignación de recursos.


Hubo otras situaciones en las que la ciudad tomó deuda a largo plazo para pagar deuda a corto plazo; hablo de la emisión del Bono Tango. La recaudación de la ciudad en ese momento –hablo de la gestión de De la Rúa– estaba embargada en el Banco de la Ciudad por deudas que había con proveedores. El camino del Banco Ciudad era la privatización o el cierre. Se endeudó la Ciudad de Buenos Aires, como dije, con una deuda a largo plazo para pagar una deuda a corto plazo, a fin de capitalizar al banco.


De todo lo que se ha dicho aquí, de lo que ha dicho el propio oficialismo, de lo que ha discutido la Comisión de Presupuesto, no surge que estemos ni en una situación ni en otra. Aquí nadie dice que el Gobierno esté ahorcado económicamente, que tenga vencimientos imperiosos que puedan significar un default para la Ciudad, y que necesita salir a tomar deuda. Tampoco se estableció una obra determinada, la que fuera –una obra hidráulica importante, una línea de subterráneo, treinta escuelas–, qué son estas obras, y para que se va a aplicar. No se hizo eso. Lo que se hizo fue decir: “Vamos a tener plata y empecemos a juntar para ver con qué obra la llenamos”.


Aquí se dieron algunos ejemplos. Podríamos citar también que entre las obras que se pusieron inicialmente estaba la misma obra del Arroyo Maldonado –la obra pública más importante que hoy tiene la Ciudad de Buenos Aires–, que fue puesta por el gobierno entrante como una obra integrante del FOISO cuando tenía financiamiento del Banco Mundial desde el año 2005. Sin embargo, cuando se dieron cuenta de esto, no bajaron los montos de endeudamiento, y dijeron: “A ver con qué podemos seguir completándola”.


Además, hubo una trampa, porque tomaron la primera columna del Plan Plurianual y ahí mandaron las obras. Muchas de esas obras tenían financiamiento genuino, con recursos genuinos de la Ciudad de Buenos Aires. Y digo que “tenían”, porque era el presupuesto que había mandado Telerman poco tiempo atrás; o sea, en el presupuesto que venía del gobierno, tenía financiamiento genuino ¿Qué hacen? Sacan esas obras, las mandan al endeudamiento internacional, las ponen dentro del FOISO, y se liberan alrededor de 700 millones de pesos que no los usan para obras, sino que los aplican en Gastos Corrientes. Porque si cotejamos el presupuesto de Telerman con el de Macri, vemos que en Gastos Corrientes aumenta 650 millones de pesos, casi coincidente con lo que sacaron del Plan Plurianual. En definitiva, se trata de un recurso contable prohibido por la Ley 70, porque el endeudamiento termina liberando recursos para Gastos Corrientes.


Por lo tanto, esto es la génesis de este endeudamiento. No estamos planteando para una obra determinada. Acá estamos poniendo recursos y luego vemos para qué. Al poner esto en el endeudamiento, liberamos recursos para Gastos Corrientes. Esto es lo que estamos aprobando. En definitiva, a 700 millones de pesos que estaban previstos para obras y que tenían recursos genuinos, los liberamos, los mandamos al FOISO y podemos utilizar esa plata para Gastos Corrientes, sueldos, pago de servicios o lo que sea; esto está prohibido. Formalmente no es así. Decimos que nos estamos endeudando para obras y hacemos una trampa prohibida por la Ley 70. 

Además, esto encierra un hecho muy grave en términos de gestión, porque se ponen todas las obras, y lo pueden cotejar. Por ejemplo, del Ministerio de Cultura, están todas, menos 500 mil pesos; del Ministerio de Salud, todas; del Ministerio de Educación, todas; del Ministerio de Desarrollo Social, todas. Y se las manda al FOISO, a un endeudamiento con bonos. ¿Qué quiere decir esto? Es poner la soga al cuello y decir: “Señores, si no nos aprueban el FOISO, no se van a poder hacer esas obras ni en Salud, ni en Educación, ni en Desarrollo Social, ni en Cultura”. 

No es una obra determinada que uno manda a financiamiento internacional y que la puede manejar, como una línea de subte, que se empieza seis meses o un año después, dependiendo de las condiciones; se trata de obras regulares que estaban previstas en el presupuesto e, incluso, algunas están en plena ejecución. De hecho, si ustedes miran la columna I, verán que una gran cantidad de las obras previstas para el FOISO vienen ejecutándose, y ésta es una etapa de 2008 y sigue ejecutándose en 2009 y 2010.  

¿Qué pasa si no se obtiene el financiamiento? ¿Se paran esas obras? Esto es poner una soga al cuello; como gestión, es realmente condicionar de una manera desastrosa. ¿Por qué? Porque cuando uno plantea un financiamiento internacional también ve el contexto de financiamiento. Entonces, puede decidir si sale o no a pedir deuda y a tomar dinero; lo evalúa. 

Ahora, ¿cómo vamos a evaluar, diciendo “la verdad es que las tasas están altas; no, salimos”? Se caen todas las obras. No son una obra determinada; son las obras que están en el anexo, y no los voy a aburrir leyéndolas. De hecho, muchas de ellas tienen ejecución. Algunas tienen un valor de cinco mil pesos o treinta mil pesos. Las pusieron en el FOISO, y son obras que se venían ejecutando. 

¿Cuál es la capacidad de decisión de un Estado? He escuchado discursos: "el gobierno va a decidir cuándo lo hace". ¡Fenómeno! Esto, si fuera una obra determinada. Cuando son tantas obras, y son las previstas para un año de gobierno, y muchas de ellas están ejecutándose, lo que están diciendo es que si no sale el FOISO, esas obras no se ejecutan. La verdad es que como política de administración de los recursos es muy mala. 

Además, en términos de gestión esto implica quitar la posibilidad a un Estado de decidir cuándo sale a pedir dinero y a tomar deuda. Si estuviéramos en situación de default, se sale al costo que sea. Pero ésta no es la situación. Porque podría haber otra hipótesis: las tasas están “planchadas”; podemos salir a tomar plata  al 5 por ciento anual. ¡Bueno, la tomamos y después vemos cómo la aplicamos; total es plata baratísima! ¡Y la podríamos aplicar a distintas obras! Pero creo que nadie en este recinto puede negar que éste es el peor momento, en años, para salir a tomar una deuda. 

Se dijo recién que el propio Estado Nacional hace mucho tiempo que no sale a pedir deuda al mercado internacional. Lo único que pudo colocar, en términos de discusión y solidaridad con la República Bolivariana de Venezuela, ha sido a un 13,5 por ciento. Porque eso no fue fruto del mercado. Hoy ningún país emergente sale a tomar deuda. Ninguno.  Vino a esta Legislatura el Director de Crédito Público a decir: “Están saliendo”. ¿Dónde están saliendo? Nadie sale a tomar deuda. Se habla de la volatilidad de los mercados. Esto ocurre desde mediados del año pasado. Todos lo saben: la crisis por las hipotecas de mala calidad, los bancos centrales girando 400 mil millones de dólares a los bancos de sus países en una red de socorro, porque si no quebraban. Los bancos tuvieron que sanear sus carteras, y se desprendieron de los títulos públicos de los países emergentes. Por lo tanto, no hay créditos para los países emergentes.


Nosotros, en un contexto de subejecución, en un contexto de disponibilidad de recursos y en un contexto de aumento de la recaudación –como se dijo acá– estamos autorizando a salir a tomar deuda, con tasas que se dicen del 13,5 por ciento como límite, que hoy en realidad ni siquiera es así. Pero además, por la forma en que hace, se están comprometiendo las obras regulares y cotidianas de un gobierno en un año. No decidimos que porque están altas vamos a postergar las obras del subte por un año más. Esto sería razonable, hablando de las obras en las villas, en centros de salud y de todo lo que pusieron dentro del esquema del FOISO.


En la Argentina, la propia provincia de Buenos Aires tomó deuda a diez años a 9,75 de tasa. Una provincia que “defaulteó”; que tiene déficit permanente y una calificación mucho más baja. Y nosotros estamos autorizando al 13,5. Es más: ni siquiera creo que se esté en condiciones de salir a colocar al 13,5. Entonces, aparece el crédito puente. Esto explica la baja comisión pedida por el Consorcio de Bancos.


No es cierto lo que dice el presidente de la Comisión de Presupuesto, y lo digo con todo respeto: “Todavía se quejan porque la comisión que pide el consorcio es baja”. Depende de cómo la tomemos: porque si al consorcio le dijeron que íbamos con una comisión baja, porque luego viene el crédito puente, se trata de un buen negocio. Debemos tomar el contexto. Si uno suma los intereses que va a pagar por el crédito puente, más la comisión, la verdad es que es un buen negocio. Sea cual fuere la comisión del crédito puente, si tomamos lo que se va a dar desde ahora hasta fin de año por lo menos, si la comisión es del 13,5 por ciento, estamos hablando de 11 millones de dólares y, si es la mitad,  son casi 6 millones de dólares. Por lo tanto, es mucha plata.

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Ibarra: le solicita una interrupción el diputado González. ¿Se la concede?

Sr. Ibarra.- Sí, señor presidente.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado González.

Sr. González.- Señor presidente: no es obligación tomar un crédito puente. Es una herramienta más que estamos planteando. 


De todos modos, los créditos puente, y ha sido explicado de este modo en la Comisión de Presupuesto por el Director de Crédito Público, son créditos a 30, 60 y a más tardar 90 días, cuya tasa, al día de hoy, si se ejerciera la opción y se saliera a tomar un crédito puente, sería tasa Libor 2,75, más 200 puntos básicos, lo que estaría dando 4,75; 5 puntos como máximo.


No es como dice el presidente de la Comisión de Presupuesto. Tomen cualquier diario especialista en cuestiones económicas y se van a dar cuenta de las tasas. De manera que mal se puede pretender generar una sospecha sobre la transparencia de una decisión como la que se ha tomado, en la elección de un consorcio planteando, respecto de que el negocio no está en la comisión sino que está en la toma de un crédito puente. La verdad, señor presidente, esto no se entiende.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Señor presidente: si la tasa que señala el diputado González fuera ésa, sería bueno que lo colocaran en la discusión en particular. Porque, que yo recuerde, en el proyecto de la mayoría las condiciones del crédito puente son las mismas que la colocación de bonos. Entonces, si mal no recuerdo, la tasa de colocación de bonos es del 13,5, que es la misma del crédito puente. 

Creo que es el Artículo 5° el que se refiere al crédito puente, que establece “con las condiciones del Artículo 2°”. En las condiciones del Artículo 2° está establecido el 13,5 por ciento.

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Ibarra: nuevamente le pide una interrupción el diputado González. ¿Se la concede?

Sr. Ibarra.- Cómo no.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado González.

Sr. González.- Le agradezco por su intermedio al diputado Ibarra.


El diputado Ibarra sabe que eso no es así, porque los créditos puente –vuelvo a repetir–, que son de cortísimo plazo, nunca van a tener la tasa de créditos que son de largo plazo. Esto no lo digo yo, sino que es cuestión de mirar el mercado. No puede pagar la misma tasa un crédito a 30 días que uno a 10 años. Realmente, eso es ir por el absurdo.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Señor presidente: todo lo que diga el diputado González puede ser perfectamente creíble, pero yo atiendo a lo que está escrito, y a lo que está escrito se le colocan las mismas condiciones de los bonos, que tienen el 13,5 por ciento. Por lo tanto, cuando después venga la tasa alta, vamos a decir: “¡Álvaro González decía tal cosa!”, pero la ley dice otra cosa bien distinta. Entonces, entre las palabras de muy buena fe del diputado González y el texto de la ley –por lo menos del proyecto de la mayoría–, permítame quedarme con el texto del proyecto de la mayoría.


Pero, de todas maneras, sea cual fuere la tasa resultante del crédito puente, me imagino que podemos computar 5 ó 6 meses de interés de crédito puente, pero eso aún a tasas del 5 ó 6 por ciento son varios millones de dólares pagados. 

Además, con los recursos que hoy tiene la Ciudad de Buenos Aires, en lugar de haber venido el Director del Crédito Público, tendría que haber venido algún funcionario o director para que nos explique cómo es la evolución de los ingresos y de la caja de Tesorería. Entonces, por ejemplo, debería haber venido el Director de Obras Públicas y decirnos: “tenemos estas 30 obras paradas porque no tenemos recursos, y tenemos que salir con el crédito puente por lo que entonces tenemos que pagar tantos intereses”.


Ahora bien: que yo sepa, no hay una sola obra parada por falta de recursos, y vamos a autorizar un crédito puente cuando lo que hace hoy el Gobierno es tener recursos. Lo dijo el propio diputado cuando recién dio el informe, ya que creo que habló de 250 millones de pesos devengados, hasta hoy, de lo que es el FOISO. Entonces, señor presidente, dígame si no les sobra la plata. Cómo justifican –si tienen sólo 250 millones devengados– una autorización para un crédito puente. Solamente se entiende si se intenta asegurarle el tema al consorcio bancario y decirle: “acá está y, con los intereses que cobran, puedan decir: el negocio está bastante bueno”. De otra manera, con subejecución, con 250 millones de pesos devengados como dice el diputado, con alto crecimiento de recaudación –el Jefe de Gabinete dijo el 5 por ciento que, proyectado anualmente, estamos hablando de 800 ó 900 millones de pesos–, ¿vamos a autorizar un crédito puente? Entonces, considero que el bono no sale, porque se le puso un 13,5 por ciento; salvo que me digan que los mercados se van a ordenar todos en el corto plazo. Pero, ¿si no se puede colocar a 13,5 por ciento? En ese caso, estamos con un crédito puente que no sabemos a qué está sujeto. 


En poco tiempo, pasamos de una ciudad que tenía un fondo anticíclico y que tenía presupuesto equilibrado a una ciudad con déficit presupuestario, sin fondo anticíclico y con un endeudamiento autorizado a tasas altísimas, en un momento en que ninguno sale a pedir tasa, y con un contexto económico de alta recaudación, de subejecución y de recurso disponible por parte del Estado de la Ciudad. Encima, con crédito puente. La verdad es que esto no se explica, no tiene explicación. 

Insisto: no lo digo desde la filosofía de que el endeudamiento es pésimo de por sí. Ahora, estamos autorizando un endeudamiento en este contexto a tasas carísimas, en un contexto internacional en el que nadie sale a tomar créditos. Ni las empresas privadas salen a tomarlos ahora. Aeropuertos 2000 bajó un pedido de endeudamiento que ya tenía garantizado con la tasa de embarque, que está dolarizada, y no lo obtuvo. Es una empresa privada. ¿Lo va a obtener la Ciudad de Buenos Aires? Y si lo obtiene, a esa tasa, insisto, los intereses que vamos a pagar, van a ser costosísimos para toda la ciudadanía; porque eso se paga.
La verdad es que, en el contexto de hoy, es como si uno tuviera plata en una cuenta corriente y girara millones en descubierto a un interés altísimo. A nadie se le ocurriría, teniendo plata en una cuenta corriente, girar en descubierto, ya que el banco cobra altísimos intereses. Esto es lo que están planteando. 


La Ciudad de Buenos Aires tiene recursos; no tiene obras paralizadas por falta de recursos. Hay una masa de obras, en muchos casos, indeterminada. Y salimos a pedir dinero carísimo, innecesariamente. Esto es lo que estamos haciendo.


La verdad es que pudo haber cambiado algo. Puedo entender a algunos diputados que, en el momento en que llegaba el gobierno pensaban que había que darle herramientas. Ya estaba la crisis internacional en noviembre o diciembre del año pasado. Pero podría haber visiones optimistas de que esto mejoraría. No mejoró; empeoró. Y la condición particular del país empeoró.


Entonces, insistir con esto, es endeudar a la Ciudad de Buenos Aires en condiciones absolutamente desventajosas, carísimas, teniendo recursos la ciudad, no necesitando pagar intereses y, menos aún con un crédito puente, que sólo le sirve al consorcio ganador.


Señor presidente, desde Diálogo por Buenos Aires hicimos un despacho rechazando el pedido de endeudamiento, por todos estos fundamentos y por los que están en el dictamen de la minoría.

Sr. Abrevaya.- Pido la palabra. 


Señor presidente: como decía el diputado González, nosotros estuvimos trabajando en la comisión estos dos meses y medio, recibimos a los funcionarios, los escuchamos con atención, les hicimos sugerencias y les hicimos permanentemente una pregunta clave que, a nosotros, nos sigue dando una respuesta negativa.


Esa pregunta clave tiene una matriz que reúne casi todas las condiciones que mencionaron los diputados preopinantes. Esa matriz de tres puntos es: subejecución; mayor recaudación y la condición internacional. Final de esta matriz para nosotros: no es oportuno salir por una tasa de 13,5 como techo, en este contexto, en esta oportunidad, con la subejecución y con la mayor recaudación que tenemos. No nos parece correcto que la ciudad haga esto. 

Entendemos que estamos en un escenario que, quizás, la Legislatura no imaginó el año pasado. El diputado Hourest decía que él tuvo oportunidad de hacerlo; pero, en cualquier caso, no lo hizo. Se aprobó un sistema –entiendo yo que fue por primera vez– que tiene dos leyes para contraer esta deuda o emitir los bonos: la primera, fue el año pasado en aquel escenario y, la segunda, en este escenario.


Este escenario tiene casi 400 puntos de diferencia en el riesgo país como mercado internacional. Este escenario muestra esta subejecución. Y, sin querer cargar las tintas sobre si es una subejecución que se mantendrá o no, a la fecha es así. En este escenario hay un  40 por ciento más de recaudación al final de las cuentas. Este escenario tiene un gobierno nacional retirándose del mercado internacional: la última deuda que tomó fue con Venezuela al 13,5 por ciento, y evitó meterse en un nuevo endeudamiento en esta etapa.


Para no abundar y para no hacerla larga, creo que éstas son suficientes razones para que la Legislatura detenga este proceso, volvamos a comisión, tengamos fe en que estas condiciones van a cambiar y, cuando cambien, en todo caso, supliremos la fe por la realidad y, entonces, autorizaremos al Ejecutivo. De no ser así, aun con el argumento de que si no está autorizado tarda tres meses, y quizás en tres meses cambie, nosotros no lo podemos autorizar, porque hoy la proyección que tiene esta realidad es aún peor, o por lo menos no podemos imaginarla mucho mejor, o igual a la del año pasado.


La otra cuestión es la del crédito puente, y si se pudiera tomar al 4 ó al 5 por ciento. Como decía el diputado Álvaro González, tomemos todo el crédito al 5 por ciento. Es obvio que no es así. Y no sólo no es así sino que, además, el crédito puente le obliga a los 30, a los 60 o a los 90 días a salir con los bonos. Quiere decir que lo que hacemos es una escalada de endeudamiento en un contexto que nos parece inoportuno. No es más que esto, señor presidente.


Termino rápidamente. Esto es lo que defiende nuestro bloque. Adelantamos, por los motivos expuestos, nuestro voto negativo, por este cambio brutal de condiciones internacionales, de ejecución y de recaudación. Y creemos que esa cuenta amerita lo suficiente como para no meternos en deudas que no nos apuran. 


Como última perla, le pregunté al Director de Crédito Público cuál era el costo de oportunidad del Gobierno, es decir, dónde le cerraba la cuenta. Porque, como decía el diputado Ibarra, si se tratase de subtes o de una obra que definitivamente se tiene que pagar a lo largo de las generaciones, por ahí uno estaría dispuesto a pagar el 13.5. Pero no se trata de eso. Me interesaba saber cuál era la combinación con la que ellos estaban dispuestos a salir. La cifra que me dio –después de apurarlo, porque realmente es riesgoso decir una cifra calculada en el aire, con subejecución, con plata en el banco y con la sola intención de saber cuál es– era sensiblemente menor de la que están aprobando.

Además, deseo agregar algo. En un tiempo, la redacción de la tasa tenía una fórmula mejor y lo que hacía era referir al Gobierno Nacional como una cobertura institucional. Pero también se sacó del juego.

Me parecen suficientes razones como para votar en contra de este despacho y/o solicitar que lo devuelvan a la comisión, y que esperemos tiempos mejores.

Sra. Gómez.- Pido la palabra.

Señor presidente: cuando a fines del año pasado se votó la Ley de Presupuesto General de Gastos y Recursos y la ley que creó el FOISO, nosotros –como bloque del Partido Socialista, y por una cuestión de responsabilidad– acompañamos esa votación en el entendimiento de que estábamos frente a un gobierno que recién comenzaba y que venía a la Legislatura de la Ciudad a solicitar herramientas o instrumentos que entendía que eran estratégicos para su gestión.

Si bien acompañamos con nuestro voto, en ese momento planteamos objeciones referidas a la metodología. Dichas objeciones tenían que ver, justamente, con lo que algunos diputados plantearon anteriormente en el recinto, con respecto a la creación del Fondo de Infraestructura Social en el que se incluyó –como bien se dijo aquí– parte del plan plurianual o de lo que estaba previsto para este año en diversos ministerios, entre ellos, el de Desarrollo Urbano, el de Medio Ambiente, el de Desarrollo Social, el de Educación, el de Salud y el de Cultura.

Nuestras críticas se debían a que sabíamos que era un telón para evadir, para excusarse de llevar adelante un debate mucho más profundo y más serio respecto de cuál era la necesidad real de endeudamiento de la Ciudad, el para qué y el hasta dónde la Ciudad de Buenos Aires tenía que endeudarse.

Hoy, que ya pasaron casi siete meses de la gestión, el devenir de las acciones que ha venido desarrollando el gobierno de Mauricio Macri nos muestra que esas objeciones, que eran metodológicas, se han convertido, en alguna medida, en reparos que tienen que ver más con el fondo y que hacen que hoy nosotros no podamos acompañar con nuestro voto la sanción del proyecto que se está considerando.

Esos reparos se relacionan con algunas cuestiones técnicas, que hacen al texto que se propone, pero también, y fundamentalmente –como algunos lo reseñaron–, con el contexto en el que se está planteando.

En relación con el texto o el articulado, quiero señalar muy brevemente que no nos parece adecuado que autoricemos al Poder Ejecutivo a emitir deuda en dólares o en cualquier otra moneda, sin que se hayan presentado y abordado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda de esta Legislatura estudios macroeconómicos tendientes a evaluar el impacto de esta decisión y su proyección respecto del valor estimado que, con el correr del tiempo, van a tener estas monedas.
- Murmullos en la Sala.
Sr. Presidente (Santilli).- Silencio, por favor. 


Continúa en el uso de la palabra la diputada Gómez. 

Sra. Gómez.- Señor presidente: en segundo lugar, me voy a referir a la posibilidad de que se establezca un plazo de tres años, plazo que entendemos que para un emisor no frecuente, como es la Ciudad de Buenos Aires, debería ser muy escaso.


El tercer punto tiene que ver con la posibilidad de los pagos trimestrales que podría llevar, en caso de una rebaja coyuntural de la recaudación, a un colapso o a un estrangulamiento presupuestario de la Ciudad. 


La otra cuestión tiene que ver con el crédito puente, que ya algunos diputados mencionaron. Queremos hacer nuestras las dudas y las preocupaciones que se pusieron de manifiesto en el despacho de minoría y en las observaciones, ya que parecería que se está garantizando que lo que no se cobra por comisión al banco que gestiona el crédito, se le garantiza en concepto de tasa. 


Finalmente, está el tema de la autorización al Poder Ejecutivo de pagar una tasa hasta el 13,5 por ciento anual –de lo que también se habló aquí–, que nos remite directamente al tema del contexto. Una autorización de esta naturaleza sólo puede tener fundamento en el marco de una crisis local importante y frente a un contexto internacional financiero claramente adverso y desfavorable para la emisión de deuda 
–emisión que desde nuestro punto de vista sólo debería encontrar justificativo en una situación de emergencia que hoy no está atravesando la Ciudad de Buenos Aires–. 


Este escenario internacional y el escenario que bien explicó, entre otros, el diputado Hourest referido a que se están manteniendo e incrementando los niveles de recaudación y que se registra una profunda subejecución del gasto en infraestructura, debería obligar al Poder Ejecutivo y a nosotros, como legisladores y legisladoras de la Ciudad, a repensar esta estrategia que nos dimos a fines del año pasado sobre la posibilidad de reasignar partidas para redefinir y reducir la deuda, plantear hasta cuánto tenemos que endeudarnos y poder recurrir, si definimos que es necesario, a mecanismos muchos menos costosos que el que hoy vamos a terminar de aprobar. 


La ausencia de una voluntad explícita del Poder Ejecutivo y del bloque del oficialismo de reabrir este debate y la insistencia de embarcar a la Ciudad en lo que nosotros nos permitimos calificar como una aventura, pone en la mesa de debate, de una forma más clara que nunca, lo que nosotros decíamos cuando se votó la ley: que el FOISO era una excusa y que la verdadera necesidad –si se la puede llamar así–, entre comillas, del Poder Ejecutivo es el endeudamiento por el endeudamiento mismo. La prueba más cabal de esto –como también lo dijo fundamentalmente la diputada Walsh– es el anexo de la Ley 2570, muchas de cuyas obras están demoradas y, en otras, existe una voluntad política clara del Poder Ejecutivo de no llevarlas adelante.


Yo me voy a referir puntualmente a dos de esas obras. La primera tiene que ver con la del programa de radicación e integración de villas y núcleos habitacionales, Programa de Urbanización de Villas. Por un lado, en el anexo figura que se va a financiar con el endeudamiento y, en el otro, está la voluntad del Poder Ejecutivo de llamar a un plebiscito que entendemos es inconstitucional, para ver si se urbaniza o no, aumentando los impuestos, cuando en realidad esta Legislatura, a fin del año pasado, le dijo al Poder Ejecutivo que el programa de urbanización de villas se tenía que financiar con los fondos resultantes del endeudamiento.


Las otras obras, que ya fueron mencionadas aquí, tienen que ver con el Borda y el Moyano. No hay una contradicción entre lo que el Jefe de Gabinete dijo en la sesión informativa y lo que apareció en los diarios. Ese día el Jefe de Gabinete –lo voy a leer muy rápidamente– nos dijo, para variar, que nos quedemos tranquilos: “Quiero señalar que los hospitales Borda y Moyano no van a dejar de funcionar hasta tanto estén resueltas el ciento por ciento de las situaciones de aquellos pacientes que hoy se encuentran internados”. Ésta es la versión que trascendió a los medios. Y agrega: “Allí hay diferentes mecanismos pero, mientras tanto, y a pesar de que es cierto que no se iniciarán las obras por los 60 millones que estaban previstas…”. Repito: “no se iniciarán la obras por los 60 millones que estaban previstas”. La obra que está en el anexo de la Ley 2570 no se va a realizar.


Pero aquí no termina la necesidad del análisis de lo que nos dijo el Jefe de Gabinete en la sesión informativa. Respecto del conjunto de las obras que están en el FOISO, el Jefe de Gabinete mencionó: “A su vez, respecto de cualquier reasignación de fondos que haya dentro de las obras previstas para el FOISO, cualquier modificación va a ser realizada en consonancia con la Ley 70… Por eso, estamos previendo ahora la reasignación de esos fondos”. Le quiero decir al señor Jefe de Gabinete –y espero que quienes hoy voten el endeudamiento se lo reclamen de la misma manera– que esto no se soluciona con una reasignación o una reestructuración de partidas presupuestarias. El anexo de la Ley 2570 es ley, y la Ley 2570 dice textualmente en su Artículo 1°, de la misma manera que lo dijo el presidente de la Comisión de Presupuesto: “Créase el fondo especial denominado ‘Fondo de Infraestructura Social’, que será destinado exclusivamente…” –repito: exclusivamente– “…para financiar los proyectos y construcciones de las obras establecidas en el Anexo que a todos los efectos forma parte integrante de la presente ley”. Si el Jefe de Gabinete o el Jefe de Gobierno quieren destinar los fondos que resultan del endeudamiento a otras obras diferentes, no alcanza con cumplir la Ley 70: tienen que cumplir la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y mandar a esta Legislatura una modificación del anexo, porque es ley y se la puede modificar ni por decreto, ni por resolución de ningún ministro. 

Lo dijimos cuando se votó la Ley de Emergencia Hospitalaria y lo sostenemos ahora: en el escenario actual, la Ciudad de Buenos Aires no necesita contraer deuda para financiar con recursos corrientes los gastos en obras de infraestructura social. No necesitamos endeudarnos para eso. Ése es un discurso mentiroso; es una trampa querer atar la ejecución de este tipo de obras a la necesidad de endeudamiento.

El bloque del Partido Socialista no va a caer en esa trampa y, por eso, no vamos a acompañar con nuestro voto el endeudamiento en los términos en que hoy se está proponiendo. (Aplausos.) 

Sr. Kravetz.- Pido la palabra.


Señor presidente: me voy a permitir ser muy breve, porque tengo la suerte de compartir el bloque con “el padre de la criatura”.  Por eso, sería tonto si no dejara hablar al diputado Olmos, que aparte preside la Comisión de Seguimiento del Endeudamiento. 

Pero me gustaría hacer algunas reflexiones acerca de por qué el bloque Frente para la Victoria hoy va a acompañar esta votación. En primer lugar, simplemente estamos votando el perfeccionamiento de algo que han votado quienes hoy, extrañamente y argumentando cuestiones que son mínimamente risueñas, desconocen. Recuerdo claramente esa larga sesión. Tiene razón mi amiga, la diputada Walsh: fue una larguísima sesión. En eso tiene razón. ¿Pero sabe en qué no tiene razón, señor presidente? En que los diputados que ya no están tenían mandato hasta el 9 de diciembre, al igual que la diputada Walsh, que ahora tiene mandato hasta el 9 de diciembre de 2011. O sea, les desconoce la voz y el voto, solamente porque se iban a ir. ¿Qué pretende la diputada? ¿Cortarles el mandato? ¿Que no voten? ¿Hasta qué fecha pretende la diputada Walsh que voten? ¿Hasta el 15 de octubre? ¿Hasta el 15 de noviembre? ¿Cuál es la fecha límite que tiene un diputado, según la diputada Walsh, para que su voto sea legítimo y válido? No será válido para la diputada, pero sí para nosotros. 

Como fuerza política votamos antes y lo vamos a hacer ahora. Lo votamos, porque en ese momento entendimos que hacía falta en la Ciudad de Buenos Aires un shock de inversión de capital. Ése fue el motivo por el cual pedimos que cada peso de endeudamiento vaya a parar a un fondo de obras públicas. No importa si esas obras son de 5 mil, 20 mil, ó 30 mil pesos. Era peor cuando había obras de 20 millones de pesos y se gastaban 5 mil pesos. Éste es un problema; no que haya obras chicas o grandes. El problema es cuando no se gasta la plata en obras. 

Por este motivo, entendimos que había que pasar –a pesar de que el gobierno que había entrado no era, obviamente, de nuestro signo político– de gastar de 1.500 millones de pesos aproximados en infraestructura a 2.500 millones de pesos. Esa fue la lógica, porque la Ciudad se venía cayendo. La lógica significaba también que toda la plata que va a capital termine en capital, y no se reasigne para gastos corrientes. Antes se reasignaban obras a gastos corrientes. 

Señor presidente: hubo muchísimas licitaciones de gobiernos anteriores que terminaron siendo reasignaciones presupuestarias que venían a la Legislatura como gastos corrientes. No hay una Ley 70 que lo prohíba, si no, habremos votado durante varios años cosas que estaban mal hechas. Hemos reasignado partidas de licitaciones que ni siquiera empezaban para pasarlas a gastos corrientes. Macri no va a poder hacer esto; no va a poder pasar ni un peso de todo esto a gastos corrientes. Tampoco va a poder hacer un negocio brillante, como alguien dijo, para las AFJP. No es así. Las AFJP deberían ser, en caso de reinvertir, el reaseguro de que esto vaya a obras públicas. 

Si alguien leyó la modificación de la Ley Nacional de AFJP se dará cuenta de que se ha incorporado un inciso nuevo, que es el q). El inciso q), de la Ley de AFJP, establece que éstas deben invertir una determinada cantidad de dinero, única y solamente, en determinadas obras de infraestructura, en cualquier parte del país. ¿Qué quiere decir esto? Si atamos esta ley con la Ley Nacional que acabo de nombrar, seguramente va a haber obras; no que no haya obras. 

No le tengamos miedo a las AFJP; al contrario, debería haber inversión de las AFJP, en aplicación del inciso q). Si no aplican el inciso q), el presidente de la AFJP, sea cual sea, va a terminar seguramente con una causa penal, al igual que el Jefe de Gabinete y Mauricio Macri, por gastar la plata de obras de infraestructura en gastos corrientes. Igual uno con el otro. Y seguramente terminarán en los mismos tribunales.


Señor presidente: en la disyuntiva, sí me parece válido el planteo por parte de algunos oradores acerca de qué pasa con el monto de la tasa. ¿Cuál va a ser el monto final del endeudamiento? Dos cosas: la primera, el tope del 13,5 por ciento es –como lo explicó el diputado– el interés que nos cobra el Gobierno de Venezuela por habernos prestado plata. Éste es el último endeudamiento que contrajo la Argentina y, en base a ello, colocamos el tope. Hemos colocado un tope soberano y es lo que nos pareció más conveniente. 

Así y todo, nosotros preguntamos varias veces: ¿piensan que van a endeudarse en esa cifra? Y nos dijeron que no. Creo que si el gobierno de Mauricio Macri sale a buscar dinero y termina contrayendo deuda en esta cifra –o le digo más, a un punto o dos puntos menos–, estaría haciendo un pésimo negocio. Creo que ahí también va a tener que rendir cuentas el pobre Jefe de Gabinete y quien lo acompaña en su excursión buscando plata porque, así y todo, sería un negocio malo. Creo que el gobierno de Macri tendría que esperar para salir y cuando salga, tendría que encontrar el dinero mucho más barato que con este porcentaje. 


Señor presidente: por estos motivos, y sin extenderme más, porque dije que iba a ser breve, vamos a acompañar con nuestro voto este despacho. 

Y vamos a dejar asentada también una última cuestión que no nos parece menor. Hoy se habló mucho también de la suba en la recaudación, y de que por eso no debería contraerse esta deuda, porque con esa suba alcanza y sobra para hacer frente a estas obras pendientes. Creo que, sin duda, esto ayuda a que se puedan hacer frente a las obras, que va a ayudar a que se gaste dinero en más obras; pero lo que definitivamente va a hacer esto es cerrar la posibilidad de que estos 1.600 millones de pesos se gasten en algo distinto a las obras que ha planteado esta Legislatura. 

Sr. Fernández.- Pido la palabra.


Señor presidente: voy a fundamentar mi voto favorable al proyecto de emisión del bono y también voy a fundamentar mi disidencia parcial, que expresé en las reuniones de comisión y durante la firma del proyecto, más allá de que haya aparecido posteriormente como una fe de erratas y que básicamente tiene que ver con el Artículo 5° del proyecto de ley que estamos tratando hoy. 


En primer lugar, el 5 de diciembre de 2007 la Legislatura, esta Legislatura y no otra, decidió crear un fondo de infraestructura social en el que se planteaba la idea –realmente, espero que esta idea, con la que yo acuerdo, no sea olvidada rápidamente por nosotros ni por otras composiciones de la Legislatura ni por otros legisladores– de acompañar el crecimiento y el desarrollo de nuestra ciudad en obras de infraestructura de corto y, fundamentalmente, de mediano y largo plazo. 

Para eso, me parece que resulta absolutamente razonable tomar el endeudamiento; tomar la deuda; en definitiva, ir difiriendo esos pagos y que no recaigan exclusivamente en uno, dos o tres presupuestos, sino que puedan extenderse a lo largo del tiempo, a lo largo de los años. Porque, en definitiva, lo que estamos haciendo es generar una mejora y una mayor infraestructura en nuestra ciudad y que, razonablemente, la Legislatura, el Poder Ejecutivo y el conjunto de los que vivimos aquí, podamos pensar en que esto pueda terminar pagándose en el mediano y largo plazo. Con lo cual, una de las primeras razones por las cuales estoy de acuerdo con este tipo de herramientas la acabo de dar, y tiene que ver con las obras de infraestructura.

Si bien yo no era parte integrante de esa Legislatura, asumo determinado grado de responsabilidad institucional. Quizás hubiera podido presentar un proyecto de ley que derogara la Ley 2570, con lo cual actuaría institucionalmente de forma razonable. Es decir, la Legislatura ha votado una norma con la que estoy en desacuerdo y lo que hago es pedir su derogación. Con eso, regenero o reestructuro necesariamente el presupuesto de la Ciudad de Buenos Aires. Creo que eso no lo estamos haciendo. Lo que estamos haciendo es una ley que crea un fondo, que fue votada –por lo que he escuchado de otros legisladores– con una amplia mayoría de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires; y la dejamos ahí parada, congelada.


La decisión que toma la Legislatura es la de crear este fondo de obras de infraestructura social, y autoriza al Poder Ejecutivo a realizar operaciones de crédito público. El Poder Ejecutivo toma una decisión, sobre la posibilidad que le da la Legislatura a fines del año pasado, y elige como mejor herramienta la emisión de un bono, la emisión de un empréstito. Podría haber tomado otra opción.


En definitiva, hoy estamos discutiendo una herramienta que solicita el Poder Ejecutivo para cerrar un círculo, porque de lo contrario, nos quedaría un fondo de infraestructura que –nos guste más o menos–, esta Legislatura aprobó; de lo contrario, no tendríamos la herramienta de financiamiento.


Ésta es mi segunda argumentación de por qué acompaño favorablemente este despacho. En primer lugar, vuelvo a repetir, así les queda claro a todos y a quien habla –aunque en realidad pediría un poco de silencio–…

 - Murmullos en la sala.

Sr. Presidente (Santilli).- Pido silencio, por favor.

Sr. Fernández.- Como decía, en primer lugar, esta ley tiene que ver con el financiamiento de obras de infraestructura para la Ciudad de Buenos Aires; y, en segundo lugar, con cerrar ese círculo y otorgar la herramienta para que estas obras puedan llevarse adelante; si no, la Ley del FOISO sería abstracta.


En el análisis más pormenorizado de la ley, quienes integran la Comisión de Presupuesto de esta Legislatura conocen mi opinión: votaría los artículos de forma y, particularmente, el Artículo 1º, y ninguno más. Digo de forma, o sea, no solamente los últimos, sino los que no hacen al fondo de la cuestión, ya que los artículos centrales de esta ley son: el 1º, el 2º y el 5º.


El Artículo 2º tuvo una larga discusión y debate en la comisión. Yo manifesté en oportunidad de discutir el equipamiento hospitalario que no acuerdo con marcar estas pautas de rendimiento, la tasa de interés, en relación con la autorización a emitir un bono por parte del Poder Ejecutivo; pero también debo reconocer que cuando se vota la Ley del FOISO, uno de sus artículos menciona que la Legislatura deberá aprobar las cláusulas generales y particulares de la utilización del endeudamiento a través de créditos públicos, por parte del Poder Ejecutivo.


Creo que es más inteligente haber estructurado estas condiciones particulares en relación con el rendimiento de los bonos, y no exclusivamente como aparece en algún momento de la discusión al fijar una tasa de interés. Creo que esto permite a quien deba llevar adelante esta colocación, en subasta pública, tener un mayor grado de flexibilidad en la operación de crédito público.


Por otra parte, quiero expresar mi disidencia. Realmente, y más allá de las dudas que muchos legisladores plantearon con relación al crédito puente, aclaro que no está en mí votar este artículo. En realidad, no lo voy a votar, básicamente, por dos razones. En primer lugar, el monto del crédito puente asciende a casi el 40 por ciento del total del endeudamiento que autoriza la Legislatura a tomar al Poder Ejecutivo, con lo cual más que un puente, es un portaviones.


En segundo lugar, más allá del monto del crédito puente, no hay condiciones objetivas, o por lo menos para mí no fueron lo suficientemente explicitadas o aclaradas en las distintas reuniones que hubo de la Comisión de Presupuesto. Me refiero al hecho de que el Poder Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires no pueda esperar a emitir el bono y que tenga una necesidad tan urgente de Caja como para salir a tomar un préstamo de corto plazo. Cuando se aprobó el Bono Tango, se autorizó a tomar un crédito puente al Poder Ejecutivo, pero la situación de Caja que tenía la ciudad en el año 1996 era muy distinta, por suerte, a la de 2008.


Por estas dos razones –por el monto absolutamente exagerado, a mi modo de ver, del crédito puente, y porque no hubo ninguna explicitación de la necesidad imperiosa de que en 30, 45 ó 60 días ingresaron 200 millones de dólares a la caja de la Ciudad de Buenos Aires–, voy a votar negativamente el Artículo 5°.


Finalmente, señor presidente, hablamos bastante en el día de hoy de los mayores niveles de recaudación que se están teniendo en la Ciudad de Buenos Aires. Para mí, éste es un elemento importante que me lleva, junto con las dos razones que mencioné anteriormente, a acompañar este proyecto. 

En cuanto a este nivel de mayor recaudación, para poder llevar adelante mayores gastos que los autorizados por la Legislatura, por suerte, en esta ciudad el Poder Ejecutivo debe remitirse a esta Legislatura para que autorice un mayor nivel de gastos. Por ello, esos mayores niveles de recaudación no podrán ser utilizados per se, y sin ninguna duda van a ser utilizados para financiar los incrementos salariales que se han otorgado durante este año y los que se van a otorgar en no muchos meses más. Por lo tanto, éste es un elemento que, a mi entender, no deberíamos tenerlo en cuenta para financiar obras de infraestructura con esa recaudación sobrante.


Repito: es correcto el endeudamiento para obras de infraestructura en la Ciudad de Buenos Aires. Según mi visión de responsabilidad institucional, hay que cerrar lo que la Legislatura abrió en diciembre de 2007, con la creación de este fondo para darle las herramientas necesarias a fin de que puedan implementarse.


Por otro lado, por suerte, los niveles de endeudamiento que tiene la Ciudad de Buenos Aires son bajos, con lo cual, con seguridad, no estamos comprometiendo el futuro de nuestros vecinos.

Sr. Olmos.- Pido la palabra.


Señor presidente: cuando uno se refiere a lo que dijo otro diputado, seguramente se extiende el debate. Ése no es mi ánimo pero no puedo dejar pasar por alto –sin ánimo de aclarar, ni de corregir, sino de plantear lo que uno piensa– y nuestra opinión sobre lo que pensamos respecto de lo que se ha dicho en este recinto.


Creo que el marketing de la banderita que trajo la diputada Walsh, y que inauguró Alicia Castro en la política parlamentaria –no es un invento de la diputada–, nos somete a una falsa discusión en cuanto a la soberanía nacional, introduciendo la jurisdicción de Inglaterra en este debate. En realidad, la discusión no es sobre la soberanía nacional, sino sobre el sistema capitalista. Entiendo que para Cuba y para los países del Este la jurisdicción era la Unión Soviética; pero se cayó el Muro, y la única jurisdicción que queda para las finanzas internacionales es la plaza de Londres. Es un debate que tiene que ver con el sistema capitalista. Podemos cuestionarlo –y respeto absolutamente el planteo que hace la diputada respecto del sistema–, pero la única verdad es la realidad, señor presidente.


El diputado Kravetz ya lo aclaró, pero quiero decir que poner en duda las votaciones según el horario en que se realizan, o poner en duda las votaciones con relación a la finalización de los mandatos de los diputados, hace pensar en una legitimidad temporal que para los que no renuevan mandato y para los que expiran su mandato –de acuerdo con las renovaciones que cada dos años se dan en esta Legislatura– llegaría "hasta octubre", momento en que deberíamos dejar de sesionar y de aprobar normas. Entonces, sería absolutamente dudoso lo que se apruebe en noviembre y ni hablar de lo que se apruebe en los últimos días de diciembre. De manera que invitamos a que la diputada deje de votar cuando esté cerca del final de su mandato y deje de participar de las sesiones en este recinto a partir del mes de octubre, si es que le parece prudente esa fecha.


La verdad es que desde el Frente para la Victoria inventamos el FOISO. ¿Por qué? Porque, como había ocurrido en administraciones anteriores a la que asumió en diciembre de 2007, se nos envió un presupuesto con autorización de endeudamiento prevista en el texto del propio presupuesto, como es costumbre y como se hace en el presupuesto nacional y en el de cualquier provincia. Se autoriza al Poder Ejecutivo, de acuerdo con lo que interpreto de la última discusión que mantuvimos en este recinto sobre el tema del equipamiento de salud, para que prevea ingresos a partir de operaciones de crédito público que después, con el perfeccionamiento, como en este caso, se envían a la Legislatura. Es lo que estamos haciendo correctamente en este caso, según mi opinión, y no como lo hicimos la semana pasada.


¿Por qué planteamos una ley especial? En primer lugar, porque creíamos, precisamente, que debía ser una herramienta separada, para poder tener control, seguimiento y asignación específica y que ese seguimiento y control pueda hacerse de manera efectiva y no de modo sinuoso. Esto implica que esté en una cuenta especial del Banco Ciudad y que haya imputaciones de crédito a medida que se vayan realizando las obras y los correspondientes certificados de avance de esas obras incluidas en el anexo. Y ese Fondo se constituye, comienza y finaliza cuando se terminan las obras del anexo o cuando se acaban esos fondos. Por lo tanto, la consideramos como una herramienta transparente. Con esas características la acompañamos. Esas condiciones fueron aceptadas por la bancada oficialista. Por eso, decidimos presentar este proyecto y ser, como presidente de la Comisión, el que lo despachó o, como dijeron, "el padre de la criatura". 



Ése es el motivo por el cual lo hicimos, independientemente de que también creemos, como política general, que hay políticas de Estado; que hay políticas que atraviesan los partidos. No está mal; algunos se juntan. Por ejemplo, están los partidos que proponen la reforma agraria y otros que proponen y defienden la libertad absoluta de la propiedad, y se juntan en el Congreso para defender, por ejemplo, el no a las retenciones. Ese arco ideológico que va de extremo a extremo no sorprende. Pero sí sorprende que nos podamos poner de acuerdo en un shock de inversión de capital para la Ciudad de Buenos Aires y darle ese crédito a un Gobierno que recién comienza, que fue avalado por el 60 por ciento de los votos en la segunda vuelta electoral.


Señor presidente: después, el diputado Hourest mencionó que la Comisión de Seguimiento era una “engaña pichanga” para justificar o acompañar una votación. Puede ser que el diputado se tome las cosas de esa manera; yo no me las tomo así, ya que hicimos varias reuniones de la comisión –usted firmó un decreto integrándola–, el Jefe de Gobierno designó a los funcionarios que la integran por parte de la Jefatura de Gobierno; hicimos actas de esas reuniones, hicimos un trabajo de seguimiento de cómo debía ser la colocación, cuál sería la herramienta, cuál es el consorcio de bancos, cuál fue la oferta y cuáles fueron los diferentes consorcios que se presentaron. Hicimos un análisis de eso: recibimos por parte del Poder Ejecutivo las diferentes compensaciones de partidas para empezar obras que, como no se constituía el fondo, era necesario comenzar. Nos fuimos enterando de cuáles eran esas modificaciones y de esas compensaciones que se hacían, y en estos meses de trabajo elaboramos un sistema de seguimiento de lo que va a ser la constitución y la integración total de los recursos del fondo y su funcionamiento pleno, con un sistema que pueda medir cuáles son esas modificaciones presupuestarias entre el crédito original y el crédito vigente, un plazo de ejecución de las obras y un seguimiento con fecha de inicio prevista, fecha de inicio real, fecha de finalización prevista y fecha de finalización real, que nos va a dar un cronograma a tiempo real de cómo van avanzando las diferentes obras que se van a financiar con el fondo; también tendremos la ejecución financiera, el devengado total, el anterior. En fin, una serie de sistemas, de metas físicas, financieras y sus ejecuciones, que fue lo que estuvimos trabajando en la comisión. Seguramente, alguien lo podrá hacer mejor, pero eso fue lo que vinimos haciendo hasta ahora en la comisión.


El diputado Hourest también hizo mención a si hay fondos o no en el ingreso corriente a partir del aumento de la recaudación, que conlleva a un mayor ingreso corriente. Quiero señalar que, cuando se hacen estos análisis o se tira este tipo de números también hay que tener en cuenta que dentro de poco seguramente recibiremos una reorganización o adecuación presupuestaria, porque no hay que dejar de tener en cuenta que se han dado aumentos salariales y que han aumentado los costos; y que ese aumento salarial de 19,8 por ciento para la administración –del que también fuimos beneficiarios en esta Legislatura diputados y empleados–, va a arrojar, nada más que en política salarial, según mis cálculos, un incremento de aproximadamente 800 millones de pesos, cuando hay una previsión en el presupuesto de 300 millones de pesos. Considero que esto también hay que tenerlo en cuenta. 

Considero que también hay que tener memoria. Porque cuando se habla de endeudamiento, de tasas, de costos y de beneficios para el país, hay que acordarse de que en la Argentina existió, en el Gobierno de la Alianza –si algún diputado preopinante perteneció y fue funcionario–, el Megacanje y el Blindaje, que fueron ruinosos para el país, y que décadas de argentinos van a pagar sus consecuencias…

Sr. Presidente (Santilli).- Señor diputado Olmos: le solicita una interrupción el diputado Hourest. ¿Se la concede?

Sr. Olmos.-… y también hubo bonos provinciales que suplantaron moneda corriente, señor presidente. 

Sí, cómo no. Le cedo la palabra.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Hourest.

Sr. Hourest.- Señor presidente: calculo que el único funcionario del Gobierno de la Alianza al que se refiere el diputado Olmos, en este contexto, debo haber sido yo…
Sr. Presidente (Santilli).- Me parece que se equivoca, señor diputado. 

Sr. Hourest.- Si fuera así, como son afirmaciones tan genéricas, quiero hacer dos menciones para aclarar al diputado Olmos.


En primer lugar, no fui parte del Megacanje ni de ninguna operación con Domingo Felipe Cavallo, porque renuncié al gobierno de la Alianza cuando asumió Ricardo López Murphy, en marzo de ese año.


En segundo lugar, los que heredamos a Domingo Felipe Cavallo en el gobierno no fuimos nosotros, sino que nos lo dieron "prestado" ellos, ya que durante diez años fue  ministro.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Olmos.

Sr. Olmos.- No quiero hacer historias personales. Y no me refería al diputado Hourest. Me refería, ya que vamos a hacer nombres, a quien fuera presidente del Banco Nación y parte de esa operatoria en el gobierno del 2001 o 2002. 

Pero, no importa, señor presidente. Hay operaciones que están en la historia económica, como decía la diputada Walsh; ésta no es la primera y, mucho menos, con aquellas condiciones. Decía que también hubo bonos provinciales que fueron de dudosa implementación en algunas provincias.


Después, el diputado Ibarra… (Risas.)
Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Olmos, le pido que no haga nombres, porque ya tengo una lista…

Sr. Olmos.- Señor presidente: yo soy de la misma teoría que la diputada Walsh: decimos todo, nos quedamos hasta cualquier hora, y debatimos todo. Pero la hora no nos inhabilita.


Hay, es verdad, en la ley de creación del FOISO, aperturas que, así como las mencionó el diputado Ibarra, parecen graciosas: cinco mil pesos, doce mil pesos. El diputado Ibarra sabe –él fue Jefe de Gobierno– que esas aperturas tienen que ver con los costos de los llamados a licitación, con la publicación de las licitaciones; se refieren a obras que se van a ejecutar en un presupuesto plurianual; y, en las obras, a veces se ponen aperturas de partidas que, después, se utilizan en otros años.


Como siempre digo, el diputado Ibarra, tiene el problema del "teorema de Baglini" al revés: él no se tiene que desdecir de lo que dijo cuando era oposición, sino que tiene que desdecirse de lo que hizo cuando fue gobierno. ¡Vimos tantos presupuestos que venían con aperturas no de cinco mil pesos, sino de cinco o seis millones! Por ejemplo, el Polo Educativo Saavedra estuvo por años completos –dos o tres–, y nunca se ejecutó. Así que, me parece que hay que tener un poquito de memoria cuando se habla.  


Después está esto de la sospecha; siempre está la sospecha que viene y que va; parecen las olas del mar que llegan, se van y dejan la arena marcada. Ése es el problema: que dejan la arena marcada.


Si hay tanto problema y tantas dudas con las comisiones que se van a pagar en esta operación, tan baratas que son, y que tienen que ver con el crédito puente, voy a pedir a esta Legislatura que, si se anima, si nos animamos, establezcamos algo que la Constitución nos permite, que es una comisión investigadora. Así sabremos, exactamente, por qué es el costo. Pero no empecemos ahora. Empecemos con los 9.800.000 dólares que costó la reestructuración de la deuda que hizo el gobierno de Aníbal Ibarra cuando era gestión.


Entonces, comparemos los ciento y pico de miles de dólares contra los casi 10 millones. Veamos donde está la diferencia; veamos cuál es el problema de esas famosas comisiones. Yo no sospecho de ellas. Pero tampoco pongamos siempre un manto de sospecha sobre aquello que no votamos y que votan los demás. 


La integración del FOISO, debo decirlo, parecía una buena idea en aquel momento. En cuanto a los bloques que acompañaron la votación hace seis meses y la integración del FOISO, ahora, me hacen dudar; la atacan tanto que me hacen pensar si todo cambió tanto en seis meses. ¿Tanto cambió como para que los que la votaron en aquel momento hoy no la voten?


Claro. En seis meses, pueden pasar muchas cosas, pero no tantas como para no poder establecer cuál es la conveniencia o no de la Ciudad en tener un shock de inversiones, que tiene que ver con duplicar de 1.400 millones de pesos la inversión de capital a casi 3.000 millones. Ésa es la pregunta. Porque después las fuerzas políticas, por ejemplo, votan la ley de subtes, argumentando que es una política de Estado; consiguen el titular en los diarios, donde dice, por ejemplo, que la Coalición Cívica acompaña la extensión de la red de subtes, aunque después no votan a favor de ninguno de los artículos en particular. Con ese criterio, podrían votar una declaración en el sentido de que haya más subtes en la Ciudad; y también podrían haber votado una declaración para el FOISO, con la intención de que haya más escuelas, hospitales y centros de día. Pero si luego no se vota la herramienta, no es más que una expresión de deseos. Está bien subirse a la tapa de los diarios, y es una costumbre; pero me parece que la gestión es algo mucho más complejo que eso.


Saliendo de las consideraciones políticas, que son absolutamente válidas –usted sabe, señor presidente, y también lo saben todos, que las respeto tanto o más que las técnicas–, quisiera decir qué es lo que hoy estamos votando y por qué acompañamos esta votación.


En primer lugar, como dijo el diputado Kravetz, éste es el perfeccionamiento de la autorización y de la constitución del fondo que tuvimos oportunidad de votar juntamente con el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del año 2008. Por supuesto, se vota todo junto, en la misma sesión, y por eso es una sesión larga.


Ciertamente, señor presidente, en ese momento votamos gastos por 13.000 millones, que incluían inversión de capital por 3.000 millones, para dar números redondos, aunque hay picos; 1.400 eran de gastos corrientes y 1.604 eran a partir de operaciones de crédito público.


Entonces, lo que debemos determinar, señor presidente, es si aplicamos y autorizamos una operación que implica pasar de financiar gasto corriente, más inversión de capital, sólo con ingreso corriente, a una operatoria que consiste en ingreso corriente, más operaciones de crédito público –endeudamiento–, para financiar gastos corrientes y duplicar la inversión de capital que viene sosteniendo la Ciudad de Buenos Aires; es decir, pasar de 1.400 a 3.000 en un solo ejercicio. Ésa es la cuenta que debemos hacer, y ésa es la operación que estamos realizando aquí. Luego de saber cuál es la herramienta que estamos utilizando y lo que estamos votando, habría que pasar a definir si es conveniente o no.


Por supuesto, señor presidente, se pueden hacer muchas interpretaciones en cuanto a la conveniencia o no, porque financiar gastos corrientes e inversión de capital con ingreso corriente más operaciones de crédito público, es objetivo. Lo subjetivo, que se presta a varias interpretaciones, es determinar si es conveniente o no.

En el debate manifestamos que no nos cerraba agregarle más puntos básicos a una veintena de títulos que operan en el mercado. Nos parecía que no era claro. Por ese motivo, revisamos cuáles fueron las operaciones de endeudamiento que se realizaron en la Argentina durante el año 2008, y pusimos como referencia el rendimiento, no la tasa; porque después la tasa –ya sucedió en otras colocaciones– se pone a la par, o bajo la par, y quizás algunos piensan que están votando una cosa, cuando se está votando otra. Ya pasó con los dos bonos de esta Ciudad: con el original y con el de la reestructuración. 

Me parece que lo lógico y lo claro era saber cuál es el rendimiento máximo que íbamos a pagar por esa intención del Estado de la Ciudad de provocar y tener a disposición 3 mil millones de pesos para inversión de capital. Fue por eso que propusimos –y aceptó el presidente de la comisión y el bloque oficialista– la tasa de rendimiento máximo del 13,5 por ciento, que obviamente hace referencia a la colocación que se hizo de la Argentina con la República Bolivariana de Venezuela. Acá se dijo que “ni por las tapas” se iba a lograr esa tasa y que si hoy sale al mercado, es superior, pero la verdad es que ésa es la tasa máxima. 

Realmente, espero que se pueda conseguir a menor tasa, porque la Ciudad de Buenos Aires, como distrito, tiene un antecedente, y hay que reconocer –después de tantos palos que se le dan al diputado Ibarra– que la gestión del diputado Ibarra tomó una decisión estratégica, que fue que el distrito no cayera en default, reestructurando la deuda. Por lo tanto, hoy, la Ciudad de Buenos Aires no sale de la misma manera que distritos que sí lo hicieron. Recuerdo el esfuerzo que hizo esa administración para no hacer que circularan los bonos porteños. 

Hoy, todo ese esfuerzo debe tener un beneficio. Por eso entendemos que el 13,5 por ciento de rendimiento máximo es una referencia que, espero, no utilice el Poder Ejecutivo. De todas maneras, si la utilizase, analicemos la conveniencia. Decíamos que la reestructuración se hizo a un dólar de 3,60 por 500 millones de dólares, con unos ingresos de 4 mil millones de pesos. Hoy estamos autorizando una colocación por 500 millones de dólares, con un presupuesto, con un ingreso del año 2008, sin las estimaciones de aumento que dijo el diputado Hourest pero creyendo en él, de 12.500 millones de ingresos, a un dólar de 3,02 ó 3,03, depende. Ésas son las relaciones para estimar la conveniencia.

En el año 2003, por ejemplo, el impacto sobre los ingresos del pago de la amortización de esa reestructuración fue del 4 por ciento. Espero que se entienda que estoy dando porcentajes que tienen que ver con cuánto le cuesta todo esto a la ciudad. Es decir, ¿cuánto le cuesta a la Ciudad pagar los intereses de la deuda, en ese ejercicio, con los ingresos que tiene? Eso es lo que hay que saber para conocer si es conveniente o no. En el 2003 dio 4 por ciento; en el 2004, 3 por ciento; en el 2005, 3,2, etcétera. 

¿Cuánto daría calcular un ejercicio sobre los ingresos de 2008, si los hubiéramos tomado en enero? ¿Cuánto daría ese costo? No lo podemos hacer, porque lo tendríamos que calcular sobre 2009, que va a tener ingresos muy superiores. Pero calculémoslo sobre el año 2008, sobre esos 12.500 millones. Si pagásemos 13,5 en el primer año –o sea, no lo pateamos para adelante y que lo paguen otras administraciones–, daría 1,65. Entonces, la relación del 3,2 me parece que sigue siendo conveniente. 

Éstas son las cuestiones que debemos atender cuando autorizamos créditos porque, en definitiva, con el amplio consenso que tuvo la votación del FOISO, entendí que hablábamos de una política de Estado y que todos, con la responsabilidad que le cabe a cada uno, entendíamos que debíamos generar mayor inversión de capital y que para eso era conveniente apelar a herramientas de crédito público. Eso fue lo que entendimos en ese momento; no en la historia de la ciudad donde pedimos créditos a organismos multilaterales y después pagamos los punitorios por no usarlos. Esto pasó en la Ciudad.

Entonces, señor presidente, creo que en esa inteligencia de que estamos en una política de Estado, el FOISO se va a constituir, se va a cumplir y, fundamentalmente, vamos a poder cumplir con las inversiones de capital en el Ministerio de Desarrollo Urbano, por 360 millones; en el Ministerio de Ambiente y Espacio Público, por 403 millones; en el Ministerio de Salud, 237 millones; en el Ministerio de Desarrollo Social, 71 millones; en el Ministerio de Cultura, 143 millones; y en el Ministerio de Educación, 388 millones.


Como dije antes, la única verdad es la realidad, y las obras se necesitan, porque en la Ciudad hubo desinversión, de la que todos nos tenemos que hacer responsables, pero cada uno en la cuota que le corresponde.  (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Santilli).- Por haber sido aludida, tiene la palabra, brevemente, la diputada Walsh.

Sra. Walsh.- Gracias, señor presidente.


De veras, voy a ser muy breve. Por lo general, no me gusta intervenir por el simple hecho de que haya sido aludida: creo que el hecho de ser nombrada forma parte del debate; pero me preocupa, a veces, ser mal entendida.


 Creo que lo dije con toda claridad. A lo mejor si los diputados Olmos o Kravetz luego leen la versión taquigráfica con más cuidado, descubrirán que yo, en realidad, no estoy cuestionando las decisiones que los diputados pueden adoptar un 5 de diciembre si el mandato vence el 10. No es eso.  Lo que quise señalar –creo haberlo dicho con toda claridad– es algo que llama la atención en la tarea legislativa. El 5 de diciembre, en esa sesión especial, se sancionó ley del FOISO, en cuyo Artículo 6° se dice: “A los fines del tratamiento de la ley que apruebe las cláusulas generales y particulares emergentes de las operaciones del crédito público señaladas…”, o sea, la que estamos discutiendo hoy, “…si a los veinte días del envío de las mismas por parte del Poder Ejecutivo no tienen despacho de comisión, éstas deberán ser incorporadas al tratamiento en el pleno del Cuerpo en la primera sesión inmediata posterior. En caso de receso, la Legislatura se reúne en sesión extraordinaria por convocatoria del Poder Ejecutivo dentro de un plazo no mayor a los veinte días de recibida la propuesta”. 

¡Caramba, estimado colega: qué idea increíble un 5 de diciembre! Porque esto no termina el 10 de diciembre. Esto tiene que ver con que se establece, incluso, la posibilidad de que el Poder Legislativo sea convocado a extraordinaria por el Poder Ejecutivo. En general, el Poder Legislativo trabaja poniendo el eje en las inquietudes del Poder Legislativo y el bloque de la mayoría tiene el eje puesto en las inquietudes del Poder Ejecutivo; pero cuando esto lo hace el bloque opositor es, la verdad, sorprendente.  


Con esto pretendo aclarar lo que quise decir.

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Ibarra: le corresponde el uso de la palabra, pero le solicita una interrupción el diputado Olmos. ¿Se la concede?

Sr. Ibarra.- Se la concedo, señor presidente.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Olmos.

Sr. Olmos.- Por su intermedio, señor presidente, le agradezco al diputado Ibarra.


Quiero aclarar, simplemente, que la teoría la pusimos en práctica.  Respecto de la ley del FOISO, como dijo la diputada Walsh, no es que no nos dimos cuenta el 5 de diciembre, porque era una sesión especial y llevábamos muchas horas. Entendemos que las condiciones particulares y general –tasa, plazos y metodología– deben volver a la Legislatura, tal como hoy estamos estableciendo. Eso significa que cuando la Ciudad salga al mercado, la ratificación de la Legislatura no puede demorarse en el tiempo, porque crearía en los mercados, en ese sistema capitalista que mencioné, una incertidumbre jurídica que no resistiría la buena colocación o la buena salud financiera de la Ciudad.  Es por eso que se puso; no es que no nos dimos cuenta.

Sr. Presidente (Santilli).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Señor presidente: yo también voy a ser muy breve.


En primer lugar, quiero aclarar algo que dijo el diputado Kravetz. Él dijo que si se llegan a desviar estos recursos para gastos corrientes se estaría en la ilegalidad. Yo no dije semejante cosa. No dije que estos recursos, que se van a obtener por endeudamiento, se van a aplicar a gastos corrientes. Dije que fue una operación contable –presupuestaria, si se quiere– realizada el año pasado en la cual se sacaron obras que tenían financiamiento genuino y regular, separado, del Gobierno de la Ciudad, o sea, que se financiaba con recursos corrientes, lo mandaron a recursos obtenidos mediante endeudamiento y liberaron 650 millones de pesos, que les permitió engrosar  los gastos corrientes en la Ciudad de Buenos Aires. Por lo tanto, esta operación quedó legitimada cuando se aprobó el presupuesto y pasaron las obras que tenían recursos genuinos al endeudamiento engrosando gastos corrientes. 

No es que ahora lo van a gastar. Ya hicieron la operación presupuestaria para justificar el aumento de los gastos corrientes. Ésta es la aclaración. Quizás, fue porque no me expliqué bien o por confusión del diputado Kravetz cuando hablaba de la aplicación de los recursos para gastos corrientes hacia delante; y no fue esto. Esta operación quedó consagrada de esa manera en la sanción presupuestaria del año pasado.


Debo reconocer que el diputado Olmos es quien mejor defiende al oficialismo. Debo reconocerlo, aunque no alcanza. Porque no explicó por qué se adoptó la metodología de pretender financiar obras regulares no extraordinarias –cuando digo extraordinarias puse como ejemplo una línea de subte o una obra hidráulica determinada–, sino obras regulares corrientes en la Ciudad de Buenos Aires con endeudamiento sujeto a la situación del mercado, a tasas que pueden estar altísimas, o a situaciones internacionales que impacten sobre la posibilidad de hacer la operación. 

Precisamente, porque al tomar esa metodología –esto ya lo dije y no lo explicó el diputado Olmos– están sometiendo a la Legislatura a que, si no se aprueba este endeudamiento, se quedarán sin hacerse obras cotidianas en la Ciudad de Buenos Aires. Esto es así por el método que eligieron. Esto sí es inédito: no es que buscan un endeudamiento para una obra determinada, sino que es una situación de ahorcamiento. No salen a buscar endeudamiento cuando las tasas son bajísimas y conviene tener el dinero y aplicarlo a determinadas obras, nada de esto: ponen primero las obras corrientes, regulares y cotidianas de la Ciudad de Buenos Aires, y después salen a buscar endeudamiento con el riesgo de que sea absolutamente inconveniente tomar esa deuda.


Imaginemos que sea absolutamente inconveniente tomar esa deuda, porque las tasas son altísimas, y todos coincidamos en eso. ¿Qué se hace? ¿No se toma el endeudamiento y se caen esas obras, que son todas las de Desarrollo Social, todas las de Cultura, todas las de Salud y todas las de Educación? Esto es lo que no se explicó acá. Ésta es la metodología que hoy le pone la soga al cuello a la Ciudad de Buenos Aires en materia de obras corrientes. Insisto: si hubiera sido de otra manera, se podría postergar, demorar o esperar la oportunidad para una obra determinada, no para ésta que significa involucrar a toda la Ciudad de Buenos Aires en sus obras corrientes.

· Ocupa la Presidencia, el Vicepresidente Segundo, diputado Olmos.

Sr. Ibarra.- Tampoco se explicó la necesidad de crédito político. No recibió ninguna explicación el hecho de salir a tomar un crédito puente cuando hay disponibilidad de caja y cuando no hay ni una sola obra –no digo obras por 600 millones de pesos– detenida por falta de recurso. Como no la recibió, qué va suceder en caso de que no se puedan colocar los bonos. Nos quedamos atados a un crédito puente en el que la tasa va a estar referida, seguramente, al plazo y, si no se sabe si se va a poder salir con los bonos, tampoco vamos a saber el plazo del crédito puente. Salvo que se quiera colocar –y es lo que voy a sugerir en el tratamiento en particular– lo que dijo el diputado Álvaro González, que va a ser por tres meses; bueno, pongamos tres meses, o que va a ser a una tasa de 4,5 por ciento: pongamos la tasa de 4,5. Entonces, por lo menos alguna garantía hay. Pero como esto no va a ocurrir, ni sabemos qué tasa va a ser, ni hasta qué plazo va a ser el crédito puente, porque no sabemos si se va a poder colocar el bono, por lo tanto, ninguna de estas cosas quedaron explicadas en el discurso, a pesar del énfasis puesto por el diputado Olmos. 


Además, vinculado con la renegociación del bono, durante mi gestión no se emitieron bonos y el único endeudamiento aprobado fue para el arroyo Maldonado, que fue a una tasa del 0,4 por ciento, que era la tasa corriente en esos momentos. Tanto el diputado Olmos como el diputado Álvaro González, quien también hizo referencia al día que vino el Jefe de Gabinete aquí, saben que no es lo mismo una tasa de renegociación, en la que hay que reunir a todos los tenedores de bonos, por lo tanto, acreedores, y convencerlos. Ello tardó un año, y es más, en la primera asamblea fue rechazada la renegociación. Por lo tanto, esto no es lo mismo que salir a ofertar bonos. Ellos lo saben, a pesar de que aquí no lo dicen. 


En segundo lugar, tampoco explicaron el porqué de esta sospecha y, la verdad, es sentido común ya que sorprendió a todo el mundo la comisión tan baja para el crédito puente, para la colocación de bonos. Lo que también sorprendió, aunque después se explicó, es que después apareciera el crédito puente y la tasa que se va a cobrar por el crédito puente que justifican con creces esto; es más, el haberlo hecho gratis se justifica con creces. Si hubiera sido gratis la comisión para la colocación de los bonos también quedaba justificada con el crédito puente. Sólo que esto, seguramente, no lo sabían todos los oferentes, y alguno tuvo la perspicacia de adivinarlo, de suponerlo, y con esto quedó explicada, en definitiva, la baja comisión. Pero, insisto, debieron haber dicho, como saben y les consta, que no es lo mismo renegociar que ofertar. 

Sr. Abrevaya.- Pido la palabra.


Señor presidente: brevemente, quiero aclarar que estamos votando una ley que está secuenciada. Y, si está secuenciada, requiere un nuevo tratamiento. Esto, para aquellos que planteaban que, si se votó el año pasado, se vota ahora. Sí, claro: pero es una nueva ley, que es parte de una secuencia que idearon otros diputados, con buen tino, o por lo menos fue su criterio, y dijeron “Habrá otra ley”. El hecho de que haya otra ley, implica una nueva redacción y otro tiempo. Ni el tiempo ni la nueva redacción figuran, obviamente, en la ley anterior. Con esto quiero decir que tenía que haber un debate y un texto para llegar acá a votar en una mayoría y en una minoría. 

Da la casualidad, o lo que fuere, por la cantidad de variables que cada uno pensó, que el bloque de la mayoría y el Frente de la Victoria entendieron que éste es el momento y que ese texto es el correcto. Podrían no haberlo entendido. Nosotros entendemos que no es oportuno, que tendría que volver a la comisión. Pero no es una crítica al FOISO; estamos en una nueva ley que, según la anterior, tiene que existir. Por ejemplo, si la tasa fuese del 25 por ciento, ¿lo aprobarían? Y, por ahí, no. Quizás lo aprobaría la mayoría, o al revés. Esto es parte del debate parlamentario. No se puede decir que si lo aprobaron hace un año, tendrían que aprobarlo como está ahora. Ésa es una visión de cada uno respecto del texto que está aprobado. Esto es muy diferente.


Haber planteado que este crédito se aprobaba en dos leyes implica que se aprueba en dos leyes. Entonces, se discute la segunda ley. Para nosotros el FOISO no está mal. Por eso, se aprobó el año pasado. Lo que nos parece es que el texto y la oportunidad no son los correctos.


Rápidamente, el segundo tema al que me quiero referir es respecto a los seis meses. Sí, en seis meses cambió mucho, pero mucho, la realidad argentina. No sólo por la percepción en el sentido al que se refería el diputado Hourest de aceptar que hay inflación, sino que estoy hablando de otra cosa: 400 puntos de diferencia en el riesgo país en casi un año. Entonces, estamos en una situación diferente. 

No estamos responsabilizando al gobierno de Macri, pero nos hace pensar cuándo debería ser la nueva situación. No sabíamos que iba a haber una subejecución tan grande en combinación con esto ni sabíamos que iba a haber una tan importante suba en los ingresos. Me parece que ésas son condiciones para pensar. Ésta no es una discusión sobre lo malo y lo bueno del FOISO, sino que se trata de otra cuestión. Tampoco tiene que ser comparado con los megacanjes, o los canjes; tiene razón el diputado Ibarra, en realidad, estos créditos deberían compararse con los que se tomaron en el caso de la Alianza; deberían compararse con el crédito, o con todos los créditos, o con la infinita cantidad de dinero que pidió en aquel momento el original, que fue el presidente Menem.


Esto también ayudaría a entender lo del “arco ideológico”. Supongo que sería natural entender que, si de Menem se puede pasar a este gobierno nacional, en otros lados también puede haber un arco ideológico que vaya de izquierda a derecha en algún punto, según las categorías y según los que lo dijeron. En mi opinión, no va ni de izquierda ni de derecha, ni tampoco la historia de estos dos gobiernos es de izquierda o de derecha. Y esto podría ser señalado como un aprendizaje, del que no es sólo propietario Menem o el actual presidente: no para ir de un arco al otro, sino para que pueda ser visto de otro lado de la misma manera.

Sr. Santilli.- Pido la palabra.


Señor presidente: le había pedido permiso al presidente de la Comisión de Presupuesto para responder respecto de algunas, no sé si inexactitudes, falacias o intentos de interpretación del presupuesto por parte de algunos diputados. Porque se lo menciona a usted como presidente en aquel momento de la Comisión de Presupuesto, y a mí, que era su vicepresidente, como “autores” de un presupuesto. ¡Claro! ¡Y autores de un presupuesto bastante exacto!

 Una cosa es hablar de términos porcentuales del presupuesto, y otra es ingresar a la página www.rentas.gcba.gov.ar para observar los números nominales del presupuesto. Me parece que algunos discursos dicen que nosotros vamos a recaudar 4.000 millones de pesos este año. No es así. No podemos hablar, o hablar, si se quiere, técnicamente, o intentar confundir a algunos diputados pensando que nosotros vamos a tener una sobreestimación de ingresos tan importante, que algunos diputados dijeron que hasta podría llegar al final del ciclo en un 40 por ciento.


Sin ir más lejos, basta ir a la página de Rentas para mirar cuáles fueron los ingresos. Al 30 de junio de este año, los ingresos de la Dirección General de Rentas, que están en línea y son cargados día por día en su página, son de 5.066 millones.


Y quiero corregirlo a usted, señor presidente, porque seguramente en esa capacidad que tiene para proyectar los ingresos, habló de 12.500 millones; se ve que estaría proyectando el excedente del ejercicio de este año. Nosotros calculamos en el presupuesto un ingreso por 11.400 millones. 

Si uno extrapolara estos números, y extrapolara los números de la coparticipación federal, vería que al 30 de junio de este año han ingresado 600 millones; si no, vamos al primer trimestre de este ejercicio, en el que han ingresado 240 millones, a razón de 80 millones mensuales. Al segundo semestre, estaría cerrando en los 600 millones. Con estas cifras, estaríamos viendo cuál es la proyección anual.


Repito: podemos observar estos números en la página Web de Rentas. No es que faltan ingresos. 

Parece ser que, después, entramos en la operación contable: la operación diseñada un 5 de diciembre para hablar del endeudamiento y para sacar obras; obras de infraestructura de un PPI. Aquí, quiero aclarar –y esto lo digo a título informativo– que no se vota el PPI: se trata de un Plan Plurianual de Inversiones. ¿Al que “le sacamos 600 millones” para justificar un endeudamiento? Me parece que estamos leyendo al revés el presupuesto: no se sacaron 600 millones, sino que se incrementaron 1.600 millones de inversiones de capital.


El presupuesto que se votó tiene el monto de 13.083 millones, 1.600 millones de los cuales iban para la creación del FOISO. Que nosotros lo habíamos mandado dentro del presupuesto, como lo hizo un anterior Jefe de Gobierno: recuerdo que, cuando el presidente de la comisión era el diputado Giorno, mandó 500 millones de pesos dentro del presupuesto.


Me pregunto: ¿por qué estamos invirtiendo los roles? No es que “se quitaron 600 millones”, sino que se aumentaron 1.600 millones de inversión de capital. 
Claro que los recursos son finitos; no son infinitos. Entonces, como faltaban 1.600 millones –pero no para justificar el endeudamiento, sino para llevar el nivel de inversión de la ciudad a 2.994 millones–, fue que se apeló a la herramienta de la búsqueda de financiamiento, para lograr resolver el déficit de la infraestructura social que tiene nuestra ciudad. Y nos hacemos cargo nosotros, y todos nos debemos hacer cargo, como bien dijeron algunos diputados preopinantes. 


¿Por qué estamos tratando de cambiar si es “Ingreso Corriente” o “Gasto Corriente”? No es así, señor presidente. No se armó ecuación alguna contable ni operación alguna de búsqueda de endeudamiento. Claramente –y estoy respondiendo las preguntas concretas–, se incrementó en 1.600 millones de pesos la inversión de capital; no se disminuyeron 600 millones de pesos, como se dice.


También quiero responder a la pregunta acerca de qué pasa si no conseguimos el financiamiento para el FOISO. Pueden pasar varias cosas. Se puede hacer lo que se está haciendo ahora, que es aplicar recursos corrientes para la realización del FOISO: y perfectamente lo autorizamos en la Ley 2570, porque fijamos que hay que buscar financiamiento. Pero si el Poder Ejecutivo tenía necesidades adicionales, podía utilizar recursos corrientes. Podemos hacer eso, que es lo que explicó el presidente de la comisión respecto del devengamiento de los 200 millones; o podemos hacer lo que se hizo en esta ciudad: dejar de ejecutar. 

Y parece mentira que estemos hablando de esto. Porque los anteriores jefes de gobierno –ambos– tuvieron que tomar decisiones respecto de la ejecución de las obras o de la inversión. Había problemas en el país; pero mientras que todas las provincias emitían monedas y generaban déficit cuasifiscales, hubo un Jefe de Gobierno, que es el señor Aníbal Ibarra, que decidió no emitir. Y esa no emisión fue a bajo precio. ¿Contra qué fue la no emisión? Seguramente, contra el apalancamiento de proveedores, o contra la no ejecución. Algunas subejecuciones se demuestran, por ejemplo, en el rubro de infraestructura escolar. ¿Por qué no miramos la infraestructura escolar de esa época? 
Pero nosotros no estamos echándole en cara esa decisión, porque esa decisión fue positiva para la Ciudad de Buenos Aires.

Algún diputado dijo que “no se puede tomar deuda por debajo de los niveles soberanos, y que no hay caso alguno en el mundo”. Le respondo que hay un caso en la República Argentina. Sin ir más lejos, leamos en los diarios del día de hoy que una calificadora de riesgo mundial dijo que la Ciudad de Buenos Aires es B + estable, y que el país es B + negativo. ¿Qué significa esto? Que puede bajar la calificación de la Nación y puede seguir sosteniéndose la calificación de la Ciudad de Buenos Aires. 


Y tenemos un caso en la República Argentina que, en el año 2006, tomó endeudamiento a una tasa 70 puntos por debajo de la soberana: es el caso de la provincia de Neuquén. Ella lo pudo hacer porque tenía otra calificación; tal vez porque tenía regalías, o tal vez porque cumple con sus obligaciones. 

¡Algunos diputados parecen la gata Flora: si se cumple y se está por debajo, es “porque toman”; si no toman, es “porque no toman”; si es más caro, es “porque es más caro”…! 

Y no es así como se dice: hay casos en la República Argentina. No seamos tan taxativos a la hora de explicar. 

La Ciudad de Buenos Aires tiene la calificación que tiene por haber honrado sus compromisos. Gestión tras gestión, se han honrado los compromisos. Ello, más allá de los costos de renegociación o de emisión, de los que se habló aquí; no me voy a poner a juzgar eso. Lo que quiero aclarar es que, si el Bono Tango tiene la calificación que tiene, es porque cuenta con un historial, porque ha sido discutido y porque tiene algo que es atractivo para los tomadores de esos créditos.


También se habló de las AFJP. Pareciera que algunos quisieran volver a la discusión de los países tercermundistas. Lo que tengo claro es que aquí, y en todas partes del mundo, las AFJP son nuestras futuras jubilaciones. ¡Qué más queremos que quienes nos vamos a jubilar, o nuestros futuros abuelos, tengan inversiones que estén garantidas, que cuenten con garantía de cobrabilidad, de desarrollo y de futuro! No tengo miedo de que las AFJP tomen estos bonos. Ojalá que los tomen. Hubo un presidente en este país que les dijo a las AFJP que tenían que volver a la Argentina y hacer inversiones en el país. Entonces, es muy sencillo pedir que vengan las inversiones a la Argentina, y luego decirles que no las pueden aplicar, o que las tienen que poner en determinados bonos. Todos sabemos lo que pasó con los bonos cuando se “defaultearon”. Por lo tanto, que las AFJP tengan diversidad es nuestro futuro; por lo menos, es la diversificación de una cartera, que no tiene que estar toda tomada en títulos del Estado. 

Cuando me refería a “un ex presidente”, estaba hablando de Néstor Kirchner, que fue quien tomó esa decisión. 

Considero que uno tiene que ver los costados positivos y negativos. Me parece que éste es un costado positivo: si la ciudad tomara de las AFJP, no se trataría de negocio o negociado alguno; mi criterio, y por el historial de los bonos Tango, estamos contribuyendo al desarrollo de aquellas personas que se van a jubilar en nuestro país, a fin de que tengan garantida una rentabilidad que, seguramente, no la tuvieron con otros bonos de nuestro país. No sé por qué sus inversiones tienen que estar en el exterior.


Señor presidente: aquí se dijo que es un error la búsqueda de financiamiento para una cantidad de obras y no de una obra en particular. Yo voté afirmativamente el endeudamiento para la obra del arroyo Maldonado. Lo voté, lo defendí y lo sostuve; y lo sostuve de la misma manera en que hoy sostengo el FOISO. 

¿Y de qué manera hoy sostengo el FOISO? 

El arroyo Maldonado era una deuda pendiente para un tercio de la cuenca hídrica de la Ciudad de Buenos Aires, que se inundaba con cada lluvia de una cuantía superior a la normal. Obviamente, se trató de una obra que tuvo un debate público que pareció un viaje a la NASA, porque tardamos cinco años. No importa; se hizo. Y nosotros desde la oposición la acompañamos.


Ahora estamos discutiendo la desinversión de la Ciudad de Buenos Aires por diferentes problemas cíclicos que ha sufrido nuestra ciudad y nuestro país. Ustedes saben lo que es realizar una obra, ir al BID, etcétera; saben lo que demoró: cinco años tardó. Acá estamos generando un Fondo para tratar de volver a poner a la Ciudad en un lugar en el que, por cuestiones de los gobiernos o del país, no ha podido estar. Por estas razones estamos acompañando. 

Creemos en esta iniciativa. Por eso, le solicité unos minutos al presidente de la comisión para referirme a algunos puntos que no estaban claros, y para aclarar otros que decían que el oficialismo no clarificaba. Nosotros estamos acá aclarando, nosotros estamos acá votando, y vamos a acompañar este Fondo. Y para los que digan que esto se votó para la sigla “AVSP”, es decir, “a ver si pasa”, les digo que no es así: no lo votamos para ver si pasa; porque va a pasar, porque lo vamos a votar, y porque vamos a tener FOISO.

Gracias, señor presidente. (Aplausos)
Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra el diputado Rabinovich.

Sr. Rabinovich.- Señor presidente: a lo largo del debate se fueron haciendo afirmaciones de distinta índole. Creo que el debate fue bien marcado y, para tener realmente una consecuencia de los actos que cada uno tiene, hay que analizar en este momento de la noche que todos los espacios políticos que aquí tuvieron representación hasta el 10 de diciembre –excepto la diputada Walsh–, hoy mantuvieron algunas posiciones similares. Así es cómo el diputado Hourest, del bloque Diálogo por Buenos Aires, tuvo una posición que hoy vino a sostener aquí; así es cómo el diputado Hourest, junto con su bloque, mantuvo la posición al mes de diciembre. 

Lo que llama la atención –o hace que uno crea que está confundido, o lo están confundiendo hasta ahora– son aquellos que en el mes de diciembre creyeron que la necesidad de inversión en la Ciudad de Buenos Aires era de 3 mil millones, los que creían que esos 3 mil millones debían tener una determinada parte financiada por ingresos corrientes y determinada parte reservada al ingreso por toma de deuda, y hoy dicen que “esto no era así” o que “se modificó” o que “se modificaron las cuestiones”. En resumidas cuentas, lo que están diciendo es que a esa planilla que nosotros hemos agregado, que se llamó FOISO, esos 1.600 millones hoy no tienen que estar o deben salir de otro lugar, pero tampoco plantean de dónde deben salir.


Entonces, es fácil decir que eso puede salir de la subejecución. Creer que pueden salir 1.600 millones de inversión de capital de la subejecución es matemáticamente imposible y que presupuestariamente no da.


Estaba recordando que cuando votamos en esa sesión el presupuesto, el diputado Hourest hizo una mención que fue muy lógica, porque hablaba de las dos caras de la moneda. En ese momento decía que “el Presupuesto de Cálculo de Ingresos y Recursos tiene un presupuesto para gastar y un ingreso”. Decía que uno gastaba sobre la base de lo que le ingresaba; y, en ese momento, hasta decía que un niño de 10 años se podía dar cuenta de eso. 


Lo que hoy decimos es que le falló la aritmética al nene de 10 años, porque los que decían que había que hacer una inversión de 3 mil millones en el mes de diciembre hoy dicen que no es necesaria la inversión; o, mejor dicho, sí es necesaria la inversión, pero no es necesaria la deuda; o, mejor dicho, dicen que a esta deuda no la podemos tomar, por lo cual tenemos automáticamente que agarrar el Anexo I, sacarlo y ponerlo automáticamente en la picadora de papel. Otros dicen que el Anexo I no es necesario, que son obras que van a quedar para más adelante, que son obras corrientes. 

Aquí no hubo un cambio brusco en el formato político de la Legislatura, sino que se mantuvieron las representaciones; o, en todo caso, la que subió fue la que hoy es oficialismo. Esa planilla o anexo se resolvió que figurase de esa manera, porque era para el gasto de un fondo social. Si yo no me equivoco ahora, eso tuvo más de 50 votos… 

Sr. González.- Cincuenta votos.

Sr. Rabinovich.- Gracias, diputado.


¿Qué es lo que pasó? ¿No son necesarias hoy las obras? ¿Esas obras pasaron de ser centrales a ser obras que no son centrales, porque no son obras que van a quedar para futuras generaciones? Cuando se consideran futuras generaciones, ¿solamente se considera eso, que tienen que ser obras extremas y grandes, para inundaciones o subtes? ¿Otras no quedan para las futuras generaciones? ¿Dónde está el límite de las futuras generaciones? ¿No quedan para futuras generaciones las obras en hospitales u obras en colegios?


Hoy quiero felicitar a aquellos que en el mes de diciembre, cuando votaron el presupuesto, mantuvieron una posición. La verdad, que hoy mantengan la posición que tenían en el mes de diciembre me parece técnicamente solvente y políticamente correcto. 

Ahora, me parece que alguna explicación tienen que dar –porque, la verdad, no me doy por satisfecho con las explicaciones que se dieron– aquellos que en diciembre creían que era necesario un shock de inversión de 3 mil millones, y hoy dicen que es necesaria la vuelta a comisión o rediscutir algunas cuestiones, cuando ya pasaron seis meses de un año fiscal. (Aplausos.)
Sr. Presidente (Olmos).- Tengo anotados para hacer uso de la palabra a diputados que ya lo hicieron. El único que podría hablar, porque le corresponde y está anotado, es el diputado González, porque es el presidente de la comisión y miembro informante. También están anotados los diputados Hourest y Abrevaya. Les pido la brevedad del caso, porque volvemos a abrir el debate.


Le voy a dar la palabra al diputado González y, luego, a los diputados Hourest y Abrevaya.

Sr. González.- Propongo el cierre de debate con lista de oradores; así, una vez que se termine de hacer uso de la palabra, podemos pasar a votar en particular.

Sr. Presidente (Olmos).- Cada vez que se propone eso, se anotan veinte diputados. Eso es lo que ha pasado.

Sr. González.- Entonces, no la cerremos. No sé qué más van a decir…

Sr. Presidente (Olmos).- Vamos a cerrar la lista. 

Los anotados son los siguientes: Hourest, Abrevaya, Epszteyn, Olivera, Gómez, Kravetz, Rabinovich, Ritondo… No, así no se puede.

Sr. González.- Retiro la moción, señor presidente.

Sr. Presidente (Olmos).- Vamos a ser claros: a los que fueron aludidos, les pido por favor que se tomen dos minutos para contestar. Me parece que entre éstos están los diputados Hourest y Abrevaya.


Al diputado González le pido que haga su exposición una vez que los demás diputados terminen de aclarar.


Diputado González: a usted le pido que no mencione a otros diputados.


¿Les parece bien esta metodología?

Sr. Kravetz.- Yo fui aludido por Ibarra dos veces.

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene razón; fue aludido el diputado Kravetz. El diputado Epszteyn no habló y el diputado Olivera tampoco. ¿Se mantiene anotado, diputado Olivera? 

Sr. Olivera.- No hablé antes; en consecuencia, puedo hacer uso de la palabra.

Sr. Presidente (Olmos).- Sí, por eso le estoy preguntando.

Sr. Olivera.- Le pido que me dé el uso de la palabra en el orden en que la solicité. Hablaré después del diputado González.

Sr. Presidente (Olmos).- Lo que ocurre es que el diputado González puede hablar en cualquier momento. 

Pero no importa. Vamos a leer la lista: Hourest, Abrevaya, Epszteyn, Kravetz, Ritondo, que tampoco habló y se acaba de anotar, Olivera y González. ¿Está bien así? ¿Cerramos con esta lista? 
- Asentimiento.

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra el diputado Hourest.

Sr. Hourest.- No voy a entrar de vuelta en el debate. Voy a hacer dos o tres aclaraciones en función de lo dicho.


Efectivamente, tal como lo planteaba el diputado Santilli, utilicé porcentajes. La peculiaridad que tienen los porcentajes es que expresan el cociente de un numerador y un denominador.


Si digo que tienen en ejecución un equis por ciento del presupuesto, es porque hay en concreto una recaudación de ingresos brutos, de ABL y patentes, que surge de la misma planilla que mostraba el diputado Santilli, que indica que tienen recaudados a junio 5.066 millones de pesos. También la tengo yo; es la misma que dice que tienen recaudados a junio 3.475 millones en Ingresos Brutos, 718 en ABL y 469 en patentes. Esa misma información, haciendo porcentajes, da 40 por ciento de incremento en la recaudación tributaria. Con números o con porcentajes, da el 40 por ciento.

No puedo contestar, porque se trata de un elemento de proyección propia del diputado Santilli, sobre el problema del “gataflorismo”, porque no lo conozco.

Pero sí quiero contestar –porque me parece grave– sobre dos cuestiones. La primera de ellas es la calificación del riesgo soberano, y la segunda tiene que ver con las AFJP. 


En relación con el riesgo soberano, es muy distinta la colocación de una deuda que la calificación de una calificadora de riesgo. Históricamente, lo que éstas han hecho es premiar determinado tipo de conductas fiscales y políticas y, en ese contexto, administrar los distintos mecanismos de solvencia. Como ustedes saben muy bien, se trata de las mismas calificadoras de riesgo que no reconocieron, establecieron ni pudieron advertir en torno a la crisis de las hipotecas de mala calidad de los Estados Unidos, ni de los riesgos soberanos de ninguno de los países de América Latina ni de Europa. De manera que esas calificadoras de riesgo que en muchos casos levantaron la calificación, cuando llegó el momento, no pudieron decir más que “¡Uy, se nos escapó!”. 


El tercer punto lo quiero plantear con mucha nitidez, y tiene que ver con el argumento del diputado Santilli en torno a las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones. Debido a una breve intervención del diputado Ibarra respecto de las AFJP, quiero dejar en claro dos o tres cuestiones. En principio, el sistema de las AFJP ha sido uno de los peores episodios de reforma social establecidos en la Argentina a partir de la gestión de Menem y el Banco Mundial. Es un mecanismo que rompe la solidaridad intergeneracional, que fractura el mercado de trabajo y, a los trabajadores que quedan adheridos a las AFJP, los convierte en rehenes de la tasa de interés: van a cobrar si la colocación de las AFJP es alta y más alta que la inflación, porque, si no, se licuan los ingresos. Lo que ha logrado el capitalismo –ese que usted nombraba con tanta vehemencia– es asociar a los trabajadores con los intereses de los capitalistas, y a éstos con el rendimiento de la tasa de interés. Cualquiera que tenga algún interés básico en la economía, sabe que va reñido con el rendimiento del capital productivo. Con esto estoy queriendo decir que, si decimos que el futuro de los trabajadores es el de las AFJP, significa que el futuro de los trabajadores es el de convertirse en victimarios de sus propios compañeros, a partir de que sus ahorros se valoricen financieramente en una AFJP. Esto hay que decirlo con todas las letras, para comenzar a sacar eufemismos de en medio. 


El segundo elemento –tan grave como el primero– tiene que ver con los Estados financiándose con las AFJP. Aquí se mencionó como una conquista histórica, poco menos que la revolución socialista en América Latina, la incorporación del inciso q) en la Ley de AFJP; y se dijo lo bien que viene esto, porque van a aportar a la infraestructura. Algo de esto debe haber, señor presidente, porque en el artículo que mencioné del Régimen de Iniciativa Pública o Privada dice que en aquellos lugares donde se participe en fideicomisos, serán los fideicomitentes los acreedores privilegiados del Estado; es decir, esas AFJP, propiedades de los mismos bancos que prestan la plata en el crédito puente. Estamos hablando de eso. Esas mismas AFJP, de instalarse este sistema, le van a poder decir al Gobierno de la Ciudad: “Primero nos pagás a nosotros y después les vas pagando a los maestros, a los enfermeros y a cada uno de los servidores de la Ciudad de Buenos Aires”.

Tengamos mucho cuidado al reivindicar ciertos instrumentos de la década del ’90. Entiendo que hay muchos que están muy conformes con esa década, por más que ahora se hagan el “chancho rengo”. Pero lo cierto es que la lógica de incorporación de las AFJP, tanto en el tema del financiamiento de la Ciudad como con la provisión de infraestructura, está preludiando, al igual que a nivel nacional, una sucesión inacabada de negocios y corrupción que va a pretender asociar al Estado de la Ciudad de Buenos Aires con los intereses de los bancos, de las grandes constructoras y de los proveedores internacionales de bienes de capital. (Aplausos) 

Sr. Presidente (Olmos).- De acuerdo con el Artículo 210 del Reglamento, paso a leer la lista de oradores anotados para hacer uso de la palabra.


Por haber sido aludido, corresponde que haga uso de la palabra el diputado Abrevaya; a continuación, el diputado Epszteyn, quien aún no habló; posteriormente, corresponde que haga uso de la palabra la diputada Gómez, por haber sido aludida; luego, el diputado Kravetz, por haber sido aludido; después, el diputado Ritondo, quien todavía no habló; luego, el diputado Olivera, por haber sido aludido, aunque tampoco habló; y, finalmente, el diputado Álvaro González, como presidente de la comisión.


En principio, tiene la palabra el diputado Abrevaya.

Sr. Abrevaya.- Señor presidente: ante el interrogante que me planteó el diputado Rabinovich –lamento que no esté presente en este momento–, deseo manifestar que debió haber estado presente cuando explicamos la cuestión. De todos modos, voy a explicarlo igual, y luego le recomendaré que lea la versión taquigráfica.
Nuevamente, el tiempo y el texto de esta ley habría que discutirlo. No se es coherente y solvente porque se apruebe hoy aquello que se aprobó el año pasado sobre el FOISO; no es exactamente así. De lo contrario, cuando se aprobó, se hubiera aprobado en su totalidad. Por algo ustedes delegaron en una nueva ley texto y oportunidad. 

Para decirlo más claro, ¿por qué no se aprobó en mayo? Seguramente, porque los otros dos bloques, o alguno de los otros dos bloques, no quisieron. ¿Por qué no quisieron? ¿No era solvente? No se aprobó, porque no era el tiempo. De hecho, si mal no recuerdo, estos argumentos que estamos dando hoy acerca de la oportunidad y de la tasa –no con respecto a que está mal el FOISO– también fueron esgrimidos en la comisión por el bloque del Frente para la Victoria. Es decir, esta duda, con lógica, la traemos todos. Nosotros entendemos que todavía no está saldada. Entonces, aludimos exactamente a lo mismo que aludieron otros bloques, en otros tiempos. Eso sí: tenemos en la agenda estos temas, que tienen que ver con la tasa y con el tiempo, y no condicionamos la aprobación de la ley por otras cuestiones que a veces acá sí se dan. Para entendernos, creemos en el FOISO, pero nos parece que no es el tiempo. 


Por otro lado, sí hay cerca de mil millones del FOISO ya imputados. Entonces, también es cierto que la Ciudad puede con esto. ¿Qué tasa imaginó este bloque el año pasado? El 10 por ciento –y no el 13–, que no es una locura. Pero hoy, si aprobamos esto, pueden salir con el 12 o el 13,5 por ciento, y estaría correcto, por lo que el Gobierno podría decir: “Estamos saliendo a la misma tasa que el último bono que puso el Gobierno Nacional en el mercado, que lo terminó tomando el Gobierno de Venezuela”. Entonces, nosotros le decimos a esos 3,5 puntos que no, que podemos esperar, ya que quizás la situación mejore y entonces sí podemos sacar un bono. 


Señor presidente: le agradezco que me haya permitido aclarar este tema, porque era una duda que tenía el diputado Rabinovich. 

Sr. Presidente (Olmos).- Gracias, diputado. Por eso los que aclaran tienen menos tiempo en su intervención. 

Sr. Epszteyn.- Pido la palabra.


Señor presidente: en primer lugar, quiero manifestar mi beneplácito, ya que debido a la alusión del diputado Ibarra con respecto a que la mejor defensa del oficialismo había estado a cargo suyo, motivó que el diputado Santilli bajara para hacerse cargo de la defensa de este importante proyecto que, como bien dijo el diputado, se va a aprobar. 

Sr. Presidente (Olmos).- Diputado Epszteyn: no abuse, que no le puedo contestar. 

Sr. Epszteyn.- Señor presidente: de todas maneras, está para escucharme. 


Antes que nada, quiero agradecerle profundamente al diputado Santilli todos los elogios que hizo sobre nuestra gestión, con un discurso caracterizado, por cierto, por encontrarle la parte positiva a todo. Justamente, el macrismo no nos tiene acostumbrados a esto ya que, en general, cuando hablan de nosotros, nombran todos los aspectos negativos. Pero ahora que tenemos que endeudarnos parece que vamos a buscar todos los aspectos positivos de todos los que estuvieron antes que nosotros. 


Por lo tanto, repito, le agradezco los aspectos positivos que el diputado bien resaltó. Por cierto, se olvidó de algunos, pero vamos a ir parte por parte. 


Respecto de la modificación del régimen de las AFJP, el discurso siempre es medio esquizofrénico. El diputado Santilli está para rescatar los aspectos positivos de todos los demás sectores políticos mientras que el diputado Pinedo, a nivel nacional, que sustituye a Macri –quien no fue al Congreso Nacional el día en que se discutía este tema, a pesar del elogio del diputado Santilli a la gestión del Presidente Kirchner–, cuando se trató este tema dijo: “Nos preocupa especialmente que la decisión que tomen no termine en un callejón conocido de la política previsional argentina como el saqueo de los recursos de los jubilados, la utilización de estos recursos para satisfacer otros intereses y las necesidades del Estado sobre los gobiernos”. 


Consecuentemente con esta afirmación, agregó después: “Otra forma de sacarle plata a los jubilados es utilizar…”, pero terminó votando en contra de lo que tanto elogió recién el diputado Santilli. Eso respecto del régimen de las AFJP. 


Después dijo que utilizando las ecuaciones macroeconómicas –que hoy se usaron mucho, por cierto, en la última parte, porque la economía no apareció en toda la primera parte de la discusión: en la última, debo reconocer que sí–, en realidad estamos haciendo un shock para infraestructura, déficit histórico, y pasamos a 1.600 millones. El diputado Santilli dijo que, al mismo tiempo, incrementó los gastos corrientes, presupuesto a presupuesto, mes a mes, en 330 millones de pesos. No entiendo: si lo que queremos es aumentar y hacer un shock en inversión, primero podríamos empezar por tratar de trasladar parte del gasto corriente al gasto de capital. Pero no: incrementamos el gasto de capital y, al mismo tiempo, incrementamos el gasto corriente. 

Después de que el diputado Santilli y el bloque del macrismo se hicieran los distraídos durante la gestión de Telerman, el día 7 de junio –es decir, dos o tres días después de perder las elecciones– Telerman empezó a gastar el Fondo Anticíclico y acá nadie dijo nada. Resulta que el 7 de junio gastó 3 millones; el 11 de junio, 5 millones; el 12 de junio, 5 millones de dólares, hasta completar la bonita suma de 109.469.000 dólares en un mes y medio. 


Además, al Ministro de Hacienda de aquel momento ahora se lo nombra director del Banco Ciudad de Buenos Aires; Grindetti, que en ese momento estaba en el Banco Ciudad liquidando el Fondo Anticíclico, ahora es el Ministro. Por cierto, un buen enroque, señor presidente.


Para seguir, yo sigo agradeciendo los elogios al diputado Santilli. Debo decir que, mientras tanto…

Sr. Presidente (Olmos).- Diputado: le pido, por favor, que no aluda a ningún diputado. Ya aludió a un legislador, que voy a tener que habilitar que haga uso de la palabra.

Sr. Epszteyn.- No voy a aludirlo más. Fueron tantos los elogios, que los agradecimientos tienen que ser muchos. 

Por cierto, también elogió la reestructuración de la deuda, que se realizó cuando estábamos en el gobierno. Debo decir que, mientras nosotros renegociábamos la deuda, su actual jefe, el ingeniero Macri –por cierto, fueron duros los años de la crisis– decía que, en realidad, lo que Ibarra debía hacer era “defaultear”, como hizo el resto de las provincias, para después renegociar mejor. En este punto, le tengo que agradecer los elogios.


Antes estuvimos discutiendo acerca de la infraestructura educativa y yo me enojé. Hoy no estuve tan irónico como otras veces, porque el diputado Moscariello me hizo enojar cuando empezó con el déficit de la infraestructura educativa. Por suerte, su jefe…perdón el diputado, el señor presidente, a quien no voy a aludir, estaba reconociendo que en esos años pasaban otras cosas, aparte de que se incrementaba el déficit educativo: el país tenía otras dificultades. Me alegra que haya una visión tan de Estado de parte del diputado, al que no estoy aludiendo. (Risas.) 


A estas altas horas de la noche, como bien dijo –y le doy la razón–, esto va a salir y él lo sabe; así terminó arengando a su propia tropa. Hemos conseguido que se sienten todos; después de cinco meses empezaron a sentarse. Es tarde y están faltando algunos, por lo que vamos a esperar un rato a que lleguen todos, porque si no después se enojan.


Voy a leer declaraciones del Secretario de Finanzas de la Nación, Ernesto Lorenzino, vinculadas con la política de endeudamiento de un gobierno, que si por algo no se caracteriza este gobierno es por su falta de audacia. El Gobierno Nacional es, por cierto, audaz en cuanto a la implementación de políticas. El día 3 de julio de 2008 –no cualquier día; no hace dos o tres meses–, el Secretario de Finanzas, que se mostró categórico en su primera aparición pública, dijo: “De esta manera el país buscará evitar el alto costo de financiarse a través del mercado, haciéndolo mediante instrumentos propios, ya sea con parte de las reservas del Tesoro Nacional o con depósitos públicos. La volatilidad en el contexto internacional y su impacto en la escena local –exacerbada por el conflicto con el campo– hace muy costoso tomar fondos con nuevas emisiones”.
 
De algún modo, creo que, a pesar de su audacia en el tema del manejo económico, está siendo bastante más prudente de lo que parece ser el Gobierno del ingeniero Macri 
–por cierto, con el acompañamiento del bloque K– en esta ciudad, que parece no compartir estos criterios que explicitó el Secretario de Financias del Gobierno Nacional.


Hay otra más, pero me la olvidé. Aquí termino.

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra la diputada Gómez.

Sra. Gómez.- Señor presidente: en realidad, lamento que no se haya quedado en el recinto el diputado Rabinovich, porque pedí la palabra justamente para contestarle a él, que estaba tan preocupado respecto de qué cambió para nosotros en estos seis meses. Él se pregunta por qué no queremos –ahora volvió el diputado Rabinovich– que haya obras en los hospitales, en las escuelas y demás.
Le recuerdo al diputado Rabinovich que, como socialistas, no renegamos –sino, todo lo contrario– de la posibilidad de que el Estado se endeude para financiar obras. En ese sentido, cuando en el año 2006 se discutía para el 2007 la posibilidad del endeudamiento, nosotros decíamos que era necesario y que había que acompañarlos. Después ellos hicieron campaña planteando que iban a gobernar sin déficit y sin deuda. Por este motivo, tuvieron que salir a hablarnos de un fondo de obras de infraestructura social para justificar lo que el año anterior no era necesario y para éste sí lo era.


Creemos que son necesarias las obras en los hospitales Borda y Moyano; creemos que son necesarias las obras en el Teatro Colón; creemos que es necesaria la urbanización de las villas; por eso, acompañamos la Ley 2570 y aprobamos su anexo. 

Parece que quien cree que no son necesarias estas obras, de acuerdo con lo que puso de manifiesto en estos meses en tantos en los medios como acá, en esta Legislatura, es el Jefe de Gobierno, Mauricio Macri, personalmente o través del Jefe de Gabinete.


Consideramos que éste no es un tema menor, porque el plan plurianual de inversiones es –como se expresó acá– a título ilustrativo; el anexo de la Ley 2570, que no es a título ilustrativo. Insisto: para modificarlo es necesaria otra ley de esta Legislatura. 

En algún punto le admiro al diputado Rabinovich esa confianza ciega que tiene en el Jefe de Gabinete cuando dice y le cree que no nos tenemos que preocupar. Pensar que por la deuda se va a generar un shock de inversión; cuando los niveles de subejecución que existen en obras de infraestructura son los que se plantean aquí y cuando existen las dificultades para concretar los llamados a licitación es, sin lugar a dudas, un acto de fe.

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra el diputado Kravetz, que no va a aludir a nadie.

Sr. Kravetz.- Gracias, igualmente está cerrada la lista de oradores; con lo cual si aludo a alguien, no deberían poder contestarme. (Risas.)

Sr. Presidente (Olmos).- Esta Presidencia puso un régimen. Si usted vuelve a agregar alusiones, se vuelve a abrir y le pido, encarecidamente, que no lo haga.

Sr. Kravetz.- Entonces, cambio mi discurso.

Sr. Presidente (Olmos).- Hágalo sin nombrarlos, con sutileza, como es su especialidad. (Risas.)
Sr. Kravetz.- Pedí la palabra para aclarar algunos puntos que no son menores.


El primero es que, cuando hablamos de las AFJP, no es un problema estar a favor o en contra del régimen de jubilación privada, sino que, simplemente, estamos hablando de algo que es real. Existe un régimen de jubilación privada que, a partir de la modificación de la ley nacional, debe invertir por el famoso inciso q) una cantidad de plata, que son, aproximadamente, 4.500.000 de pesos, en las obras de infraestructura en la Argentina. La lógica sería que parte de esa plata vaya a parar a este bono, a este fondo, porque son, obviamente, obras de infraestructura. Por lo tanto, me parece que es independiente de si está bien o si está mal. Al igual que el diputado que aludió a este tema, pienso que está mal que exista este régimen de jubilación privada. Pero existe y, a pesar de lo mal que está, por suerte, hay una parte del dinero que tiene fondeado que va a aparecer posiblemente fondeando este bono que votaremos hoy.


El segundo tema al que me quiero referir es que el bloque Frente para la Victoria votó esta posibilidad de endeudamiento con la misma lógica que tiene el gobierno nacional y no por fuera de ella. Sabemos cuál es la situación, tal como describió un secretario de nuestro gobierno. Por eso, pusimos un tope, que es el tope de endeudamiento que nosotros mismos hicimos en el ámbito nacional. Por ello, considero que, en este punto, no existe ninguna contradicción.


Por último, señor presidente, quiero referirme a si existe una diferencia o si existe la posibilidad de encontrar una diferencia entre la votación de diciembre y la posibilidad de votar hoy lo que estamos cerrando, porque esto no es otra cosa que cerrar el proceso que empezamos.


No sé qué cálculo hizo ni en dónde se fijó la Coalición Cívica para pensar, en diciembre, que la tasa sería, como máximo, el 10 por ciento o para ahora pensar que la tasa debe ser, como máximo, del 10 por ciento. No sé si ésta es otra de las cuestiones que trae la líder de la Coalición Cívica, como intermediaria entre nosotros, los humanos, y Dios. No lo sé. Lo que es seguro es que no hay ningún dato cierto, ni en diciembre ni hoy, de ningún analista financiero que diga que la tasa debería ser, sí o sí, del 10 por ciento, porque si no estaría mal. Este planteo es algo absolutamente arbitrario y hasta ridículo. Creo que la Coalición Cívica no vota este proyecto por algún otro motivo que tampoco pudo justificar. En este sentido, comparto la opinión del diputado Rabinovich, a quien sí voy a aludir, porque sé que no va a contestar, ya que estoy hablando bien de él. (Risas) 
Sr. Presidente (Olmos).- Se refiere a un bloque entero.

Sr. Kravetz.- En realidad, es medio bloque. La otra mitad es el diputado Cantero. ¿Está de acuerdo?

Sr. Presidente (Olmos).- Sí, es así.

Sr. Kravetz.- Ahora perdí el hilo del discurso.


Para redondear sólo quiero decir que queremos ser consecuentes con lo que votamos. En su momento, este bloque fue consecuente con otro endeudamiento, que defendimos sucesivamente. Me refiero, por ejemplo, al Arroyo Maldonado. A pesar de que el Gobierno de la Ciudad pagaba intereses por la falta de ejecución de ese endeudamiento, nosotros lo habíamos votado y lo acompañamos. 


Lo mismo vamos a hacer con este tema: vamos a acompañar, a votar y a controlar. Esperemos que esta cuestión resulte un poco mejor.

Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra el diputado Ritondo.

Sr. Ritondo.- Señor presidente: solicito autorización para insertar mi discurso en la versión taquigráfica, y voy a dejar la respuesta de mi bloque para que la realice el diputado Álvaro González. *
Sr. Presidente (Olmos).- Tiene la palabra el diputado Olivera.

Sr. Olivera.- Señor presidente: quiero advertirle que voy a usar de todo el tiempo de que dispongo por ser la primera vez que hablo, por ser presidente de bloque y por haber hecho una observación al despacho de mayoría.

Sr. Presidente (Olmos).- Le recuerdo que dispone de quince minutos.

Sr. Olivera.- No se preocupe, señor presidente: es una broma. A esta altura, seguramente, yo estoy más cansado que ustedes. (Risas.)

Solamente quiero hacer algunas precisiones. La primera de ellas es que el costo financiero total no es el 13,5 por ciento. Al 13,5 por ciento, que es la tasa de rendimiento, se deben agregar los costos de las entidades financieras. Eso hará que los costos financieros totales superen el 15 por ciento. Ustedes saben que los costos financieros totales son inversamente proporcionales al monto de cada uno de los tramos que se lanzan al mercado, porque las economías de escalas juegan al revés. Por lo tanto, tengan en cuenta que estaríamos hablando, eventualmente, aún con este tope, de tasas superiores al 15 por ciento. Muy probablemente se supere el 15 por ciento.


En segundo lugar, voy a decir una obviedad. Cuando jugábamos al billar, decíamos que la primera condición para hacer carambola era pegarle a la primera bola. Para que haya un canje, tiene que haber una deuda previa; esa deuda previa, a la que se aludió aquí en el recinto, fue en su enorme mayoría –por no decir toda– tomada durante la administración del presidente Menem, y ninguno de los miembros de nuestro bloque fue funcionario de esa administración; cosa que no puedo decir respecto de otros bloques.

En tercer lugar, quiero ser muy explícito respecto de las razones por las cuales nos hemos opuesto: la cuestión de oportunidad. Hemos sostenido el contenido de nuestra observación y el costo financiero total, que durante el último año, ha crecido un 50 por ciento para la Argentina, en el eventualísimo caso de que sea posible lograr este tipo de endeudamiento en el mercado internacional. A mediados del año pasado hubo una toma, que tuvo una tasa de rendimiento de aproximadamente el 10 por ciento. Ahora vamos a hablar de tasas superiores al 15 por ciento.


Estimados colegas: no hay que desesperarse, porque el amplio abanico al que aludió alguno de los diputados, que va desde los defensores irrestrictos del mercado –por ejemplo miembros de la bancada oficialista en el Congreso Nacional– hasta los defensores de la reforma agraria, muy probablemente va a tener éxito. Si ello ocurre, y el Gobierno Nacional acepta y respeta las decisiones en ese sentido que fuera a tomar el Congreso Nacional, la tasa de interés va a caer abruptamente, como va a caer también el riesgo país.


Me remito a los comentarios que hizo el Secretario de Crédito Público, al que aludió recién el diputado Epszteyn.


Así que no hay que desesperar; hay que esperar la mejor oportunidad, y espero que esta mejor oportunidad tenga que ver con los acontecimientos a los que me acabo de referir y que suceda rápidamente.

Sr. González.- Pido la palabra.


Señor presidente: la verdad es que estoy sumamente gratificado. Hace muchas horas que estamos discutiendo en el recinto, junto con usted como “padre de la criatura”, con el vicepresidente, defendiendo, si se quiere, técnicamente este proyecto. Básicamente, estoy muy gratificado porque estamos hablando de política. Por supuesto, cuando uno habla de política, las opiniones pueden ser diversas; aquellos que aparecen hablando tan bien y ampulosamente, cuando parten de premisas falsas, seguramente llegan a resultados falsos.


Hoy vemos que queda claramente en el recinto la posición de cada uno de los bloques políticos. Aquellos bloques políticos que no han acompañado allá en diciembre, cuando se votó el FOISO; otros bloques políticos que sí acompañaron en diciembre y que hoy ven que las condiciones del mercado parecen ser que no están dadas como para poder acompañar esta ley. En definitiva, hoy se ha dado una discusión sobre el modelo de gestión. Aquellos que no quieren acompañar, seguramente, tienen una excusa para dormir con la conciencia tranquila; pero cuando hemos hecho campaña, todos hablamos de obras, de hospitales, de educación, de desarrollo social. 

Hemos propuesto una forma de concretar aquellas promesas que hicimos en la campaña. Otros dicen que es la fórmula equivocada pero, lejos de ser una fórmula distinta, dicen que pasa a ser una fórmula extorsiva, como he escuchado por ahí: “Si no aprueban esto, no nos aprueban las obras” y quedan ellos fuera de foco. Dentro de dos años nuevamente habrá elecciones y la ciudadanía sabrá aquellos que votamos el FOISO para poder hacer las obras y aquellos que no lo acompañaron.


Básicamente, señor presidente, quería hacer dos o tres reflexiones referidas a las subejecuciones. Sostengo nuevamente que, para nosotros, los niveles de subejecución no son los que dice la oposición, con lo cual vamos a ejecutar el ciento por ciento del presupuesto.


En cuanto a la mayor recaudación como elemento novedoso –y lo explicó usted con números y con detalle–, debo decir que llegamos al mes de junio con 5.069 millones, más los 600 millones de coparticipación. Si esto lo multiplicamos por dos, llegamos a los 11 mil y pico de millones, que sumados al FOISO terminan dando los 13 mil.


Creo que merece una explicación el tema del crédito puente. Dicho crédito está puesto en el proyecto, porque lo que estamos haciendo hoy es aprobar las condiciones particulares de algo que ya votamos en diciembre, y le estamos entregando al Poder Ejecutivo todas las herramientas posibles, inclusive las del crédito puente. 

A partir de ahí se genera una sospecha referida a si el crédito puente es el elemento por el cual se puede encontrar un negocio. Repito: acá no hay un negocio. Acá hay una operación de crédito público dentro de lo que estable la Ley 70 y la Ley de Responsabilidad Fiscal, con la más absoluta transparencia.


No quiero que quede ninguna sospecha sobrevolando en el recinto referida a que el crédito puente puede ser el ariete por donde se pueda sospechar de algún acto de corrupción. Aclaro que, más allá de lo que está escrito en el despacho, figura así por propio pedido de los miembros de la Comisión de Presupuesto: no es una cuestión nuestra el hecho de que debían ser las entidades colocadoras las que tenían que otorgar el crédito puente. 


Por otro lado, le quiero decir a los diputados que nadie les va a dar un crédito puente si no es la propia entidad colocadora, porque nadie se va a arriesgar a prestar por 30, 60 ó 90 días, 100, 110, 120 ó 150 millones de dólares.


Dicho todo esto, señor presidente, quiero hacer una referencia a los gastos que mencionó un diputado preopinante. En ningún caso los gastos que se originan en el programa de emisión de bonos pueden significar un punto o un punto y medio en la tasa, como acaba de decir un diputado preopinante. Los gastos de consorcios de bancos, los gastos de honorarios, los gastos de las calificadoras de riesgo, los gastos del road show, y no me acuerdo si hay algún otro gasto dando vueltas, no van a superar por ningún concepto el millón doscientos mil dólares.


Por todo lo expuesto, le solicito que pasemos a votar en general el despacho.

Sr. Presidente (Santilli).- Como es el último orador anotado para hacer uso de la palabra, vamos a votar en general el proyecto de ley.


Se va a votar, mediante el sistema electrónico.
- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stéfano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Puy, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: 50 votos emitidos; 37 a favor y 13 en contra. Se agrega el voto positivo de la diputada La Ruffa. Entonces, son 51 votos emitidos; 38 a favor y 13 en contra.


Queda aprobado en general.


En consideración en particular el Artículo 1°.

Sr. Ibarra.- Pido la palabra. 

Señor presidente: quiero hacer una reflexión sobre este artículo. El Artículo 1° no fija un plazo. Es decir, se autoriza sine die.

Por lo tanto, me parece imprudente que no tenga un tope –más allá de que de todas maneras voy a votar en contra– y le sugiero al oficialismo y a todos aquellos que acompañan este proyecto que tendría que establecer como plazo el 31 de diciembre del corriente año. Porque si no, le estaríamos dando una autorización que pueda comprometer el presupuesto del año 2009 con la emisión de los bonos. Si no tiene plazo pueden salir a colocarlos en marzo, abril u octubre del año que viene. La verdad es que me parece riesgoso, desde el punto de vista institucional, que se comprometan presupuestos de años próximos con esta autorización que estamos dando ahora.

Simplemente, como sugerencia me parece prudente que se establezca como plazo el 31 de diciembre del corriente año, en que vencerá la autorización y deberán concurrir a la Legislatura nuevamente, en caso de que decidan postergarlo el año que viene.

Sr. Olivera.- Pido la palabra. 


Señor presidente: quiero decir algo con relación al comentario sobre el costo financiero total que hizo el miembro informante por la mayoría.


El Artículo 1° permite emisiones; una o más emisiones. Si uno imaginara –estoy razonando por el absurdo– una primera emisión por 50 millones de dólares, el 1.200.000 al que aludió el miembro informante por la mayoría representaría una cifra superior al porcentaje al que él se ha referido y, por supuesto, también superior al porcentaje al que yo me referí. 


Por eso hice alusión a que los costos financieros totales, incluyendo los costos operativos, están en relación inversa al tramo de la emisión, al monto de la emisión.

Sr. Hourest.- Pido la palabra. 


Señor presidente: en la misma línea que lo planteado por el diputado Ibarra, quiero decir que el proceso de caducidad de la autorización me parece que tiene que quedar explícito.


Por otro lado, debe dejarse en claro que si no se ha tomado la decisión del principal, sino que se recurrió al crédito puente y el mismo traslada sus efectos contra el otro ejercicio, la autorización no puede persistir. ¿Qué quiero decir con esto? Supongamos que efectivamente se coloca el crédito puente en octubre, y es un crédito puente a tres meses y no se termina de colocar el principal; luego quedaría, en realidad, un compromiso devengado en función de la Ley 2570, afectando futuros presupuestos y, en realidad, ese principal no corresponde que se autorice luego del 31 de diciembre de 2008.

Sr. Ibarra.- Pido la palabra. 


Señor presidente: quiero seguir con la línea de colaboración.


Aquí dice que se autoriza a razón de 500 millones de dólares estadounidenses. Ahora resulta que en el anexo, y con todas las obras que se establecen allí, se establecen, creo, 1.604 millones de pesos, a un valor dólar actual de 3,04, da 1.520 millones de pesos. Es decir, le están faltando 80 millones de pesos. 


Por lo tanto, sugiero o que lo pongan en pesos o que suban los dólares, si no, no les va a alcanzar.

Sr. González.- Pido la palabra. 


Señor presidente: le agradezco las sugerencias a los diputados pero no vamos a aceptar modificaciones.
Sr. Presidente (Santilli).- Se va a votar el Artículo 1° a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación ha sido el siguiente: sobre 50 votos emitidos, resultaron 38 votos por la afirmativa, 12 votos por la negativa y ninguna abstención. Por lo tanto, queda aprobado el Artículo 1°.


En consideración en particular el Artículo 2°.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación ha sido el siguiente: sobre 50 votos emitidos, resultaron 38 votos por la afirmativa, 12 votos por la negativa y ninguna abstención. Por lo tanto, queda aprobado el Artículo 2°.


En consideración en particular el Artículo 3°.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación ha sido el siguiente: sobre 49 votos emitidos, resultaron 38 votos por la afirmativa, 11 votos por la negativa y ninguna abstención. Se agrega el voto negativo de la diputada Parada. Por lo tanto, por 38 votos por la afirmativa y 12 por la negativa, queda aprobado el Artículo 3°.


En consideración en particular el Artículo 4°.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación ha sido el siguiente: sobre 49 votos emitidos, resultaron 38 votos por la afirmativa, 11 votos por la negativa y ninguna abstención. Se agrega el voto negativo de la diputada Alegre. Por lo tanto, por 38 votos por la afirmativa y 12 por la negativa, queda aprobado el Artículo 4°.


En consideración en particular el Artículo 5°.

Sr. Hourest.- Pido la palabra.


Señor presidente: en línea con tratar de evitar algún problema ulterior, quiero señalar que la segunda parte del artículo dice: “Dicho crédito puente deberá cancelarse con la emisión de los títulos y no podrá tener un plazo mayor a la fecha en que se efectúe la o las emisiones de los títulos suficiente para cancelar el crédito puente”.


En la suposición de que esa emisión no se pueda realizar por alguna turbulencia financiera internacional, ¿cómo se establece que se va a pagar ese crédito puente? Porque lo que se está recomendando aquí es que si hay una turbulencia financiera internacional, van a estar obligados a “defaultear” por ley.

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Señor presidente: tomando lo que decía el diputado Hourest, también puede sugerirse un límite para el crédito puente –como lo dijo el diputado Álvaro González–, que iba a ser de tres meses; y también hizo referencia a una tasa del 4,5 por ciento, tasa Libor más 200 puntos, en la que señaló que, con prudencia, podría ponerse como tope. De manera que, si en algún momento hay alguna discusión, además de las palabras del diputado Álvaro González, podamos tener el texto de la ley. Sólo es una sugerencia.

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado González.

Sr. González.- Señor presidente: vamos a seguir discutiendo sobre mis palabras. No vamos a aceptar ninguna modificación. Ya expliqué este tema varias veces: no va a haber posibilidad de “defaultear” un crédito puente, porque éste va a hacer dado por el corto plazo, 30 ó 60 días; es decir, no hay posibilidad de que se dé la opción planteada por el diputado Hourest. De manera que solicito que se vote.

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado Ibarra.

Sr. Ibarra.- Sólo quiero hacer una pregunta.


Señor presidente: ¿qué pasa si no se consigue colocar los bonos? Porque el crédito puente se cancela con la emisión de los bonos. Ahora bien: si no se colocan los bonos, es imposible, salvo que el diputado Álvaro González diga que “los bonos se van a colocar en tres meses”. Entonces, allí sí; pero la verdad es que yo no estoy para creer esa afirmación. Pero no es una hipótesis improbable, ya que hay convulsión en los mercados internacionales, nadie sale a pedir deuda; y, respecto de las tasas, tenemos un tope de 13,5 por ciento, por lo que no es descabellado pensar que no se van a colocar los bonos. En ese caso, ¿hasta cuándo va a durar el crédito el puente? No es irracional lo que estamos preguntando.

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado Hourest.

Sr. Hourest.- Señor presidente: no quiero polemizar en torno a las características de los créditos puente –si son de 30, 60 ó 120 días–, ya que no hay ningún elemento en el sistema económico internacional que diga que los créditos puente, para este tipo de obligaciones, son de 30, 60 ó 90 días.


Cuando son créditos soberanos o subsoberanos –como es este caso–, no se aplica la dinámica de las mesas de dinero, sino que es otro tipo de mecanismo con que funciona. Entonces, lo que estamos preguntando no es una “chicana”, sino que realmente es una cosa compleja.


El artículo dice textualmente: “Dicho crédito puente deberá cancelarse con la emisión de los Títulos y no podrá tener un plazo mayor a la fecha en que se efectúe la o las emisiones de los títulos suficientes para cancelar el crédito puente”. Si hubiese cualquier problema, por más que el dinero sea un bien fungible, no hay manera de hacer que aquello que debe ser cancelado con la emisión de títulos –si el título no se emitió– pueda cancelar el puente.

Sr. Olivera.- Pido la palabra. 


Señor presidente: en la misma línea, como se aludió durante el debate a que el costo de este crédito puente –me refiero al costo financiero– iba a ser sumamente bajo, creo que se habló de tres o cuatro puntos, quisiera preguntar si esos tres o cuatro puntos se mantendrían en el caso en que el crédito puente no pudiera ser cancelado en la fecha de vencimiento, si no resulta posible emitir los títulos que deben cancelar el crédito puente.


Me da la sensación de que toda la experiencia financiera indica lo contrario.

Sr. González.- Discúlpeme, señor presidente: no le entendí al diputado Olivera. A través suyo, le pido que me repita lo que ha dicho.

Sr. Presidente (Santilli).- ¿Puede repetir, diputado Olivera?

Sr. Olivera.- Cómo no, señor presidente.


Se ha planteado la posibilidad de que por un agravamiento de la turbulencia que ya existe en el mercado financiero, no sea posible emitir los bonos a que aluden los artículos 1º y 2º de este proyecto de ley y que, por hipótesis, ya se haya tomado el crédito puente.


Sostuvo el miembro informante de la mayoría que el costo de ese crédito puente iba a estar en torno de los tres o cuatro puntos, si no entendí mal, si la memoria no me falla. 

Para el caso de que no pueda cancelarse este crédito puente, porque no se pueden emitir los bonos, ¿qué costo imagina él que puede llegar a tener ese crédito puente, especialmente si no se está estableciendo ningún plazo, tal como solicitan otros diputados?

Sr. Presidente (Santilli).- Para refrescar la memoria, el diputado Álvaro González dijo: Libor más doscientos puntos básicos. 

Sr. González.- Exactamente.


Aquí operaría al revés; sería a favor de la ciudad. Porque el que otorga el crédito puente no va a recuperar el dinero a la tasa que ha prestado el crédito puente hasta que no se emitan los bonos.


De todos modos, señor presidente, le pido que pasemos a votar.

Sr. Olmos.- Pido la palabra. 


Señor presidente: a ver si podemos aclarar un poco. El crédito puente, por su naturaleza, es un adelanto de quien será el agente colocador, que tiene la plena seguridad, por parte de su riesgo, de que va a obtener la colocación de los títulos. De no ser así, el crédito puente se va a tener que transformar en el préstamo que se iba a tomar en el mercado por los agentes colocadores. En lugar de cobrar por esa gestión, va a tener que asumir el costo de darle a la ciudad 200 millones de dólares en las condiciones que están descriptas en la presente ley.

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Olivera: ¿está satisfecho?

Sr. Olivera.- Yo puedo estar satisfecho con la respuesta. Pero, lamentablemente, la ciudad no va a estar satisfecha con esta operación.

Sr. Epszteyn.- Pido la palabra. 


Esta situación me hace recordar a un cuento de Jaimito acerca de la diferencia entre “supuesto” y “concreto”. Pero no lo voy a contar porque es un poco verde.

Sr. Presidente (Santilli).- Verde, color con el que usted está vestido. (Risas)
Sr. Epszteyn.- Lo concreto es que tenemos un crédito puente, cuyo plazo se desconoce, a 13 por ciento…

Sr. González.- No es así.

- Manifestaciones de varios diputados.

Sr. Epszteyn.- Eso es lo que tenemos; es lo que acabo de entender.


Perdonen; y con todo respeto, ahora sí, a través suyo, le quiero decir al diputado Álvaro González que lo que él dijo es que hay un incentivo al banco para que el banco coloque los bonos porque, primero, prestó por medio del crédito puente…

Sr. Presidente (Santilli).- Diputado Epszteyn: le solicita una interrupción el diputado Ibarra. ¿Se la concede?

Sr. Epszteyn.- Sí, señor presidente.

Sr. Presidente (Santilli).- Para una interrupción tiene la palabra el diputado Ibarra. Le pido que sea breve.

Sr. Ibarra.- Es una interrupción, y por eso seré breve.

En esta discusión creo que el diputado Olmos echó algo de luz, aunque también es cierto que no satisface, o preocupa más. El diputado Álvaro González viene diciendo que el crédito puente se da a una tasa bajísima, de 4 ó de 4,5; ahora bien, esto se da si es breve –según la palabra del diputado Álvaro González– y el banco se cobra de la emisión de los bonos. Muy bien. Pero si los bonos no salen, ¿qué pasa? Es algo que el diputado González no pudo contestar.

Sr. González.- ¿Cómo que no?

Sr. Ibarra.- El diputado Olmos dijo que, si no salen, se transformará en una operación de crédito, de acuerdo con las condiciones de esta ley, que son las del Artículo 2º, a 13,5.

Por lo tanto, si sale el bono, estaremos a 4,5, como dijo el diputado Álvaro González; pero si el bono no sale, entonces estaremos a 13,5. Esto surge de la articulación de lo manifestado por los diputados Olmos y González, que veo que ahora están discutiendo entre ellos. A mí sigue sin quedarme en claro la cuestión.

Sr. Araujo.- Pido la palabra.

Señor presidente: esta Casa no es una mesa de dinero. (Aplausos en la barra) La tasa de interés es una cifra del mercado. Entonces, cuando se vayan a colocar los bonos, se pagará lo que fije en ese momento la tasa de interés.

Lo que el presidente de la comisión, diputado Álvaro González, ha explicado con excelente claridad, ha sido un ejemplo. Hoy la Libor está al 2.75, más 200 puntos serían 4.75. No es que se vaya a tomar a esa tasa. No demos más vueltas; el tema está clarísimo.

 El diputado Olmos tiene razón: como el crédito puente se coloca con el mismo banco que va a ser el que va a colocar los bonos, se va a hacer cargo de la renovación de ese crédito.

Por lo tanto, si el diputado Álvaro González está de acuerdo, pido que pasemos a votar.

Sr. Presidente (Santilli).- Tiene la palabra el diputado Álvaro González.

Sr. González.- Veré si puedo terminar de hacerme entender.


El crédito, si existiera, si alguna vez se ofreciera y si la Ciudad decidiera tomarlo, hasta la suma de 200 millones de dólares, tendría una tasa Libor más 200 puntos básicos. Seguramente, esto lo va a ofrecer el banco emisor, en la medida en que va a colocar los bonos, que van a tener una tasa mucho mayor que la tasa Libor más 200 puntos básicos. Esto es lo que he tratado de explicar infinidad de veces.

Pido por favor, señor presidente, que pasemos a votar.

Sr. Presidente (Santilli).- Le aclaro al diputado Hourest que no le puedo conceder el uso de la palabra, porque ya hizo uso de interrupciones en dos oportunidades, y el Reglamento no me lo permite.


En consideración en particular el Artículo 5º.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Fernández, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: sobre 50 votos emitidos, se han registrado 37 votos por la afirmativa y 13 por la negativa.


En consideración en particular el Artículo 6º.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada, Ruanova y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: sobre 50 votos emitidos, se han registrado 38 votos por la afirmativa y 12 por la negativa.


En consideración en particular el Artículo 7º.


Se va a votar a través del sistema electrónico.

- Se registran los siguientes votos positivos: Abbas, Amoroso, Araujo, Bello, Blasco, Borrelli, Cantero, de Andreis, Destéfano, Di Stefano, Fernández, Garayalde, Godoy, González, Gramajo, Ingaramo, Kravetz, La Ruffa, Lubertino, Majdalani, Martínez Barrios, Meis, Morales Gorleri, Moscariello, Mouzo, Ocampo, Olmos, Pagani, Pedreira, Rabinovich, Ritondo, Rodríguez Araya, Santilli, Saya, Tamargo, Urdapilleta, Varela y Zago.

- Se registran los siguientes votos negativos: Abrevaya, Alegre, D'Angelo, Epszteyn, Gómez, Hourest, Ibarra, Maffía, Olivera, Parada y Walsh.

Sr. Presidente (Santilli).- El resultado de la votación es el siguiente: sobre 49 votos emitidos, se han registrado 38 votos por la afirmativa y 11 votos por la negativa.


Como el Artículo 8 es de forma, queda sancionada la ley. (Aplausos). 

LEY 2789

Artículo 1°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, en el marco del Artículo 3° de la Ley 2570, a contraer un empréstito público representado por una o más emisiones de títulos de deuda por un importe de dólares estadounidenses de hasta quinientos millones (U$S 500.000.000) o su equivalente en pesos, otra u otras monedas (los “Títulos”), según lo determine el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda al momento de la fijación del rendimiento de los Títulos. Amplíase, por tanto, el monto del Programa de Asistencia Financiera instrumentado por la Ordenanza N° 51.270 del 21 de diciembre de 1996, con las modificaciones introducidas por la Ley N° 323, el Decreto N° 557/2000, por la presente ley, y disposiciones concordantes, en la suma de quinientos millones de dólares estadounidenses (U$S 500.000.000). 
Art. 2°.- Los Títulos emitidos por la autorización conferida en la presente ley, tendrán, entre otras, las siguientes características: 
a) Moneda de emisión: dólares estadounidenses u otra u otras monedas que se determine al momento de la fijación del rendimiento de los Títulos.
b) Plazo: entre un mínimo de tres (3) años y un máximo de quince (15) años a partir de la fecha de su emisión.
c) Tasa de interés: la tasa de interés de los Títulos podrá ser fija o variable, con pagos de interés trimestrales, semestrales o anuales. A efectos de determinar la tasa de interés de los Títulos, se deberá tomar como referencia el rendimiento de los bonos nacionales vigentes y/o aquellos instrumentos emitidos por el Banco Central de la República Argentina.
d) Precio de emisión: El precio de emisión será fijado en el momento en que se fije el rendimiento de los Títulos.

 El rendimiento que arrojen los Títulos al momento de su emisión, no podrá superar el rendimiento al momento de sus respectivas emisiones, de los bonos nacionales y/o de aquellos instrumentos emitidos por el Banco Central de la República Argentina, entre el 1º de enero de 2008 y el día de la fecha de la sanción de la presente ley, tomando en cuenta aquellos que hayan sido emitidos en la misma moneda que los Títulos y de vida promedio similar. En el caso que el vencimiento de los Títulos sea mayor al vencimiento de los títulos tomados como referencia según lo descripto precedentemente, se contemplará una tasa de rendimiento de los Títulos que no podrá superar, en ningún caso el trece con cincuenta por ciento (13,50%). El rendimiento de los Títulos será determinado por Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda a más tardar en la fecha de firma de los contratos de suscripción en firme de los Títulos o acuerdo similar.
e) Forma y denominaciones: los Títulos podrán ser al portador, nominativos o escriturales y se emitirán en las denominaciones que se acuerden con el/los colocador/es respectivo/s.
f) Rescate: los Títulos podrán rescatarse antes de su vencimiento.
g) Amortización: los Títulos se amortizarán a su vencimiento en un único pago o en diversos pagos a realizar durante la vida de los Títulos. 

h) Clases y series: se podrán emitir una o más clases y series, incluyendo su reapertura. 

i) Ley y jurisdicción: los Títulos se regirán por la ley de Inglaterra. Los conflictos que pudieran presentarse en relación a los Títulos, sus cupones, si los hubiera, y los acuerdos relativos a su emisión, serán resueltos por los tribunales de Inglaterra.
Art. 3º.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, conforme las pautas establecidas en el Artículo 2° de la presente ley, a dictar las normas reglamentarias y/o complementarias que establezcan las restantes condiciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley, así como la instrumentación de acuerdos de cobertura de riesgo cambiario, ya sea por medio de operaciones de cobertura de monedas y/o de tasas de interés.
Art. 4°.- El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, mantendrá informado en forma permanente, en todo lo atinente al empréstito autorizado en el Artículo 1° de la presente Ley, a la Comisión de Seguimiento y Fiscalización del Fondo de Infraestructura Social de la Legislatura.
Art. 5°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, a contraer un empréstito (crédito puente) con las entidades financieras colocadoras hasta un importe máximo de dólares estadounidenses doscientos millones (U$S 200.000.000), o su equivalente en pesos, otra u otras monedas, dentro de los límites autorizados en el artículo 2° de la presente ley, con afectación exclusiva de los fondos obtenidos con dicho préstamo a los usos establecidos por la Ley 2570. Dicho crédito puente deberá cancelarse con la emisión de los Títulos y no podrá tener un plazo mayor a la fecha en que se efectúe la o las emisiones de los Títulos suficiente para cancelar el crédito puente.
Art. 6°.- Autorízase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, para efectuar los trámites correspondientes y suscribir todos los instrumentos, contratos y documentación necesaria y conveniente a fin de dar cumplimiento a los artículos precedentes, para que por sí o por terceros actúe en la instrumentación, emisión, registro y pago de los Títulos autorizados por esta Ley.
Art. 7°.- La presente Ley entra en vigencia a partir del día siguiente de su sanción.
Art. 8°.- Comuníquese, etc.
finalización de la sesión

Sr. Presidente (Santilli).- Damos por finalizada la sesión.

- Es la hora 0 y 25 del día 11 de julio de 2008.

 Oscar Ángel Rocha

Director General de Taquígrafos

V.T. 25
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Sobre declaración como ciudadano ilustre al doctor Raúl Alfonsín

Inserción solicitada por la diputada Walsh
Al comenzar su mandato presidencial, el doctor Raúl Ricardo Alfonsín respaldó una inicial convalidación de las sentencias dictadas contra los presos políticos por parte de los tribunales federales de la dictadura y los juzgados militares. Esto significó, en la práctica, que quienes estaban detenidos al 10 de diciembre de 1983 cumpliendo “condenas” impuestas por jueces federales de la dictadura y tribunales militares debieron seguir detenidos hasta que esas condenas fueron revisadas. Aquellos detenidos políticos, muchos de ellos militantes populares contra la dictadura militar, cuyo número era elevado, debieron seguir presos hasta que tales condenas fueron revisadas.

Contrariamente a lo que muchas veces se afirma, la política en materia de derechos humanos del doctor Raúl Alfonsín no comenzó con el Juicio a las Juntas, sino que se inició con una serie de medidas tendientes a reducir el número a juzgar de aquellos militares denunciados por gravísimas violaciones a los derechos humanos.
Sólo cuando se produjo el vencimiento de todos los plazos, los tiempos políticos se agotaron, y quedó claro que los militares jamás se juzgarían a sí mismos, y ante la fuerte presión y movilización popular,  el doctor Raúl Alfonsín resolvió derivar los juicios a la justicia civil.
El Juicio a las Juntas fue el resultado inevitable de la enorme presión de la movilización popular, del reclamo inclaudicable de los familiares de las víctimas, y de los mismos sobrevivientes. Resulta indiscutible que la llamada “justicia militar”, integrada por quienes habían convalidado y formado parte del accionar de la dictadura misma, y a la que  Alfonsín confió en primera instancia el juzgamiento del genocidio, no avanzó con las causas judiciales, tal como era de esperar.
La idea de Alfonsín era que “las Fuerzas Armadas tenían que depurarse a sí mismas”. El resultado fue que durante más de un año de presidencia de Alfonsín no hubo un solo militar acusado por gravísimas violaciones a los derechos humanos que fuera condenado. Es más: muchos de los acusados fueron sobreseídos por los tribunales militares que supuestamente los juzgaban, entre ellos el propio Alfredo Astiz, alias “El Ángel Rubio” o “Gustavo Niño”, por el secuestro y desaparición de la adolescente sueco-argentina Dagmar Hagelin.

El 13 de diciembre de 1983 Alfonsín dictó el Decreto N° 157, que fue publicado en el Boletín Oficial el día 15 de ese mes. Ese decreto del Poder Ejecutivo Nacional, junto al que se firma a continuación, el mismo día, y de numeración correlativa, deben considerarse como la piedra angular de la “teoría de los dos demonios”. 

El primer decreto establecía la necesidad de promover el ejercicio de acciones penales contra las siguientes personas: Mario Eduardo Firmenich, Fernando Vaca Narvaja, Ricardo Armando Obregón Cano, Rodolfo Gabriel Galimberti, Roberto Cirilo Perdía, Héctor Pedro Pardo y Enrique Haroldo Gorriarán Merlo.

Ordenaba entonces enjuiciar a quienes supuestamente encarnaban el primer “demonio”.

El siguiente Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 158 fue dictado por Alfonsín también el 13 de diciembre de 1983 y publicado en el Boletín Oficial el día 15 de ese mes. 

Este segundo decreto establecía la persecución penal, mediante juicio sumario, por ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, de los miembros de las tres primeras juntas de la dictadura militar: Jorge Rafael Videla, Orlando Ramón Agosti y Emilio Eduardo Massera; Roberto Eduardo Viola, Omar Graffigna y Armando Lambruschini; y Leopoldo Fortunato Galtieri, Basilio Lami Dozo y Jorge Isaac Anaya.

Este segundo decreto de Alfonsín ordena en relación con la segunda responsabilidad considerada el segundo “demonio”.

Sin embargo, hoy sabemos que esa judicialización, tal como se la formulara, equiparando a jefes guerrilleros y militantes populares con terroristas de estado a quienes pretendía juzgar  por quienes resultaban ser sus camaradas de armas, no se pudo sostener.

Con el paso de los años fue quedando cada vez más claro el rol que le cabe al Terrorismo de Estado en la comisión de crímenes de lesa humanidad. Y nadie, como hiciera en su momento Ernesto Sábato, en el Prólogo del Nunca Más, que hasta debió ser reeditado, trataría de miserables a los luchadores de la generación del ’70.

No hubo dos demonios.

Por el contrario, la “demonización” de las razones por las cuales se impuso el Terrorismo de Estado, o las razones que llevaron a toda una generación a una lucha que se expresara de muy distintas formas pero que le costara la vida y la libertad a miles y miles de jóvenes no pueden explicarse por falsas concepciones sobre los infiernos, sino por la mejor comprensión de las múltiples razones políticas, militares, económicas, sociales y culturales.
El Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, que debía “juzgar” a sus propios camaradas, desarrolló al respecto una inactividad completamente previsible, ya previamente advertida y denunciada de forma pública por los organismos de derechos humanos. La presión política creciente y la movilización popular de repudio ante estas medidas, determinaron que la causa pasara a la Justicia Civil, trasformándose así las actuaciones en la conocida “Causa 13/84. Causa Instruida Originariamente por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas”, que tramitó ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, la que sesionó en pleno.

Esto que hemos reseñado es lo que nuestros jóvenes también debieran saber cuando se recuerda el Juicio a las Juntas.

El 22 de diciembre de 1983 fue sancionada la Ley Nº 23.040. Promulgada el día 27 y publicada en el Boletín Oficial el día 29 de ese mismo mes, esta ley derogó y anuló -privando de todo efecto jurídico- la Ley Nº 22.924, llamada de “autoamnistía”. La Ley Nº 23.040 constituye un antecedente importante en materia de facultades del Congreso de la Nación para la anulación de una ley. En el mensaje de elevación del proyecto de ley al Congreso, Alfonsín expresaba, refiriéndose a la 22.924: “Esta ley, mal llamada de ‘pacificación’ o de ‘amnistía’, pretendió convalidar el empleo de métodos terroristas para combatir el terrorismo. Tal convalidación se intentó materializar mediante el expediente de poner por encima de toda responsabilidad jurídica a quienes pertenecen a las fuerzas que, el gobierno que dictó esa ley, siempre alegó representar. Se procuró torpemente este autoperdón extendiendo la amnistía a ciertas categorías de terroristas con lo que se expuso a la sociedad -sin que nadie lo hubiese reclamado- a un riesgo grave e innecesario. Hay razones éticas, políticas y jurídicas que hacen imperiosa la cancelación absoluta de los efectos de esta ley. Desde el punto de vista ético constituiría una claudicación muy seria de elementales exigencias de justicia, que no deben confundirse con un deleznable espíritu de venganza, la omisión del castigo de hechos que desconocieron de la manera más brutal y completa la dignidad de la persona humana. Ese castigo ejemplificador es necesario para dejar firmemente establecido que la sociedad argentina no está dispuesta a tolerar que se use a los seres humanos como meros objetos susceptibles de cualquier grado de manipulación y degradación en aras de objetivos supuestamente loables. Desde el punto de vista político un eventual mantenimiento de la ley que se propicia derogar produciría por lo menos dos efectos nefastos. En primer lugar extendería indiscriminadamente sobre las instituciones armadas en su conjunto, una presunción de responsabilidad que sólo debería recaer en diferentes grados sobre algunos de sus hombres. En segundo término el mantenimiento de la ley afectaría gravemente la eficacia preventiva de las penas que se fija por hechos como los que ella pretende amnistiar; la posibilidad de investigar y castigar esos hechos es esencial para que los órganos constitucionales tengan en el futuro el control absoluto del monopolio de la fuerza. Desde el punto de vista jurídico la Ley N° 22.924 padece, como ya lo han declarado casi todos los jueces que debieron entender en ella, vicios insuperables. En primer lugar, al beneficiar principalmente a quienes estaban directamente representados por el gobierno que la dictó, la ley concede una verdadera autoamnistía que constituye un privilegio repugnante al principio de igualdad ante la ley consagrado por el Art. 16 de la Constitución Nacional. En segundo lugar la ley en cuestión se hace pasible de la nulidad insanable que el Art. 29 de la Constitución Nacional  imputa, además de gravísimas sanciones morales y penales, a todo acto que implique la concesión de la suma del poder público, nulidad que se hace extensible ‘a fortiori’ a un acto que implica el perfeccionamiento de la asunción del poder público por parte de quienes, controlando dos de las tres ramas del gobierno, pretenden impedir la acción de la tercera. En tercer lugar la descalificación de la aberrante doctrina de los gobiernos de facto implica conceder a las normas de ese origen sólo una validez precaria, la que queda precluída cuando, como en este caso, el contenido de la norma es claramente inicuo. Estos vicios jurídicos de la Ley N° 22.924 hacen que su derogación de ningún modo entrañe reconocerle una validez plena previa al momento de esa derogación. Al contrario, al ser esta ley insanablemente nula -como expresamente se lo declara- ella no tiene efecto jurídico alguno, y en especial es completamente inaplicable el principio de la ley más benigna del Art. 2° del Código Penal.”

El Mensaje que acompaña la ley propuesta por Alfonsín refleja claramente la “teoría de los dos demonios”, y comienza ya a diferenciar distintos niveles de responsabilidad entre los ejecutores y responsables del sistema de Terrorismo de Estado.

Pero lo que más nos importa señalar es que la anulación de la Ley Nº 22.924 no se fundó en que esa norma fuera dictada por un gobierno de facto, sino en su contenido “inicuo”. Es útil recordar que el Poder Ejecutivo Nacional que ejerciera Alfonsín  no derogó ni anuló ninguna otra norma dictada por la dictadura militar, más allá de la “precaria” validez que dijera reconocerle a las mismas.

Todos los efectos nefastos de aquella ley anulada fueron restituidos por el propio Alfonsín, cuando sancionó las llamadas leyes de “Punto Final” y “Obediencia Debida”.

El 9 de diciembre de 1984 fue sancionada la Ley Nº 23.049. Promulgada el día 13 de ese mes, y publicada en el Boletín Oficial el 15 de febrero de 1985, la Ley Nº 23.049 modificó el Código de Justicia Militar, estableciendo el juzgamiento de los delitos cometidos durante la dictadura –y propios del sistema de terrorismo de Estado–, en primer término, por los tribunales militares. En sede militar, en donde nunca se condenó a ningún integrante de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias o policiales, las causas estuvieron largo tiempo paralizadas. En ese lapso se cumplieron los plazos de prescripción de la acción penal –o sea extinción– de numerosos delitos que, de esta manera, quedaron impunes dado que la jurisprudencia imperante en la época era conteste en aplicar las defensas penales ordinarias –para el caso, la prescripción de la acción penal– a crímenes que, evidentemente, no podían ser juzgados exclusivamente por las leyes penales ordinarias internas de la Argentina. 

Una mención especial requieren las instrucciones a los fiscales. Destinadas por Alfonsín a los representantes del Ministerio Público, aquellas instrucciones señalaban que debían impulsar los pedidos de prescripción de las acciones penales en las causas en que los plazos de extinción de la acción penal -fijados normalmente en el máximo de la pena fijado para el delito del cual se trate-, ya hubieran transcurrido. De esta manera, y por aplicarse defensas penales ordinarias a una situación excepcional que violentaba masivamente derechos y garantías reconocidos incluso en esa época por tratados internacionales suscriptos por la Argentina, quedaron impunes numerosos crímenes. 

El 23 de diciembre de 1986 fue sancionada la Ley N° 23.492, llamada de “Punto Final”. Promulgada el día 24 y publicada en el Boletín Oficial el día 29 del mismo mes, en vísperas de Año Nuevo, estableció un plazo de caducidad de las acciones penales derivadas de las violaciones a los derechos humanos.

Los miembros de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias o policiales que no fueran procesados en el término de 60 días corridos contados a partir de la promulgación de la ley, no podrían ser perseguidos penalmente por delitos violatorios de los derechos humanos.

El propio Alfonsín intervino para acelerar la sanción de esta ley por parte del Congreso.

El efecto logrado fue el opuesto al perseguido por el gobierno. Los jueces federales, frente a la gran movilización social y la opinión pública proclives al enjuiciamiento y la condena de los militares acusados, dictaron masivamente llamados a prestar declaración indagatoria o autos de procesamiento que  interrumpieron el plazo de caducidad establecido en el Art. 1° de la citada ley. Esta norma legal fue uno de los pilares fundamentales de la construcción de la impunidad en nuestro país.

Ante estas citaciones a juicio, en la Semana Santa de 1987 se produjeron levantamientos militares de los llamados “carapintadas” exigiendo el perdón de los genocidas de la dictadura. Frente a esos hechos, cientos de miles de personas nos movilizamos a la Plaza de Mayo y a las plazas de todo el país en defensa del orden constitucional y de los derechos democráticos, mientras otras decenas de miles directamente rodeaban los cuarteles sublevados. Los trabajadores respondieron con el cumplimiento de un paro general contundente. Alfonsín, en un tristemente célebre discurso pronunciado desde el balcón de la Casa Rosada dijo ante el pueblo movilizado: “Felices Pascuas. La casa está en orden.”

Pocos meses después la realidad demostró que esto era falso. Se habían pactado con Aldo Rico y las rebeldes nuevas medidas que buscaban favorecer la impunidad de los genocidas. 

En favor de la actitud de Alfonsín se sostuvo que las presiones militares no le dejaron otra opción. El mismo defendió abiertamente las leyes que impulsó expresando que lo hizo “con un criterio de racionalidad”, como lo citan sus fundamentos. Durante el juicio al genocida Miguel Osvaldo Etchecolatz, en agosto del 2006, frente al tribunal que produjo el histórico fallo que menciona los crímenes cometidos “en el marco de genocidio”, expresó refiriéndose a las filas militares: “Niego rotundamente haber sido extorsionado… Era necesario producir algún tipo de acción para aliviar las tensiones”. Y sostuvo que envió al Congreso esas leyes para “salvar a la República” y que las mismas “fortalecieron las instituciones”.

Rechazamos esta valoración autojustificatoria. El contexto político en aquel momento fue de una amplísima y firme movilización del pueblo argentino frente a los motines “carapintadas”, pero la respuesta de Alfonsín fue la capitulación ante las demandas de impunidad para los represores.

El 4 de junio de 1987 se sancionó la Ley N° 23.521, llamada “de Obediencia Debida”.  Promulgada el día 8, y  publicada en el Boletín Oficial el día 9 del mismo mes, esta ley determinó el cierre de numerosas causas penales, beneficiando a unos 1.180 miembros de las Fuerzas Armadas, de seguridad, penitenciarias y policiales involucrados en graves violaciones de los derechos humanos. Sumaba sus efectos a la ley “de Punto Final” construyendo un marco aún más favorable a la construcción de impunidad. La ley estableció, básicamente, que las violaciones a los derechos humanos cometidas entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983 por personal militar, de seguridad, penitenciario o policial, habían sido cometidas cumpliendo órdenes superiores. Esta presunción se estableció de manera irrebatible, y modificó el criterio de la eximente de “obediencia debida” existente en la legislación argentina y universal, que establece, desde siempre, que nadie puede invocar la obediencia de una orden, para eximirse de responsabilidad, cuando la orden implica la comisión de un delito o la violación de una ley. Tanto la Ley Nº 23.521 como la Nº 23.492 fueron convalidadas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación de aquel entonces, aun cuando fueran consideradas violatorias de los tratados internacionales firmados por la Argentina en materia de derechos humanos tanto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos (OEA) como por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

El 25 de marzo de 1998, y siempre bajo la enorme presión de la movilización popular, la Cámara de Diputados de la Nación “derogó” las dos leyes, que habían recibido el unánime repudio de los organismos de derechos humanos y de la opinión mayoritaria de nuestro pueblo. No obstante, dicha derogación, al condenar los hechos de terrorismo de Estado exclusivamente hacia el futuro pero manteniendo la impunidad hacia los crímenes cometidos por la última dictadura militar, constituyó  una verdadera defraudación política al reclamo histórico de juicio y castigo a los delitos de lesa humanidad.

En aquella sesión legislativa, el maestro Alfredo Bravo, diputado nacional, exigió hasta segundos antes de que se llevara adelante la votación que aprobó la derogación, la consideración de su dictamen de minoría que proponía la nulidad legislativa, el cual no fue tratado.

Centenares de organizaciones, junto con los organismos de derechos humanos, Madres de Plaza de Mayo,  Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, Abuelas de Plaza de Mayo, Familiares de Detenidos-desaparecidos, Hijos e Hijas por la Justicia contra el Olvido y el Silencio (H.I.J.O.S.) , la Asociación de ex Detenidos Desaparecidos, la Liga Argentina por los Derechos del Hombre (LADH), y muchos organismos más que no mencionamos pero formaron parte de esta enorme lucha colectiva, integrantes del Encuentro Memoria, Verdad y Justicia, reclamaron sin tregua la anulación definitiva de las leyes de impunidad, así como la nulidad de los decretos de indultos a los genocidas que luego dictara el presidente Carlos Saúl Menem.

Finalmente, las leyes de impunidad fueron declaradas insanablemente nulas por el Congreso de la Nación, y aquella nulidad no fue el resultado de ningún proyecto del Poder Ejecutivo sino la culminación de una larga lucha incluso legislativa.

El 12 de agosto del 2003, Día de la Reconquista para la Ciudad de Buenos Aires, la Cámara de Diputados de la Nación anuló esas leyes.

Fue de mi propia autoría el proyecto legislativo de esa nulidad, y acompañada por legisladoras y legisladores de distintos bloques políticos logramos su aprobación tras una innumerable cantidad de sesiones especiales que no reunían el quórum para sesionar.

La constitucionalidad de esa nulidad legislativa fue luego convalidada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Por otra parte, en enero de 1989, ante la ocupación del cuartel militar de La Tablada, Alfonsín permitió que las Fuerzas Armadas condujeran la represión. Se denunciaron torturas, asesinatos y desaparición de personas entre los integrantes del grupo atacante del cuartel, cuando el desalojo del mismo, como lo señaló en su momento el Comisario Jefe de la Policía Federal Argentina, Juan Pirker, se podría haber efectuado sólo con gases lacrimógenos. Como corolario de los hechos de La Tablada, Alfonsín firmó el 25 de enero de 1989 –dos días después del hecho– el decreto de creación del Consejo Nacional de Seguridad (COSENA), presidido por él e integrado por los Jefes de Estado Mayor de las tres armas, mediante el cual permitió la intervención de las Fuerzas Armadas en los conflictos internos.

Asimismo, y aun cuando lo mencionamos en segundo término, sostenemos muy graves objeciones en relación a la política económica de la gestión presidencial de Alfonsín, que el proyecto que lo propone como Ciudadano Ilustre de nuestra ciudad también reivindica en sus Fundamentos. Durante su campaña electoral, Alfonsín pronunció la célebre frase “Con la democracia se come, se cura y se educa”. Pero a lo largo de su presidencia la pobreza mostró una tendencia ascendente. Mientras que en 1980 la pobreza en el Gran Buenos Aires era del 6% y la indigencia del 1,5%, tres años después de asumir, en 1986, esos índices habían trepado al 11% y al 2,6% respectivamente.
La crisis económica se descargó brutalmente sobre las espaldas de los trabajadores. El congelamiento de los salarios y los precios fue una de las características comunes del Plan Austral primero y del Plan Primavera después. Pero los salarios iban por la escalera y los precios por el ascensor. En cuanto a la perversa y fraudulenta deuda externa, que tan magistralmente denunciara el ya fallecido Alejandro Olmos, nunca fue consecuentemente denunciada por el gobierno de Alfonsín. Durante su mandato siguió creciendo hasta alcanzar más de un 50% que al término de la dictadura militar. Los pagos fueron cumplidos rigurosamente, a costillas del pueblo trabajador, hasta que en abril de 1988 se vio obligado a declarar la moratoria.
Es necesario recordar también que los primeros intentos de privatización de las empresas del Estado se originaron bajo su presidencia. En julio de 1987, sus ministros de Economía y de Obras y Servicios Públicos lanzaron un paquete de medidas para la reforma del sector público. Las luchas de los trabajadores estatales y la debilidad política creciente de su gobierno no permitieron que aquellas reformas se pudieran profundizar, lo que lograría  la gestión presidencial de Carlos Saúl Menem. Fue el Pacto de Olivos el que acordó la posibilidad  de reelección. En 1989, en medio de la hiperinflación y los saqueos, Alfonsín debió abandonar el poder.

Durante muchos años, cuando todo parecía asegurarnos que la impunidad del genocidio se impondría en la Argentina, y lo mismo ocurría en nuestros países vecinos afectados por el llamado Plan Cóndor, los hijos y las hijas de asesinados, desaparecidos, presos, torturados y exiliados por la dictadura militar, nos agrupábamos para darnos consuelo frente a la impunidad  y nos prometíamos que no habría olvido ni silencio, sino justicia.

Para ello debimos luchar durante demasiados años y no hemos podido dejar de hacerlo ni un solo día de nuestras vidas.

No olvidamos, no perdonamos, no nos reconciliamos, sigue siendo la expresión que sostiene  la demanda colectiva: juicio y castigo a todos los genocidas.

Recordar por qué hemos tardado tantos años en lograr las primeras y tan escasas condenas, señalar las responsabilidades políticas de quienes gobernando no ayudaron a garantizar la justicia, sino a construir años de impunidad, es nuestra obligación.

Por todo lo expuesto, no acompañamos este proyecto de ley.
V.T. 25
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Sobre asistencia integral para las víctimas de trata de personas

Inserción solicitada por la diputada Gómez
Esta iniciativa fue presentada en el año 2006, tras esos luctuosos días en los que, tras el incendio del taller clandestino que funcionaba en la calle Luis Viale al 1200, morían seis personas, entre ellas cinco niños.

Conjuntamente con integrantes de la Cooperativa La Alameda –a quien agradecemos su aporte y su lucha por la ley que estamos tratando– en esa oportunidad advertimos que, si bien era importante la intervención de dependencias del Estado Nacional frente a la comisión del delito de trata de personas, también lo era y mucho el rol que debían cumplir los gobiernos locales en la contención de las situaciones de incertidumbre y vulnerabilidad que atravesaban las víctimas.

La complejidad del entramado delictivo al que se ven sometidas las víctimas, la ausencia de alternativas que las obliga a aceptar condiciones indignas de trabajo, vivienda y salubridad, así como el temor que les infunden los mismos explotadores, requieren en contraposición, una amplia red de acciones que garanticen la atención integral de las personas afectadas, prevengan su revictimización, favorezcan el desmantelamiento de estas organizaciones y promuevan la actuación efectiva de la justicia. 
En ese sentido, entendemos que es una responsabilidad de la Ciudad, la generación de condiciones que propicien la concreción de la denuncia y la ruptura del círculo vicioso de impunidad y explotación, resultando indispensable el desarrollo de instrumentos de contención que vayan desde lo psicológico, jurídico, social, sanitario, hasta lo habitacional, económico y educativo, reflejando el espíritu de la Ley Nacional de Migraciones, aprobada el 17 de diciembre de 2003, que asegura trato digno, garantías individuales y derechos asistenciales para todos los inmigrantes y sus familias, promoviendo la integración social y evitando las formas más aberrantes de humillación institucional. 

A pesar de los avances normativos en el orden internacional y nacional, cotidianamente recibimos noticias de casos de personas que aún permanecen es situación de esclavitud dentro y fuera del territorio de la Ciudad Autónoma. Muchas de ellas son atendidas por asociaciones civiles u organizaciones no gubernamentales preocupadas por la temática, sin que existan políticas públicas en ese sentido por parte del Gobierno de la Ciudad, cuyas acciones han sido claramente insuficientes y espasmódicas. 

Estamos convencidos que la norma que impulsamos va a contribuir a revertir lo anterior, sirviendo de marco para la definición de objetivos a largo plazo, la coordinación de acciones, el abordaje interdisciplinario y la optimización de los recursos existentes para la asistencia de las víctimas, procurando brindarles la esperanza de un futuro con dignidad.
V.T. 25
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Sobre denominación como Juan Manuel de Rosas a la futura estación de subterráneos ubicada en Triunvirato y Monroe

Inserción solicitada por la diputada Urdapilleta

Querría empezar esta referencia al proyecto nº 1515, agradeciendo, a este cuerpo, el apoyo a la iniciativa presentada por el diputado –mandato cumplido– Miguel Talento y, al Instituto de Investigaciones Históricas Juan Manuel de Rosas, su inestimable colaboración para imponer la denominación Estación “Juan Manuel de Rosas” a la futura estación de subterráneos de la línea B ubicada en Triunvirato y Monroe.

La sanción de esta Ley  es, indudablemente, un acto de reparación que intenta condonar la llamativa deuda que nuestra Ciudad tiene con quien fuera un personaje  inescindible de su historia. 

Pero, se preguntará, señor presidente, ¿por qué digo esto? Valga mirar a nuestro alrededor, para constatar que son muy pocos los protagonistas de la historia argentina  que no han merecido un homenaje por parte de esta Ciudad, ya sea en el nombre de sus calles, sus plazas, o sus monumentos. 

Rosas está entre esas pocas figuras en que las controversias no han cedido lugar a miradas más comprensivas y menos embanderadas con los enfrentamientos facciosos e irreductibles que han signado la historia argentina: como, por ejemplo, la antinomia unitarios y federales, transformada con el tiempo en rosistas y antirrosistas, preludio del peronistas y antiperonistas que sobrevendría casi un siglo después.  

Es cierto, Sr. Presidente, que hubo un intento de reconocimiento de Rosas por parte de la Ciudad: corría 1974 y, recuperada la democracia, el Concejo Deliberante decidió poner, a la calle Monroe, el nombre: “Brigadier General Don Juan Manuel de Rosas”. Sin embargo, la reparación sería poco duradera: la dictadura de Videla derogaría la nueva denominación mediante un decreto-ordenanza de abril de 1976.

Llegado este punto, señor presidente, deberíamos pensar: por qué el gobierno de facto tuvo, entre sus prioridades, borrar la memoria de Rosas, cuáles han sido los motivos de un “olvido” que lleva más de 32 años, cuál la razón de la sinrazón por la que su cadáver se repatrió más de un siglo después de su muerte. ¿Por qué  la historia parece haber sido tan poco piadosa con Rosas? ¿Por qué, para el común de la gente, no forma parte del panteón de los héroes de la patria? ¿Por qué, en una cultura como la actual en la que se destacan tanto las subjetividades, no se observa su figura desde múltiples miradas que den cuenta de los necesarios matices con los que deben juzgarse los hombres y mujeres de bien que desde posturas, muchas veces irreductibles, aportaron lo mejor de sí para la construcción de esta tierra en que vivimos?

Quizás debamos empezar a  construir las respuestas desde la política.

Porque, en pocos casos como en el de Rosas, podemos afirmar que “la historia la escriben los que ganan”. Fue el mismo Rosas, quien, pocos años antes de su muerte, reflexionaba sobre esta fatalidad de su destino: “Durante el tiempo en que presidí el gobierno de Buenos Aires, encargado de las Relaciones Exteriores de la Confederación Argentina, con la suma del poder por la ley, goberné según mi conciencia. Soy pues, el único responsable de todos mis actos, de mis hechos buenos como los malos, de mis errores y de mis actos.

Las circunstancias durante los años de mi administración fueron siempre extraordinarias, y no es justo que durante ellas se me juzgue como en tiempos tranquilos y serenos”.

Llegado este punto, quiero destacar, sr. Presidente, que la elección de la estación establecida en la intersección de Triunvirato con Monroe para denominarla Juan Manuel de Rosas  ha sido un aporte a la ciudadanía. No sólo porque se implementaron audiencias públicas para conocer la opinión de los vecinos sino porque, explícitamente, el ex Diputado  Miguel Talento buscó reivindicar la historia sin un espíritu de confrontación para lo que dejó de lado viejos sectarismos que desde la negación del otro han profundizado enconos y frustraciones.

Para finalizar, señor presidente, y como dato anecdótico, que ilustra lo ocurrido con nuestra historia, recordemos que hasta no hace mucho tiempo se puso el de Crisólogo Larralde a la calle Republiquetas. Afortunadamente, hemos subsanado lo que era una muestra más de la colonización cultural que marcó grandes etapas de nuestra vida democrática. 

Hoy, señor presidente, hacemos votos para que este justo, aunque incipiente, homenaje a Rosas abra a la consideración de visiones menos sesgadas y, por lo tanto, más comprensivas de lo que, en estas tierras, ha ocurrido con nuestros hombres y mujeres.
Inserción solicitada por el diputado Borrelli

Sr. Presidente:


Vengo a fundamentar mi voto negativo al despacho Nº 0208/08, Proyecto de Ley 1515-D-07, “Denominar Juan M. de Rosas a la futura estación de subterráneos de la línea B”, en razón de los argumentos de carácter cultural e histórico que paso a exponer. 


En términos culturales, mi negativa radica en la falta de de relación que la nueva denominación guarda con la rica historia del barrio.


En efecto, la futura estación Rosas, ubicada en Triunvirato y Monroe, se encuentra enclavada en el barrio de Villa Urquiza. Este barrio nació el 18 de octubre de 1901 sobre la base de lo que era el barrio de Villa Catalinas, a instancias de un importante grupo de entrerrianos asentados en el lugar y como homenaje oficial con motivo del centenario del nacimiento del general Justo José de Urquiza. El casco de la población estaba alrededor de la actual plaza Esteban Echeverría, donde años después se erigió un monumento a la memoria del vencedor de Caseros.


Vemos así que el nombre del barrio guarda directa y estrecha relación con la figura evocada en su nombre –cosa que no ocurre con otros barrios- generando una importante identificación de sus habitantes con la figura del ilustre entrerriano. Al llegar el ferrocarril, la estación adoptó el mismo nombre favoreciendo así la ubicación del lugar.



Era de esperar que el tan ansiado arribo del subte respetara tanto la evocación histórica como la funcionalidad geográfica, ya sea denominándose “Villa Urquiza” o bien, “Monroe” por ser la calle que corta el trayecto de avenida Triunvirato por donde corre la línea B. De hecho, en SBASE, la denominación provisoria es esta última.



Denominar Monroe a la estación de subte, además de representar una ventaja en términos georeferenciales para los usuarios de esa vía de transporte,  va en concordancia con la ley Nº 83 de la Ciudad de Buenos Aires, que fija las pautas para la asignación de nombres a los espacios públicos (nomenclatura urbana). 



En efecto, aquella dispone que “el cambio de nombres actuales de espacios públicos por nuevas denominaciones se fundará en sólidas razones de naturaleza institucional, histórica o cultural” (Art. 3º, apartado 2), lo que significa “a contrario sensu” que la imposición de nombres también tiene que observar dichos criterios.



De lo dicho se desprende que, sin desconocer que oficialmente la estación de subte aún no tenía nombre, éste debiera ajustarse, entre otros, a sólidas justificaciones culturales, aspecto que el nombre de Rosas no cumple en absoluto tratándose de una estación de subte en el barrio de Villa Urquiza, por las razones ya esgimidas. 



Agrego que del expediente surge que el propio Instituto Histórico de la Ciudad de Buenos Aires manifestó por nota del 10 de octubre de 2007, que “los nombres de las estaciones de subterráneos deben corresponderse con los que tengan las calles, plazas, estaciones ferroviarias, edificios públicos relevantes, etc.”



Por otra parte, Rosas ya goza de evocaciones varias. Un gobierno peronista, el del ex presidente Carlos Menem, repatrió sus restos desde Inglaterra y se erigió un monumento a su memoria en el barrio de Palermo, en la zona aledaña al solar que ocupara su casa de San Benito de Palermo. Además, el billete de veinte pesos lleva su imagen desde hace casi 20 años.



En la ciudad de Buenos Aires, es natural vincular a Rosas con el bario de Palermo por la cuestión ya apuntada de la ubicación de su quinta en tiempos de su gobierno, razón por la cual resulta extraño que se intente incorporarlo a la nomenclatura en un barrio distinto, y mucho menos en el de Villa Urquiza, tan ligado a la imagen de su vencedor.



Tampoco alcanza para explicar este proyecto el hecho de que en 1974, la calle Monroe fuera denominada Brigadier J. M. de Rosas (Ord. Nº 29905/74): los menos de dos años de vigencia de dicha nomenclatura no alcanzaron para que echara raíces en un barrio, que por otra parte, rechazó esa denominación, logrando que en 1976 se le restituyera el nombre de Monroe (Decreto Ordenanza 1665/76).



Entonces, sólo resta pensar que se trata de una suerte de “devolución de favores” de los rosistas hacia sus viejos adversarios liberales: en el solar de los Dorrego se halla emplazado el monumento a Juan Galo de Lavalle, su verdugo, y el de Domingo Faustino Sarmiento en donde estaba la casa de Rosas en Palermo. Creo que la historia de nuestra patria demanda mejores esfuerzos de parte de todos nosotros.



Por lo señalado, desde el punto de vista cultural, es a todas luces inapropiado el propósito de denominar Rosas a una estación de subtes en Villa Urquiza.



En término históricos, mi negativa radica en el hecho de no adherir al juicio de valor sobre la figura de Rosas que se formula en el despacho de la mayoría.



Entiendo que el acto de imponer un nombre propio a un espacio público representa un homenaje o un reconocimiento hacia los valores o cualidades de la persona escogida. Al intervenir activamente los poderes públicos en dicho proceso –por medio de la ley que sanciona la Legislatura y que promulga el Ejecutivo- se produce una convalidación del Estado de aquellos valores y cualidades transformándolos en atributos que de ahora en más pasarán a ser socialmente aceptados por la comunidad toda. 



La figura de Rosas es polémica y controvertida al punto que a más de 150 años de haber dejado el poder su recuerdo o evocación genera tantas adhesiones como rechazos.



Todos los que abrazamos la actividad política, de una u otra manera tenemos, a partir del conocimiento de la historia y de nuestras convicciones, un juicio de valor acerca de lo ocurrido en aquellos años y una opinión formada sobre los personajes históricos y sus circunstancias, lo que nos ubica inevitablemente en alguno de los bandos historiográficos que desde hace mas de cien años se encuentran en pugna. 





Los enfrentamientos por Rosas se sitúan en el centro mismo de los conflictos que modelan la sociedad y la cultura de la Argentina, conflictos cargados de efectos sobre el pasado y el futuro del país.



El capítulo rosista dejó en la Argentina dos memorias, la de los vencedores y la de los vencidos. Ambas difieren evidentemente por su contenido. La primera ve en Rosas un dictador autoritario que apoyado en caudillos salvajes, mantuvo al país en la barbarie. La segunda lo presenta como el único continuador de la obra libertadora de San Martín y realizador de un gran estado plenamente soberano.



A partir de los ‘30 se afirma una corriente que se propone la revisión de la historia oficial sobre Rosas. En los ‘40, el revisionismo histórico argentino se erige en una contrahistoria.



Los esfuerzos de una rehabilitación de Rosas y de los caudillos provincianos adquieren significaciones políticas precisas. Aportan lo que se considera una justificación histórica en nombre de una afirmación de la unidad del pueblo y de los valores nacionales.



Tras la crisis de los años ‘30, grupos nacionalistas se apoderan del objeto Rosas para hacer de él un motivo de culto, de oposición sistemática a la historia oficial y al orden establecido político y cultural. Le atribuyen a Rosas y a su régimen todos los beneficios de una época gloriosa, atacan con odio y precisión toda la historiografía liberal. De lo que resulta un discurso lleno de estereotipos, de referencias antiimperialistas y moralizadoras que signan el nacimiento del revisionismo histórico.



El revisionismo se volvió la visión histórica de los peronistas. Entre la imagen de Rosas y la de Perón se produce una nueva identificación. Rosas y Perón serán presentados como los salvadores de la patria y los paladines de la independencia nacional. Por el diagnóstico que establecen de los problemas del país y los remedios que proponen, los revisionistas anticipan culturalmente el fenómeno peronista.



Por eso no extraña que sea el peronismo -en su versión “Frente para La Victoria-, el sector político impulsor de este proyecto de Ley en nuestra legislatura. Al producir la reivindicación están haciendo un verdadero acto de pedagogía, antes que de política. En esto, los revisionistas están muy cerca de sus enemigos liberales: también ellos hacen de la historia la disciplina pedagógica por excelencia. En esta pedagogía de la nacionalidad los procesos históricos son voluntariamente simplificados, esquematizados, y los actores sociales juzgados según principios maniqueos.



El despacho de la comisión de cultura se inscribe en la línea desarrollada precedentemente, razón por la cual, allí se agigantan las virtudes de Rosas y se minimizan sus defectos. Soy respetuoso de los argumentos desarrollados en dicho despacho y aún de la reivindicación política que un grupo quiera hacer de Rosas lo que no equivale a decir que el recuerdo de su figura pase a ser política de estado y así, se omitan o soslayen aspectos centrales de un personaje que tanta desolación generó en la Buenos Aires de aquellos años. Por ello, he considerado un deber agregar a mi voto estas líneas que pretenden aportar una visión completa de la historia.



En sus casi veinte años de ejercicio del poder, Rosas gobernó con voluntad omnímoda. Ya sea por el vacío de poder generado luego del fusilamiento de Dorrego y la caída de Lavalle (1829), ya sea por el bloqueo Francés, primero (1838) y anglo-francés luego (1845-47), Rosas siempre gozó de todos lo resortes del poder, en un verdadero ejercicio de la suma del poder público.



El afianzamiento de su autoridad institucionalmente ilimitada fue garantizado, además porque la legislatura porteña, que hasta entonces había sido una pieza clave de la política provincial, vio reducido su papel a una existencia poco más que decorativa, que prácticamente solo servia para asegurar la legalidad del régimen. Las elecciones pasaron a contar desde entonces con una lista única, que armaba el gobierno y bajaba luego a los jueces de paz para que los ciudadanos la votaran: no hubo así más competencia de candidatos.



Transformó la suma del poder público en algo sistémico, de recurso extraordinario pasó a ser ordinario. Además sobre la base de esas facultades discrecionales montó un régimen represivo.



El 13 de abril de 1835 Rosas anunció cuál seria la suerte de sus enemigos: “He admitido con el voto casi unánime de la ciudad y de la campaña la investidura de un poder sin limites, que a pesar de su odiosidad, lo he considerado absolutamente necesario [...] Ninguno ignora que una fracción numerosa de hombres corrompidos, haciendo alarde de su impiedad y poniéndose en guerra abierta con la religión, la honestidad y la buena fe, ha introducido por todas partes el desorden y la inmoralidad [...] El remedio a estos males no puede sujetarse a formas y su aplicación debe ser pronta y expedita. La Divina Providencia nos ha puesto en esta terrible situación para probar nuestra virtud y constancia”. (Ibarguren, Carlos; "Juan Manuel de Rosas. Su vida, su drama, su tiempo", Ed. Teoría, Buenos Aires, 1961, Pág. 207)



El repertorio incluyó el decreto del 3 de febrero de 1832 que obligó a los empleados civiles, militares, seculares y eclesiásticos que cobraran del erario público a usar la cinta punzo colorada, visiblemente del lado izquierdo del pecho so pena de perder salario y empleo.



Hubo además, una red de espionaje montada por el régimen con base en policías, serenos, servicio domestico y lugares de detención e interrogatorio de los enemigos unitarios, como el cuartel de los serenos dirigido por Nicolás Mariño, el de la calle Chacabuco de Ciríaco Cuitiño; el de los restauradores, situado en Defensa y México, y el de Santos Lugares. Grupos armados se dedicaban a amedrentar a los opositores, destacándose en la labor la Sociedad Popular Restauradora y su brazo armado, la Mazorca, que desde 1835, principio del segundo mandato de Rosas hasta 1847, cuando fue disuelta, generó terror en la sociedad porteña.



El gobierno consideraba que la unanimidad federal era una absoluta prioridad y la vigilancia de que eso ocurriera quedó en manos de la policía. Los jueces de paz, lo alcaldes de barrio y los tenientes alcaldes. El uso de la divisa punzó pasó a ser controlado severamente. Además, los jueces de paz elaboraban clasificaciones, informes en los cuales se establecía el perfil político de los vecinos porteños; los considerados unitarios quedaban excluidos de cualquier función pública o militar y recibían vigilancia especial por parte de las autoridades.



En uso de sus facultades extraordinarias y considerando lo indispensable que es la unión entre los pueblos de la República, ordenó la suspensión del Nuevo Tribuno y de El Cometa. La censura decreta que nadie podría “establecer imprenta ni ser administrador de ella ni publicarse impreso periódico alguno sin expreso previo permiso del gobierno”. Durante todo su gobierno la oposición no tendría derecho a expresarse y sólo lo hará desde Montevideo por la acción de los exiliados en periodicos de circulación clandestina en Buenos Aires y las provincias. (Pacho O’Donnell, Juan Manuel de Rosas, el maldito de nuestra historia oficial, Ed. Planeta 2001)



En julio de 1838 detuvo al comandante de las tropas de la frontera sur, Zelarrayán, por sospechar que preparaba un levantamiento y se lo ejecutó apelando a que supuestamente había querido fugarse. Trascendió que Zelarrayán fue decapitado y su cabeza enviada al gobernador, quien obligó a otros dos conspiradores a contemplarla sin tregua durante tres días. 



En agosto de ‘39, luego del asesinato de Maza a manos de la Mazorca, la Gaceta Mercantil publicó una carta de los mazorqueros Cuitiño y Parra dirigida al gobernador en la cual afirmaban que “el único sentimiento, Excelentísimo Señor, que les queda a los que firman, es que estos indignos traidores y reos criminales de lesa patria y América, no hayan probado de nuestras manos el puñal que desnudo conservamos para sostener la ilustre persona de vuestra excelencia a costa de nuestra propia sangre, como del mismo modo el nombre santo de la Federación, que hemos jurado sostener con nuestras propias vidas”, asegurando que estaban listos para “ver la sangre argentina de los desnaturalizados unitarios derramada por las calles de Buenos Aires, como vemos correr el agua del río de la plata”.



El siguiente relato, aportado por un descendiente de Bustillo es una pintura de aquellos días.



“José Maria Bustillo, hijo del corone Bustillo, héroe de Mayo, tenía 23 años de edad y era empleado del Correo, donde facilitaba el intercambio de comunicaciones con los emigrados. Fue detenido y alojado en la cárcel del Cabildo, en la celda que ocupaba el poeta José Mármol, de su misma edad. Después de varios días, sin noticias de su angustiada familia, oyó el ruido de llaves del carcelero que caminaba por el corredor. Abrió la puerta. El hombre hosco y barbudo con tono furibundo dijo: joven Bustillo, prepárese a morir [...] Mármol, conmovido se levantó del banco y abrazándolo efusivamente le dijo: “Tienes la gloria de morir joven por la patria esclavizada”. Emprendió Bustillo su marcha precediendo al carcelero [...] Llegaron a un patio, un banquillo y cuatro soldados armados lo esperaban. Lo hicieron sentar, le vendaron lentamente los ojos. Como demoraba la descarga más de lo necesario, levantó con timidez la venda y en el patio no había ya ni carceleros ni soldados, y sí abierta la puerta que comunicaba con la calle. Se deshizo las ligaduras y rápidamente se alejó en busca de su salvación. Se trataba de una broma de Rosas que hasta para reírse necesitaba ser cruel”. (Prólogo de José Maria Bustillo en Recuerdo de una víctima de la Mazorca, Antonio Somellera, edición de 1962).



Según algunos historiadores, no es posible afirmar que Rosas ordenara eliminar a los veinte ciudadanos que fueron asesinados en 1840 ni tampoco a los treinta y ocho que perecieron en 1842. Pero sí que toleró en silencio el brote criminal de algunos de sus hombres de confianza. Dejó hacer y él sabía lo que significaba.



En la violencia de los años 40 y 42 no hubo ni espontaneidad de las masas adictas ni autonomía de la Mazorca.



El hermano del General Gregorio Araoz de Lamadrid, Mariano, fue degollado; el coronel Sixto Quesada, ex ayudante de campo de Lavalle, fue secuestrado y pasado a cuchillo cerca del cementerio; Pedro Echenagucia y dos ciudadanos portugueses también resultaron degollados. No existieron matanzas colectivas sino atentados individuales seguidos de muerte, a cargo de miembros de la Mazorca o de los sicarios a las ordenes del jefe de los serenos, Nicolás Mariño.



Algo parecido había sucedido en 1840. De fines de septiembre a fines de octubre, unas 200 personas fueron detenidas y se registraron 20 asesinatos.



Luego de que en abril de 1840, el General Paz y Antonio Somellera lograran escaparse de Buenos Aires rumbo a la Banda Oriental. Rosas ordenó que se evitaran a toda costa acciones de este tipo. La noche del 4 de mayo, Isidoro Oliden, Francisco Lynch, José Maria Riglos y Carlos Mason, procuraron hacer el mismo viaje desde la costa de San Telmo, pero fueron traicionados por su guía Juan Merlo, que pertenecía a la Sociedad Popular. Cuando iban a embarcarse, fueron atacados por una partida a caballo que dirigía Cuitiño y fueron degollados.



Luego de la retirada de Lavalle a Santa Fe, el 25 de septiembre Rosas publicó un decreto por el cual se confiscaban las propiedades y los bienes de los unitarios. 



En ese clima se desencadenó el terror contra los sospechados de unitarios. Según el Ministro Mandeville, en carta a su gobierno del 15 de octubre de 1840: "Los excesos cometidos en Buenos Aires por la gratificación pública y privada, han llegado a un punto tan alto rara vez registrado en los anales de la historia. Durante los últimos tres meses, hasta los últimos días no pasó una noche, salvo en dos o tres ocasiones, sin que dos o tres asesinatos no tuvieran lugar". Echaba la culpa de los actos a la Mazorca. 



Los asesinatos documentados son menos de los que sugiere el británico: veinte. Pero además fueron acompañados de otros casos de individuos que no murieron pero fueron torturados y heridos. "Con el pretexto de revisar las viviendas para buscar las personas ocultas o armas", decía Mandeville, "las mujeres son golpeadas y maltratadas; las viviendas, robadas; y los muebles y propiedad, destruidos". Eso ocurrió por ejemplo con la casa de la familia de Luis Manterota, un emigrado que estaba en el ejército de Lavalle: entraron y golpearon a los presentes, rompiendo todo. La residencia del comerciante Félix Castro fue atacada pero él pudo ocultarse; los mazorqueros se llevaron un cofre con mucho dinero (el afectado logró exiliarse al poco tiempo). Un testigo, Vicente Quesada, que era un niño en esa época, contó cómo una noche de ese mes terrible se sintieron golpes en la puerta de su casa. Su familia, aterrorizada, pensó que era la Mazorca, pero se trataba de la desesperada esposa de Gregorio Ferry que pedía refugio: su marido acababa de ser capturado por mazorqueros en su propia vivienda y su hermano Manuel había escapado por la azotea. Ferry fue azotado y luego liberado. Por su parte, José María Salvadores, que había sido oficial de policía, supo que lo perseguía la Mazorca y se escondió en un sótano que estaba oculto en su casa. Asistido por su esposa, se mantuvo allí durante doce años; salió a los pocos días de la batalla de Caseros "con la barba crecida y larga hasta el estómago" (según anotó Juan Manuel Beruti en su diario, donde aseguró haberlo visto).



Otros tuvieron menos suerte: Sixto Quesada, antiguo colaborador de Lavalle, fue capturado por un grupo de Mazorqueros en la puerta de su casa y llevado a las inmediaciones del cementerio del norte, donde fue degollado; el comerciante portugués Juan Lóbrega, ligado a la conspiración de Maza, fue atrapado cuando se dirigía a su quinta y degollado; José Pedro Varangot, francés de origen, que había estado ligado al líder unitario Agüero, fue degollado frente a su residencia. Al menos diecisiete personas más corrieron la misma suerte. Tras más de un mes de terror, Mandeville consideró que era demasiado y se quejó. Rosas le contestó que no era fácil contener el furor federal contra los enemigos, pero la matanza se suspendió esa misma noche. La calma volvió a la atemorizada ciudad.



La noticia de que el General José María Paz en marzo de 1842 se hizo nombrar gobernador de la provincia de Entre Rios, provocó en Buenos Aires un nuevo estallido de terror. 



Escribía Rosas a Urquiza en 1842: “Usted en el alto puesto que hoy ocupa necesita respecto de los federales de una sabia meditación, de gran prudencia y de sobrada elevación en sus sentimientos públicos y privados. No son comprendidos en esta doctrina los salvajes unitarios, porque respecto de ellos se distinguen los decretos de la justicia divina cansada de sufrir de tan prolongados y enormes delitos sin ejemplo. Otro modo de proceder, en tiempo oportuno, con semejantes bárbaros sería una manifiesta crueldad para con los hombres [...] puesto que conforme a los evangelios de Juan Bautista veinte gotas de sangre sacrificada, que ahorrarían mil, son bien derramadas y es una crueldad no hacerlo". (Ibarguren, Carlos, op. cit. pág. Pag. 216).



La Mazorca ganó las calles y cometió varios crímenes: otra vez, al menos veinte personas fueron asesinadas. Si los ataques de 1840 habían sido nocturnos, algunos de los de abril de 1842 se cometieron a plena luz: el abogado José Zorrilla fue degollado un mediodía en su casa, ubicada a metros de la Plaza de la Victoria, y un tal Duclós fue asesinado en el mismo horario. La crueldad fue incluso superior a la anterior: un comerciante español llamado Martínez Eguilar fue degollado a una cuadra de la Iglesia de San Juan "y medio vivo metieron el cuerpo en una barrica encendida de alquitrán"; José Dupuy, también comerciante, fue degollado en el cuartel de Cuitiño, y su cuerpo fue luego colgado en un hueco de la parroquia de san Nicolás; un santafecino apellidado Sañudo también fue degollado; misma suerte corrió Esteban Llanés cuya cabeza fue colgada junto a la pirámide ubicada en la Plaza de la Victoria. 



El horror se ciñó sobre la ciudad: Tomás de Anchorena, preocupado, le escribió a su primo Rosas el 19 de abril para decirle que se pasaba el día contestando cartas y recibiendo visitas, "que bañadas en lágrimas, y llenas de angustia. Horror y espanto vienen a suplicarme les dé algún consuelo o consejo para salvar sus vidas, porque han sido avisados por diversos conductos de que cierta e indudablemente intentan matarlos" (Gabriel Di Meglio, “Mueran los salvajes unitarios, la Mazorca y la política en tiempos de Rosas, Ed. Sudamericana, 2007).



Como corolario a este relato, sirvan las propias palabras de Rosas desde su exilio en Inglaterra: “Se dirá que abusé del poder. Este será un error mío pero no un delito que pueda causarme remordimientos, porque cuando se me entregó ese poder odioso, extraordinario, se me facultó no con la condición de que en todo había de acertar sino para obrar con toda libertad  [...] y obrar sin trabas rigiéndome por el solo objeto de salvar la tierra agonizante” (John Lynch, "Juan Manuel de Rosas", Emecé, 1994, pág. 211)



Por último, encuentro difícil compatibilizar la simpatía con Rosas que emana del despacho de la comisión con el sentimiento hacia los derechos humanos que impera por estos años en nuestro país. 



Rosas anuló las instituciones, concentró la suma del poder público, gobernó bajo el autoritarismo, censuró la prensa, organizó la violencia estatal, amparó a fuerzas parapoliciales, persiguió, encarceló, torturó y mato a los opositores, confiscó propiedades y sustrajo bienes a sus legítimos dueños, produjo destierros y exiliados e impidió la organización del país bajo un régimen constitucional. 



Sin intención de traspolar ni de trazar analogías entre épocas tan disímiles, lo cierto es que Rosas, en los términos de las clasificaciones políticas actuales, no hubiera tenido miramientos para con sus defensores de hoy ni éstos le guardarían el reconocimiento que ahora le dispensan. 
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Sobre la realización de un minuto de silencio por las víctimas de la AMIA todos los 18 de julio a las 9 y 53 horas.
Inserción solicitada por la diputada Walsh

El proyecto de ley en tratamiento propone establecer la realización de un minuto de silencio en todas las reparticiones del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, cada 18 de julio, a las 9.53 horas, por las víctimas del atentado a la AMIA.

Como una primera cuestión de forma, reiteramos una vez más que no vemos conveniente tratar sobre tablas, sin el correspondiente despacho de comisión y los días de publicación reglamentarios, un proyecto de ley. Consideramos que la sanción de leyes merece al menos una discusión previa y máxime si dicho proyecto se trata en el recinto sin debate alguno.

En cuanto al contenido del proyecto, en primer lugar compartimos el profundo pesar de los familiares y allegados de las víctimas de aquel terrible atentado del cual se cumple el 14º aniversario, así como la necesidad de preservar la memoria y sostener el reclamo de juicio y castigo para todos sus responsables. Nos hemos pronunciado varias veces al respecto y también hemos participado de actos y pronunciamientos levantando la exigencia de justicia.

Al mismo tiempo, no podemos dejar de señalar la responsabilidad del propio Estado argentino en la gravísima demora en la investigación del atentado, con el consiguiente encubrimiento objetivo y la impunidad para sus autores. Como señala un reciente comunicado de prensa de la Agrupación por el Esclarecimiento de la Masacre Impune de la AMIA (APEMIA), “después de reconocer por decreto ¡hace ya tres años! que el Estado argentino es el encubridor agravado del crimen, no hay juzgados ni condenados.” Ante esta situación, el silencio no nos parece la conmemoración más adecuada. Lo realmente productivo sería profundizar la reflexión y la discusión sobre las responsabilidades que hemos mencionado, en aras de lograr la verdad y la justicia.

Por otra parte, imponer por ley un minuto de silencio en todas las áreas de la administración centralizada y descentralizada del Gobierno de la Ciudad, y además para siempre, implica de hecho la posibilidad de establecer prácticas similares ante otros hechos trágicos: por ejemplo los 18 de setiembre, fecha de la desaparición de Jorge Julio López en 2006; los 19 y 20 de diciembre, a raíz de la represión policial en 2001 que costara más de 40 asesinados, o los 30 de diciembre por la masacre de Cromañón en 2004 cuyo saldo fue el de 194 jóvenes muertos. No obstante, reafirmamos que siempre es el debate y no el silencio el que debe respaldar la búsqueda de justicia.

Es por todas estas razones que nos abstenemos de acompañar este proyecto.
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Sobre la cláusula de integración del Fondo de Infraestructura Social creado por Ley 2570

Inserción solicitada por el diputado Ritondo

Estamos tratando en este recinto un proyecto de ley que, que contiene las cláusulas generales y particulares del Fondo de Infraestructura Social (FOISO), un endeudamiento que tomará la ciudad por 500 millones de dólares para distintas obras con fines sociales.

Este proyecto está contemplado en la ley 2.570, que fue aprobado por esta legislatura en diciembre de 2007, y tiene por objeto ser el vehículo de financiación de obras de infraestructura social que la ciudad necesita.

 Y precisamente, señor presidente, no son obras de menor importancia, sino justamente, forman parte de áreas muy sensibles de nuestra ciudad, que hacen a la vida cotidiana a la gran deuda social que tenemos  con  nuestros vecinos. Estas  deudas en áreas tan transcendentes como Salud, educación, desarrollo social, desarrollo urbano, espacio público y cultura.  Estamos honrando ese compromiso que asumimos, porque estamos gobernando para todos, y no para  algunos sectores, por eso se nos critica, se nos pone palos en la rueda. Algunos que ya gobernaron esta ciudad, que fueron incapaces de cumplir con su palabra parece que hoy beben agua bendita, pero eso no les quita el aliento que huele a resentimiento y revancha.

Es inaudito, que  una ciudad como la nuestra tenga gravísimos problemas de infraestructura y esto solo se  justifica cuando los que pasaron por esta administración no cumplieron con las mínimas promesas electorales que supieron hacer en campaña.

Por eso nos endeudamos, por eso apostamos a mas y mejores obras para nuestros vecinos.

Recuerdo, señor presidente, allá por el 2005 o el 2006, hace muy poco tiempo, Ibarra señalaba,: “el proyecto de Presupuesto total para el año 2006 asciende a 7.466 millones de pesos, lo que representa un crecimiento del 21% en relación con el presupuesto de este año, y presenta equilibrio fiscal”. El Jefe de Gobierno destacó en esa oportunidad: “se mantiene y fortalece una fuerte inversión en las áreas sociales y se incrementa la inversión en obras públicas, alcanzando una cifra inédita para la ciudad”.

 Donde están las obras, esta claro. Es  inaudito, que sigamos cubriendo los baches, señor Ibarra. Recuerdo también, cuando le pedíamos precisiones, ud, o sus ministros solo daban el trazo gordo de los gastos. Nunca el trazo fino.

Yo le podría recordar el caos que usted nos dejo. Pero basta con mirar las áreas del gasto público. Como estamos en; administración gubernamental: reformulando todo

• Servicio de seguridad, MAS INVERSION

•  Servicios sociales: MAS INVERSIÓN

Dentro de este ítem, se incluyen: salud, promoción y acción social, educación cultura, trabajo, vivienda, y agua potable y alcantarillado

• Servicios económicos: Y DEUDA PUBLICA.

Por supuesto que hay una demora lógica, propia del primer semestre del año en que se hacen las licitaciones para las obras. Pero quédense tranquilos, vamos a ejecutar todo lo previsto y van a tener al jefe de gabinete y a los ministros de estas áreas informando las veces que sea necesario para que los ciudadanos sepan en que se gastan sus impuestos. 

Nada más, señor presidente.

Inserción solicitada por la diputada Walsh

Este endeudamiento que propone el jefe de gobierno, y que respaldan los bloques del PRO y del Frente para la Victoria, es innecesario. Los niveles de recaudación impositiva, sobre todo de ABL, son mayores a los previstos. Es evidente que fueron subestimados. A su vez el ritmo de ejecución, sobre todo en obras, es muy inferior a lo que prevé el Presupuesto 2008. Y por otra parte, la Ciudad cuenta con ahorros y colocaciones financieras.

El listado de las obras del FOISO es incompleto y tampoco fija prioridades. A lo que ya hemos señalado en nuestra intervención, podemos agregar otros datos.

En Educación, se incluyen obras sin detalle por 154 millones. Son 4 millones en el nivel inicial, 35 en primaria, 42 en media y 71 millones para “Otras obras en otros niveles”. ¿”Otros niveles” tiene casi lo mismo que primaria y media juntas? ¿Qué gran escuela artística, técnica o especial va a hacer el Gobierno de la Ciudad, que cuesta 71 millones y no la puede detallar?

En Espacio Público, se disponen 90 millones para “Higiene urbana por terceros”, es decir el servicio privado de recolección de basura, de los cuales 30 son para “Contenerización”. ¿Pero no dijo aquí en este recinto el jefe de gabinete que la contenerización era un sistema que había fracasado? ¿Y entonces para qué nos piden 30 millones en el Anexo I de la Ley del FOISO? Lo racional sería rediscutir todo este listado. Lamentamos que no exista la voluntad política de hacerlo.

Este endeudamiento también es inoportuno. Como ya se ha dicho, la situación financiera internacional es de alta inestabilidad, muy poco propicia para emitir deuda pública, incluso en los marcos de la propia lógica del sistema capitalista. Es llamativo que el bloque del Frente para la Victoria en esta Legislatura respalde políticas de endeudamiento público que a nivel nacional los funcionarios kirchneristas rechazan.

Esta ley de deuda también es perjudicial, por varias razones. Por un lado, la nueva emisión amplía el Programa de Asistencia Financiera ya vigente. Esa deuda, que es el llamado Bono Tango, se renegoció con quita cero aunque a nivel nacional ocurría lo contrario. Claro está que la izquierda siempre denunció la deuda externa y lo seguimos haciendo. Pero aquí, además, se reconoció sin quita alguna y se siguió pagando. El Poder Ejecutivo, en aquel momento, argumentó que al renegociar así la Ciudad se vería beneficiada en futuras refinanciaciones, cosa que nunca ocurrió.

El proyecto autoriza tasas anuales de hasta el 13,5%, es decir de muy alto costo.

Se ha omitido al Banco Ciudad como agente financiero de la Ciudad, como lo indica el art. 51º de la Constitución, privilegiando a bancos extranjeros.

Se toma deuda en dólares, para financiar obras que mayormente se pagarán en pesos.

Además este endeudamiento es perjudicial porque lo pagaremos todos los vecinos y vecinas de nuestros propios bolsillos, incluso aquellos que están por debajo de la línea salarial que cubra la canasta familiar. Así pasará también con el “crédito puente” por 200 millones de dólares, incluido en esta ley, y que es un gran negocio para los bancos intermediarios. Parece un “puente”, pero al vacío…

Es curioso que el jefe de gobierno plantee un posible plebiscito sobre las villas, pero no se le ocurra consultar a los vecinos y vecinas qué opinan acerca de asumir semejante deuda. Así, decisiones que van a afectar la vida de millones, se resuelven entre muy pocos.

Por estas razones, más las del despacho de minoría, más las de la observación que presentamos conjuntamente con el diputado Martín Hourest, el bloque Nueva Izquierda vota en contra.

Este nuevo bono Tango no tiene nada de porteño ni de popular. Es un tango por 500 millones de dólares, con letra y música inglesa, de las AFJPs y de los bancos extranjeros, y en perjuicio de los vecinos y vecinas de la Ciudad.
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� Supuestos estimación propia Mayores Ingresos: Aumento interanual ISIB 33%, ABL 94%, Patentes 42% y Coparticipación 28%. 


Recaudación Enero-Mayo 2008. Variación mensual interanual promedio percibida: ISIB 36,12%, ABL 93,44, Patentes 41,2%. Fuente: Rentas del GCABA. http://www.rentasgcba.gov.ar/info_gral/recaudacion/general.html


�Supuestos estimación costo fiscal aumento salarial: Aumento escalonado anualizado: 12,5%. Previsión de $380 millones en ley presupuesto 2008 según VT Comisión Presupuesto 23-11-07


� Los saldos disponibles surgen de restar amortizaciones de deuda y los resultados negativos de los ejercicios 2006 y 2007 a los saldos que la ciudad acumuló entre los años 2003 y 2005, provenientes de presupuestos no ejecutados. Aun en el marco de una terrible crisis social, el Gobierno subejecutaba fuertemente su presupuesto dando lugar a saldos acumulados, con los que aún hoy se cuenta en parte. 
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